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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I. 118      

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión de los recursos de apelación 

interpuestos y sustentados en forma oportuna por ambas partes, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 4º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

INGENIO RISARALDA S.A contra la COPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE 

CALDAS - CORPOCALDAS.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedentes, con fundamento en el artículo 

247 numeral 3 del C/CA1, habrán de admitirse los recursos de segundo grado, 

y con este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del 

Ministerio Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTENSE los recursos de apelación interpuestos y sustentados en forma 

oportuna por ambas partes, contra la sentencia emanada del Juzgado 4º 

Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el INGENIO RISARALDA S.A 

contra la COPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS - CORPOCALDAS.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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A.I. 121      

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora BERTHA INÉS SALAZAR MORALES contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación por la parte demandante, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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señora BERTHA INÉS SALAZAR MORALES contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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A.I. 120      

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión de los recursos de apelación 

interpuestos y sustentados en forma oportuna por ambas partes, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora CONSTANZA GÓMEZ DE VILLEGAS contra la U.A.E. DIAN.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedentes, con fundamento en el artículo 

247 numeral 3 del C/CA1, habrán de admitirse los recursos de segundo grado, 

y con este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del 

Ministerio Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTENSE los recursos de apelación interpuestos y sustentados en forma 

oportuna por ambas partes, contra la sentencia emanada del Juzgado 8º 

Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora CONSTANZA 

GÓMEZ DE VILLEGAS contra la U.A.E. DIAN.   

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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A.I. 117       

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión de los recursos de apelación 

interpuestos y sustentados en forma oportuna por la parte actora y el P.A.R. 

CAPRECOM, contra la sentencia emanada del Juzgado 2º Administrativo de 

Manizales, dentro del proceso de REPARACIÓN DIRECTA promovido por el 

señor CARLOS HONORIO PATIÑO JIMÉNEZ Y OTROS contra la NACIÓN-

MINISTERIO DE SALUD Y OTROS.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedentes, con fundamento en el artículo 

247 numeral 3 del C/CA1, habrán de admitirse los recursos de segundo grado, 

y con este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del 

Ministerio Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTENSE los recursos de apelación interpuestos y sustentados en forma 

oportuna por la parte actora y el P.A.R. CAPRECOM, contra la sentencia 

emanada del Juzgado 2º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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REPARACIÓN DIRECTA promovido por el señor CARLOS HONORIO PATIÑO 

JIMÉNEZ Y OTROS contra la NACIÓN-MINISTERIO DE SALUD Y OTROS.   

  

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Sentencia No. 054 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Proceso No.  17-001-33-39-008-2018-00128-02 

Clase:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Accionante:  Luz Stella Carmona Restrepo  

Accionado:  Nación - Ministerio De Educación – Fondo Nacional De 

Prestaciones Sociales Del Magisterio 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 

mediante la cual se negaron sus pretensiones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La Demanda  

 

1.1. Pretensiones  

 

Se declare la nulidad de la Resolución 1272-6 de 31 de enero de 2018 emitida por la 

Secretaria de Educación del departamento de Caldas en representación del FNPSM. En 

consecuencia, se ordene a las demandadas: reajustar las mesadas anuales con base en el 

artículo 1º de la ley 71 de 1988, es decir en porcentaje igual al aumento del salario 

mínimo legal mensual y de manera retroactiva al año en que se consolidó el derecho; se 

ordene la indexación de los valores a reintegrar, al pago de los intereses y costas del 

proceso. 

 

1.2. Sustento fáctico relevante  

 

A la demandante le fue reconocida una pensional de jubilación a través de la Resolución 

3608 de 21 de agosto de 2007. Mediante escrito radicado ante el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la Secretaría de Educación del departamento de 

Caldas, solicitó el reajuste periódico de la pensión conforme a los ajustes fijados por el 

Gobierno Nacional para el salario mínimo legal, en aplicación a la Ley 71 de 1989. La 

petición fue negada mediante al acto demandado. 

 

1.3. Normas violadas y concepto de trasgresión  
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Consideró como violados, entre otros los artículos 53 y 58 de la Constitución Política; 5, 

9 y 15 de la Ley 91 de 1989; 1; de la Ley 71 de 1988; 238 de 1995; 14, 279 de la Ley 100 de 

1993; Decreto 2831 de 2005. 

 

Analizó el régimen jurídico que reguló los ajustes en las mesadas pensionales, teniendo 

en cuenta el incremento del salario mínimo legal mensual vigente, establecido en la Ley 

71 de 1989 y posteriormente en las Leyes 91 de 1989 y 100 de 1993; teniendo en cuenta 

las excepciones previstas en el artículo 279 de ésta última disposición. 

 

Expuso que la Nación Ministerio de Educación Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, reajustó las pensiones de jubilación a partir del año 1995, conforme al 

artículo 14 de la Ley 100 de 1993; y que para los años 1996, 1998, 2000 y siguientes hasta 

el año 2018 los reajustes anuales de las pensiones de jubilación se realizaron por debajo 

del aumento del salario mínimo legal mensual vigente, teniendo en cuenta la excepción 

prevista en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, que excluye su aplicación a los afiliados 

de dicho fondo.  

 

Pasó a explicar que si se aplica la fórmula de incremento de las mesadas superiores al 

salario mínimo, que es con el IPC, éstas presentan una pérdida porcentual frente a si se 

hiciera aumento con el salario mínimo mensual vigente, lo que representa un 

detrimento a la parte demandante.  

 

2. Pronunciamiento de los sujetos procesales  

 

 Ministerio de Educación - Fondo de Prestaciones de Sociales del Magisterio: Se opuso 

a la totalidad de las pretensiones y adujo no constarle los hechos aludidos en la 

demanda. Propuso las excepciones de mérito tituladas:   

  

-Ineptitud sustancial de la demanda por falta de legitimación en la causa por pasiva de 

la Nación – Ministerio de Educación Nacional: Describió en armonía a lo preceptuado 

en el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, la Ley 715 de 2001, que definió las competencias 

de la entidad en materia de educación, cuya función es la de ser ente rector de las 

políticas educativas dada su función de trazar los lineamientos generales en la 

prestación del servicio de educación, por tanto no presta el servicio de educación, ni 

administra las plantas de personal, como tampoco es empleador de los docente del 

Magisterio. -Inexistencia del demandado – falta de relación con el reconocimiento del 

derecho, conexo o derivado del acto administrativo expedido por la entidad territorial 

certificada. Falta de competencia del ministerio de educación para expedir el acto 

administrativo y reconocer el derecho reclamado: Hizo alusión a los elementos 

esenciales del acto administrativo e indicó que no existe causalidad o vínculo entre la 

Nación – Ministerio de Educación Nacional, y el derecho solicitado por el accionante, 

toda vez que el procedimiento de reconocimiento y pago de las prestaciones sociales se 

encuentra en cabeza de la entidad territorial certificada y de la sociedad fiduciaria 

administradora del fondo, siendo esta última y con fundamento en el contrato de fiducia 

mercantil 83 de 1990, quien administra y paga con recursos del fondo las obligaciones 

que en materia de prestaciones reclamen los docentes afiliados al FOMAG; indicó que 

el Ministerio de Educación nacional no interviene en el trámite de reconocimiento y 

pago de la prestación, no revisa ni analiza la viabilidad del pago de la misma, no tiene 

competencia para la expedición del acto administrativo de reconocimiento, no ordena 



17-001-33-39-008-2018-00128-02 Nulidad y restablecimiento del derecho  

3 

 

el pago, ni destina los recursos para el pago de las prestaciones.  - Inexistencia de la 

causa por inexistencia de causa jurídica: Apuntó que el ajuste de la pensión de 

jubilación, es el establecido en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993; y no el previsto en la 

Ley 71 de 1988; además que la Ley 812 de 2003, integró a los docentes al régimen 

pensional de prima media, con lo cual se deriva la derogación tácita de la normatividad 

anterior. - Caducidad: Con base en el artículo 164 del CPACA, argumentó que la 

demanda se presentó transcurridos los cuatros meses desde la expedición del acto 

administrativo que denegó el derecho, por lo que debe prosperar la presente 

excepción. -Prescripción: Solicitó se declare la prescripción de los derechos reclamados, 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968. -Cobro de lo no debido: Indicó que la 

entidad no tiene competencia en el trámite para el reconocimiento y pago de las 

prestaciones sociales de los docentes; además, que los recursos son manejados por la 

sociedad de economía mixta fiduciaria; y por tanto, cualquier gasto que afecte el 

presupuesto de la fiduciaria, deben contar con la respectiva apropiación presupuestal.  -

Buena fe: Enfatizó que el pago no las prestaciones sociales de los docentes no depende 

del diligenciamiento de los actos administrativos por parte del ente territorial y del visto 

bueno de la entidad fiduciaria, sino de la disponibilidad presupuestal conforme lo prevé 

la Ley 38 de 1989.  

 

3. Sentencia de primera instancia  

 

El a quo negó las pretensiones de la parte demandante. Como fundamento de la decisión 
refirió que, a la demandante porque no se puede ordenar el reajuste a favor de un docente 
pensionado con base en el mecanismo que fue establecido en la Ley 71 de 1988, obviando 
la modificación que al respecto dispuso la Ley 100 de 1993. Porque la fórmula que el 
Legislador instituya para reajustar las pensiones no constituye un derecho adquirido a 
favor de los pensionados, sino tan solo una mera expectativa, que está sujeta a las 
modificaciones que aquel órgano considere pertinentes para garantizar el poder 
adquisitivo de las pensiones. Porque la Ley 238 de 1995, que adicionó el artículo 279 de 
la Ley 100 de 1993, dispuso que la aplicación de los artículos 14 y 142 de la mencionada 
norma también lo era para los sectores exceptuados del régimen general de pensiones. 
Porque con la expedición de la ley 100 de 1993, quedó sin efectos las disposiciones 
contrarias, esto es el artículo 1º de la ley 71 de 1988, tal como ha sido reconocido de 
manera uniforme por las Altas Cortes. Porque no hay lugar a aplicar el principio de 
favorabilidad laboral, bajo el entendido que no coexisten dos disposiciones jurídicas 
vigentes que generen duda en su aplicación. 

 

4. Recurso de apelación 

 

La parte actora solicitó revocar la sentencia y acceder a sus pretensiones; en síntesis, señaló 

que la decisión desconoce derechos y principios constitucionales como el de la 

favorabilidad, legalidad, supremacía de la Constitución y primacía de lo especial sobre 

lo general. Precisó que, la ley 100 de 1993 excluyó a los docentes del sistema de 

Seguridad Social Integral de Se Seguridad Social. Por tanto, la ley 71 de 1988 no se 

encuentra derogada y por otra parte la Ley 238 de 1995 esta instituida exclusivamente 

para otorgar beneficios y derechos a los regímenes exceptuados. 

 

Aludió a los reajustes prestacionales aplicados a los miembros de la Fuerza Pública, 

afiliados a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; y con apoyo en los 

pronunciamientos jurisprudenciales, de la Sección Segunda del Consejo de Estado, 
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precisó que, este sector como los docentes del Magisterio, son exceptuados de la Ley 100 

de 1993; pero en caso de ser el régimen general más beneficioso se le puede aplicar la 

Ley 238 de 1995, bajo el principio de favorabilidad. 

 

Agregó que, en el acto administrativo de reconocimiento de la pensión se establece que 

el beneficiario tiene derecho a que se ajuste suspensión en armonía con lo dispuesto en 

la ley 71 de 1988, por lo que sí  la entidad demandada considera que se debe aplicar a la 

Ley 100 de 1993 en el reajuste pensional, debió revocar o demandar su propio acto 

administrativo antes de aplicarlo arbitraria y sin el consentimiento el demandante, pues 

al quedar en firme en su decisión se convierte en ley para las partes. 

 

Por último, en cuanto a la condena en costas señaló que, si bien en primera instancia 

resultó vencida, configurándose la premisa descrita en el numeral 1° del artículo 365 de 

la Ley 1564 de 2012, para la procedencia de la condena en costas, dicha circunstancia 

debe analizarse en conjunto con la regla del numeral 8 ibidem, que dispone que “Solo 

habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su 

comprobación”. Que tal y como se puede observar en el expediente, no existe prueba 

alguna que logre demostrar erogaciones por concepto de costas o agencias en derecho 

para que estas procedan, motivo por el cual, la condena en costas impuesta en primera 

instancia debe ser revocada en su totalidad. 

 

5. Concepto del Ministerio Publico 

 

Solicitó confirmar la sentencia apelada que negó las pretensiones de la demandante en 

tanto, el incremento anual que se debe aplicar a los pensionados del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, es el establecido en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, 

toda vez que el artículo 1 de la Ley 71 de 1988 no se encuentra vigente después de la entrada en 

vigencia del Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, premisa que se ratifica con la 

expedición de la Ley 238 de 1995.  

 

Que como respaldo de esta tesis, la regulación anterior del derecho al reajuste pensional anual no 

tiene la condición de un derecho adquirido en cuanto a la determinación del parámetro sobre el 

cual se deben ajustar anualmente las pensiones de vejez. En este orden de ideas, la norma 

pensional establecida en la Ley 71 de 1988 y su decreto reglamentario fueron derogados al entrar 

en vigencia el Sistema General de Seguridad Social Integral, bajo el entendido que la mencionada 

ley establecía un régimen general, no uno especial para los docentes; además, con la expedición 

de la Ley 238 de 1995 se extendió́ el ajuste anual de las mesadas pensionales establecido para el 

régimen general, a las pensiones exceptuadas (art. 279).  

 

En síntesis, el Ministerio Público considera que el acto administrativo acusado no contraviene el 

ordenamiento jurídico, por cuanto esa decisión administrativa se sujetó a la normatividad en la 

que debida fundarse y, por lo tanto, es ajustada a derecho la decisión del Juzgado de desestimar 

los cargos de nulidad sustancial formulados en la demanda y negar las pretensiones, razón por la 

cual debe confirmarse la sentencia apelada.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia y procedencia 
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Conforme al artículo 153 del CPACA1, es competente el Tribunal para resolver el recurso 

de apelación. Además, es procedente por cuanto: “Son apelables las sentencias de primera 

instancia de los Tribunales y de los Jueces”, en virtud de lo dispuesto por el artículo 243 

Ibidem.  

 

2. Problema jurídico 

 

Atendiendo a los fundamentos de la sentencia recurrida y los argumentos de apelación 

se estima necesario absolver el siguiente cuestionamiento: ¿Tiene derecho la parte 

demandante al reconocimiento y pago del reajuste periódico de las mesadas pensionales conforme 

lo establece la Ley 71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta la variación del salario mínimo legal 

mensual vigente? 

 

3. Tesis del Tribunal 

 

La parte demandante no tiene derecho al reconocimiento y pago del reajuste periódico 

de la mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto es, teniendo en 

cuenta la variación del salario mínimo legal mensual vigente, toda vez que, la 

Constitución Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las 

fórmulas específicas el reajuste periódico de las pensiones; con la expedición de la Ley 

100 de 1993 y su entrada en vigencia, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las 

pensiones reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando anualmente 

según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el 

Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

Para fundamentar lo anterior se abordarán los siguientes aspectos: i) hechos probados; 

ii) régimen general de seguridad social; iii) ajuste de pensiones en el régimen de 

seguridad social para los afiliados al sector público y régimen general de pensiones; y 

iv) el análisis del caso concreto. 

 

3.1.  Lo probado  

 

- Mediante Resolución 3608 de 21 de agosto de 2007 se reconoció la pensión de 

jubilación, por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor de la 

demandante. (Fl. 17-18 C. 1) 

 

- La demandante mediante escrito radicado el 3 de enero de 2018 ante la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestación Social del Magisterio, solicitó 

se reajuste la pensión de jubilación, tomando como base el porcentaje del incremento 

del salario mínimo legal mensual vigente del año inmediatamente anterior, cuando sea 

superior al IPC.  (Fl. 19-22 C. 1) 

 

- A través de la Resolución 1272-6 de 31 de enero de 2018, la demandada denegó el 

ajuste deprecado. (Fl. 15-16 C. 1) 

 

3.2. Régimen general de seguridad social  

 

                                                
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo. 
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El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio público 

obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del Estado, con 

sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; asimismo se 

garantiza como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades públicas y 

privadas, que brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 1993, tuvo como objeto 

garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de mejorar la calidad de 

vida, y la dignidad humana, a través de las instituciones públicas y privadas prestadora 

de los servicios, como un servicio esencial bajo los principios de eficiencia, 

universalidad, solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

 

Por su parte, el artículo 11 Ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003; 

prevé su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los 

habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los 

derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos 

conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas 

de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para 

acceder a una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes 

del régimen de Prima Media y del sector privado en general.  

 

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que les asiste a las partes y que el 

tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes”. 

 

3.3. Ajuste de pensiones en el régimen de seguridad social para los afiliados al sector 

público y régimen general de pensiones 

 

El artículo 1 de la  Ley 4 de 19762, determinó que las pensiones de los sectores público, 

oficial, semioficial y privado, así como los afiliados al Instituto Seguro Social a excepción 

de las pensiones por incapacidad permanente parcial, se reajustarían  de oficio, cada 

año, teniendo en cuenta la elevación del salario mínimo mensual legal más alto, con una 

suma fija igual a la mitad de la diferencia entre el antiguo y el nuevo salario mínimo 

mensual legal más alto, más una suma equivalente a la mitad del porcentaje que 

represente el incremento entre el antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más 

alto, esto último aplicado a la correspondiente pensión.  

 

Luego, el artículo 1 de la Ley 71 de 19883 precisó que las pensiones referidas en el artículo 

1 de la Ley 4 de 1976, la de incapacidad permanente parcial y las compartidas, serían 

reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que sea incrementado por 

el Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

                                                
2 Ley 4 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, semioficial y privado 

y se dictan otras disposiciones.”  
3 Ley 71 de 1988 por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras  
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La citada norma fue reglamentada por el Decreto 1160 de 1989, precisó respecto al ajuste 

de las pensiones en el artículo 1º lo siguiente: “Reajuste pensional. Las pensiones de 

jubilación, invalidez, vejez, incapacidad permanente parcial, compartidas y de sobrevivientes, de 

los sectores público, privado y del Instituto de Seguros Sociales, se reajustarán de oficio y en 

forma simultánea con el salario mínimo legal, en el mismo porcentaje en que éste sea 

incrementado por el Gobierno Nacional”.  

 

Del recuento normativo citado se concluye que, por mandato constitucional, es deber 

del Estado garantizar el reajuste periódico de las pensiones, que inicialmente desde la 

Ley 4 de 1976, se determinó un ajuste a los beneficiarios de los regímenes del sector 

público, oficial y privado, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente 

más alto. 

 

A su turno la Ley 100 de 1993, en el artículo 289, indicó en relación con las vigencias y 

derogatorias lo siguiente: “La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, 

salvaguarda los derechos adquiridos y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en 

especial el artículo 2o. de la Ley 4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo 

del art.  7o. de la Ley 71 de 1988, los artículos 268, 269, 270, 271 y 272 del Código de 

Sustantivo del Trabajo y demás normas que los modifiquen o adicionen”. 

 

O sea que, al derogarse el parágrafo 7 de la Ley 71 de 1988, se derogó la norma que 

disponía un régimen de reconocimiento pensional para las personas que tengan diez 

(10) años o más de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o 

más de edad si es varón o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, y continuarían 

aplicándose las normas de los regímenes actuales vigentes.  

 

Además, este parágrafo de la Ley 71 de 1988 fue declarado inexequible por la Corte 

Constitucional Sentencia C-012 de 1994. 

 

La Ley 100 de 1993 en su artículo 279 contempló los regímenes exceptuados a dicho 

régimen quedando contemplado, entre otros el personal docente vinculado al Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, y señaló que estas excepciones no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993, el cual consagra el reajuste anual de las pensiones en el IPC: 

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 

presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, 

ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se 

vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las 

Corporaciones Públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se 

retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

(…) 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#268
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#269
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#270
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#271
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#272
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
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PARÁGRAFO 4o. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de 

esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.” (Se resalta) 

 

Concerniente al reajuste de las pensiones el Régimen General de Pensiones previsto en 

el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, precisó:  

 

“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las pensiones de 

vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos 

regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se 

reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación 

porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año 

inmediatamente anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al 

salario mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 

porcentaje en que se incremente dicho salario por el Gobierno. 

 

Dicha normativa fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-387 

de 19944, en la que señaló:   

 

“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto ante situaciones iguales, a la luz de 

los cánones constitucionales, tiene una justificación clara y razonable, cual es la de dar 

especial protección a aquellos pensionados que por devengar una pensión mínima se 

encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los 

demás. En consecuencia, ha decidido el legislador que el valor de la pensión para 

esas personas se reajuste en un porcentaje igual al del salario mínimo legal 

mensual, con el fin de que dicho ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda 

el beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una vida digna.  

… 

“Las instituciones del salario mínimo y de la pensión mínima, se enmarcan dentro de 

aquellas políticas destinadas a lograr una justicia social, pues son medidas especiales de 

protección a quienes por su condición económica se encuentran en situación de debilidad 

manifiesta. Busca así el legislador menguar la desigualdad y de esta manera cumplir con 

el propósito señalado por el constituyente en el artículo 13 de la Carta, que ordena al Estado 

promover las condiciones requeridas para que la igualdad sea real y efectiva, mediante la 

adopción de medidas en favor de grupos discriminados o marginados, como también 

proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica o física se 

encuentran en situación de debilidad manifiesta.     

….      

Ahora bien: que el índice de precios al consumidor aumenta en proporción superior 

al porcentaje en que se incrementa el salario mínimo, es un argumento que esgrime 

el demandante, pero que no se ajusta a la realidad, pues como se demostrará en seguida, 

estos valores no han sido constantes, y no podían serlo, porque su 

comportamiento depende de una serie de circunstancias económicas y políticas 

que resultan variables, y en consecuencia, no es posible determinar con certeza el 

porcentaje en que cada uno de esos dos factores aumentará.  

 

“Veamos el comportamiento de la tasa de inflación y el porcentaje de incremento del salario 

mínimo, durante los últimos diez años:  

                                                
4 Corte Constitucional sentencia C- 387 de 1994; MP. Carlos Gaviria Díaz, 1 de septiembre de 1994; Exp. D-529.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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“Año  Inflación  Salario mínimo     

 

1983  16.64   22%   

1984  18.28   22% 

1985  22.45   20% 

1986  20.95   24% 

1987  24.02   22% 

1988  28.12   25% 

1989  26.12   27% 

1990  32.36   26% 

1991  26.82   26.07% 

1992  25.13   26.04% 

1993  22.6   21.09%" 

 

“Obsérvese que en los años 1983, 1984, 1986, 1989 y 1992 el salario mínimo se incrementó 

en cuantía superior al índice de inflación, y en los demás años, sucedió lo contrario, esto 

es, que la inflación fue mayor que el porcentaje en que subió el salario mínimo.  

 

Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues no es posible afirmar con certeza 

cuál de los dos sistemas podría resultar más benéfico para el pensionado, ya que 

ello dependerá del comportamiento que presente cada uno de esos factores a través 

del tiempo, de manera que habrá ocasiones en que el índice de precios al 

consumidor sea superior al porcentaje en que se incremente el salario mínimo, y 

en otras, éste sea inferior a aquél, o pueden existir casos en que los dos sean 

iguales.    

 

De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la Constitución al consagrar el 

derecho al reajuste periódico de las pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción en 

que éstas deben incrementarse, como tampoco la oportunidad o frecuencia en que debe 

llevarse a cabo, quedando en manos del legislador la regulación de estos aspectos, como en 

efecto lo hace la norma parcialmente impugnada”. 

 

En este sentido, el Máximo Tribunal Constitucional alude a la determinación de 

incrementar las pensiones en el salario mínimo solo para los pensionados que devengan 

la pensión mínima, en aras de salvaguardar los derechos constitucionales de los 

pensiones que se encuentran en debilidad manifiesta frente a los demás ciudadanos; a 

su vez, que la determinación del índice de precios al consumidor para los demás 

pensionados para establecer el incremento pensional, se ajusta a factores circunstancias 

económicas y políticas. 

 

De otro lado, la Ley 238 de 1995 dispuso la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 a los regímenes exceptuados previstos en dicha disposición; al respecto señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente 

parágrafo: 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr005.html#279
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"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación 

de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley 

para los pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

Si bien, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso las excepciones de su aplicación al 

personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

posteriormente la Ley 238 de 1995, integró a este sector en la aplicación del reajuste 

pensional contemplado en el Régimen General de Pensiones. 

 

Bajo el tema en cuestión referente al reajuste de las mesadas en aplicación de la Ley 100 

de 1993, la Sección Segunda el Honorable Consejo de Estado5, en providencia del 17 de 

agosto del 2017, en pronunciamiento dentro de la acción pública de nulidad en contra 

del artículo 40 del Decreto 692 de 1994; expuso que el reajuste previsto por el artículo 

14 de la Ley 100 de 1993 derogó el dispuesto por la Ley 71 de 1988: 

 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de quienes se pensionaron con 

anterioridad al 1.º de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 

del 19 de diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se ajustaba el salario 

mínimo, afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de que el porcentaje en el 

cual se reajusta la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema definido por 

la Ley 100 de 1993 podía regular válidamente la proporción del aumento de la prestación, 

derogando el enunciado normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y como lo 

admitió la Corte Constitucional en la sentencia C-110 de 1996, al señalar:  

 

« […] A partir del 1. ° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

1993, todas las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como 

en el privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 

1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario 

mínimo legal mensual. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, 

las pensiones reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma 

prevista por su artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 

Ibidem, lo que significa que el referido reajuste se produce anualmente según la variación 

porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año 

inmediatamente anterior, más la mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación 

en la cotización para salud, a favor de los pensionados con anterioridad al 1° de enero de 

1994.[…] 

 

En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante cuando estima que al 

hacer extensivo el porcentaje de reajuste de la mesada pensional que se decreta 

para quienes se pensionan con posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que 

ya tenían la prestación reconocida para ese momento, la norma demandada hace 

una inclusión no prevista en la ley que reglamenta y desconoce los derechos 

adquiridos de estos últimos, pues se reitera, la protección de los derechos 

adquiridos en materia pensional no comprende la proporción del incremento de la 

mesada. 

 

                                                
5 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección A- Consejero Ponente: 

William Hernández Gómez - 17 de agosto de 2017 –Rad. 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14).  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el porcentaje de reajuste de 

la mesada pensional no es un derecho adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de 

la Corte Constitucional ha considerado que el legislador está habilitado para 

modificar las normas que consagran la proporción en que se realizarán los 

aumentos de las mesadas pensionales. 

 

De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 sí es aplicable a quienes les fue reconocida la pensión antes del 1.º de abril de 

1994 y no el definido por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, toda vez que esta 

última quedó derogada por aquella” 

 

En consideración al postulado jurisprudencial precitado se extrae que, si bien quienes 

se pensionaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuentan 

con un régimen anterior al del Sistema de Seguridad Social Integral, esto no quiere decir 

que, en cuanto al incremento de la mesada pensional deba realizarse conforme lo 

contempla la Ley 71 de 1988, ajustado al salario mínimo, toda vez que con la entrada en 

vigencia del régimen general de pensiones, dicha norma quedó derogada por ésta 

última, que dispuso que los ajustes de las mesadas pensionales fueran incrementadas 

conforme a la variación del índice de precios al consumidor. 

 

Referente a los motivos que alega el libelista, de aplicar artículo 1 de la Ley 71 de 1988, 

en armonía con el principio de favorabilidad, al ajuste de la mesada pensional, es 

pertinente traer a colación los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos por la 

Corte Constitucional en sentencia C-435 de 2017, bajo la acción pública de 

constitucionalidad se demanda la nulidad parcial del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; 

concerniente al reajuste de pensiones, según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, así: 

 

“Así, para decirlo de otra forma, pero con sus propias palabras, el actor entiende 

que el principio de favorabilidad también resulta aplicable a los pensionados 

“porque son trabajadores en receso […] y, porque también, uno de los principios 

fundamentales del trabajo es la garantía de la seguridad social” y es precisamente 

a partir de esa consideración que concluye que “[e]n caso de duda en la medición 

del poder adquisitivo constante de las pensiones, porque no hay ley que establezca 

como se mide […] debe aplicarse el método más favorable al pensionado”. Lo 

anterior, hasta el punto de que en su demanda no sólo solicita declarar inexequible 

el apartado demandado, según el cual  las pensiones “se reajustarán anualmente 

de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente 

anterior”, sino que incluso le pide a la Corte señalar que lo más favorable para el 

pensionado es “la medición del poder adquisitivo constante de las pensiones por 

el método de medición de la equivalencia de las pensiones en relación con el 

Salario Mínimo Legal Vigente”[85], como si este fuese expresamente el mandato 

constitucional.      

(…) 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las 

personas de la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón 

de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn85
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clase de recursos para su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya 

pensión no supera el valor del salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una 

pensión mínima, como también se la ha denominado, “se encuentran, por razones 

económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás”. De tal forma que 

ellas también requieren de un incremento periódico mínimo que, precisamente, 

garantice también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer no sólo sus 

propias necesidades sino también las de su familia, en el orden material, social, 

cultural, educativo” 

(…) 

Siendo así, se tiene que en la norma demandada el legislador específicamente 

dispuso que el criterio o parámetro de actualización fuera el IPC en tanto que, 

como claramente explicó el DANE en su intervención, éste precisamente “es una 

estadística que mide la variación porcentual de los precios de un conjunto 

representativo de los bienes y servicios de consumo de los hogares del país”. Pero, 

simultáneamente, el legislador distinguió entre las pensiones superiores e inferiores al 

salario mínimo legal mensual vigente (SMLMV), estableciendo que únicamente éstas 

últimas se incrementaran en el mismo porcentaje que ese salario, “con el fin de que dicho 

ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el beneficiario satisfacer sus necesidades 

básicas y llevar una vida digna”[94]. 

 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las 

personas de la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón 

de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra 

clase de recursos para su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya 

pensión no supera el valor del salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una 

pensión mínima, como también se la ha denominado, “se encuentran, por razones 

económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás”. De tal forma que ellas 

también requieren de un incremento periódico mínimo que, precisamente, garantice 

también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer no sólo sus propias necesidades 

sino también las de su familia, en el orden material, social, cultural, educativo”[95]. 

 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al 

legislador a decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar 

periódicamente el valor pensiones, de tal forma que no hay lugar aquí para la 

aplicación del principio de favorabilidad en materia laboral del que trata el 

artículo 53 superior, en todo caso los índices o referencias de actualización a los 

que acudió el legislador para actualizar las pensiones de forma diferenciada según 

su valor (IPC y SMLMV) tienen un origen, una explicación y unos propósitos 

diferentes, al mismo tiempo que se relacionan entre ellos de una forma particular. 

(…) 

Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso al legislador el deber general de 

actualizar el monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la 

pérdida del poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de 

actualización, motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de 

configuración para fijar las fórmulas específicas a través de las cuales se 

materializa este deber genérico, sin que se encuentre obligado a acoger un esquema 

económico que, a juicio del accionante, resulte más favorable a los intereses de los 

pensionados entre todos los posibles.”  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn94
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn95


17-001-33-39-008-2018-00128-02 Nulidad y restablecimiento del derecho  

13 

 

 

3.4. Conclusión 

 

Conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales citados se tiene que, la Constitución 

Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas 

el reajuste periódico de las pensiones. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su 

entrada en vigor, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas 

antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su artículo 

14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa 

que el referido reajuste se produce anualmente según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

En ese orden de ideas, no le asiste razón a la parte accionante al indicar que el reajuste 

de las mesadas pensionales se debe realizar conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1989, 

esto es, conforme al salario mínimo, y no conforme a lo establecido en el artículo 14 de 

la Ley 100 de 1993.  

 

Por lo anterior, se confirmará la sentencia de primera instancia. 

 

4. Costas en primera instancia 

 

Señala la apelante que tal y como se puede observar en el expediente, no existe prueba 

alguna que logre demostrar erogaciones por concepto de costas o agencias en derecho 

para que estas procedan, motivo por el cual, la condena en costas impuesta en primera 

instancia debe ser revocada en su totalidad. 

 

En la sentencia apelada se indicó que, de acuerdo con el artículo 188 del CPACA y lo 

referido por el Consejo de Estado en sentencia del 21 de octubre de 2018, para efectos 

de determinar la procedencia de las costas, es menester indicar que se encuentra 

probado lo siguiente dentro del expediente. Que al respecto obra poder debidamente 

otorgado por la Nación - Ministerio de Educación a los abogados Diana Alejandra 

Arteaga Duarte, como principal, y Juan José Torres Díaz como sustituto, togados que 

han ejercido la representación judicial según el mandato a ellos conferido. Las pruebas 

relacionadas, dan cuenta de los gastos generados en el trámite procesal, encontrando 

procedente la condena en costas a la parte demandante, cuya liquidación y ejecución se 

hará en la forma dispuesta en el artículo 366 del Código General del Proceso. Por lo 

tanto, se fijan agencias en derecho por valor de $100.000, de conformidad con el Acuerdo 

No. PSAA16-10554 de agosto 5 de 2016. 

 

Al respecto, la Sala considera necesario aclarar que si bien el artículo 366 del C.G.P en 

su numeral 5° establece la procedencia del recurso de apelación contra el auto que 

aprueba la liquidación de las costas procesales; dicha disposición no resulta aplicable 

para el caso bajo estudio, toda vez, que en esta ocasión aún no existe auto que apruebe 

la liquidación de costas; es más, lo que se discute no es su liquidación, sino la condena 

en sí, la cual, al ser objeto de decisión en la sentencia de primera instancia, resulta 

apelable de conformidad con  el inciso primero del artículo 243 del CPACA. En tal 

sentido, la Sala estima procedente abordar la discusión planteada por la entidad 

accionada por vía de alzada.  
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Así las cosas, la Corte Constitucional6 ha explicado que las costas, esto es, "aquella 

erogación económica que corresponde efectuar a la parte que resulte vencida en un proceso 

judicial", están conformadas por dos rubros distintos: las expensas y las agencias en 

derecho.   

   

Las primeras corresponden a los gastos surgidos con ocasión del proceso y necesarios 

para su desarrollo, pero distintos al pago de apoderados, así, de conformidad con el 

Capítulo II del Título I -Costas- del C.G.P., las expensas están conformadas por aranceles 

judiciales, honorarios de auxiliares de la justicia, entre otros, es decir, en términos 

generales a todos los gastos surgidos para dar el curso procesal ordinario requerido por 

el proceso judicial.  

   

Por su parte, prosigue el citado pronunciamiento jurisprudencial constitucional 

advirtiendo que "las agencias en derecho no son otra cosa que la compensación por los gastos 

de apoderamiento en que incurrió la parte vencedora, aun cuando pueden fijarse sin que 

necesariamente hubiere mediado la intervención directa de un profesional del derecho".  

   

El artículo 188 del CPACA dispone que: “Salvo en los procesos en que se ventile un interés 

público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán 

por las normas del Código de Procedimiento Civil".  

   

En atención a la remisión expresa del artículo referido, se tiene entonces que el Código 

General del Proceso en su artículo 365 establece:  

   

 “ARTÍCULO 365. CONDENA EN COSTAS. En los procesos y en las actuaciones 

posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las 

siguientes reglas:  

   

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva 

desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión 

que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.  

   

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, 

la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, 

sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.  

   

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella.  

   

3. En la providencia del superior que confirme en todas sus partes la de primera instancia 

se condenará al recurrente en las costas de la segunda.  

   

4. Cuando la sentencia de segunda instancia revoque totalmente la del inferior, la parte 

vencida será condenada a pagar las costas de ambas instancias.  

   

5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de condenar 

en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión.  

                                                
6 C-539  de 1999. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 1°, numeral 198 (parcial) del Decreto 

2282 de 1989, "Por el cual se introducen algunas modificaciones al Código de Procedimiento Civil" 

Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz Expediente D-2313 
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6. Cuando fueren dos (2) o más litigantes que deban pagar las costas, el juez los condenará 

en proporción a su interés en el proceso; si nada se dispone al respecto, se entenderán 

distribuidas por partes iguales entre ellos.  

   

7. Si fueren varios los litigantes favorecidos con la condena en costas, a cada uno de ellos 

se les reconocerán los gastos que hubiere sufragado y se harán por separado las 

liquidaciones.  

   

8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 

medida de su comprobación.  

   

9. Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas. Sin 

embargo podrán renunciarse después de decretadas y en los casos de desistimiento o 

transacción.”  

   

En este punto se considera necesario destacar que, el H. Consejo de Estado mediante 

providencia de 7 de abril de 2016, advirtió sobre la variación de la postura que se venía 

aplicando respecto de las condenas en costas y agencias en derecho, basada en la 

modificación introducida por el CPACA y que encuentra sustento en las posturas del 

extinto C.P.C. y el C.G.P., puesto que la normatividad anterior, Decreto 01 de 1984 

consagraba originalmente en su artículo 171, un criterio subjetivo de valoración, en el 

cual se atendía exclusivamente a caracteres como la temeridad o mala fe, para proferir 

condenas en costas y agencias en derecho, en síntesis, advirtió el establecimiento de un 

nuevo criterio objetivo en lo que respecta a la imposición de costas procesales.  

   

Ahora bien, con respecto al referido cambio de criterio para la imposición de costas 

procesales el H. Consejo de Estado ha desarrollado una línea jurisprudencial pacífica, 

en el sentido de advertir que si bien el fundamento la imposición de costas ha variado a 

razones de índole meramente objetivo, es necesario que en los términos del precitado 

numeral 8º del artículo 365 del C.G.P. se comprueba para su imposición que “en el 

expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”. En efecto, la aludida 

corporación7 ha señalado:    

   

“[E]sta Subsección…, varió aquella posición y acogió el criterio objetivo para la imposición 

de costas (incluidas las agencias en derecho) al concluir que no se debe evaluar la conducta 

de las partes (temeridad o mala fe), sino los aspectos objetivos respecto de la causación de 

las costas, tal como lo prevé el Código General del Proceso, con el fin de darle plena 

aplicación a su artículo 365. En dicha oportunidad concluyó lo siguiente:  

   

a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena en costas, al pasar 

de un criterio “subjetivo”—CCA— a uno “objetivo valorativo” —CPACA—.  

   

b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se “dispondrá” sobre costas, es 

decir, se decidirá, bien sea para condenar total o parcialmente, o bien para abstenerse, según 

las precisas reglas del CGP.  

   

                                                
7 Consejo de Estado. Sección Segunda, Sentencia 12 de abril de 2018. C. P. William Hernández Gómez 

Radicado: 05001233300020120043902 (01782017). 
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c) Sin embargo, se le califica de “valorativo” porque se requiere que en el expediente el juez 

revise si las mismas se causaron y en la medida de su comprobación. Tal y como lo ordena 

el CGP, esto es, con el pago de gastos ordinarios del proceso y con la actividad del abogado 

efectivamente realizada dentro del proceso. Se recalca, en esa valoración no se incluye la 

mala fe o temeridad de las partes.  

   

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia laboral, se fijará atendiendo 

la posición de los sujetos procesales, pues varía según sea la parte vencida el empleador, el 

trabajador o el jubilado, estos últimos más vulnerables y generalmente de escasos recursos, 

así como la complejidad e intensidad de la participación procesal (Acuerdo núm. 1887 de 

2003 Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura).  

   

e) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas, por lo 

que el juez en su liquidación no estará atado a lo así pactado por éstas.  

   

f) La liquidación de las costas (incluidas las agencias en derecho), la hará el despacho de 

primera o única instancia, tal y como lo indica el CGP, previa elaboración del secretario y 

aprobación del respectivo funcionario judicial.   

   

g) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda instancia.  

   

Por lo anterior, se colige que la condena en costas implica una valoración objetiva 

valorativa que excluye como criterio de decisión la mala fe o la temeridad de las partes. En 

efecto, el artículo 188 del CPACA, regula que tratándose de costas en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, en la sentencia el juez tiene la obligación de pronunciarse sobre 

dicho aspecto, con excepción de los asuntos en los que se ventile un interés público.”  

   

De lo expuesto se concluye que, la imposición de la condena en costas, tiene lugar en 

contra de la parte vencida en juicio mientras se compruebe la causación de estas en el 

expediente, por lo que en consideración de Colegiatura la condena en costas impuesta 

por la Juez de primera instancia resulta totalmente ajustada a derecho, pues como 

fundamento de la misma se advirtió que los gastos procesales se liquidarían por la 

Secretaria conforme a lo acreditado en el proceso, aunado a que como se advirtió en 

precedencia la imposición de agencias en derecho se ajusta a la realidad procesal de que 

la parte demandada debió concurrir a al proceso a través de apoderado judicial, el cual 

actuó en cada una de las etapas procesales pertinentes.  

 

5. Costas en esta instancia 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA, en concordancia con los 

numerales 3 y 8 del artículo 365 del Código General del Proceso – CGP, este Tribunal se 

abstendrá de condenar en costas por estimar que no se causaron en el curso de esta 

instancia.  

 

La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho para 

sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

 

Por lo discurrido, la Sala Tercera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
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FALLA 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia del 2 de marzo de 2020 emanada del Juzgado 

Octavo Administrativo de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por 

Luz Stella Carmona Restrepo dentro del contencioso de nulidad y restablecimiento del 

derecho promovido contra la Nación-Ministerio De Educación-FNPSM. 

 

SEGUNDO: ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 18de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Sentencia No. 055 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

 

Proceso No.  17-001-33-39-008-2018-00162-02 

Clase:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Accionante:  Eloísa Pineda de Arias  

Accionado:  Nación - Ministerio De Educación – Fondo Nacional De Prestaciones 

Sociales Del Magisterio 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 

mediante la cual se negaron sus pretensiones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La Demanda  

 

1.1. Pretensiones  

 

Se declare la nulidad de la Resolución 1214-6 de 31 de enero de 2018 emitida por la Secretaria 

de Educación del departamento de Caldas en representación del FNPSM. En consecuencia, 

se ordene a las demandadas: reajustar las mesadas anuales con base en el artículo 1º de la 

ley 71 de 1988, es decir en porcentaje igual al aumento del salario mínimo legal mensual y 

de manera retroactiva al año en que se consolidó el derecho; se ordene la indexación de los 

valores a reintegrar, al pago de los intereses y costas del proceso. 

 

1.2. Sustento fáctico relevante  

 

A la demandante le fue reconocida una pensional de jubilación a través de la Resolución 

000656 de 3 de junio de 1999. Mediante escrito radicado ante el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la Secretaría de Educación del departamento de Caldas, 

solicitó el reajuste periódico de la pensión conforme a los ajustes fijados por el Gobierno 

Nacional para el salario mínimo legal, en aplicación a la Ley 71 de 1989. La petición fue 

negada mediante al acto demandado. 

 

1.3. Normas violadas y concepto de trasgresión  

 

Consideró como violados, entre otros los artículos 53 y 58 de la Constitución Política; 5, 9 y 

15 de la Ley 91 de 1989; 1; de la Ley 71 de 1988; 238 de 1995; 14, 279 de la Ley 100 de 1993; 

Decreto 2831 de 2005. 

 



17-001-33-39-008-2018-00162-02 Nulidad y restablecimiento del derecho  

2 

 

Analizó el régimen jurídico que reguló los ajustes en las mesadas pensionales, teniendo en 

cuenta el incremento del salario mínimo legal mensual vigente, establecido en la Ley 71 de 

1989 y posteriormente en las Leyes 91 de 1989 y 100 de 1993; teniendo en cuenta las 

excepciones previstas en el artículo 279 de ésta última disposición. 

 

Expuso que la Nación Ministerio de Educación Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, reajustó las pensiones de jubilación a partir del año 1995, conforme al artículo 

14 de la Ley 100 de 1993; y que para los años 1996, 1998, 2000 y siguientes hasta el año 2018 

los reajustes anuales de las pensiones de jubilación se realizaron por debajo del aumento del 

salario mínimo legal mensual vigente, teniendo en cuenta la excepción prevista en el artículo 

279 de la Ley 100 de 1993, que excluye su aplicación a los afiliados de dicho fondo.  

 

Pasó a explicar que si se aplica la fórmula de incremento de las mesadas superiores al salario 

mínimo, que es con el IPC, éstas presentan una pérdida porcentual frente a si se hiciera 

aumento con el salario mínimo mensual vigente, lo que representa un detrimento a la parte 

demandante.  

 

2. Pronunciamiento de los sujetos procesales  

 

 Ministerio de Educación - Fondo de Prestaciones de Sociales del Magisterio: Se opuso a 

la totalidad de las pretensiones y adujo no constarle los hechos aludidos en la 

demanda. Propuso las excepciones de mérito tituladas:   

  

-Ineptitud sustancial de la demanda por falta de legitimación en la causa por pasiva de la 

Nación – Ministerio de Educación Nacional: Describió en armonía a lo preceptuado en el 

artículo 52 de la Ley 962 de 2005, la Ley 715 de 2001, que definió las competencias de 

la entidad en materia de educación, cuya función es la de ser ente rector de las políticas 

educativas dada su función de trazar los lineamientos generales en la prestación del servicio 

de educación, por tanto no presta el servicio de educación, ni administra las plantas de 

personal, como tampoco es empleador de los docente del Magisterio. -Inexistencia del 

demandado – falta de relación con el reconocimiento del derecho, conexo o derivado del acto 

administrativo expedido por la entidad territorial certificada. Falta de competencia del 

ministerio de educación para expedir el acto administrativo y reconocer el derecho 

reclamado: Hizo alusión a los elementos esenciales del acto administrativo e indicó que no 

existe causalidad o vínculo entre la Nación – Ministerio de Educación Nacional, y el derecho 

solicitado por el accionante, toda vez que el procedimiento de reconocimiento y pago de las 

prestaciones sociales se encuentra en cabeza de la entidad territorial certificada y de la 

sociedad fiduciaria administradora del fondo, siendo esta última y con fundamento en el 

contrato de fiducia mercantil 83 de 1990, quien administra y paga con recursos del fondo las 

obligaciones que en materia de prestaciones reclamen los docentes afiliados al FOMAG; 

indicó que el Ministerio de Educación nacional no interviene en el trámite de 

reconocimiento y pago de la prestación, no revisa ni analiza la viabilidad del pago de la 

misma, no tiene competencia para la expedición del acto administrativo de reconocimiento, 

no ordena el pago, ni destina los recursos para el pago de las prestaciones.  - Inexistencia de 

la causa por inexistencia de causa jurídica: Apuntó que el ajuste de la pensión de jubilación, 

es el establecido en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993; y no el previsto en la Ley 71 de 1988; 

además que la Ley 812 de 2003, integró a los docentes al régimen pensional de prima media, 

con lo cual se deriva la derogación tácita de la normatividad anterior. - Caducidad: Con base 

en el artículo 164 del CPACA, argumentó que la demanda se presentó transcurridos los 

cuatros meses desde la expedición del acto administrativo que denegó el derecho, por lo 

que debe prosperar la presente excepción. -Prescripción: Solicitó se declare la prescripción 

de los derechos reclamados, prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968. -Cobro de lo 
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no debido: Indicó que la entidad no tiene competencia en el trámite para el reconocimiento 

y pago de las prestaciones sociales de los docentes; además, que los recursos son manejados 

por la sociedad de economía mixta fiduciaria; y por tanto, cualquier gasto que afecte el 

presupuesto de la fiduciaria, deben contar con la respectiva apropiación presupuestal.  -

Buena fe: Enfatizó que el pago no las prestaciones sociales de los docentes no depende del 

diligenciamiento de los actos administrativos por parte del ente territorial y del visto bueno 

de la entidad fiduciaria, sino de la disponibilidad presupuestal conforme lo prevé la Ley 38 

de 1989.  

 

3. Sentencia de primera instancia  

 

El a quo negó las pretensiones de la parte demandante. Como fundamento de la decisión refirió 

que, no se puede ordenar el reajuste a favor de un docente pensionado con base en el 

mecanismo que fue establecido en la Ley 71 de 1988, obviando la modificación que al respecto 

dispuso la Ley 100 de 1993. Porque la fórmula que el Legislador instituya para reajustar las 

pensiones no constituye un derecho adquirido a favor de los pensionados, sino tan solo una 

mera expectativa, que está sujeta a las modificaciones que aquel órgano considere pertinentes 

para garantizar el poder adquisitivo de las pensiones. Porque la Ley 238 de 1995, que 

adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso que la aplicación de los artículos 14 y 

142 de la mencionada norma también lo era para los sectores exceptuados del régimen 

general de pensiones. Porque con la expedición de la ley 100 de 1993, quedó sin efectos las 

disposiciones contrarias, esto es el artículo 1º de la ley 71 de 1988, tal como ha sido reconocido 

de manera uniforme por las Altas Cortes. Porque no hay lugar a aplicar el principio de 

favorabilidad laboral, bajo el entendido que no coexisten dos disposiciones jurídicas vigentes 

que generen duda en su aplicación. 

 

4. Recurso de apelación 

 

La parte actora solicitó revocar la sentencia y acceder a sus pretensiones; en síntesis, señaló que 

la decisión desconoce derechos y principios constitucionales como el de la favorabilidad, 

legalidad, supremacía de la Constitución y primacía de lo especial sobre lo general. Precisó 

que, la ley 100 de 1993 excluyó a los docentes del sistema de Seguridad Social Integral de Se 

Seguridad Social. Por tanto, la ley 71 de 1988 no se encuentra derogada y por otra parte la 

Ley 238 de 1995 esta instituida exclusivamente para otorgar beneficios y derechos a los 

regímenes exceptuados. 

 

Aludió a los reajustes prestacionales aplicados a los miembros de la Fuerza Pública, afiliados 

a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; y con apoyo en los pronunciamientos 

jurisprudenciales, de la Sección Segunda del Consejo de Estado, precisó que, este sector 

como los docentes del Magisterio, son exceptuados de la Ley 100 de 1993; pero en caso de 

ser el régimen general más beneficioso se le puede aplicar la Ley 238 de 1995, bajo el 

principio de favorabilidad. 

 

Agregó que, en el acto administrativo de reconocimiento de la pensión se establece que el 

beneficiario tiene derecho a que se ajuste suspensión en armonía con lo dispuesto en la ley 

71 de 1988, por lo que sí  la entidad demandada considera que se debe aplicar a la Ley 100 

de 1993 en el reajuste pensional, debió revocar o demandar su propio acto administrativo 

antes de aplicarlo arbitraria y sin el consentimiento el demandante, pues al quedar en firme 

en su decisión se convierte en ley para las partes. 

 

Por último, en cuanto a la condena en costas señaló que, si bien en primera instancia resultó 

vencida, configurándose la premisa descrita en el numeral 1° del artículo 365 de la Ley 1564 

de 2012, para la procedencia de la condena en costas, dicha circunstancia debe analizarse en 
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conjunto con la regla del numeral 8 ibidem, que dispone que “Solo habrá lugar a costas cuando 

en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”. Que tal y como se 

puede observar en el expediente, no existe prueba alguna que logre demostrar erogaciones 

por concepto de costas o agencias en derecho para que estas procedan, motivo por el cual, 

la condena en costas impuesta en primera instancia debe ser revocada en su totalidad. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia y procedencia 

 

Conforme al artículo 153 del CPACA1, es competente el Tribunal para resolver el recurso de 

apelación. Además, es procedente por cuanto: “Son apelables las sentencias de primera instancia 

de los Tribunales y de los Jueces”, en virtud de lo dispuesto por el artículo 243 Ibidem.  

 

2. Problema jurídico 

 

Atendiendo a los fundamentos de la sentencia recurrida y los argumentos de apelación se 

estima necesario absolver el siguiente cuestionamiento: ¿Tiene derecho la parte demandante al 

reconocimiento y pago del reajuste periódico de las mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 

71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta la variación del salario mínimo legal mensual vigente? 

 

3. Tesis del Tribunal 

 

La parte demandante no tiene derecho al reconocimiento y pago del reajuste periódico de 

la mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta 

la variación del salario mínimo legal mensual vigente, toda vez que, la Constitución Política 

facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas el reajuste 

periódico de las pensiones; con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, 

se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas antes y después de dicha 

ley, se vienen reajustando anualmente según la variación porcentual del Índice de Precios 

al Consumidor, certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

Para fundamentar lo anterior se abordarán los siguientes aspectos: i) hechos probados; ii) 

régimen general de seguridad social; iii) ajuste de pensiones en el régimen de seguridad 

social para los afiliados al sector público y régimen general de pensiones; y iv) el análisis 

del caso concreto. 

 

3.1.  Lo probado  

 

- Mediante Resolución 000656 de 3 de junio de 1999 se reconoció la pensión de jubilación, 

por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor de la demandante. (Fl. 

18-19 C. 1) 

 

- La demandante mediante escrito radicado el 2 de enero de 2018 ante la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestación Social del Magisterio, solicitó se 

reajuste la pensión de jubilación, tomando como base el porcentaje del incremento del 

salario mínimo legal mensual vigente del año inmediatamente anterior, cuando sea superior 

al IPC.  (Fl. 25-29 C. 1) 

 

- A través de la Resolución 1214-6 de 31 de enero de 2018, la demandada denegó el ajuste 

deprecado. (Fl. 16-17 C. 1) 

                                                
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo. 
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3.2. Régimen general de seguridad social  

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio público 

obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del Estado, con 

sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; asimismo se garantiza 

como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades públicas y privadas, que 

brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 1993, tuvo como objeto 

garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de mejorar la calidad de vida, 

y la dignidad humana, a través de las instituciones públicas y privadas prestadora de los 

servicios, como un servicio esencial bajo los principios de eficiencia, universalidad, 

solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

 

Por su parte, el artículo 11 Ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003; prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los 

habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los 

derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a 

disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para 

quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 

Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o 

sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del régimen de 

Prima Media y del sector privado en general.  

 

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que les asiste a las partes y que el tribunal 

de arbitramento dirima las diferencias entre las partes”. 

 

3.3. Ajuste de pensiones en el régimen de seguridad social para los afiliados al sector 

público y régimen general de pensiones 

 

El artículo 1 de la  Ley 4 de 19762, determinó que las pensiones de los sectores público, oficial, 

semioficial y privado, así como los afiliados al Instituto Seguro Social a excepción de las 

pensiones por incapacidad permanente parcial, se reajustarían  de oficio, cada año, teniendo 

en cuenta la elevación del salario mínimo mensual legal más alto, con una suma fija igual a 

la mitad de la diferencia entre el antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, 

más una suma equivalente a la mitad del porcentaje que represente el incremento entre el 

antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, esto último aplicado a la 

correspondiente pensión.  

 

Luego, el artículo 1 de la Ley 71 de 19883 precisó que las pensiones referidas en el artículo 1 

de la Ley 4 de 1976, la de incapacidad permanente parcial y las compartidas, serían 

                                                
2 Ley 4 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, semioficial y privado 

y se dictan otras disposiciones.”  
3 Ley 71 de 1988 por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras  
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reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que sea incrementado por el 

Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

 

La citada norma fue reglamentada por el Decreto 1160 de 1989, precisó respecto al ajuste de 

las pensiones en el artículo 1º lo siguiente: “Reajuste pensional. Las pensiones de jubilación, 

invalidez, vejez, incapacidad permanente parcial, compartidas y de sobrevivientes, de los sectores 

público, privado y del Instituto de Seguros Sociales, se reajustarán de oficio y en forma simultánea 

con el salario mínimo legal, en el mismo porcentaje en que éste sea incrementado por el Gobierno 

Nacional”.  

 

Del recuento normativo citado se concluye que, por mandato constitucional, es deber del 

Estado garantizar el reajuste periódico de las pensiones, que inicialmente desde la Ley 4 de 

1976, se determinó un ajuste a los beneficiarios de los regímenes del sector público, oficial y 

privado, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente más alto. 

 

A su turno la Ley 100 de 1993, en el artículo 289, indicó en relación con las vigencias y 

derogatorias lo siguiente: “La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, salvaguarda 

los derechos adquiridos y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 

2o. de la Ley 4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo del art.  7o. de la Ley 

71 de 1988, los artículos 268, 269, 270, 271 y 272 del Código de Sustantivo del Trabajo y demás 

normas que los modifiquen o adicionen”. 

 

O sea que, al derogarse el parágrafo 7 de la Ley 71 de 1988, se derogó la norma que disponía 

un régimen de reconocimiento pensional para las personas que tengan diez (10) años o más 

de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o más de edad si es varón 

o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, y continuarían aplicándose las normas de los 

regímenes actuales vigentes.  

 

Además, este parágrafo de la Ley 71 de 1988 fue declarado inexequible por la Corte 

Constitucional Sentencia C-012 de 1994. 

 

La Ley 100 de 1993 en su artículo 279 contempló los regímenes exceptuados a dicho régimen 

quedando contemplado, entre otros el personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y señaló que estas excepciones no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual consagra 

el reajuste anual de las pensiones en el IPC: 

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 

presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni 

al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a 

partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones 

Públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren 

del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

(…) 

PARÁGRAFO 4o. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta 

ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.” (Se resalta) 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#268
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#269
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#270
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#271
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#272
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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Concerniente al reajuste de las pensiones el Régimen General de Pensiones previsto en el 

artículo 14 de la Ley 100 de 1993, precisó:  

 

“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las pensiones de vejez o 

de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes 

del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 

anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 

obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 

serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 

salario por el Gobierno. 

 

Dicha normativa fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-387 de 

19944, en la que señaló:   

 

“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto ante situaciones iguales, a la luz de los 

cánones constitucionales, tiene una justificación clara y razonable, cual es la de dar especial 

protección a aquellos pensionados que por devengar una pensión mínima se encuentran, por 

razones económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás. En consecuencia, 

ha decidido el legislador que el valor de la pensión para esas personas se reajuste en 

un porcentaje igual al del salario mínimo legal mensual, con el fin de que dicho 

ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el beneficiario satisfacer sus 

necesidades básicas y llevar una vida digna.  

… 

“Las instituciones del salario mínimo y de la pensión mínima, se enmarcan dentro de aquellas 

políticas destinadas a lograr una justicia social, pues son medidas especiales de protección a 

quienes por su condición económica se encuentran en situación de debilidad manifiesta. Busca 

así el legislador menguar la desigualdad y de esta manera cumplir con el propósito señalado 

por el constituyente en el artículo 13 de la Carta, que ordena al Estado promover las condiciones 

requeridas para que la igualdad sea real y efectiva, mediante la adopción de medidas en favor 

de grupos discriminados o marginados, como también proteger especialmente a aquellas 

personas que por su condición económica o física se encuentran en situación de debilidad 

manifiesta.     

….      

Ahora bien: que el índice de precios al consumidor aumenta en proporción superior al 

porcentaje en que se incrementa el salario mínimo, es un argumento que esgrime el 

demandante, pero que no se ajusta a la realidad, pues como se demostrará en seguida, estos 

valores no han sido constantes, y no podían serlo, porque su comportamiento depende 

de una serie de circunstancias económicas y políticas que resultan variables, y en 

consecuencia, no es posible determinar con certeza el porcentaje en que cada uno de 

esos dos factores aumentará.  

 

“Veamos el comportamiento de la tasa de inflación y el porcentaje de incremento del salario 

mínimo, durante los últimos diez años:  

 

“Año  Inflación  Salario mínimo     

 

1983  16.64   22%   

1984  18.28   22% 

1985  22.45   20% 

1986  20.95   24% 

                                                
4 Corte Constitucional sentencia C- 387 de 1994; MP. Carlos Gaviria Díaz, 1 de septiembre de 1994; Exp. D-529.  
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1987  24.02   22% 

1988  28.12   25% 

1989  26.12   27% 

1990  32.36   26% 

1991  26.82   26.07% 

1992  25.13   26.04% 

1993  22.6   21.09%" 

 

“Obsérvese que en los años 1983, 1984, 1986, 1989 y 1992 el salario mínimo se incrementó en 

cuantía superior al índice de inflación, y en los demás años, sucedió lo contrario, esto es, que la 

inflación fue mayor que el porcentaje en que subió el salario mínimo.  

 

Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues no es posible afirmar con certeza cuál 

de los dos sistemas podría resultar más benéfico para el pensionado, ya que ello 

dependerá del comportamiento que presente cada uno de esos factores a través del 

tiempo, de manera que habrá ocasiones en que el índice de precios al consumidor sea 

superior al porcentaje en que se incremente el salario mínimo, y en otras, éste sea 

inferior a aquél, o pueden existir casos en que los dos sean iguales.    

 

De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la Constitución al consagrar el derecho 

al reajuste periódico de las pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción en que éstas 

deben incrementarse, como tampoco la oportunidad o frecuencia en que debe llevarse a cabo, 

quedando en manos del legislador la regulación de estos aspectos, como en efecto lo hace la 

norma parcialmente impugnada”. 

 

En este sentido, el Máximo Tribunal Constitucional alude a la determinación de incrementar 

las pensiones en el salario mínimo solo para los pensionados que devengan la pensión 

mínima, en aras de salvaguardar los derechos constitucionales de los pensiones que se 

encuentran en debilidad manifiesta frente a los demás ciudadanos; a su vez, que la 

determinación del índice de precios al consumidor para los demás pensionados para 

establecer el incremento pensional, se ajusta a factores circunstancias económicas y políticas. 

 

De otro lado, la Ley 238 de 1995 dispuso la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

a los regímenes exceptuados previstos en dicha disposición; al respecto señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente 

parágrafo: 

 

"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de 

los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

Si bien, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso las excepciones de su aplicación al 

personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

posteriormente la Ley 238 de 1995, integró a este sector en la aplicación del reajuste 

pensional contemplado en el Régimen General de Pensiones. 

 

Bajo el tema en cuestión referente al reajuste de las mesadas en aplicación de la Ley 100 de 

1993, la Sección Segunda el Honorable Consejo de Estado5, en providencia del 17 de agosto 

                                                
5 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección A- Consejero Ponente: 

William Hernández Gómez - 17 de agosto de 2017 –Rad. 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14).  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr005.html#279
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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del 2017, en pronunciamiento dentro de la acción pública de nulidad en contra del artículo 

40 del Decreto 692 de 1994; expuso que el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993 derogó el dispuesto por la Ley 71 de 1988: 

 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de quienes se pensionaron con 

anterioridad al 1.º de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 del 

19 de diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se ajustaba el salario mínimo, 

afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de que el porcentaje en el cual se reajusta 

la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema definido por la Ley 100 de 1993 

podía regular válidamente la proporción del aumento de la prestación, derogando el enunciado 

normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y como lo admitió la Corte Constitucional 

en la sentencia C-110 de 1996, al señalar:  

 

« […] A partir del 1. ° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, 

todas las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el 

privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 1988, esto 

es, en el mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal 

mensual. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las pensiones 

reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su 

artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa 

que el referido reajuste se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, más la 

mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación en la cotización para salud, a favor de 

los pensionados con anterioridad al 1° de enero de 1994.[…] 

 

En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante cuando estima que al 

hacer extensivo el porcentaje de reajuste de la mesada pensional que se decreta para 

quienes se pensionan con posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que ya tenían 

la prestación reconocida para ese momento, la norma demandada hace una inclusión 

no prevista en la ley que reglamenta y desconoce los derechos adquiridos de estos 

últimos, pues se reitera, la protección de los derechos adquiridos en materia pensional 

no comprende la proporción del incremento de la mesada. 

 

Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el porcentaje de reajuste de la 

mesada pensional no es un derecho adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha considerado que el legislador está habilitado para modificar 

las normas que consagran la proporción en que se realizarán los aumentos de las 

mesadas pensionales. 

 

De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

sí es aplicable a quienes les fue reconocida la pensión antes del 1.º de abril de 1994 y 

no el definido por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, toda vez que esta última quedó 

derogada por aquella” 

 

En consideración al postulado jurisprudencial precitado se extrae que, si bien quienes se 

pensionaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuentan con 

un régimen anterior al del Sistema de Seguridad Social Integral, esto no quiere decir que, en 

cuanto al incremento de la mesada pensional deba realizarse conforme lo contempla la Ley 

71 de 1988, ajustado al salario mínimo, toda vez que con la entrada en vigencia del régimen 

general de pensiones, dicha norma quedó derogada por ésta última, que dispuso que los 

ajustes de las mesadas pensionales fueran incrementadas conforme a la variación del índice 

de precios al consumidor. 
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Referente a los motivos que alega el libelista, de aplicar artículo 1 de la Ley 71 de 1988, en 

armonía con el principio de favorabilidad, al ajuste de la mesada pensional, es pertinente 

traer a colación los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos por la Corte 

Constitucional en sentencia C-435 de 2017, bajo la acción pública de constitucionalidad se 

demanda la nulidad parcial del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; concerniente al reajuste de 

pensiones, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, así: 

 

“Así, para decirlo de otra forma, pero con sus propias palabras, el actor entiende que 

el principio de favorabilidad también resulta aplicable a los pensionados “porque son 

trabajadores en receso […] y, porque también, uno de los principios fundamentales 

del trabajo es la garantía de la seguridad social” y es precisamente a partir de esa 

consideración que concluye que “[e]n caso de duda en la medición del poder 

adquisitivo constante de las pensiones, porque no hay ley que establezca como se 

mide […] debe aplicarse el método más favorable al pensionado”. Lo anterior, hasta 

el punto de que en su demanda no sólo solicita declarar inexequible el apartado 

demandado, según el cual  las pensiones “se reajustarán anualmente de oficio, el 

primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al 

Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior”, sino que 

incluso le pide a la Corte señalar que lo más favorable para el pensionado 

es “la medición del poder adquisitivo constante de las pensiones por el método de 

medición de la equivalencia de las pensiones en relación con el Salario Mínimo Legal 

Vigente”[85], como si este fuese expresamente el mandato constitucional.      

(…) 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son 

“satisfacer no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden 

material, social, cultural, educativo” 

(…) 

Siendo así, se tiene que en la norma demandada el legislador específicamente dispuso 

que el criterio o parámetro de actualización fuera el IPC en tanto que, como 

claramente explicó el DANE en su intervención, éste precisamente “es una estadística 

que mide la variación porcentual de los precios de un conjunto representativo de los 

bienes y servicios de consumo de los hogares del país”. Pero, simultáneamente, el 

legislador distinguió entre las pensiones superiores e inferiores al salario mínimo legal mensual 

vigente (SMLMV), estableciendo que únicamente éstas últimas se incrementaran en el mismo 

porcentaje que ese salario, “con el fin de que dicho ingreso conserve su poder adquisitivo y así 

pueda el beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una vida digna”[94]. 

 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn85
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn94


17-001-33-39-008-2018-00162-02 Nulidad y restablecimiento del derecho  

11 

 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer 

no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden material, social, 

cultural, educativo”[95]. 

 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador 

a decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor 

pensiones, de tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de 

favorabilidad en materia laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso 

los índices o referencias de actualización a los que acudió el legislador para 

actualizar las pensiones de forma diferenciada según su valor (IPC y SMLMV) tienen 

un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, al mismo tiempo que se 

relacionan entre ellos de una forma particular. 

(…) 

Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso al legislador el deber general de 

actualizar el monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la pérdida 

del poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de actualización, 

motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de configuración para fijar 

las fórmulas específicas a través de las cuales se materializa este deber genérico, sin 

que se encuentre obligado a acoger un esquema económico que, a juicio del accionante, 

resulte más favorable a los intereses de los pensionados entre todos los posibles.”  

 

3.4. Conclusión 

 

Conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales citados se tiene que, la Constitución 

Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas el 

reajuste periódico de las pensiones. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en 

vigor, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas antes y después 

de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su artículo 14 y teniendo en 

cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa que el referido reajuste 

se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 

certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

En ese orden de ideas, no le asiste razón a la parte accionante al indicar que el reajuste de 

las mesadas pensionales se debe realizar conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1989, esto es, 

conforme al salario mínimo, y no conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993.  

 

Por lo anterior, se confirmará la sentencia de primera instancia. 

 

4. Costas en primera instancia 

 

Señala la apelante que tal y como se puede observar en el expediente, no existe prueba 

alguna que logre demostrar erogaciones por concepto de costas o agencias en derecho para 

que estas procedan, motivo por el cual, la condena en costas impuesta en primera instancia 

debe ser revocada en su totalidad. 

 

En la sentencia apelada se indicó que, de acuerdo con el artículo 188 del CPACA y lo referido 

por el Consejo de Estado en sentencia del 21 de octubre de 2018, para efectos de determinar 

la procedencia de las costas, es menester indicar que se encuentra probado lo siguiente 

dentro del expediente. Que al respecto obra poder debidamente otorgado por la Nación - 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn95
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Ministerio de Educación a los abogados Diana Alejandra Arteaga Duarte, como principal, y 

Juan José Torres Díaz, como sustituto, togados que han ejercido la representación judicial 

según el mandato a ellos conferido. Las pruebas relacionadas, dan cuenta de los gastos 

generados en el trámite procesal, encontrando procedente la condena en costas a la parte 

demandante, cuya liquidación y ejecución se hará en la forma dispuesta en el artículo 366 

del Código General del Proceso. Por lo tanto, se fijan agencias en derecho por valor de 

$100.000, de conformidad con el Acuerdo No. PSAA16-10554 de agosto 5 de 2016. 

 

Al respecto, la Sala considera necesario aclarar que si bien el artículo 366 del C.G.P en su 

numeral 5° establece la procedencia del recurso de apelación contra el auto que aprueba la 

liquidación de las costas procesales; dicha disposición no resulta aplicable para el caso bajo 

estudio, toda vez, que en esta ocasión aún no existe auto que apruebe la liquidación de 

costas; es más, lo que se discute no es su liquidación, sino la condena en sí, la cual, al ser 

objeto de decisión en la sentencia de primera instancia, resulta apelable de conformidad 

con  el inciso primero del artículo 243 del CPACA. En tal sentido, la Sala estima procedente 

abordar la discusión planteada por la entidad accionada por vía de alzada.  

   

Así las cosas, la Corte Constitucional6 ha explicado que las costas, esto es, "aquella erogación 

económica que corresponde efectuar a la parte que resulte vencida en un proceso judicial" , están 

conformadas por dos rubros distintos: las expensas y las agencias en derecho.   

   

Las primeras corresponden a los gastos surgidos con ocasión del proceso y necesarios para 

su desarrollo, pero distintos al pago de apoderados, así, de conformidad con el Capítulo II 

del Título I -Costas- del C.G.P., las expensas están conformadas por aranceles judiciales, 

honorarios de auxiliares de la justicia, entre otros, es decir, en términos generales a todos los 

gastos surgidos para dar el curso procesal ordinario requerido por el proceso judicial.  

   

Por su parte, prosigue el citado pronunciamiento jurisprudencial constitucional advirtiendo 

que "las agencias en derecho no son otra cosa que la compensación por los gastos de apoderamiento 

en que incurrió la parte vencedora, aun cuando pueden fijarse sin que necesariamente hubiere 

mediado la intervención directa de un profesional del derecho".  

   

El artículo 188 del CPACA dispone que: “Salvo en los procesos en que se ventile un interés 

público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán 

por las normas del Código de Procedimiento Civil".  

   

En atención a la remisión expresa del artículo referido, se tiene entonces que el Código 

General del Proceso en su artículo 365 establece:  

   

 “ARTÍCULO 365. CONDENA EN COSTAS. En los procesos y en las actuaciones 

posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes 

reglas:  

   

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva 

desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que 

haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.  

   

                                                
6 C-539  de 1999. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 1°, numeral 198 (parcial) del Decreto 

2282 de 1989, "Por el cual se introducen algunas modificaciones al Código de Procedimiento Civil" 

Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz Expediente D-2313 
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Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la 

formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin 

perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.  

   

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella.  

   

3. En la providencia del superior que confirme en todas sus partes la de primera instancia se 

condenará al recurrente en las costas de la segunda.  

   

4. Cuando la sentencia de segunda instancia revoque totalmente la del inferior, la parte vencida 

será condenada a pagar las costas de ambas instancias.  

   

5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de condenar en 

costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión.  
 

6. Cuando fueren dos (2) o más litigantes que deban pagar las costas, el juez los condenará en 

proporción a su interés en el proceso; si nada se dispone al respecto, se entenderán distribuidas 

por partes iguales entre ellos.  

   

7. Si fueren varios los litigantes favorecidos con la condena en costas, a cada uno de ellos se les 

reconocerán los gastos que hubiere sufragado y se harán por separado las liquidaciones.  

   

8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida 

de su comprobación.  

   

9. Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas. Sin embargo 

podrán renunciarse después de decretadas y en los casos de desistimiento o transacción.”  

   

En este punto se considera necesario destacar que, el H. Consejo de Estado mediante 

providencia de 7 de abril de 2016, advirtió sobre la variación de la postura que se venía 

aplicando respecto de las condenas en costas y agencias en derecho, basada en la 

modificación introducida por el CPACA y que encuentra sustento en las posturas del extinto 

C.P.C. y el C.G.P., puesto que la normatividad anterior, Decreto 01 de 1984 consagraba 

originalmente en su artículo 171, un criterio subjetivo de valoración, en el cual se atendía 

exclusivamente a caracteres como la temeridad o mala fe, para proferir condenas en costas 

y agencias en derecho, en síntesis, advirtió el establecimiento de un nuevo criterio objetivo 

en lo que respecta a la imposición de costas procesales.  

   

Ahora bien, con respecto al referido cambio de criterio para la imposición de costas 

procesales el H. Consejo de Estado ha desarrollado una línea jurisprudencial pacífica, en el 

sentido de advertir que si bien el fundamento la imposición de costas ha variado a razones 

de índole meramente objetivo, es necesario que en los términos del precitado numeral 8º del 

artículo 365 del C.G.P. se comprueba para su imposición que “en el expediente aparezca que se 

causaron y en la medida de su comprobación”. En efecto, la aludida corporación7 ha señalado:    

   

“[E]sta Subsección…, varió aquella posición y acogió el criterio objetivo para la imposición de 

costas (incluidas las agencias en derecho) al concluir que no se debe evaluar la conducta de las 

partes (temeridad o mala fe), sino los aspectos objetivos respecto de la causación de las costas, 

tal como lo prevé el Código General del Proceso, con el fin de darle plena aplicación a su artículo 

365. En dicha oportunidad concluyó lo siguiente:  

                                                
7 Consejo de Estado. Sección Segunda, Sentencia 12 de abril de 2018. C. P. William Hernández Gómez 

Radicado: 05001233300020120043902 (01782017). 
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a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena en costas, al pasar de un 

criterio “subjetivo”—CCA— a uno “objetivo valorativo” —CPACA—.  

   

b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se “dispondrá” sobre costas, es decir, 

se decidirá, bien sea para condenar total o parcialmente, o bien para abstenerse, según las 

precisas reglas del CGP.  

   

c) Sin embargo, se le califica de “valorativo” porque se requiere que en el expediente el juez 

revise si las mismas se causaron y en la medida de su comprobación. Tal y como lo ordena el 

CGP, esto es, con el pago de gastos ordinarios del proceso y con la actividad del abogado 

efectivamente realizada dentro del proceso. Se recalca, en esa valoración no se incluye la mala 

fe o temeridad de las partes.  

   

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia laboral, se fijará atendiendo la 

posición de los sujetos procesales, pues varía según sea la parte vencida el empleador, el 

trabajador o el jubilado, estos últimos más vulnerables y generalmente de escasos recursos, así 

como la complejidad e intensidad de la participación procesal (Acuerdo núm. 1887 de 2003 

Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura).  

   

e) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas, por lo que el 

juez en su liquidación no estará atado a lo así pactado por éstas.  

   

f) La liquidación de las costas (incluidas las agencias en derecho), la hará el despacho de primera 

o única instancia, tal y como lo indica el CGP, previa elaboración del secretario y aprobación 

del respectivo funcionario judicial.   

   

g) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda instancia.  

   

Por lo anterior, se colige que la condena en costas implica una valoración objetiva valorativa 

que excluye como criterio de decisión la mala fe o la temeridad de las partes. En efecto, el artículo 

188 del CPACA, regula que tratándose de costas en la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, en la sentencia el juez tiene la obligación de pronunciarse sobre dicho aspecto, 

con excepción de los asuntos en los que se ventile un interés público.”  

   

De lo expuesto se concluye que, la imposición de la condena en costas, tiene lugar en contra 

de la parte vencida en juicio mientras se compruebe la causación de estas en el expediente, 

por lo que en consideración de Colegiatura la condena en costas impuesta por la Juez de 

primera instancia resulta totalmente ajustada a derecho, pues como fundamento de la 

misma se advirtió que los gastos procesales se liquidarían por la Secretaria conforme a lo 

acreditado en el proceso, aunado a que como se advirtió en precedencia la imposición de 

agencias en derecho se ajusta a la realidad procesal de que la parte demandada debió 

concurrir a al proceso a través de apoderado judicial, el cual actuó en cada una de las etapas 

procesales pertinentes.  

 

5. Costas en esta instancia 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA, en concordancia con los 

numerales 3 y 8 del artículo 365 del Código General del Proceso – CGP, este Tribunal se 

abstendrá de condenar en costas por estimar que no se causaron en el curso de esta instancia.  
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La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho para 

sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

 

Por lo discurrido, la Sala Tercera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia del 3 de marzo de 2020 emanada del Juzgado Octavo 

Administrativo de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por Eloísa Pineda 

de Arias dentro del contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido contra 

la Nación-Ministerio De Educación-FNPSM. 

 

SEGUNDO: ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 18de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I. 116      

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora NIDIA RESTREPO DE ZUBIETA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación por la parte demandante, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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señora NIDIA RESTREPO DE ZUBIETA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM.   

  

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Sentencia No. 058 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Proceso No.  17-001-33-39-008-2018-00202-02 

Clase:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Accionante:  María Amparo Barrera de Bartolo  

Accionado:  Nación - Ministerio De Educación – Fondo Nacional De Prestaciones 

Sociales Del Magisterio 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 

mediante la cual se negaron sus pretensiones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La Demanda  

 

1.1. Pretensiones  

 

Se declare la nulidad de la Resolución 0943-6 de 10 de febrero de 2016 emitida por la 

Secretaria de Educación del departamento de Caldas en representación del FNPSM. En 

consecuencia, se ordene a las demandadas: reajustar las mesadas anuales con base en el 

artículo 1º de la ley 71 de 1988, es decir en porcentaje igual al aumento del salario mínimo 

legal mensual y de manera retroactiva al año en que se consolidó el derecho; se ordene la 

indexación de los valores a reintegrar, al pago de los intereses y costas del proceso. 

 

1.2. Sustento fáctico relevante  

 

A la demandante le fue reconocida una pensional de jubilación a través de la Resolución 

000656 de 3 de junio de 1999. Mediante escrito radicado ante el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la Secretaría de Educación del departamento de Caldas, 

solicitó el reajuste periódico de la pensión conforme a los ajustes fijados por el Gobierno 

Nacional para el salario mínimo legal, en aplicación a la Ley 71 de 1989. La petición fue 

negada mediante al acto demandado. 

 

1.3. Normas violadas y concepto de trasgresión  

 

Consideró como violados, entre otros los artículos 53 y 58 de la Constitución Política; 5, 9 y 

15 de la Ley 91 de 1989; 1; de la Ley 71 de 1988; 238 de 1995; 14, 279 de la Ley 100 de 1993; 

Decreto 2831 de 2005. 

 

Analizó el régimen jurídico que reguló los ajustes en las mesadas pensionales, teniendo en 

cuenta el incremento del salario mínimo legal mensual vigente, establecido en la Ley 71 de 
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1989 y posteriormente en las Leyes 91 de 1989 y 100 de 1993; teniendo en cuenta las 

excepciones previstas en el artículo 279 de ésta última disposición. 

 

Expuso que la Nación Ministerio de Educación Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, reajustó las pensiones de jubilación a partir del año 1995, conforme al artículo 

14 de la Ley 100 de 1993; y que para los años 1996, 1998, 2000 y siguientes hasta el año 2018 

los reajustes anuales de las pensiones de jubilación se realizaron por debajo del aumento del 

salario mínimo legal mensual vigente, teniendo en cuenta la excepción prevista en el artículo 

279 de la Ley 100 de 1993, que excluye su aplicación a los afiliados de dicho fondo.  

 

Pasó a explicar que si se aplica la fórmula de incremento de las mesadas superiores al salario 

mínimo, que es con el IPC, éstas presentan una pérdida porcentual frente a si se hiciera 

aumento con el salario mínimo mensual vigente, lo que representa un detrimento a la parte 

demandante.  

 

2. Pronunciamiento de los sujetos procesales  

 

 Ministerio de Educación - Fondo de Prestaciones de Sociales del Magisterio: Se opuso a 

la totalidad de las pretensiones y adujo no constarle los hechos aludidos en la 

demanda. Propuso las excepciones de mérito tituladas:   

  

-Ineptitud sustancial de la demanda por falta de legitimación en la causa por pasiva de la 

Nación – Ministerio de Educación Nacional: Describió en armonía a lo preceptuado en el 

artículo 52 de la Ley 962 de 2005, la Ley 715 de 2001, que definió las competencias de 

la entidad en materia de educación, cuya función es la de ser ente rector de las políticas 

educativas dada su función de trazar los lineamientos generales en la prestación del servicio 

de educación, por tanto no presta el servicio de educación, ni administra las plantas de 

personal, como tampoco es empleador de los docente del Magisterio. -Inexistencia del 

demandado – falta de relación con el reconocimiento del derecho, conexo o derivado del acto 

administrativo expedido por la entidad territorial certificada. Falta de competencia del 

ministerio de educación para expedir el acto administrativo y reconocer el derecho 

reclamado: Hizo alusión a los elementos esenciales del acto administrativo e indicó que no 

existe causalidad o vínculo entre la Nación – Ministerio de Educación Nacional, y el derecho 

solicitado por el accionante, toda vez que el procedimiento de reconocimiento y pago de las 

prestaciones sociales se encuentra en cabeza de la entidad territorial certificada y de la 

sociedad fiduciaria administradora del fondo, siendo esta última y con fundamento en el 

contrato de fiducia mercantil 83 de 1990, quien administra y paga con recursos del fondo las 

obligaciones que en materia de prestaciones reclamen los docentes afiliados al FOMAG; 

indicó que el Ministerio de Educación nacional no interviene en el trámite de 

reconocimiento y pago de la prestación, no revisa ni analiza la viabilidad del pago de la 

misma, no tiene competencia para la expedición del acto administrativo de reconocimiento, 

no ordena el pago, ni destina los recursos para el pago de las prestaciones.  - Inexistencia de 

la causa por inexistencia de causa jurídica: Apuntó que el ajuste de la pensión de jubilación, 

es el establecido en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993; y no el previsto en la Ley 71 de 1988; 

además que la Ley 812 de 2003, integró a los docentes al régimen pensional de prima media, 

con lo cual se deriva la derogación tácita de la normatividad anterior. - Caducidad: Con base 

en el artículo 164 del CPACA, argumentó que la demanda se presentó transcurridos los 

cuatros meses desde la expedición del acto administrativo que denegó el derecho, por lo 

que debe prosperar la presente excepción. -Prescripción: Solicitó se declare la prescripción 

de los derechos reclamados, prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968. -Cobro de lo 

no debido: Indicó que la entidad no tiene competencia en el trámite para el reconocimiento 

y pago de las prestaciones sociales de los docentes; además, que los recursos son manejados 
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por la sociedad de economía mixta fiduciaria; y por tanto, cualquier gasto que afecte el 

presupuesto de la fiduciaria, deben contar con la respectiva apropiación presupuestal.  -

Buena fe: Enfatizó que el pago no las prestaciones sociales de los docentes no depende del 

diligenciamiento de los actos administrativos por parte del ente territorial y del visto bueno 

de la entidad fiduciaria, sino de la disponibilidad presupuestal conforme lo prevé la Ley 38 

de 1989.  

 

3. Sentencia de primera instancia  

 

El a quo negó las pretensiones de la parte demandante. Como fundamento de la decisión refirió 

que, no se puede ordenar el reajuste a favor de un docente pensionado con base en el 

mecanismo que fue establecido en la Ley 71 de 1988, obviando la modificación que al respecto 

dispuso la Ley 100 de 1993. Porque la fórmula que el Legislador instituya para reajustar las 

pensiones no constituye un derecho adquirido a favor de los pensionados, sino tan solo una 

mera expectativa, que está sujeta a las modificaciones que aquel órgano considere pertinentes 

para garantizar el poder adquisitivo de las pensiones. Porque la Ley 238 de 1995, que 

adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso que la aplicación de los artículos 14 y 

142 de la mencionada norma también lo era para los sectores exceptuados del régimen 

general de pensiones. Porque con la expedición de la ley 100 de 1993, quedó sin efectos las 

disposiciones contrarias, esto es el artículo 1º de la ley 71 de 1988, tal como ha sido reconocido 

de manera uniforme por las Altas Cortes. Porque no hay lugar a aplicar el principio de 

favorabilidad laboral, bajo el entendido que no coexisten dos disposiciones jurídicas vigentes 

que generen duda en su aplicación. 

 

4. Recurso de apelación 

 

La parte actora solicitó revocar la sentencia y acceder a sus pretensiones; precisó 

inicialmente sobre la indebida aplicación del precedente jurisprudencial, por parte del a quo, toda 

vez que no corresponde a idénticos hechos, fundamentos de derecho y pretensiones en 

relación con el convocado; por tanto la providencia carece de los presupuestos procesales 

previstos en los artículos 162, 187 de la Ley 1437 de 2011, como quiera que “… el objeto real 

del litigio fue determinar la fórmula aplicable para el incremento del debate corresponde al incremento 

de la pensión de jubilación de los docentes dentro del régimen exceptuado del artículo 279 de la Ley 

100 de 1993, modificada por el artículo 1º de la Ley 238 de 1995… sino determinar la fórmula de 

incremento más favorable dentro del régimen exceptuado conforme a la posibilidad otorgadas por el 

artículo 1º de la Ley 238 de 1995”.    

  

Se refirió a los alcances de la Ley 238 de 1995, en el sentido que no pretendió modificar el 

sistema actualizado pensional de los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio; toda vez, que la disposición busca recuperar el poder adquisitivo de la 

pensiones y en el caso de los docentes se mantuviera, aplicando el régimen especial.  

  

Aludió a los reajustes prestacionales aplicados a los miembros de la Fuerza Pública, afiliados 

a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; y con apoyo en los pronunciamientos 

jurisprudenciales, de la Sección Segunda del Consejo de Estado, precisó, que este sector, 

como los docentes del Magisterio, son exceptuados de la Ley 100 de 1993; pero en caso, de 

ser el régimen general más beneficioso se le puede aplicar la Ley 238 de 1995, bajo el 

principio de favorabilidad.  

  

Afirmó que por disposición normativa contenida en el Acto Legislativo 01 de 2005, los 

docentes afiliados hasta la expedición de la Ley 812 de 2003, se encontraban bajo la 

disposición contenida en la Ley 33 de 1985; y conservando los beneficios del exceptuado del 

artículo 279 de la Ley 100 de 1993.  
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Solicitó que al no encontrarse los beneficios otorgados en el régimen general de pensiones, 

resulta ilegal para las pensiones otorgadas dentro del régimen exceptuado docente, la 

aplicación de la fórmula del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; por tanto, se debe declarar la 

nulidad del acto demandado otorgando un incremento pensional conforme al artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988, mismo que no figura dentro de las derogatorias expresas del artículo 289.  

  

En consecuencia solicitó revocar la sentencia proferida, y su lugar acceder a las 

pretensiones.  

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia y procedencia 

 

Conforme al artículo 153 del CPACA1, es competente el Tribunal para resolver el recurso de 

apelación. Además, es procedente por cuanto: “Son apelables las sentencias de primera instancia 

de los Tribunales y de los Jueces”, en virtud de lo dispuesto por el artículo 243 Ibidem.  

 

2. Problema jurídico 

 

Atendiendo a los fundamentos de la sentencia recurrida y los argumentos de apelación se 

estima necesario absolver el siguiente cuestionamiento: ¿Tiene derecho la parte demandante al 

reconocimiento y pago del reajuste periódico de las mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 

71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta la variación del salario mínimo legal mensual vigente? 

 

3. Tesis del Tribunal 

 

La parte demandante no tiene derecho al reconocimiento y pago del reajuste periódico de 

la mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta 

la variación del salario mínimo legal mensual vigente, toda vez que, la Constitución Política 

facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas el reajuste 

periódico de las pensiones; con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, 

se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas antes y después de dicha 

ley, se vienen reajustando anualmente según la variación porcentual del Índice de Precios 

al Consumidor, certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

Para fundamentar lo anterior se abordarán los siguientes aspectos: i) hechos probados; ii) 

régimen general de seguridad social; iii) ajuste de pensiones en el régimen de seguridad 

social para los afiliados al sector público y régimen general de pensiones; y iv) el análisis 

del caso concreto. 

 

3.1.  Lo probado  

 

- Mediante Resolución 6053 de 9 de diciembre de 2009 se reconoció la pensión de 

jubilación, por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor de la 

demandante. (Fl. 25-26 C. 1) 

 

- La demandante mediante escrito radicado el 27 de enero de 2016 ante la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestación Social del Magisterio, solicitó se 

reajuste la pensión de jubilación, tomando como base el porcentaje del incremento del 

                                                
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo. 
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salario mínimo legal mensual vigente del año inmediatamente anterior, cuando sea superior 

al IPC.  (Fl. 21-23 C. 1) 

 

- A través de la Resolución 0943-6 de 10 de febrero de 2016, la demandada denegó el ajuste 

deprecado. (Fl. 28-29 C. 1) 

 

3.2. Régimen general de seguridad social  

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio público 

obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del Estado, con 

sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; asimismo se garantiza 

como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades públicas y privadas, que 

brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 1993, tuvo como objeto 

garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de mejorar la calidad de vida, 

y la dignidad humana, a través de las instituciones públicas y privadas prestadora de los 

servicios, como un servicio esencial bajo los principios de eficiencia, universalidad, 

solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

 

Por su parte, el artículo 11 Ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003; prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los 

habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los 

derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a 

disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para 

quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 

Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o 

sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del régimen de 

Prima Media y del sector privado en general.  

 

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que les asiste a las partes y que el tribunal 

de arbitramento dirima las diferencias entre las partes”. 

 

3.3. Ajuste de pensiones en el régimen de seguridad social para los afiliados al sector 

público y régimen general de pensiones 

 

El artículo 1 de la  Ley 4 de 19762, determinó que las pensiones de los sectores público, oficial, 

semioficial y privado, así como los afiliados al Instituto Seguro Social a excepción de las 

pensiones por incapacidad permanente parcial, se reajustarían  de oficio, cada año, teniendo 

en cuenta la elevación del salario mínimo mensual legal más alto, con una suma fija igual a 

la mitad de la diferencia entre el antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, 

más una suma equivalente a la mitad del porcentaje que represente el incremento entre el 

antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, esto último aplicado a la 

correspondiente pensión.  

 

                                                
2 Ley 4 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, semioficial y privado 

y se dictan otras disposiciones.”  
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Luego, el artículo 1 de la Ley 71 de 19883 precisó que las pensiones referidas en el artículo 1 

de la Ley 4 de 1976, la de incapacidad permanente parcial y las compartidas, serían 

reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que sea incrementado por el 

Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

 

La citada norma fue reglamentada por el Decreto 1160 de 1989, precisó respecto al ajuste de 

las pensiones en el artículo 1º lo siguiente: “Reajuste pensional. Las pensiones de jubilación, 

invalidez, vejez, incapacidad permanente parcial, compartidas y de sobrevivientes, de los sectores 

público, privado y del Instituto de Seguros Sociales, se reajustarán de oficio y en forma simultánea 

con el salario mínimo legal, en el mismo porcentaje en que éste sea incrementado por el Gobierno 

Nacional”.  

 

Del recuento normativo citado se concluye que, por mandato constitucional, es deber del 

Estado garantizar el reajuste periódico de las pensiones, que inicialmente desde la Ley 4 de 

1976, se determinó un ajuste a los beneficiarios de los regímenes del sector público, oficial y 

privado, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente más alto. 

 

A su turno la Ley 100 de 1993, en el artículo 289, indicó en relación con las vigencias y 

derogatorias lo siguiente: “La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, salvaguarda 

los derechos adquiridos y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 

2o. de la Ley 4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo del art.  7o. de la Ley 

71 de 1988, los artículos 268, 269, 270, 271 y 272 del Código de Sustantivo del Trabajo y demás 

normas que los modifiquen o adicionen”. 

 

O sea que, al derogarse el parágrafo 7 de la Ley 71 de 1988, se derogó la norma que disponía 

un régimen de reconocimiento pensional para las personas que tengan diez (10) años o más 

de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o más de edad si es varón 

o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, y continuarían aplicándose las normas de los 

regímenes actuales vigentes.  

 

Además, este parágrafo de la Ley 71 de 1988 fue declarado inexequible por la Corte 

Constitucional Sentencia C-012 de 1994. 

 

La Ley 100 de 1993 en su artículo 279 contempló los regímenes exceptuados a dicho régimen 

quedando contemplado, entre otros el personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y señaló que estas excepciones no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual consagra 

el reajuste anual de las pensiones en el IPC: 

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 

presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni 

al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a 

partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones 

Públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren 

del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

(…) 

                                                
3 Ley 71 de 1988 por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#268
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#269
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#270
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#271
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#272
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
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PARÁGRAFO 4o. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta 

ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.” (Se resalta) 

 

Concerniente al reajuste de las pensiones el Régimen General de Pensiones previsto en el 

artículo 14 de la Ley 100 de 1993, precisó:  

 

“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las pensiones de vejez o 

de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes 

del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 

anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 

obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 

serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 

salario por el Gobierno. 

 

Dicha normativa fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-387 de 

19944, en la que señaló:   

 

“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto ante situaciones iguales, a la luz de los 

cánones constitucionales, tiene una justificación clara y razonable, cual es la de dar especial 

protección a aquellos pensionados que por devengar una pensión mínima se encuentran, por 

razones económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás. En consecuencia, 

ha decidido el legislador que el valor de la pensión para esas personas se reajuste en 

un porcentaje igual al del salario mínimo legal mensual, con el fin de que dicho 

ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el beneficiario satisfacer sus 

necesidades básicas y llevar una vida digna.  

… 

“Las instituciones del salario mínimo y de la pensión mínima, se enmarcan dentro de aquellas 

políticas destinadas a lograr una justicia social, pues son medidas especiales de protección a 

quienes por su condición económica se encuentran en situación de debilidad manifiesta. Busca 

así el legislador menguar la desigualdad y de esta manera cumplir con el propósito señalado 

por el constituyente en el artículo 13 de la Carta, que ordena al Estado promover las condiciones 

requeridas para que la igualdad sea real y efectiva, mediante la adopción de medidas en favor 

de grupos discriminados o marginados, como también proteger especialmente a aquellas 

personas que por su condición económica o física se encuentran en situación de debilidad 

manifiesta.     

….      

Ahora bien: que el índice de precios al consumidor aumenta en proporción superior al 

porcentaje en que se incrementa el salario mínimo, es un argumento que esgrime el 

demandante, pero que no se ajusta a la realidad, pues como se demostrará en seguida, estos 

valores no han sido constantes, y no podían serlo, porque su comportamiento depende 

de una serie de circunstancias económicas y políticas que resultan variables, y en 

consecuencia, no es posible determinar con certeza el porcentaje en que cada uno de 

esos dos factores aumentará.  

 

“Veamos el comportamiento de la tasa de inflación y el porcentaje de incremento del salario 

mínimo, durante los últimos diez años:  

 

“Año  Inflación  Salario mínimo     

 

                                                
4 Corte Constitucional sentencia C- 387 de 1994; MP. Carlos Gaviria Díaz, 1 de septiembre de 1994; Exp. D-529.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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1983  16.64   22%   

1984  18.28   22% 

1985  22.45   20% 

1986  20.95   24% 

1987  24.02   22% 

1988  28.12   25% 

1989  26.12   27% 

1990  32.36   26% 

1991  26.82   26.07% 

1992  25.13   26.04% 

1993  22.6   21.09%" 

 

“Obsérvese que en los años 1983, 1984, 1986, 1989 y 1992 el salario mínimo se incrementó en 

cuantía superior al índice de inflación, y en los demás años, sucedió lo contrario, esto es, que la 

inflación fue mayor que el porcentaje en que subió el salario mínimo.  

 

Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues no es posible afirmar con certeza cuál 

de los dos sistemas podría resultar más benéfico para el pensionado, ya que ello 

dependerá del comportamiento que presente cada uno de esos factores a través del 

tiempo, de manera que habrá ocasiones en que el índice de precios al consumidor sea 

superior al porcentaje en que se incremente el salario mínimo, y en otras, éste sea 

inferior a aquél, o pueden existir casos en que los dos sean iguales.    

 

De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la Constitución al consagrar el derecho 

al reajuste periódico de las pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción en que éstas 

deben incrementarse, como tampoco la oportunidad o frecuencia en que debe llevarse a cabo, 

quedando en manos del legislador la regulación de estos aspectos, como en efecto lo hace la 

norma parcialmente impugnada”. 

 

En este sentido, el Máximo Tribunal Constitucional alude a la determinación de incrementar 

las pensiones en el salario mínimo solo para los pensionados que devengan la pensión 

mínima, en aras de salvaguardar los derechos constitucionales de los pensiones que se 

encuentran en debilidad manifiesta frente a los demás ciudadanos; a su vez, que la 

determinación del índice de precios al consumidor para los demás pensionados para 

establecer el incremento pensional, se ajusta a factores circunstancias económicas y políticas. 

 

De otro lado, la Ley 238 de 1995 dispuso la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

a los regímenes exceptuados previstos en dicha disposición; al respecto señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente 

parágrafo: 

 

"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de 

los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

Si bien, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso las excepciones de su aplicación al 

personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

posteriormente la Ley 238 de 1995, integró a este sector en la aplicación del reajuste 

pensional contemplado en el Régimen General de Pensiones. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr005.html#279
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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Bajo el tema en cuestión referente al reajuste de las mesadas en aplicación de la Ley 100 de 

1993, la Sección Segunda el Honorable Consejo de Estado5, en providencia del 17 de agosto 

del 2017, en pronunciamiento dentro de la acción pública de nulidad en contra del artículo 

40 del Decreto 692 de 1994; expuso que el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993 derogó el dispuesto por la Ley 71 de 1988: 

 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de quienes se pensionaron con 

anterioridad al 1.º de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 del 

19 de diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se ajustaba el salario mínimo, 

afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de que el porcentaje en el cual se reajusta 

la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema definido por la Ley 100 de 1993 

podía regular válidamente la proporción del aumento de la prestación, derogando el enunciado 

normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y como lo admitió la Corte Constitucional 

en la sentencia C-110 de 1996, al señalar:  

 

« […] A partir del 1. ° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, 

todas las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el 

privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 1988, esto 

es, en el mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal 

mensual. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las pensiones 

reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su 

artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa 

que el referido reajuste se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, más la 

mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación en la cotización para salud, a favor de 

los pensionados con anterioridad al 1° de enero de 1994.[…] 

 

En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante cuando estima que al 

hacer extensivo el porcentaje de reajuste de la mesada pensional que se decreta para 

quienes se pensionan con posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que ya tenían 

la prestación reconocida para ese momento, la norma demandada hace una inclusión 

no prevista en la ley que reglamenta y desconoce los derechos adquiridos de estos 

últimos, pues se reitera, la protección de los derechos adquiridos en materia pensional 

no comprende la proporción del incremento de la mesada. 

 

Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el porcentaje de reajuste de la 

mesada pensional no es un derecho adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha considerado que el legislador está habilitado para modificar 

las normas que consagran la proporción en que se realizarán los aumentos de las 

mesadas pensionales. 

 

De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

sí es aplicable a quienes les fue reconocida la pensión antes del 1.º de abril de 1994 y 

no el definido por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, toda vez que esta última quedó 

derogada por aquella” 

 

En consideración al postulado jurisprudencial precitado se extrae que, si bien quienes se 

pensionaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuentan con 

un régimen anterior al del Sistema de Seguridad Social Integral, esto no quiere decir que, en 

                                                
5 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección A- Consejero Ponente: 

William Hernández Gómez - 17 de agosto de 2017 –Rad. 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14).  
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cuanto al incremento de la mesada pensional deba realizarse conforme lo contempla la Ley 

71 de 1988, ajustado al salario mínimo, toda vez que con la entrada en vigencia del régimen 

general de pensiones, dicha norma quedó derogada por ésta última, que dispuso que los 

ajustes de las mesadas pensionales fueran incrementadas conforme a la variación del índice 

de precios al consumidor. 

 

Referente a los motivos que alega el libelista, de aplicar artículo 1 de la Ley 71 de 1988, en 

armonía con el principio de favorabilidad, al ajuste de la mesada pensional, es pertinente 

traer a colación los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos por la Corte 

Constitucional en sentencia C-435 de 2017, bajo la acción pública de constitucionalidad se 

demanda la nulidad parcial del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; concerniente al reajuste de 

pensiones, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, así: 

 

“Así, para decirlo de otra forma, pero con sus propias palabras, el actor entiende que 

el principio de favorabilidad también resulta aplicable a los pensionados “porque son 

trabajadores en receso […] y, porque también, uno de los principios fundamentales 

del trabajo es la garantía de la seguridad social” y es precisamente a partir de esa 

consideración que concluye que “[e]n caso de duda en la medición del poder 

adquisitivo constante de las pensiones, porque no hay ley que establezca como se 

mide […] debe aplicarse el método más favorable al pensionado”. Lo anterior, hasta 

el punto de que en su demanda no sólo solicita declarar inexequible el apartado 

demandado, según el cual  las pensiones “se reajustarán anualmente de oficio, el 

primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al 

Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior”, sino que 

incluso le pide a la Corte señalar que lo más favorable para el pensionado 

es “la medición del poder adquisitivo constante de las pensiones por el método de 

medición de la equivalencia de las pensiones en relación con el Salario Mínimo Legal 

Vigente”[85], como si este fuese expresamente el mandato constitucional.      

(…) 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son 

“satisfacer no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden 

material, social, cultural, educativo” 

(…) 

Siendo así, se tiene que en la norma demandada el legislador específicamente dispuso 

que el criterio o parámetro de actualización fuera el IPC en tanto que, como 

claramente explicó el DANE en su intervención, éste precisamente “es una estadística 

que mide la variación porcentual de los precios de un conjunto representativo de los 

bienes y servicios de consumo de los hogares del país”. Pero, simultáneamente, el 

legislador distinguió entre las pensiones superiores e inferiores al salario mínimo legal mensual 

vigente (SMLMV), estableciendo que únicamente éstas últimas se incrementaran en el mismo 

porcentaje que ese salario, “con el fin de que dicho ingreso conserve su poder adquisitivo y así 

pueda el beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una vida digna”[94]. 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn85
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn94
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Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer 

no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden material, social, 

cultural, educativo”[95]. 

 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador 

a decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor 

pensiones, de tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de 

favorabilidad en materia laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso 

los índices o referencias de actualización a los que acudió el legislador para 

actualizar las pensiones de forma diferenciada según su valor (IPC y SMLMV) tienen 

un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, al mismo tiempo que se 

relacionan entre ellos de una forma particular. 

(…) 

Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso al legislador el deber general de 

actualizar el monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la pérdida 

del poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de actualización, 

motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de configuración para fijar 

las fórmulas específicas a través de las cuales se materializa este deber genérico, sin 

que se encuentre obligado a acoger un esquema económico que, a juicio del accionante, 

resulte más favorable a los intereses de los pensionados entre todos los posibles.”  

 

3.4. Conclusión 

 

Conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales citados se tiene que, la Constitución 

Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas el 

reajuste periódico de las pensiones. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en 

vigor, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas antes y después 

de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su artículo 14 y teniendo en 

cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa que el referido reajuste 

se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 

certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

En ese orden de ideas, no le asiste razón a la parte accionante al indicar que el reajuste de 

las mesadas pensionales se debe realizar conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1989, esto es, 

conforme al salario mínimo, y no conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993.  

 

Por lo anterior, se confirmará la sentencia de primera instancia. 

 

 

4. Costas en esta instancia 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn95
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA, en concordancia con los 

numerales 3 y 8 del artículo 365 del Código General del Proceso – CGP, este Tribunal se 

abstendrá de condenar en costas por estimar que no se causaron en el curso de esta instancia.  

 

La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho para 

sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

 

Por lo discurrido, la Sala Tercera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia del 2 de marzo de 2020 emanada del Juzgado Octavo 

Administrativo de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por María Amparo 

Barrera de Bartolo dentro del contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho 

promovido contra la Nación-Ministerio De Educación-FNPSM. 

 

SEGUNDO: ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I.  115     

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora GABRIELA DÍAZ ALZATE contra la NACION-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación por la parte demandante, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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señora GABRIELA DÍAZ ALZATE contra la NACION-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 
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A.I.   114    

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 5º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora OLGA ESPERANZA CASTAÑO contra la NACION-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación por la parte demandante, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 5º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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señora OLGA ESPERANZA CASTAÑO contra la NACION-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Sentencia No. 056 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Proceso No.  17-001-33-39-008-2018-00393-02 

Clase:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Accionante:  María Lindelia Galeano Rodríguez  

Accionado:  Nación - Ministerio De Educación – Fondo Nacional De Prestaciones 

Sociales Del Magisterio y Departamento de Caldas 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 

mediante la cual se negaron sus pretensiones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La Demanda  

 

1.1. Pretensiones  

 

Se declare la nulidad de la Resolución 8329-6 de 30 de octubre de 2017 emitida por la 

Secretaria de Educación del departamento de Caldas en representación del FNPSM. En 

consecuencia se ordene a las demandadas:  aplicar el descuento para aportes al sistema de 

salud en cuantía del 5%; reintegrar el monto los porcentajes descontados en exceso y 

reajustar las mesadas anuales con base en el artículo 1º de la ley 71 de 1988, es decir en 

porcentaje igual al aumento del salario mínimo legal mensual y de manera retroactiva al 

año en que se consolidó el derecho; se ordene la indexación de los valores a reintegrar, al 

pago de los intereses y costas del proceso. 

 

Subsidiariamente solicitó se ordene el reintegro de los valores descontados de las mesadas 

de junio y diciembre correspondientes al 12% de la mesada pensional de manera retroactiva, 

indexada y con intereses y se ordene cesar los descuentos de las mesadas de junio y 

diciembre con destino al sistema de salud.  

 

1.2. Sustento fáctico relevante  

 

En síntesis expresa que, en el acto administrativo de reconocimiento de la pensión de 

jubilación, las demandadas dispusieron efectuar descuentos con destino al sistema de salud, 

equivalentes al 12%, los cuales vienen siendo descontados no solo de las mesadas ordinarias, 

sino de las adicionales (de junio y diciembre, esta última que se cancela en noviembre de cada 

año); que además se consagró que la pensión sería reajustada anualmente conforme al artículo 

1º de la ley 71 de 1988, no obstante la mesada se ha venido incrementando de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 
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Que solicitó al FNPSM la aplicación de descuentos sólo del 5% y la devolución de los aportes 

pagados en exceso, así como el reajuste conforme a la ley 71 de 1988, petición que fue negada 

a través de la Resolución demandada.   

 

1.3. Normas violadas y concepto de trasgresión  

 

Invocó como normas vulneradas entre otras, la Ley 71/88; Ley 91/89; Ley 100/93; Ley 812/03; 

Ley 797/03; Ley 1151/07. Consideró que, los docentes afiliados al FNPSM no se hallan 

obligados a pagar los aportes en salud sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre 

(también llamadas mesadas 13 y 14); además el FNPSM en ocasiones inaplica las normas en 

mención mientras que en otros casos las aplica de manera indebida, contrariando su 

verdadero alcance y la hermenéutica jurisprudencial.  

 

Añade que, se aplica indebidamente el artículo 81 de la Ley 812 de 2013 en lo referente a la 

tasa de cotización para servicios de salud, pues debe ser del 5% conforme el artículo 8 de la 

ley 91 de 1989 que es norma especial. En virtud del principio de inescindibilidad de la ley, 

no se pueden aplicar concomitantemente dos regímenes y por ello se equivoca la 

demandada a la aplicar a los docentes la ley 100 de 1993. 

 

2. Pronunciamiento de los sujetos procesales  

 

El Departamento de Caldas: Se opuso a las pretensiones de la demandante argumentando 

que, la solicitud realizada carece de todo fundamento legal, habida cuenta que es docente 

afiliada al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por lo tanto se le aplica 

la Ley 812 de 2003. Que al hacer un estudio de la Ley 100 de 1993 y 197 de 2003 artículos 143 

y 204, así mismo el artículo 1 de la Ley 1150 de 2008 se concluye que para el legislador, el 

pensionado tiene la obligación de cancelar un aporte en salud del 12% sin hacer más 

consideraciones al respecto.  

 

Con fundamento en lo anterior propuso las excepciones que título: “Falta de legitimidad en la 

causa por pasiva” y “Buena fe”.  

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

Del Magisterio: guardó silencio. 

 

3. Sentencia de primera instancia  

 

El a quo negó las pretensiones de la parte demandante. Respecto del reajuste, conforme a la 

Ley 71 de 1988: Porque no se puede ordenar el reajuste a favor de un docente pensionado 

con base en el mecanismo que fue establecido en la Ley 71 de 1988, obviando la modificación 

que al respecto dispuso la Ley 100 de 1993. Porque la fórmula que el Legislador instituya 

para reajustar las pensiones no constituye un derecho adquirido a favor de los pensionados, 

sino tan solo una mera expectativa, que está sujeta a las modificaciones que aquel órgano 

considere pertinentes para garantizar el poder adquisitivo de las pensiones. Porque la Ley 

238 de 1995, que adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso que la aplicación 

de los artículos 14 y 142 de la mencionada norma también lo era para los sectores 

exceptuados del régimen general de pensiones; Porque con la expedición de la ley 100 de 

1993, quedó sin efectos las disposiciones contrarias, esto es el artículo 1º de la ley 71 de 

1988, tal como ha sido reconocido de manera uniforme por las Altas Cortes. Porque no hay 

lugar a aplicar el principio de favorabilidad laboral, bajo el entendido que no coexisten dos 

disposiciones jurídicas vigentes que generen duda en su aplicación. 
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Respecto de los descuentos de salud: por cuanto, si bien, el numeral 5º del artículo 8º de la 

Ley 91 de 1989, estableció que a los pensionados para efectos de los servicios de salud les 

correspondía un aporte del 5% de cada mesada pensional, incluidas las mesadas adicionales, 

dicho monto varió con la entrada en vigencia del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, así como 

la autorización del descuento sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre. En el inciso 

cuarto de ésta última norma, se consagró que el valor total de la tasa de cotización por los 

docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, corresponderá 

a la suma de aportes que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 

2003. En efecto, el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, adicionado por el artículo 1º de la 

Ley 1250 de 2008, en cuanto al monto y distribución de las cotizaciones, indicó que la 

cotización al Régimen Contributivo de Salud, sería del 12% del ingreso o salario base de 

cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo.  

 

Frente a las mesadas adicionales de junio y diciembre, la referida Ley 100 de 1993 no 

contempló la realización de descuentos, los cuales fueron expresamente prohibidos por las 

Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984 y el Decreto 1073 de 2002. Sin embargo, entiende el 

Despacho que sólo en lo que respecta al porcentaje de cotización de salud, los pensionados 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, se gobiernan por lo 

establecido en la Ley 100 de 1993. Pero esto no significó que se alterara su régimen 

prestacional, dado que, por pertenecer a uno especial, se encuentran exceptuados del general, 

tal y como lo dispone el artículo 279 de la citada ley, y el parágrafo transitorio 1º del Acto 

Legislativo 001 de 2005, que estableció que el régimen pensional de los docentes vinculados 

al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 

legales vigentes con anterioridad a la vigencia de la Ley 812 de 2003.  La Ley 91 de 1989 es 

una disposición especial que gobierna a todos los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y que hace parte del ordenamiento jurídico que 

estructura su régimen pensional excepcional, por lo que, es legítimo que se realicen 

descuentos sobre las mesadas adicionales a dicho grupo de pensionados.  

 

Que si bien las disposiciones del Sistema General sobre las mesadas adicionales, no 

establecen que se pueda hacer descuento alguno sobre las mismas, la Ley 91 de 1989, especial 

y posterior, sí lo permitió de manera expresa en el numeral 5° del artículo 8°; por lo tanto, 

las previsiones de la Ley 812 de 2003 que extendió el régimen de cotización en materia de 

salud establecido en la Ley 100 de 1993 a los pensionados afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, sólo conllevó a que se incrementara el porcentaje de 

cotización de los docentes, del 5% al 12% establecido en el Régimen General, más no tiene 

la virtualidad de derogar ni expresa ni tácitamente el aparte establecido en la precitada norma 

especial que permite el descuento por concepto de salud en las mesadas adicionales pagadas 

a todos los docentes, por cuanto se encuentra vigente, regula expresamente una situación que 

no fue prevista en la norma general, y obedece a la libre configuración legislativa. Que 

atendiendo el principio de inescindibilidad normativa, no se les puede aplicar a los docentes 

las normas de la Ley 100 que eximió de dicho descuento las mesadas adicionales de 

diciembre y junio de que tratan los artículos 50 y 142 cuyos beneficiarios son las personas 

pertenecientes al régimen general de pensiones. Porque se debe tener en cuenta el principio 

de solidaridad, en el entendido que quienes obtienen mayores ingresos deben subsidiar a los 

que perciben menos, para garantizar la cobertura total de los ciudadanos al sistema de 

seguridad social.  

 

4. Recurso de apelación 

 

La parte actora solicitó revocar la sentencia y acceder a sus pretensiones; precisó inicialmente 

sobre la indebida aplicación del precedente jurisprudencial, por parte del a quo, toda vez que no 

corresponde a idénticos hechos, fundamentos de derecho y pretensiones en relación con el 

convocado; por tanto la providencia carece de los presupuestos procesales previstos en los 

artículos 162, 187 de la Ley 1437 de 2011, como quiera que “… el objeto real del litigio fue 

determinar la fórmula aplicable para el incremento del debate corresponde al incremento de la pensión 
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de jubilación de los docentes dentro del régimen exceptuado del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, 

modificada por el artículo 1º de la Ley 238 de 1995… sino determinar la fórmula de incremento más 

favorable dentro del régimen exceptuado conforme a la posibilidad otorgadas por el artículo 1º de la 

Ley 238 de 1995”.   

 

Se refirió a los alcances de la Ley 238 de 1995, en el sentido que no pretendió modificar el 

sistema actualizado pensional de los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio; toda vez, que la disposición busca recuperar el poder adquisitivo de las 

pensiones y en el caso de los docentes se mantuviera, aplicando el régimen especial. 

 

Aludió a los reajustes prestacionales aplicados a los miembros de la Fuerza Pública, afiliados 

a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; y con apoyo en los pronunciamientos 

jurisprudenciales, de la Sección Segunda del Consejo de Estado, precisó, que este sector, 

como los docentes del Magisterio, son exceptuados de la Ley 100 de 1993; pero en caso, de 

ser el régimen general más beneficioso se le puede aplicar la Ley 238 de 1995, bajo el 

principio de favorabilidad. 

 

Afirmó que por disposición normativa contenida en el acto legislativo 01 de 2005, los 

docentes afiliados hasta la expedición de la Ley 812 de 2003, se encontraban bajo la 

disposición contenida en la Ley 33 de 1985; y conservando los beneficios del exceptuado del 

artículo 279 de la Ley 100 de 1993. 

 

Solicitó que, al no encontrarse los beneficios otorgados en el régimen general de pensiones, 

resulta ilegal para las pensiones otorgadas dentro del régimen exceptuado docente, la 

aplicación de la fórmula del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; por tanto, se debe declarar la 

nulidad del acto demandado otorgando un incremento pensional conforme al artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988, mismo que no figura dentro de las derogatorias expresas del artículo 289. 

 

Respecto de los aportes en salud citó apartes de las sentencias T-348 de 1997; C-956 de 2001 

y C-980 de 2002, según las cuales en caso de los docentes vinculados al servicio estatal antes 

del 27 de junio de 2003 que se encuentran pensionados por el FNPSM el descuento de la 

cotización del 5% para la salud se hace sobre cada mesada pensional incluida las adicionales; 

en el caso de docentes vinculados a partir del 27 de junio de 2003 que se encuentra en 

pensionados por el referido fondo, la cotización del 12% para salud se descuenta de la 

respectiva mesada pensional mensual y no de las mesadas adicionales. 

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia y procedencia 

 

Conforme al artículo 153 del CPACA1, es competente el Tribunal para resolver el recurso de 

apelación. Además, es procedente por cuanto: “Son apelables las sentencias de primera instancia 

de los Tribunales y de los Jueces”, en virtud de lo dispuesto por el artículo 243 Ibidem.  

 

2. Problema jurídico 

 

Al analizar la sentencia de instancia y el escrito de impugnación, el asunto jurídico a resolver 

se centra en dilucidar si: 

 

                                                
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo. 
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¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago del reajuste periódico de las mesadas 

pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta la variación del salario 

mínimo legal mensual vigente? 

 

¿Le asiste derecho a la parte actora a que se aplique el descuento para aportes al sistema de salud en 

cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 12% y a que se reintegre el monto los porcentajes 

descontados en exceso? 

 

3. Primer problema jurídico 

 

Tesis del Tribunal: La parte demandante no tiene derecho al reconocimiento y pago del 

reajuste periódico de la mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto 

es, teniendo en cuenta la variación del salario mínimo legal mensual vigente, toda vez que, 

la Constitución Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas 

específicas el reajuste periódico de las pensiones; con la expedición de la Ley 100 de 1993 y 

su entrada en vigencia, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas 

antes y después de dicha ley, se vienen reajustando anualmente según la variación 

porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el Dane para el año 

inmediatamente anterior. 

 

Para fundamentar lo anterior se abordarán los siguientes aspectos: i) hechos probados; ii) 

régimen general de seguridad social; iii) ajuste de pensiones en el régimen de seguridad 

social para los afiliados al sector público y régimen general de pensiones; y iv) el análisis 

del caso concreto. 

 

3.1. Lo probado  

 

- Mediante Resolución 4038-6 de 24 de junio de 2014 se reconoció la pensión de jubilación, 

por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor del demandante. (Fl. 

59-60 C. 1) 

 

- La demandante mediante escrito radicado el 4 de octubre de 2017 ante la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestación Social del Magisterio, solicitó se 

reajuste la pensión de jubilación, tomando como base el porcentaje del incremento del 

salario mínimo legal mensual vigente del año inmediatamente anterior, cuando sea superior 

al IPC y que se realicen los descuentos de salud en porcentaje del 5% de la mesada pensional 

sobre las mesadas ordinarias y adicionales  conforme a la Ley 71 de 1989 y la devolución de 

los cobros en exceso.  

 

- A través de la Resolución 8329-6 de 30 de octubre de 2017, la demandada denegó el ajuste 

deprecado. (Fl. 43-44 C. 1) 

 

3.2. Régimen general de seguridad social  

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio público 

obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del Estado, con 

sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; asimismo se garantiza 

como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades públicas y privadas, que 

brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  
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El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 1993, tuvo como objeto 

garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de mejorar la calidad de vida, 

y la dignidad humana, a través de las instituciones públicas y privadas prestadora de los 

servicios, como un servicio esencial bajo los principios de eficiencia, universalidad, 

solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

 

Por su parte, el artículo 11 Ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003; prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los 

habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los 

derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a 

disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para 

quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 

Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o 

sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del régimen de 

Prima Media y del sector privado en general.  

 

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y que el tribunal 

de arbitramento dirima las diferencias entre las partes”. 

 

3.3. Ajuste de pensiones en el régimen de seguridad social para los afiliados al sector 

público y régimen general de pensiones 

 

El artículo 1 de la  Ley 4 de 19762, determinó que las pensiones de los sectores público, oficial, 

semioficial y privado, así como los afiliados al Instituto Seguro Social a excepción de las 

pensiones por incapacidad permanente parcial, se reajustarían  de oficio, cada año, teniendo 

en cuenta la elevación del salario mínimo mensual legal más alto, con una suma fija igual a 

la mitad de la diferencia entre el antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, 

más una suma equivalente a la mitad del porcentaje que represente el incremento entre el 

antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, esto último aplicado a la 

correspondiente pensión.  

 

Luego, el artículo 1 de la Ley 71 de 19883 precisó que las pensiones referidas en el artículo 1 

de la Ley 4 de 1976, la de incapacidad permanente parcial y las compartidas, serían 

reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que sea incrementado por el 

Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

 

La citada norma fue reglamentada por el Decreto 1160 de 1989, precisó respecto al ajuste de 

las pensiones en el artículo 1º lo siguiente: “Reajuste pensional. Las pensiones de jubilación, 

invalidez, vejez, incapacidad permanente parcial, compartidas y de sobrevivientes, de los sectores 

público, privado y del Instituto de Seguros Sociales, se reajustarán de oficio y en forma simultánea 

con el salario mínimo legal, en el mismo porcentaje en que éste sea incrementado por el Gobierno 

Nacional”.  

 

Del recuento normativo citado se concluye que, por mandato constitucional, es deber del 

Estado garantizar el reajuste periódico de las pensiones, que inicialmente desde la Ley 4 de 

                                                
2 Ley 4 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, semioficial y privado 

y se dictan otras disposiciones.”  
3 Ley 71 de 1988 por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras  
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1976, se determinó un ajuste a los beneficiarios de los regímenes del sector público, oficial y 

privado, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente más alto. 

 

A su turno la Ley 100 de 1993, en el artículo 289, indicó en relación con las vigencias y 

derogatorias lo siguiente: “La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, salvaguarda 

los derechos adquiridos y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 

2o. de la Ley 4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo del art.  7o. de la Ley 

71 de 1988, los artículos 268, 269, 270, 271 y 272 del Código de Sustantivo del Trabajo y demás 

normas que los modifiquen o adicionen”. 

 

O sea que, al derogarse el parágrafo 7 de la Ley 71 de 1988, se derogó la norma que disponía 

un régimen de reconocimiento pensional para las personas que tengan diez (10) años o más 

de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o más de edad si es varón 

o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, y continuarían aplicándose las normas de los 

regímenes actuales vigentes.  

 

Además, este parágrafo de la Ley 71 de 1988 fue declarado inexequible por la Corte 

Constitucional Sentencia C-012 de 1994. 

 

La Ley 100 de 1993 en su artículo 279 contempló los regímenes exceptuados a dicho régimen 

quedando contemplado, entre otros el personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y señaló que estas excepciones no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual consagra 

el reajuste anual de las pensiones en el IPC: 

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 

presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni 

al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a 

partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones 

Públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren 

del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

(…) 

PARÁGRAFO 4o. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta 

ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.” (Se resalta) 

 

Concerniente al reajuste de las pensiones el Régimen General de Pensiones previsto en el 

artículo 14 de la Ley 100 de 1993, precisó:  

 

“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las pensiones de vejez o 

de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes 

del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 

anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 

obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 

serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 

salario por el Gobierno. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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Dicha normativa fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-387 de 

19944, en la que señaló:   

 

“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto ante situaciones iguales, a la luz de los 

cánones constitucionales, tiene una justificación clara y razonable, cual es la de dar especial 

protección a aquellos pensionados que por devengar una pensión mínima se encuentran, por 

razones económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás. En consecuencia, 

ha decidido el legislador que el valor de la pensión para esas personas se reajuste en 

un porcentaje igual al del salario mínimo legal mensual, con el fin de que dicho 

ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el beneficiario satisfacer sus 

necesidades básicas y llevar una vida digna.  

… 

“Las instituciones del salario mínimo y de la pensión mínima, se enmarcan dentro de aquellas 

políticas destinadas a lograr una justicia social, pues son medidas especiales de protección a 

quienes por su condición económica se encuentran en situación de debilidad manifiesta. Busca 

así el legislador menguar la desigualdad y de esta manera cumplir con el propósito señalado 

por el constituyente en el artículo 13 de la Carta, que ordena al Estado promover las condiciones 

requeridas para que la igualdad sea real y efectiva, mediante la adopción de medidas en favor 

de grupos discriminados o marginados, como también proteger especialmente a aquellas 

personas que por su condición económica o física se encuentran en situación de debilidad 

manifiesta.     

….      

Ahora bien: que el índice de precios al consumidor aumenta en proporción superior al 

porcentaje en que se incrementa el salario mínimo, es un argumento que esgrime el 

demandante, pero que no se ajusta a la realidad, pues como se demostrará en seguida, estos 

valores no han sido constantes, y no podían serlo, porque su comportamiento depende 

de una serie de circunstancias económicas y políticas que resultan variables, y en 

consecuencia, no es posible determinar con certeza el porcentaje en que cada uno de 

esos dos factores aumentará.  

 

“Veamos el comportamiento de la tasa de inflación y el porcentaje de incremento del salario 

mínimo, durante los últimos diez años:  

 

“Año  Inflación  Salario mínimo     

 

1983  16.64   22%   

1984  18.28   22% 

1985  22.45   20% 

1986  20.95   24% 

1987  24.02   22% 

1988  28.12   25% 

1989  26.12   27% 

1990  32.36   26% 

1991  26.82   26.07% 

1992  25.13   26.04% 

1993  22.6   21.09%" 

 

“Obsérvese que en los años 1983, 1984, 1986, 1989 y 1992 el salario mínimo se incrementó en 

cuantía superior al índice de inflación, y en los demás años, sucedió lo contrario, esto es, que la 

inflación fue mayor que el porcentaje en que subió el salario mínimo.  

 

                                                
4 Corte Constitucional sentencia C- 387 de 1994; MP. Carlos Gaviria Díaz, 1 de septiembre de 1994; Exp. D-529.  
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Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues no es posible afirmar con certeza cuál 

de los dos sistemas podría resultar más benéfico para el pensionado, ya que ello 

dependerá del comportamiento que presente cada uno de esos factores a través del 

tiempo, de manera que habrá ocasiones en que el índice de precios al consumidor sea 

superior al porcentaje en que se incremente el salario mínimo, y en otras, éste sea 

inferior a aquél, o pueden existir casos en que los dos sean iguales.    

 

De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la Constitución al consagrar el derecho 

al reajuste periódico de las pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción en que éstas 

deben incrementarse, como tampoco la oportunidad o frecuencia en que debe llevarse a cabo, 

quedando en manos del legislador la regulación de estos aspectos, como en efecto lo hace la 

norma parcialmente impugnada”. 

 

En este sentido, el Máximo Tribunal Constitucional alude a la determinación de incrementar 

las pensiones en el salario mínimo solo para los pensionados que devengan la pensión 

mínima, en aras de salvaguardar los derechos constitucionales de los pensiones que se 

encuentran en debilidad manifiesta frente a los demás ciudadanos; a su vez, que la 

determinación del índice de precios al consumidor para los demás pensionados para 

establecer el incremento pensional, se ajusta a factores circunstancias económicas y políticas. 

 

De otro lado, la Ley 238 de 1995 dispuso la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

a los regímenes exceptuados previstos en dicha disposición; al respecto señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente 

parágrafo: 

 

"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de 

los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

Si bien, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso las excepciones de su aplicación al 

personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

posteriormente la Ley 238 de 1995, integró a este sector en la aplicación del reajuste 

pensional contemplado en el Régimen General de Pensiones. 

 

Bajo el tema en cuestión referente al reajuste de las mesadas en aplicación de la Ley 100 de 

1993, la Sección Segunda el Honorable Consejo de Estado5, en providencia del 17 de agosto 

del 2017, en pronunciamiento dentro de la acción pública de nulidad en contra del artículo 

40 del Decreto 692 de 1994; expuso que el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993 derogó el dispuesto por la Ley 71 de 1988: 

 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de quienes se pensionaron con 

anterioridad al 1.º de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 del 

19 de diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se ajustaba el salario mínimo, 

afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de que el porcentaje en el cual se reajusta 

la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema definido por la Ley 100 de 1993 

podía regular válidamente la proporción del aumento de la prestación, derogando el enunciado 

normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y como lo admitió la Corte Constitucional 

en la sentencia C-110 de 1996, al señalar:  

                                                
5 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección A- Consejero Ponente: 

William Hernández Gómez - 17 de agosto de 2017 –Rad. 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14).  
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« […] A partir del 1. ° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, 

todas las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el 

privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 1988, esto 

es, en el mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal 

mensual. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las pensiones 

reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su 

artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa 

que el referido reajuste se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, más la 

mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación en la cotización para salud, a favor de 

los pensionados con anterioridad al 1° de enero de 1994.[…] 

 

En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante cuando estima que al 

hacer extensivo el porcentaje de reajuste de la mesada pensional que se decreta para 

quienes se pensionan con posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que ya tenían 

la prestación reconocida para ese momento, la norma demandada hace una inclusión 

no prevista en la ley que reglamenta y desconoce los derechos adquiridos de estos 

últimos, pues se reitera, la protección de los derechos adquiridos en materia pensional 

no comprende la proporción del incremento de la mesada. 

 

Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el porcentaje de reajuste de la 

mesada pensional no es un derecho adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha considerado que el legislador está habilitado para modificar 

las normas que consagran la proporción en que se realizarán los aumentos de las 

mesadas pensionales. 

 

De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

sí es aplicable a quienes les fue reconocida la pensión antes del 1.º de abril de 1994 y 

no el definido por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, toda vez que esta última quedó 

derogada por aquella” 

 

En consideración al postulado jurisprudencial precitado se extrae que, si bien quienes se 

pensionaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuentan con 

un régimen anterior al del Sistema de Seguridad Social Integral, esto no quiere decir que, en 

cuanto al incremento de la mesada pensional deba realizarse conforme lo contempla la Ley 

71 de 1988, ajustado al salario mínimo, toda vez que con la entrada en vigencia del régimen 

general de pensiones, dicha norma quedó derogada por ésta última, que dispuso que los 

ajustes de las mesadas pensionales fueran incrementadas conforme a la variación del índice 

de precios al consumidor. 

 

Referente a los motivos que alega el libelista, de aplicar artículo 1 de la Ley 71 de 1988, en 

armonía con el principio de favorabilidad, al ajuste de la mesada pensional, es pertinente 

traer a colación los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos por la Corte 

Constitucional en sentencia C-435 de 2017, bajo la acción pública de constitucionalidad se 

demanda la nulidad parcial del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; concerniente al reajuste de 

pensiones, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, así: 

 

“Así, para decirlo de otra forma, pero con sus propias palabras, el actor entiende que 

el principio de favorabilidad también resulta aplicable a los pensionados “porque son 

trabajadores en receso […] y, porque también, uno de los principios fundamentales 

del trabajo es la garantía de la seguridad social” y es precisamente a partir de esa 
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consideración que concluye que “[e]n caso de duda en la medición del poder 

adquisitivo constante de las pensiones, porque no hay ley que establezca como se 

mide […] debe aplicarse el método más favorable al pensionado”. Lo anterior, hasta 

el punto de que en su demanda no sólo solicita declarar inexequible el apartado 

demandado, según el cual  las pensiones “se reajustarán anualmente de oficio, el 

primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al 

Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior”, sino que 

incluso le pide a la Corte señalar que lo más favorable para el pensionado 

es “la medición del poder adquisitivo constante de las pensiones por el método de 

medición de la equivalencia de las pensiones en relación con el Salario Mínimo Legal 

Vigente”, como si este fuese expresamente el mandato constitucional.      

(…) 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son 

“satisfacer no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden 

material, social, cultural, educativo” 

(…) 

Siendo así, se tiene que en la norma demandada el legislador específicamente dispuso 

que el criterio o parámetro de actualización fuera el IPC en tanto que, como 

claramente explicó el DANE en su intervención, éste precisamente “es una estadística 

que mide la variación porcentual de los precios de un conjunto representativo de los 

bienes y servicios de consumo de los hogares del país”. Pero, simultáneamente, el 

legislador distinguió entre las pensiones superiores e inferiores al salario mínimo legal mensual 

vigente (SMLMV), estableciendo que únicamente éstas últimas se incrementaran en el mismo 

porcentaje que ese salario, “con el fin de que dicho ingreso conserve su poder adquisitivo y así 

pueda el beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una vida digna”. 

 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer 

no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden material, social, 

cultural, educativo”. 

 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador 

a decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor 

pensiones, de tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de 

favorabilidad en materia laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso 

los índices o referencias de actualización a los que acudió el legislador para 

actualizar las pensiones de forma diferenciada según su valor (IPC y SMLMV) tienen 
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un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, al mismo tiempo que se 

relacionan entre ellos de una forma particular. 

(…) 

Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso al legislador el deber general de 

actualizar el monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la pérdida 

del poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de actualización, 

motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de configuración para fijar 

las fórmulas específicas a través de las cuales se materializa este deber genérico, sin 

que se encuentre obligado a acoger un esquema económico que, a juicio del accionante, 

resulte más favorable a los intereses de los pensionados entre todos los posibles.”  

 

3.4. Conclusión 

 

Conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales citados se tiene que, la Constitución 

Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas el 

reajuste periódico de las pensiones. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en 

vigor, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas antes y después 

de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su artículo 14 y teniendo en 

cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa que el referido reajuste 

se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 

certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

En ese orden de ideas, no le asiste razón a la accionante al indicar que el reajuste de las 

mesadas pensionales se debe realizar conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1989, esto es, 

conforme al salario mínimo, y no conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993.  

 

4. Segundo problema jurídico ¿Le asiste derecho a la parte actora a que se aplique el 

descuento para aportes al sistema de salud en cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 

12% y a que se reintegre el monto los porcentajes descontados en exceso? 

 

Tesis del Tribunal: A la parte demandante no le asiste derecho a que se aplique el descuento 

para aportes al sistema de salud en cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 12% y a que 

se reintegre el monto los porcentajes descontados en exceso, toda vez que, aun cuando la 

Ley 91 de 1989 originalmente previó un porcentaje del 5% como monto de la cotización, este 

asciende en la actualidad al 12%, en virtud de la modificación introducida por la Ley 812 de 

2003, que remite a los mandatos de orden pensional general.  

 

Además, los descuentos sobre mesadas adicionales se hallan previstos en la Ley 91/89, según 

la cual el FNPSM se halla constituido, entre otros recursos, por ‘El 5% de cada mesada 

pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los pensionados’, 

disposición que goza de plena vigencia en la medida que no ha sido objeto de derogatoria.  

 

4.1. Descuentos con destino al sistema de salud  

 

El principio de solidaridad constituye uno de los pilares del Sistema General de Seguridad 

Social tanto en salud como en pensiones, y de él se derivan algunas obligaciones de los 

afiliados, como lo es contribuir a su financiación a través de aportes (art. 48 C.P.).  En el 

mismo sentido se encuentra concebido el servicio de salud en el canon 49 constitucional, 

soportado en la solidaridad como elemento medular de su prestación.  
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En relación con los pensionados, la Ley 100 de 1993 los cataloga como afiliados con 

capacidad de pago, por lo que se encuentran en el régimen contributivo del sistema de salud 

(art. 175, lit. A, núm. 1), incluso, el canon 143 de ese esquema disposicional establece que 

quienes hayan obtenido el reconocimiento pensional antes de la entrada en vigor de la 

norma, tendrían derecho al reajuste mensual según la tasa de cotización en salud, además, 

instituye que la obligación de cotizar en salud se halla en cabeza de los pensionados en su 

totalidad.  

 

Al pronunciarse sobre la obligación de los pensionados de cotizar con destino al sistema de 

salud, la Corte Constitucional6 expresó:  

 

“(…) Entonces, incluso los regímenes de excepción tienen el deber de cotizar al Sistema General 

de Seguridad Social, para la prestación de los servicios médico asistenciales, situación que no 

varió con la expedición de la Ley 100 de 1993. Esto encuentra respaldo en el principio de 

solidaridad que caracteriza este sistema. Así en la sentencia C-1000 de 2007, la Corte reiteró la 

posición de la obligación de cotizar al Sistema, señalada en la C-548 de 1998 y sobre los aportes 

que deben efectuar los pensionados señaló: 

 

“(…)  frente  al deber que tienen los pensionados de cotizar en materia de salud, la Corte ha 

estimado que (i) es un desarrollo natural de los preceptos constitucionales que la ley ordene 

brindar asistencia médica a los pensionados y que prevea que éstos paguen una cotización para 

tal efecto, ya que la seguridad social no es gratuita sino que se financia, en parte, con los mismos 

aportes de los beneficiarios, de conformidad con los principios de eficiencia, solidaridad y 

universalidad; y (ii) no viola la constitución que el legislador establezca que los pensionados 

deben cotizar en mataría de salud.” 

 

En conclusión, todo pensionado debe contribuir a la sostenibilidad y eficiencia del sistema 

General de Salud, no sólo para recibir los distintos beneficios, sino para financiar el sistema en 

su conjunto, colaborando con sus aportes a la prestación de la asistencia médica de todas las 

personas que pertenecen al régimen subsidiado, en desarrollo del principio de solidaridad 

consagrado en la Constitución…”. (Resalta el Tribunal).  

 

En cuanto al monto sobre el cual se deben realizar los aportes en salud, las normas anteriores 

a la Ley 100 de 1993 contenían porcentajes que regularmente equivalían al 5%, como ocurría 

en el caso de la Ley 4ª de 1966 para el caso de los pensionados de la extinta Caja Nacional 

de Previsión Social – Cajanal.   En el mismo sentido, el Decreto 3135 de 1968 dispuso: “A los 

pensionados por invalidez, jubilación y retiro por vejez se les prestará por la entidad que les pague la 

pensión, asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria. Para este efecto el pensionado 

cotizará mensualmente un cinco por ciento (5%) de su pensión". 

 

En el caso de los educadores, la Ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio - FNPSM, que tiene como uno de sus objetivos garantizar la 

prestación de los servicios médico-asistenciales de los profesores, y en el artículo 8 de la 

citada ley se establece que esta cuenta se haya constituida, entre otros, por ‘El 5% de cada 

mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los 

pensionados’. 

 

Sin embargo, el porcentaje fue modificado con posterioridad con la expedición de la Ley 812 

de 2003, que introdujo modificaciones sustanciales al régimen pensional docente. En el 

artículo 81 esta norma prescribe:  

 

                                                
6 Sentencia T-835 de 2014.  
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“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El 

régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 

encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio 

en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley serán afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensionales 

del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con 

los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años 

para hombres y mujeres. 

Los servicios de salud para los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio serán prestados de conformidad con la Ley 91 de 1989, las prestaciones 

correspondientes a riesgos profesionales serán las que hoy tiene establecido el Fondo para tales 

efectos. 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para 

salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 

misma distribución que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del 

monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y pensiones” (Subraya el 

Tribunal). 

  

En atención a la remisión normativa de que trata el canon citado, la Ley 100 de 1993 consagra 

el monto de las cotizaciones con destino al sistema de salud a cargo de los afiliados en el 

artículo 204, por cuyo ministerio: “(…) La cotización obligatoria que se aplica a los afiliados al 

sistema general de seguridad social en salud según las normas del presente régimen, será máximo del 

12% del salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. Dos terceras partes 

de la cotización estarán a cargo del empleador y una tercera parte a cargo del trabajador. Un punto 

de la cotización será trasladado al fondo de solidaridad y garantía para contribuir a la financiación de 

los beneficiarios del régimen subsidiado” (Se resalta). 

 

Debe anotarse que esta preceptiva fue objeto de dos modificaciones relacionadas con el valor 

o monto de las cotizaciones al sistema de salud, de la siguiente manera:  

 

(i) Mediante la Ley 1122 de 2007, artículo 10, la cotización al régimen contributivo en salud 

a partir del 1º de enero de 2007 pasó a ser ‘del 12,5% del ingreso o salario base de cotización, el 

cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización a cargo del empleador será del 8.5% y a 

cargo del empleado del 4%. Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán trasladados a la subcuenta 

de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen 

subsidiado’. 

 

(ii) Luego, la Ley 1250 de 2008 adicionó el canon 204 de la Ley 100/93 al prescribir que ‘La 

cotización mensual al régimen contributivo de salud de los pensionados será del 12% del ingreso de 

la respectiva mesada pensional’.  

 

De igual manera, el deber de cotizar al sistema de salud en cabeza de los pensionados del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -FNPSM, así como el monto de los 

aportes, fue objeto de pronunciamiento por el Consejo de Estado7, que en reciente 

oportunidad puntualizó:  

 

                                                
7 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección B- Consejero ponente: 

César Palomino Cortés-, 10 de mayo de 2018 -Radicación: 68001-23-31-000-2010-00624-01(0340-14) 
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“Del análisis de la normatividad referida [artículos 2 de la Ley 4 de 1966 y 8.5 de la Ley 91 

de 1989 que tratan del descuento del 5% para el Fondo incluidas las mesadas 

adicionales], se evidencia que el legislador, sentó para todos los afiliados a la Caja Nacional 

forzosos y voluntarios e incluidos los pensionados la obligación de cotizar para salud, deber que 

también opera para los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales. Actualmente, con el sistema 

de seguridad social integral previsto en la Ley 100 de 1993, del cual hace parte el subsistema 

de seguridad social en salud, una de las obligaciones de los afiliados es justamente efectuar las 

cotizaciones. (Artículo 161 Ley 100 de 1993). Lo propio hizo el artículo 8º de la Ley 91 de 1989, 

respecto del personal afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que 

incluye también a los pensionados. (Pensión ordinaria)            

(…) 

6.2. Afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

Ley 91 de 1989 

artículo 8-5  

5%  

Ley 812 de 2003, 

Articulo 8, 

artículo 81 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

corresponderá a la suma de aportes que para salud y pensiones 

establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 

misma distribución que exista para empleadores y trabajadores. La 

distribución del monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 

correspondiente a las cuentas de salud y pensiones.  

 

Así las cosas, la cotización para salud del sistema general de los docentes afiliados al Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, es el mismo porcentaje del régimen general (…)”. (Se 

subraya)  

 

A voces de las normas parcialmente reproducidas, el ordenamiento constitucional atribuye 

a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social – entre ellos los pensionados- el deber de 

materializar el principio de solidaridad a través de los aportes destinados a generar su 

viabilidad financiera. Así mismo, aun cuando la Ley 91 de 1989 originalmente previó un 

porcentaje del 5% como monto de la cotización, este asciende en la actualidad al 12%, en 

virtud de la modificación introducida por la Ley 812 de 2003, que remite a los mandatos de 

orden pensional general.  

 

Finalmente, en lo que atañe a los descuentos sobre mesadas adicionales, estos se hallan 

previstos en la Ley 91/89, según la cual el FNPSM se halla constituido, entre otros recursos, 

por ‘El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como 

aporte de los pensionados’, disposición que goza de plena vigencia en la medida que no ha 

sido objeto de derogatoria, bien sea tácita o expresa.  

 

En este sentido, aun cuando la Ley 100 de 1993 no contempla la realización de descuentos 

sobre las mesadas adicionales, la Ley 91 de 1989 –régimen especial para los docentes afiliados al 

FNPSM- sí contiene dicha obligación,  por lo que la extensión del régimen de cotizaciones 

de la Ley 100/93 a los profesores ha de entenderse exclusivamente ceñida al aumento del 

monto de la cotización (del 5% al 12%), y no conlleva la derogatoria del canon 8 de la Ley 

91/89, en cuanto prescribe que tales mesadas serán objeto de aportes con destino al sistema 

de salud.  

 

                                                
8 Corte Constitucional. Sentencia C-529 de 23 de junio de 2010. 
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Finalmente, el Tribunal trae a colación los planteamientos esbozados por el Consejo de 

Estado9 al abordar las pretensiones de devolución de aportes realizados sobre las mesadas 

adicionales de un pensionado afiliado al FNPSM:  

 

“(…) A partir de lo anterior, esta Sala advierte, en síntesis, que el tribunal, señaló que aunque 

la Ley 812 de 2003 gobierna el monto de las cotizaciones a salud de los pensionados afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, es necesario remitirse a la Ley 91 de 

1989, en lo que toca con la posibilidad de efectuar dichos descuentos sobre las mesadas 

adicionales.  

 

En ese sentido, consideró viable el descuento por salud sobre la mesada catorce percibida por la 

accionante, por cuanto, aunque las Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984, prohibían descuento alguno 

sobre las mesadas adicionales, en su criterio, estas normas fueron derogadas tácitamente por la 

Ley 91 de 1989, por haber sido expedida de forma posterior, la cual, contempló dichos 

descuentos sobre las mesadas adicionales, inclusive.  

 

En esta perspectiva, advierte la Sala que el análisis normativo efectuado por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca es razonable, toda vez que se sustentó en la vigencia de las 

normas relevantes al asunto puesto en consideración, por lo que no es posible colegir que la 

providencia judicial cuestionada constituya un error sustantivo.” (Se subraya).  

 

Por modo, aun cuando los descuentos sobre las mesadas adicionales no se encuentren 

previstos de manera explícita en la Ley 812 de 2003, la Sala es del criterio que dicha 

obligación no ha cesado, pues en atención al principio de solidaridad que informa todo el 

Sistema de Seguridad Social, los descuentos por este concepto se avienen al ordenamiento 

jurídico.  

 

4.2. Análisis del caso concreto  

 

Mediante Resolución 4038-6 de 24 de junio de 2014 se reconoció la pensión de jubilación, 

por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor de la demandante, 

efectiva a partir del 4 de marzo de 2014. La demandante solicitó la aplicación de descuentos 

sólo del 5% y la devolución de los aportes pagados en exceso. A través de la Resolución 8329-

6 de 30 de octubre de 2017 emitida por la Secretaria de Educación del departamento de 

Caldas en representación del FNPSM denegó lo solicitado.  

 

De acuerdo con lo expuesto, el acto administrativo demandado se ajusta a la legalidad, en 

tanto dispone realizar los descuentos previstos expresamente en la Ley 91 de 1989 sobre las 

mesadas pensionales, incluidas las adicionales, de los docentes afiliados al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, obligación que les asiste a los educadores por 

disposición de la norma en mención, y que no ha de entenderse suprimida, cesada o 

derogada por el hecho de que la Ley 812 de 2003 no haya reproducido de manera expresa 

dicho contenido.   

 

4.3.  Conclusión 

 

De conformidad con la normativa y la jurisprudencia citada y con fundamento en los hechos 

debidamente acreditados, estima esta Sala de Decisión que a la parte demandante no le 

asiste derecho a que se aplique el descuento para aportes al sistema de salud en cuantía del 

5%; cesar el descuento actual del 12% y a que se reintegre el monto los porcentajes 

                                                
9 Sentencia de 14 de septiembre de 2017.  
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descontados en exceso y en tal sentido, se confirmará la sentencia dictada en primera 

instancia. 

 

Por lo anterior, se confirmará la sentencia de primera instancia. 

 

5. Costas en esta instancia 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA, en concordancia con los 

numerales 3 y 8 del artículo 365 del Código General del Proceso – CGP, este Tribunal se 

abstendrá de condenar en costas por estimar que no se causaron en el curso de esta instancia.  

 

La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho para 

sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

 

Por lo discurrido, la Sala Tercera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia del 27 de agosto de 2020 emanada del Juzgado Octavo 

Administrativo de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por María Lindelia 

Galeano Rodríguez dentro del contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho 

promovido contra la Nación-Ministerio De Educación-FNPSM. 

 

SEGUNDO: ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
                                                                                                                         

17001-33-33-001-2018-00436-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I. 113       

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandada, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

MUNICIPIO DE MANIZALES contra la DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE 

CALDAS - DTSC.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandada, contra la sentencia emanada del Juzgado 

1º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el MUNICIPIO DE 

MANIZALES contra la DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS - DTSC.   

  

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Sentencia No. 057 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Proceso No.  17-001-33-39-008-2018-00480-02 

Clase:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Accionante:  Melquin Fernando Álzate Sánchez 

Accionado:  Nación - Ministerio De Educación – Fondo Nacional De 

Prestaciones Sociales Del Magisterio y Departamento de Caldas 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 

mediante la cual se negaron sus pretensiones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La Demanda  

 

1.1. Pretensiones  

 

Se declare la nulidad de la Resolución 8588-6 de 3 de noviembre de 2017 emitida por la 

Secretaria de Educación del departamento de Caldas en representación del FNPSM. En 

consecuencia se ordene a las demandadas:  aplicar el descuento para aportes al sistema 

de salud en cuantía del 5%; reintegrar el monto los porcentajes descontados en exceso y 

reajustar las mesadas anuales con base en el artículo 1º de la ley 71 de 1988, es decir en 

porcentaje igual al aumento del salario mínimo legal mensual y de manera retroactiva 

al año en que se consolidó el derecho; se ordene la indexación de los valores a reintegrar, 

al pago de los intereses y costas del proceso. 

 

Subsidiariamente solicitó se ordene el reintegro de los valores descontados de las 

mesadas de junio y diciembre correspondientes al 12% de la mesada pensional de 

manera retroactiva, indexada y con intereses y se ordene cesar los descuentos de las 

mesadas de junio y diciembre con destino al sistema de salud.  

 

1.2. Sustento fáctico relevante  

 

En síntesis expresa que, en el acto administrativo de reconocimiento de la pensión de 

jubilación, las demandadas dispusieron efectuar descuentos con destino al sistema de 

salud, equivalentes al 12%, los cuales vienen siendo descontados no solo de las mesadas 

ordinarias, sino de las adicionales (de junio y diciembre, esta última que se cancela en 

noviembre de cada año); que además se consagró que la pensión sería reajustada 
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anualmente conforme al artículo 1º de la ley 71 de 1988, no obstante la mesada se ha venido 

incrementando de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

 

Que solicitó al FNPSM la aplicación de descuentos sólo del 5% y la devolución de los 

aportes pagados en exceso, así como el reajuste conforme a la ley 71 de 1988, petición que 

fue negada a través de la Resolución demandada.   

 

1.3. Normas violadas y concepto de trasgresión  

 

Invocó como normas vulneradas entre otras, la Ley 71/88; Ley 91/89; Ley 100/93; Ley 

812/03; Ley 797/03; Ley 1151/07. Consideró que, los docentes afiliados al FNPSM no se 

hallan obligados a pagar los aportes en salud sobre las mesadas adicionales de junio y 

diciembre (también llamadas mesadas 13 y 14); además el FNPSM en ocasiones inaplica 

las normas en mención mientras que en otros casos las aplica de manera indebida, 

contrariando su verdadero alcance y la hermenéutica jurisprudencial.  

 

Añade que, se aplica indebidamente el artículo 81 de la Ley 812 de 2013 en lo referente 

a la tasa de cotización para servicios de salud, pues debe ser del 5% conforme el artículo 

8 de la ley 91 de 1989 que es norma especial. En virtud del principio de inescindibilidad 

de la ley, no se pueden aplicar concomitantemente dos regímenes y por ello se equivoca 

la demandada a la aplicar a los docentes la ley 100 de 1993. 

 

2. Pronunciamiento de los sujetos procesales  

 

El Departamento de Caldas: Se opuso a las pretensiones de la parte demandante 

argumentando que, la solicitud realizada carece de todo fundamento legal, habida 

cuenta que es docente afiliada al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

por lo tanto se le aplica la Ley 812 de 2003. Que al hacer un estudio de la Ley 100 de 1993 

y 197 de 2003 artículos 143 y 204, así mismo el artículo 1 de la Ley 1150 de 2008 se 

concluye que para el legislador, el pensionado tiene la obligación de cancelar un aporte 

en salud del 12% sin hacer más consideraciones al respecto.  

 

Con fundamento en lo anterior propuso las excepciones que título: “Falta de legitimidad 

en la causa por pasiva” y “Buena fe”.  

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales Del Magisterio: Se opuso a las pretensiones de la parte demandante 

argumentando que la Entidad reconoció la pensión de jubilación del demandante y 

consecuencialmente ha realizado los ajustes anuales y descuentos correspondientes de 

conformidad con las normas vigentes y aplicables, razón por la cual sus derechos 

laborales se encuentran debidamente satisfechos y en consecuencia el acto 

administrativo acusado no viola las disposiciones incoadas por la parte actora, no puede 

alegarse error o inaplicación de la ley. Que además, llegado el caso de existir una remota 

posibilidad de ser condenada, solicito se declare la prescripción de las mesadas 

causadas con tres años de anterioridad de la presentación de la demanda, de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 102 del Decreto 1848 del 4 de noviembre de 1969, el cual 

desarrollo el tema de prescripción respecto del régimen prestacional de los empleados 

públicos y trabajadores oficiales. 
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Con fundamento en lo anterior propuso las excepciones que título: “: INEXISTENCIA 

DE LA OBLIGACIÓN O COBRO DE LO NO DEBIDO” y “PRESCRIPCIÓN”.  

 

3. Sentencia de primera instancia  

 

El a quo negó las pretensiones de la parte demandante. Respecto del reajuste, conforme a la 

Ley 71 de 1988: Porque no se puede ordenar el reajuste a favor de un docente pensionado con 

base en el mecanismo que fue establecido en la Ley 71 de 1988, obviando la modificación que 

al respecto dispuso la Ley 100 de 1993. Porque la fórmula que el Legislador instituya para 

reajustar las pensiones no constituye un derecho adquirido a favor de los pensionados, sino tan 

solo una mera expectativa, que está sujeta a las modificaciones que aquel órgano considere 

pertinentes para garantizar el poder adquisitivo de las pensiones. Porque la Ley 238 de 1995, que 

adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso que la aplicación de los artículos 14 y 

142 de la mencionada norma también lo era para los sectores exceptuados del régimen general 

de pensiones; Porque con la expedición de la ley 100 de 1993, quedó sin efectos las disposiciones 

contrarias, esto es el artículo 1º de la ley 71 de 1988, tal como ha sido reconocido de manera 

uniforme por las Altas Cortes. Porque no hay lugar a aplicar el principio de favorabilidad laboral, 

bajo el entendido que no coexisten dos disposiciones jurídicas vigentes que generen duda en su 

aplicación. 

 

Respecto de los descuentos de salud: por cuanto, si bien, el numeral 5º del artículo 8º de la Ley 

91 de 1989, estableció que a los pensionados para efectos de los servicios de salud les 

correspondía un aporte del 5% de cada mesada pensional, incluidas las mesadas adicionales, 

dicho monto varió con la entrada en vigencia del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, así como la 

autorización del descuento sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre. En el inciso cuarto 

de ésta última norma, se consagró que el valor total de la tasa de cotización por los docentes 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, corresponderá a la suma de 

aportes que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. En efecto, 

el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, adicionado por el artículo 1º de la Ley 1250 de 2008, en 

cuanto al monto y distribución de las cotizaciones, indicó que la cotización al Régimen 

Contributivo de Salud, sería del 12% del ingreso o salario base de cotización, el cual no podrá 

ser inferior al salario mínimo.  

 

Frente a las mesadas adicionales de junio y diciembre, la referida Ley 100 de 1993 no contempló 

la realización de descuentos, los cuales fueron expresamente prohibidos por las Leyes 42 de 1982 

y 43 de 1984 y el Decreto 1073 de 2002. Sin embargo, entiende el Despacho que sólo en lo que 

respecta al porcentaje de cotización de salud, los pensionados afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, se gobiernan por lo establecido en la Ley 100 de 1993. Pero 

esto no significó que se alterara su régimen prestacional, dado que, por pertenecer a uno especial, 

se encuentran exceptuados del general, tal y como lo dispone el artículo 279 de la citada ley, y el 

parágrafo transitorio 1º del Acto Legislativo 001 de 2005, que estableció que el régimen 

pensional de los docentes vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para 

el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la vigencia de la Ley 812 

de 2003.  La Ley 91 de 1989 es una disposición especial que gobierna a todos los docentes 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y que hace parte del 

ordenamiento jurídico que estructura su régimen pensional excepcional, por lo que, es legítimo 

que se realicen descuentos sobre las mesadas adicionales a dicho grupo de pensionados.  

 

Que si bien las disposiciones del Sistema General sobre las mesadas adicionales, no establecen 

que se pueda hacer descuento alguno sobre las mismas, la Ley 91 de 1989, especial y posterior, 

sí lo permitió de manera expresa en el numeral 5° del artículo 8°; por lo tanto, las previsiones de 

la Ley 812 de 2003 que extendió el régimen de cotización en materia de salud establecido en la 

Ley 100 de 1993 a los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sólo conllevó a que se incrementara el porcentaje de cotización de los docentes, del 
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5% al 12% establecido en el Régimen General, más no tiene la virtualidad de derogar ni expresa 

ni tácitamente el aparte establecido en la precitada norma especial que permite el descuento por 

concepto de salud en las mesadas adicionales pagadas a todos los docentes, por cuanto se 

encuentra vigente, regula expresamente una situación que no fue prevista en la norma general, y 

obedece a la libre configuración legislativa. Que atendiendo el principio de inescindibilidad 

normativa, no se les puede aplicar a los docentes las normas de la Ley 100 que eximió de dicho 

descuento las mesadas adicionales de diciembre y junio de que tratan los artículos 50 y 142 cuyos 

beneficiarios son las personas pertenecientes al régimen general de pensiones. Porque se debe 

tener en cuenta el principio de solidaridad, en el entendido que quienes obtienen mayores ingresos 

deben subsidiar a los que perciben menos, para garantizar la cobertura total de los ciudadanos al 

sistema de seguridad social.  

 

4. Recurso de apelación 

 

La parte actora solicitó revocar la sentencia y acceder a sus pretensiones; precisó 

inicialmente sobre la indebida aplicación del precedente jurisprudencial, por parte del a quo, 

toda vez que no corresponde a idénticos hechos, fundamentos de derecho y 

pretensiones en relación con el convocado; por tanto la providencia carece de los 

presupuestos procesales previstos en los artículos 162, 187 de la Ley 1437 de 2011, como 

quiera que “… el objeto real del litigio fue determinar la fórmula aplicable para el incremento 

del debate corresponde al incremento de la pensión de jubilación de los docentes dentro del 

régimen exceptuado del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 1º de la 

Ley 238 de 1995… sino determinar la fórmula de incremento más favorable dentro del régimen 

exceptuado conforme a la posibilidad otorgadas por el artículo 1º de la Ley 238 de 1995”.   

 

Se refirió a los alcances de la Ley 238 de 1995, en el sentido que no pretendió modificar 

el sistema actualizado pensional de los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio; toda vez, que la disposición busca recuperar el poder 

adquisitivo de las pensiones y en el caso de los docentes se mantuviera, aplicando el 

régimen especial. 

 

Aludió a los reajustes prestacionales aplicados a los miembros de la Fuerza Pública, 

afiliados a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; y con apoyo en los 

pronunciamientos jurisprudenciales, de la Sección Segunda del Consejo de Estado, 

precisó, que este sector, como los docentes del Magisterio, son exceptuados de la Ley 

100 de 1993; pero en caso, de ser el régimen general más beneficioso se le puede aplicar 

la Ley 238 de 1995, bajo el principio de favorabilidad. 

 

Afirmó que por disposición normativa contenida en el acto legislativo 01 de 2005, los 

docentes afiliados hasta la expedición de la Ley 812 de 2003, se encontraban bajo la 

disposición contenida en la Ley 33 de 1985; y conservando los beneficios del exceptuado 

del artículo 279 de la Ley 100 de 1993. 

 

Solicitó que, al no encontrarse los beneficios otorgados en el régimen general de 

pensiones, resulta ilegal para las pensiones otorgadas dentro del régimen exceptuado 

docente, la aplicación de la fórmula del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; por tanto, se 

debe declarar la nulidad del acto demandado otorgando un incremento pensional 

conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1988, mismo que no figura dentro de las 

derogatorias expresas del artículo 289. 
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Respecto de los aportes en salud citó apartes de las sentencias T-348 de 1997; C-956 de 

2001 y C-980 de 2002, según las cuales en caso de los docentes vinculados al servicio 

estatal antes del 27 de junio de 2003 que se encuentran pensionados por el FNPSM el 

descuento de la cotización del 5% para la salud se hace sobre cada mesada pensional 

incluida las adicionales; en el caso de docentes vinculados a partir del 27 de junio de 

2003 que se encuentra en pensionados por el referido fondo, la cotización del 12% para 

salud se descuenta de la respectiva mesada pensional mensual y no de las mesadas 

adicionales. 

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia y procedencia 

 

Conforme al artículo 153 del CPACA1, es competente el Tribunal para resolver el recurso 

de apelación. Además, es procedente por cuanto: “Son apelables las sentencias de primera 

instancia de los Tribunales y de los Jueces”, en virtud de lo dispuesto por el artículo 243 

Ibidem.  

 

2. Problema jurídico 

 

Al analizar la sentencia de instancia y el escrito de impugnación, el asunto jurídico a 

resolver se centra en dilucidar si: 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago del reajuste periódico de las 

mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta la 

variación del salario mínimo legal mensual vigente? 

 

¿Le asiste derecho a la parte actora a que se aplique el descuento para aportes al sistema de salud en 

cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 12% y a que se reintegre el monto los porcentajes 

descontados en exceso? 

 

3. Primer problema jurídico 

 

Tesis del Tribunal: La parte demandante no tiene derecho al reconocimiento y pago del 

reajuste periódico de la mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, 

esto es, teniendo en cuenta la variación del salario mínimo legal mensual vigente, toda 

vez que, la Constitución Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara 

las fórmulas específicas el reajuste periódico de las pensiones; con la expedición de la 

Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las 

pensiones reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando anualmente 

según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el 

Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

Para fundamentar lo anterior se abordarán los siguientes aspectos: i) hechos probados; 

ii) régimen general de seguridad social; iii) ajuste de pensiones en el régimen de 

                                                
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo. 
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seguridad social para los afiliados al sector público y régimen general de pensiones; y 

iv) el análisis del caso concreto. 

 

3.1. Lo probado  

 

- Mediante Resolución 787 de 24 de agosto de 2005 se reconoció la pensión de 

jubilación, por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor del 

demandante. (Fl. 44-45 C. 1) 

 

- El demandante mediante escrito radicado el 23 de octubre de 2017 ante la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestación Social del Magisterio, solicitó 

se reajuste la pensión de jubilación, tomando como base el porcentaje del incremento 

del salario mínimo legal mensual vigente del año inmediatamente anterior, cuando sea 

superior al IPC y que se realicen los descuentos de salud en porcentaje del 5% de la 

mesada pensional sobre las mesadas ordinarias y adicionales  conforme a la Ley 71 de 

1989 y la devolución de los cobros en exceso. (Fl. 35-40 C. 1) 

 

- A través de la Resolución 8588-6 de 3 de noviembre de 2017, la demandada denegó 

el ajuste deprecado. (Fl. 46-47 C. 1) 

 

3.2. Régimen general de seguridad social  

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio público 

obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del Estado, con 

sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; asimismo se 

garantiza como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades públicas y 

privadas, que brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 1993, tuvo como objeto 

garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de mejorar la calidad de 

vida, y la dignidad humana, a través de las instituciones públicas y privadas prestadora 

de los servicios, como un servicio esencial bajo los principios de eficiencia, 

universalidad, solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

 

Por su parte, el artículo 11 Ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003; 

prevé su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los 

habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los 

derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos 

conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas 

de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para 

acceder a una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes 

del régimen de Prima Media y del sector privado en general.  
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Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y que el 

tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes”. 

 

3.3. Ajuste de pensiones en el régimen de seguridad social para los afiliados al sector 

público y régimen general de pensiones 

 

El artículo 1 de la  Ley 4 de 19762, determinó que las pensiones de los sectores público, 

oficial, semioficial y privado, así como los afiliados al Instituto Seguro Social a excepción 

de las pensiones por incapacidad permanente parcial, se reajustarían  de oficio, cada 

año, teniendo en cuenta la elevación del salario mínimo mensual legal más alto, con una 

suma fija igual a la mitad de la diferencia entre el antiguo y el nuevo salario mínimo 

mensual legal más alto, más una suma equivalente a la mitad del porcentaje que 

represente el incremento entre el antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más 

alto, esto último aplicado a la correspondiente pensión.  

 

Luego, el artículo 1 de la Ley 71 de 19883 precisó que las pensiones referidas en el artículo 

1 de la Ley 4 de 1976, la de incapacidad permanente parcial y las compartidas, serían 

reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que sea incrementado por 

el Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

 

La citada norma fue reglamentada por el Decreto 1160 de 1989, precisó respecto al ajuste 

de las pensiones en el artículo 1º lo siguiente: “Reajuste pensional. Las pensiones de 

jubilación, invalidez, vejez, incapacidad permanente parcial, compartidas y de sobrevivientes, de 

los sectores público, privado y del Instituto de Seguros Sociales, se reajustarán de oficio y en 

forma simultánea con el salario mínimo legal, en el mismo porcentaje en que éste sea 

incrementado por el Gobierno Nacional”.  

 

Del recuento normativo citado se concluye que, por mandato constitucional, es deber 

del Estado garantizar el reajuste periódico de las pensiones, que inicialmente desde la 

Ley 4 de 1976, se determinó un ajuste a los beneficiarios de los regímenes del sector 

público, oficial y privado, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente 

más alto. 

 

A su turno la Ley 100 de 1993, en el artículo 289, indicó en relación con las vigencias y 

derogatorias lo siguiente: “La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, 

salvaguarda los derechos adquiridos y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en 

especial el artículo 2o. de la Ley 4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo 

del art.  7o. de la Ley 71 de 1988, los artículos 268, 269, 270, 271 y 272 del Código de 

Sustantivo del Trabajo y demás normas que los modifiquen o adicionen”. 

 

O sea que, al derogarse el parágrafo 7 de la Ley 71 de 1988, se derogó la norma que 

disponía un régimen de reconocimiento pensional para las personas que tengan diez 

(10) años o más de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o 

                                                
2 Ley 4 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, semioficial y privado 

y se dictan otras disposiciones.”  
3 Ley 71 de 1988 por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras  
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más de edad si es varón o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, y continuarían 

aplicándose las normas de los regímenes actuales vigentes.  

 

Además, este parágrafo de la Ley 71 de 1988 fue declarado inexequible por la Corte 

Constitucional Sentencia C-012 de 1994. 

 

La Ley 100 de 1993 en su artículo 279 contempló los regímenes exceptuados a dicho 

régimen quedando contemplado, entre otros el personal docente vinculado al Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, y señaló que estas excepciones no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993, el cual consagra el reajuste anual de las pensiones en el IPC: 

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 

presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, 

ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se 

vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las 

Corporaciones Públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se 

retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

(…) 

PARÁGRAFO 4o. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de 

esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.” (Se resalta) 

 

Concerniente al reajuste de las pensiones el Régimen General de Pensiones previsto en 

el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, precisó:  

 

“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las pensiones de 

vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos 

regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se 

reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación 

porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año 

inmediatamente anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al 

salario mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 

porcentaje en que se incremente dicho salario por el Gobierno. 

 

Dicha normativa fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-387 

de 19944, en la que señaló:   

 

“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto ante situaciones iguales, a la luz de 

los cánones constitucionales, tiene una justificación clara y razonable, cual es la de dar 

especial protección a aquellos pensionados que por devengar una pensión mínima se 

encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los 

demás. En consecuencia, ha decidido el legislador que el valor de la pensión para 

                                                
4 Corte Constitucional sentencia C- 387 de 1994; MP. Carlos Gaviria Díaz, 1 de septiembre de 1994; Exp. D-529.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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esas personas se reajuste en un porcentaje igual al del salario mínimo legal 

mensual, con el fin de que dicho ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda 

el beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una vida digna.  

… 

“Las instituciones del salario mínimo y de la pensión mínima, se enmarcan dentro de 

aquellas políticas destinadas a lograr una justicia social, pues son medidas especiales de 

protección a quienes por su condición económica se encuentran en situación de debilidad 

manifiesta. Busca así el legislador menguar la desigualdad y de esta manera cumplir con 

el propósito señalado por el constituyente en el artículo 13 de la Carta, que ordena al Estado 

promover las condiciones requeridas para que la igualdad sea real y efectiva, mediante la 

adopción de medidas en favor de grupos discriminados o marginados, como también 

proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica o física se 

encuentran en situación de debilidad manifiesta.     

….      

Ahora bien: que el índice de precios al consumidor aumenta en proporción superior 

al porcentaje en que se incrementa el salario mínimo, es un argumento que esgrime 

el demandante, pero que no se ajusta a la realidad, pues como se demostrará en seguida, 

estos valores no han sido constantes, y no podían serlo, porque su 

comportamiento depende de una serie de circunstancias económicas y políticas 

que resultan variables, y en consecuencia, no es posible determinar con certeza el 

porcentaje en que cada uno de esos dos factores aumentará.  

 

“Veamos el comportamiento de la tasa de inflación y el porcentaje de incremento del salario 

mínimo, durante los últimos diez años:  

 

“Año  Inflación  Salario mínimo     

 

1983  16.64   22%   

1984  18.28   22% 

1985  22.45   20% 

1986  20.95   24% 

1987  24.02   22% 

1988  28.12   25% 

1989  26.12   27% 

1990  32.36   26% 

1991  26.82   26.07% 

1992  25.13   26.04% 

1993  22.6   21.09%" 

 

“Obsérvese que en los años 1983, 1984, 1986, 1989 y 1992 el salario mínimo se incrementó 

en cuantía superior al índice de inflación, y en los demás años, sucedió lo contrario, esto 

es, que la inflación fue mayor que el porcentaje en que subió el salario mínimo.  

 

Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues no es posible afirmar con certeza 

cuál de los dos sistemas podría resultar más benéfico para el pensionado, ya que 

ello dependerá del comportamiento que presente cada uno de esos factores a través 

del tiempo, de manera que habrá ocasiones en que el índice de precios al 

consumidor sea superior al porcentaje en que se incremente el salario mínimo, y 
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en otras, éste sea inferior a aquél, o pueden existir casos en que los dos sean 

iguales.    

 

De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la Constitución al consagrar el 

derecho al reajuste periódico de las pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción en 

que éstas deben incrementarse, como tampoco la oportunidad o frecuencia en que debe 

llevarse a cabo, quedando en manos del legislador la regulación de estos aspectos, como en 

efecto lo hace la norma parcialmente impugnada”. 

 

En este sentido, el Máximo Tribunal Constitucional alude a la determinación de 

incrementar las pensiones en el salario mínimo solo para los pensionados que devengan 

la pensión mínima, en aras de salvaguardar los derechos constitucionales de los 

pensiones que se encuentran en debilidad manifiesta frente a los demás ciudadanos; a 

su vez, que la determinación del índice de precios al consumidor para los demás 

pensionados para establecer el incremento pensional, se ajusta a factores circunstancias 

económicas y políticas. 

 

De otro lado, la Ley 238 de 1995 dispuso la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 a los regímenes exceptuados previstos en dicha disposición; al respecto señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente 

parágrafo: 

 

"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación 

de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley 

para los pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

Si bien, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso las excepciones de su aplicación al 

personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

posteriormente la Ley 238 de 1995, integró a este sector en la aplicación del reajuste 

pensional contemplado en el Régimen General de Pensiones. 

 

Bajo el tema en cuestión referente al reajuste de las mesadas en aplicación de la Ley 100 

de 1993, la Sección Segunda el Honorable Consejo de Estado5, en providencia del 17 de 

agosto del 2017, en pronunciamiento dentro de la acción pública de nulidad en contra 

del artículo 40 del Decreto 692 de 1994; expuso que el reajuste previsto por el artículo 

14 de la Ley 100 de 1993 derogó el dispuesto por la Ley 71 de 1988: 

 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de quienes se pensionaron con 

anterioridad al 1.º de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 

del 19 de diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se ajustaba el salario 

mínimo, afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de que el porcentaje en el 

cual se reajusta la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema definido por 

la Ley 100 de 1993 podía regular válidamente la proporción del aumento de la prestación, 

                                                
5 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección A- Consejero Ponente: 

William Hernández Gómez - 17 de agosto de 2017 –Rad. 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14).  
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derogando el enunciado normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y como lo 

admitió la Corte Constitucional en la sentencia C-110 de 1996, al señalar:  

 

« […] A partir del 1. ° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

1993, todas las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como 

en el privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 

1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario 

mínimo legal mensual. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, 

las pensiones reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma 

prevista por su artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 

Ibidem, lo que significa que el referido reajuste se produce anualmente según la variación 

porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año 

inmediatamente anterior, más la mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación 

en la cotización para salud, a favor de los pensionados con anterioridad al 1° de enero de 

1994.[…] 

 

En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante cuando estima que al 

hacer extensivo el porcentaje de reajuste de la mesada pensional que se decreta 

para quienes se pensionan con posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que 

ya tenían la prestación reconocida para ese momento, la norma demandada hace 

una inclusión no prevista en la ley que reglamenta y desconoce los derechos 

adquiridos de estos últimos, pues se reitera, la protección de los derechos 

adquiridos en materia pensional no comprende la proporción del incremento de la 

mesada. 

 

Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el porcentaje de reajuste de 

la mesada pensional no es un derecho adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de 

la Corte Constitucional ha considerado que el legislador está habilitado para 

modificar las normas que consagran la proporción en que se realizarán los 

aumentos de las mesadas pensionales. 

 

De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 sí es aplicable a quienes les fue reconocida la pensión antes del 1.º de abril de 

1994 y no el definido por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, toda vez que esta 

última quedó derogada por aquella” 

 

En consideración al postulado jurisprudencial precitado se extrae que, si bien quienes 

se pensionaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuentan 

con un régimen anterior al del Sistema de Seguridad Social Integral, esto no quiere decir 

que, en cuanto al incremento de la mesada pensional deba realizarse conforme lo 

contempla la Ley 71 de 1988, ajustado al salario mínimo, toda vez que con la entrada en 

vigencia del régimen general de pensiones, dicha norma quedó derogada por ésta 

última, que dispuso que los ajustes de las mesadas pensionales fueran incrementadas 

conforme a la variación del índice de precios al consumidor. 

 

Referente a los motivos que alega el libelista, de aplicar artículo 1 de la Ley 71 de 1988, 

en armonía con el principio de favorabilidad, al ajuste de la mesada pensional, es 

pertinente traer a colación los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos por la 
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Corte Constitucional en sentencia C-435 de 2017, bajo la acción pública de 

constitucionalidad se demanda la nulidad parcial del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; 

concerniente al reajuste de pensiones, según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, así: 

 

“Así, para decirlo de otra forma, pero con sus propias palabras, el actor entiende 

que el principio de favorabilidad también resulta aplicable a los pensionados 

“porque son trabajadores en receso […] y, porque también, uno de los principios 

fundamentales del trabajo es la garantía de la seguridad social” y es precisamente 

a partir de esa consideración que concluye que “[e]n caso de duda en la medición 

del poder adquisitivo constante de las pensiones, porque no hay ley que establezca 

como se mide […] debe aplicarse el método más favorable al pensionado”. Lo 

anterior, hasta el punto de que en su demanda no sólo solicita declarar inexequible 

el apartado demandado, según el cual  las pensiones “se reajustarán anualmente 

de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente 

anterior”, sino que incluso le pide a la Corte señalar que lo más favorable para el 

pensionado es “la medición del poder adquisitivo constante de las pensiones por 

el método de medición de la equivalencia de las pensiones en relación con el 

Salario Mínimo Legal Vigente”, como si este fuese expresamente el mandato 

constitucional.      

(…) 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las 

personas de la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón 

de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra 

clase de recursos para su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya 

pensión no supera el valor del salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una 

pensión mínima, como también se la ha denominado, “se encuentran, por razones 

económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás”. De tal forma que 

ellas también requieren de un incremento periódico mínimo que, precisamente, 

garantice también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer no sólo sus 

propias necesidades sino también las de su familia, en el orden material, social, 

cultural, educativo” 

(…) 

Siendo así, se tiene que en la norma demandada el legislador específicamente 

dispuso que el criterio o parámetro de actualización fuera el IPC en tanto que, 

como claramente explicó el DANE en su intervención, éste precisamente “es una 

estadística que mide la variación porcentual de los precios de un conjunto 

representativo de los bienes y servicios de consumo de los hogares del país”. Pero, 

simultáneamente, el legislador distinguió entre las pensiones superiores e inferiores al 

salario mínimo legal mensual vigente (SMLMV), estableciendo que únicamente éstas 

últimas se incrementaran en el mismo porcentaje que ese salario, “con el fin de que dicho 

ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el beneficiario satisfacer sus necesidades 

básicas y llevar una vida digna”. 

 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las 
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personas de la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón 

de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra 

clase de recursos para su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya 

pensión no supera el valor del salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una 

pensión mínima, como también se la ha denominado, “se encuentran, por razones 

económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás”. De tal forma que ellas 

también requieren de un incremento periódico mínimo que, precisamente, garantice 

también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer no sólo sus propias necesidades 

sino también las de su familia, en el orden material, social, cultural, educativo”. 

 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al 

legislador a decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar 

periódicamente el valor pensiones, de tal forma que no hay lugar aquí para la 

aplicación del principio de favorabilidad en materia laboral del que trata el 

artículo 53 superior, en todo caso los índices o referencias de actualización a los 

que acudió el legislador para actualizar las pensiones de forma diferenciada según 

su valor (IPC y SMLMV) tienen un origen, una explicación y unos propósitos 

diferentes, al mismo tiempo que se relacionan entre ellos de una forma particular. 

(…) 

Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso al legislador el deber general de 

actualizar el monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la 

pérdida del poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de 

actualización, motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de 

configuración para fijar las fórmulas específicas a través de las cuales se 

materializa este deber genérico, sin que se encuentre obligado a acoger un esquema 

económico que, a juicio del accionante, resulte más favorable a los intereses de los 

pensionados entre todos los posibles.”  

 

3.4. Conclusión 

 

Conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales citados se tiene que, la Constitución 

Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas 

el reajuste periódico de las pensiones. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su 

entrada en vigor, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas 

antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su artículo 

14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa 

que el referido reajuste se produce anualmente según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

En ese orden de ideas, no le asiste razón a la accionante al indicar que el reajuste de las 

mesadas pensionales se debe realizar conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1989, esto 

es, conforme al salario mínimo, y no conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 

100 de 1993.  

 

4. Segundo problema jurídico ¿Le asiste derecho a la parte actora a que se aplique el 

descuento para aportes al sistema de salud en cuantía del 5%; cesar el descuento actual 

del 12% y a que se reintegre el monto los porcentajes descontados en exceso? 
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Tesis del Tribunal: A la parte demandante no le asiste derecho a que se aplique el 

descuento para aportes al sistema de salud en cuantía del 5%; cesar el descuento actual 

del 12% y a que se reintegre el monto los porcentajes descontados en exceso, toda vez 

que, aun cuando la Ley 91 de 1989 originalmente previó un porcentaje del 5% como 

monto de la cotización, este asciende en la actualidad al 12%, en virtud de la 

modificación introducida por la Ley 812 de 2003, que remite a los mandatos de orden 

pensional general.  

 

Además, los descuentos sobre mesadas adicionales se hallan previstos en la Ley 91/89, 

según la cual el FNPSM se halla constituido, entre otros recursos, por ‘El 5% de cada 

mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los 

pensionados’, disposición que goza de plena vigencia en la medida que no ha sido objeto 

de derogatoria.  

 

4.1. Descuentos con destino al sistema de salud  

 

El principio de solidaridad constituye uno de los pilares del Sistema General de 

Seguridad Social tanto en salud como en pensiones, y de él se derivan algunas 

obligaciones de los afiliados, como lo es contribuir a su financiación a través de aportes 

(art. 48 C.P.).  En el mismo sentido se encuentra concebido el servicio de salud en el 

canon 49 constitucional, soportado en la solidaridad como elemento medular de su 

prestación.  

 

En relación con los pensionados, la Ley 100 de 1993 los cataloga como afiliados con 

capacidad de pago, por lo que se encuentran en el régimen contributivo del sistema de 

salud (art. 175, lit. A, núm. 1), incluso, el canon 143 de ese esquema disposicional 

establece que quienes hayan obtenido el reconocimiento pensional antes de la entrada 

en vigor de la norma, tendrían derecho al reajuste mensual según la tasa de cotización 

en salud, además, instituye que la obligación de cotizar en salud se halla en cabeza de 

los pensionados en su totalidad.  

 

Al pronunciarse sobre la obligación de los pensionados de cotizar con destino al sistema 

de salud, la Corte Constitucional6 expresó:  

 

“(…) Entonces, incluso los regímenes de excepción tienen el deber de cotizar al Sistema 

General de Seguridad Social, para la prestación de los servicios médico asistenciales, 

situación que no varió con la expedición de la Ley 100 de 1993. Esto encuentra respaldo en 

el principio de solidaridad que caracteriza este sistema. Así en la sentencia C-1000 de 2007, 

la Corte reiteró la posición de la obligación de cotizar al Sistema, señalada en la C-548 de 

1998 y sobre los aportes que deben efectuar los pensionados señaló: 

 

“(…)  frente  al deber que tienen los pensionados de cotizar en materia de salud, la Corte 

ha estimado que (i) es un desarrollo natural de los preceptos constitucionales que la ley 

ordene brindar asistencia médica a los pensionados y que prevea que éstos paguen una 

cotización para tal efecto, ya que la seguridad social no es gratuita sino que se financia, en 

parte, con los mismos aportes de los beneficiarios, de conformidad con los principios de 

                                                
6 Sentencia T-835 de 2014.  
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eficiencia, solidaridad y universalidad; y (ii) no viola la constitución que el legislador 

establezca que los pensionados deben cotizar en mataría de salud.” 

 

En conclusión, todo pensionado debe contribuir a la sostenibilidad y eficiencia del sistema 

General de Salud, no sólo para recibir los distintos beneficios, sino para financiar el sistema 

en su conjunto, colaborando con sus aportes a la prestación de la asistencia médica de todas 

las personas que pertenecen al régimen subsidiado, en desarrollo del principio de 

solidaridad consagrado en la Constitución…”. (Resalta el Tribunal).  

 

En cuanto al monto sobre el cual se deben realizar los aportes en salud, las normas 

anteriores a la Ley 100 de 1993 contenían porcentajes que regularmente equivalían al 

5%, como ocurría en el caso de la Ley 4ª de 1966 para el caso de los pensionados de la 

extinta Caja Nacional de Previsión Social – Cajanal.   En el mismo sentido, el Decreto 

3135 de 1968 dispuso: “A los pensionados por invalidez, jubilación y retiro por vejez se les 

prestará por la entidad que les pague la pensión, asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y 

hospitalaria. Para este efecto el pensionado cotizará mensualmente un cinco por ciento (5%) de 

su pensión". 

 

En el caso de los educadores, la Ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio - FNPSM, que tiene como uno de sus objetivos garantizar la 

prestación de los servicios médico-asistenciales de los profesores, y en el artículo 8 de la 

citada ley se establece que esta cuenta se haya constituida, entre otros, por ‘El 5% de cada 

mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los 

pensionados’. 

 

Sin embargo, el porcentaje fue modificado con posterioridad con la expedición de la Ley 

812 de 2003, que introdujo modificaciones sustanciales al régimen pensional docente. 

En el artículo 81 esta norma prescribe:  

 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES 

OFICIALES. El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y 

territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el 

establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada 

en vigencia de la presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley serán 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos 

pensionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 

797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez 

que será de 57 años para hombres y mujeres. 

Los servicios de salud para los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio serán prestados de conformidad con la Ley 91 de 1989, las prestaciones 

correspondientes a riesgos profesionales serán las que hoy tiene establecido el Fondo para 

tales efectos. 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de 

aportes que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 

2003, manteniendo la misma distribución que exista para empleadores y 

trabajadores. La distribución del monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo del 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas 

de salud y pensiones” (Subraya el Tribunal). 

  

En atención a la remisión normativa de que trata el canon citado, la Ley 100 de 1993 

consagra el monto de las cotizaciones con destino al sistema de salud a cargo de los 

afiliados en el artículo 204, por cuyo ministerio: “(…) La cotización obligatoria que se aplica 

a los afiliados al sistema general de seguridad social en salud según las normas del presente 

régimen, será máximo del 12% del salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al 

salario mínimo. Dos terceras partes de la cotización estarán a cargo del empleador y una tercera 

parte a cargo del trabajador. Un punto de la cotización será trasladado al fondo de solidaridad y 

garantía para contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen subsidiado” (Se 

resalta). 

 

Debe anotarse que esta preceptiva fue objeto de dos modificaciones relacionadas con el 

valor o monto de las cotizaciones al sistema de salud, de la siguiente manera:  

 

(i) Mediante la Ley 1122 de 2007, artículo 10, la cotización al régimen contributivo en 

salud a partir del 1º de enero de 2007 pasó a ser ‘del 12,5% del ingreso o salario base de 

cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización a cargo del empleador 

será del 8.5% y a cargo del empleado del 4%. Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán 

trasladados a la subcuenta de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los 

beneficiarios del régimen subsidiado’. 

 

(ii) Luego, la Ley 1250 de 2008 adicionó el canon 204 de la Ley 100/93 al prescribir que 

‘La cotización mensual al régimen contributivo de salud de los pensionados será del 12% del 

ingreso de la respectiva mesada pensional’.  

 

De igual manera, el deber de cotizar al sistema de salud en cabeza de los pensionados 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -FNPSM, así como el monto 

de los aportes, fue objeto de pronunciamiento por el Consejo de Estado7, que en reciente 

oportunidad puntualizó:  

 

“Del análisis de la normatividad referida [artículos 2 de la Ley 4 de 1966 y 8.5 de la 

Ley 91 de 1989 que tratan del descuento del 5% para el Fondo incluidas las 

mesadas adicionales], se evidencia que el legislador, sentó para todos los afiliados a la 

Caja Nacional forzosos y voluntarios e incluidos los pensionados la obligación de cotizar 

para salud, deber que también opera para los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales. 

Actualmente, con el sistema de seguridad social integral previsto en la Ley 100 de 1993, 

del cual hace parte el subsistema de seguridad social en salud, una de las obligaciones de 

los afiliados es justamente efectuar las cotizaciones. (Artículo 161 Ley 100 de 1993). Lo 

propio hizo el artículo 8º de la Ley 91 de 1989, respecto del personal afiliado al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que incluye también a los pensionados. 

(Pensión ordinaria)            

(…) 

6.2. Afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

                                                
7 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección B- Consejero ponente: 

César Palomino Cortés-, 10 de mayo de 2018 -Radicación: 68001-23-31-000-2010-00624-01(0340-14) 
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Ley 91 de 1989 

artículo 8-5  

5%  

Ley 812 de 2003, 

Articulo 8, 

artículo 81 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

corresponderá a la suma de aportes que para salud y pensiones 

establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 

misma distribución que exista para empleadores y trabajadores. La 

distribución del monto de estos recursos la hará el Consejo 

Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y 

pensiones.  

 

Así las cosas, la cotización para salud del sistema general de los docentes afiliados al Fondo 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, es el mismo porcentaje del régimen general (…)”. 

(Se subraya)  

 

A voces de las normas parcialmente reproducidas, el ordenamiento constitucional 

atribuye a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social – entre ellos los 

pensionados- el deber de materializar el principio de solidaridad a través de los aportes 

destinados a generar su viabilidad financiera. Así mismo, aun cuando la Ley 91 de 1989 

originalmente previó un porcentaje del 5% como monto de la cotización, este asciende 

en la actualidad al 12%, en virtud de la modificación introducida por la Ley 812 de 2003, 

que remite a los mandatos de orden pensional general.  

 

Finalmente, en lo que atañe a los descuentos sobre mesadas adicionales, estos se hallan 

previstos en la Ley 91/89, según la cual el FNPSM se halla constituido, entre otros 

recursos, por ‘El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas 

adicionales, como aporte de los pensionados’, disposición que goza de plena vigencia en la 

medida que no ha sido objeto de derogatoria, bien sea tácita o expresa.  

 

En este sentido, aun cuando la Ley 100 de 1993 no contempla la realización de 

descuentos sobre las mesadas adicionales, la Ley 91 de 1989 –régimen especial para los 

docentes afiliados al FNPSM- sí contiene dicha obligación,  por lo que la extensión del 

régimen de cotizaciones de la Ley 100/93 a los profesores ha de entenderse 

exclusivamente ceñida al aumento del monto de la cotización (del 5% al 12%), y no 

conlleva la derogatoria del canon 8 de la Ley 91/89, en cuanto prescribe que tales 

mesadas serán objeto de aportes con destino al sistema de salud.  

 

Finalmente, el Tribunal trae a colación los planteamientos esbozados por el Consejo de 

Estado9 al abordar las pretensiones de devolución de aportes realizados sobre las 

mesadas adicionales de un pensionado afiliado al FNPSM:  

 

“(…) A partir de lo anterior, esta Sala advierte, en síntesis, que el tribunal, señaló que 

aunque la Ley 812 de 2003 gobierna el monto de las cotizaciones a salud de los pensionados 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, es necesario remitirse 

                                                
8 Corte Constitucional. Sentencia C-529 de 23 de junio de 2010. 
9 Sentencia de 14 de septiembre de 2017.  
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a la Ley 91 de 1989, en lo que toca con la posibilidad de efectuar dichos descuentos sobre 

las mesadas adicionales.  

 

En ese sentido, consideró viable el descuento por salud sobre la mesada catorce percibida 

por la accionante, por cuanto, aunque las Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984, prohibían 

descuento alguno sobre las mesadas adicionales, en su criterio, estas normas fueron 

derogadas tácitamente por la Ley 91 de 1989, por haber sido expedida de forma posterior, 

la cual, contempló dichos descuentos sobre las mesadas adicionales, inclusive.  

 

En esta perspectiva, advierte la Sala que el análisis normativo efectuado por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca es razonable, toda vez que se sustentó en la vigencia de 

las normas relevantes al asunto puesto en consideración, por lo que no es posible colegir 

que la providencia judicial cuestionada constituya un error sustantivo.” (Se subraya).  

 

Por modo, aun cuando los descuentos sobre las mesadas adicionales no se encuentren 

previstos de manera explícita en la Ley 812 de 2003, la Sala es del criterio que dicha 

obligación no ha cesado, pues en atención al principio de solidaridad que informa todo 

el Sistema de Seguridad Social, los descuentos por este concepto se avienen al 

ordenamiento jurídico.  

 

4.2. Análisis del caso concreto  

 

Mediante Resolución 787 de 24 de agosto de 2005 se reconoció la pensión de jubilación, 

por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor del demandante, 

efectiva a partir del 23 de octubre de 2004. El demandante solicitó la aplicación de 

descuentos sólo del 5% y la devolución de los aportes pagados en exceso. A través de la 

Resolución 8588-6 de 3 de noviembre de 2017 emitida por la Secretaria de Educación del 

departamento de Caldas en representación del FNPSM denegó lo solicitado.  

 

De acuerdo con lo expuesto, el acto administrativo demandado se ajusta a la legalidad, 

en tanto dispone realizar los descuentos previstos expresamente en la Ley 91 de 1989 

sobre las mesadas pensionales, incluidas las adicionales, de los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, obligación que les asiste a los 

educadores por disposición de la norma en mención, y que no ha de entenderse 

suprimida, cesada o derogada por el hecho de que la Ley 812 de 2003 no haya 

reproducido de manera expresa dicho contenido.   

 

4.3.  Conclusión 

 

De conformidad con la normativa y la jurisprudencia citada y con fundamento en los 

hechos debidamente acreditados, estima esta Sala de Decisión que a la parte 

demandante no le asiste derecho a que se aplique el descuento para aportes al sistema 

de salud en cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 12% y a que se reintegre el 

monto los porcentajes descontados en exceso y en tal sentido, se confirmará la sentencia 

dictada en primera instancia. 

 

Por lo anterior, se confirmará la sentencia de primera instancia. 
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5. Costas en esta instancia 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA, en concordancia con los 

numerales 3 y 8 del artículo 365 del Código General del Proceso – CGP, este Tribunal se 

abstendrá de condenar en costas por estimar que no se causaron en el curso de esta 

instancia.  

 

La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho para 

sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

 

Por lo discurrido, la Sala Tercera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia del 28 de agosto de 2020 emanada del Juzgado 

Octavo Administrativo de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por 

Melquin Fernando Álzate Sánchez dentro del contencioso de nulidad y restablecimiento 

del derecho promovido contra la Nación-Ministerio De Educación-FNPSM y el 

departamento de Caldas. 

 

SEGUNDO: ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I. 112      

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora GLORIA DEISY PINZÓN GARCÍA contra la NACION-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación por la parte demandante, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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señora GLORIA DEISY PINZÓN GARCÍA contra la NACION-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.   

 

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Sentencia No. 059 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Radicado:  17001-33-39-008-2018-00574-02 

Naturaleza:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante:  María Esperanza Guerrero Colonia 

Demandado:  Nación-Ministerio de Educación-FNPSM y Departamento de Caldas. 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la sentencia que 

negó sus pretensiones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Demanda  

 

1.1. Pretensiones  

 

Se declare la nulidad de la Resolución 7578-6 del 31 de agosto de 2018 y parcialmente la 

Resolución 1046 del 03 de agosto de 2004 emitidas por la Secretaria de Educación del 

departamento de Caldas en representación del FNPSM. En consecuencia se condene a las 

demandadas por los perjuicios a raíz de los descuentos con destino al sistema de salud, 

efectuados sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre, así como cualquier otro 

porcentaje cobrado de manera ilegal; y que se indexen las sumas reconocidas y se condene 

en costas a las accionadas.  

 

1.2. Sustento fáctico relevante  

 

En síntesis expresa que, en el acto administrativo de reconocimiento de la pensión de 

jubilación, las demandadas dispusieron efectuar descuentos con destino al sistema de salud, 

equivalentes al 5%, 12% o 12,5% los cuales vienen siendo descontados no solo de las mesadas 

ordinarias, sino de las adicionales (de junio y diciembre, esta última que se cancela en 

noviembre de cada año).  Que solicitó al FNPSM el cese y devolución de aportes sobre las 

mesadas adicionales, y que se le descontara únicamente el 12% sobre la mesada pensional y no 

el 12,5%; petición negada a través de la Resolución 7578-6 del 31 de agosto de 2018.   

 

1.3. Normas violadas y concepto de trasgresión  

 

Invocó como vulneradas la Ley 91 de 1989, ley 100 de 1993 artículo 279, Ley 812 de 2013 

artículo 81 y el Decreto 3752 de 2003 artículos 1, 4 y 5; artículos 50 y 142 de la Ley 100 de 

1993 que derogan tácitamente el numeral 5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989, Ley 42 de 

1982, artículo 5 de la Ley 43 de 1984, Ley 797 de 2003, Decreto 1073 de 2002, Ley 1250 de 

2007. Consideró que, los docentes afiliados al FNPSM no se hallan obligados a pagar los 
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aportes en salud sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre (también llamadas 

mesadas 13 y 14); además el FNPSM en ocasiones inaplica las normas en mención mientras 

que en otros casos las aplica de manera indebida, contrariando su verdadero alcance y la 

hermenéutica jurisprudencial.  

 

Añade que, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 1250 de 2008, el único cobro que se 

debe hacer por este concepto equivale al 12% y cualquier valor que lo exceda vulnera el 

ordenamiento jurídico, así mismo, itera que dicho cobro solo es procedente sobre las 

mesadas ordinarias y no sobre las adicionales.  

 

2. Pronunciamiento de los sujetos procesales  

 

La Nación – Ministerio de Educación – FNPSM, se opuso a las pretensiones de la parte 

demandante; señaló que no tiene obligación alguna de devolver los aportes que se dice 

fueron descontados en una proporción mayor a la legalmente establecida, pues ello 

equivaldría a desconocer la normatividad vigente aplicable al reconocimiento y pago de las 

mesadas pensiónales de quienes se pensionaron como educadores. 

 

Propuso las excepciones tituladas: INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN O COBRO DE LO 

NO DEBIDO: En consideración a que la entidad reconoció la pensión con los ajustes anuales 

y descuentos correspondientes de conformidad con las normas vigentes y aplicables al caso 

en concreto. y RECONOCIMIENTO OFICIOSO O GENÉRICA, solicitando que se declaren 

las excepciones que resulten demostradas en el proceso. 

 

El departamento de Caldas - Secretaria de Educación, se opuso a las pretensiones de la 

parte demandante; adujo que la solicitud realizada por la demandante carece de todo 

fundamento legal habida cuenta que, es docente afiliada al FNPSM, por lo tanto le es 

aplicable la Ley 812 de 2003; y que de lo señalado en la Ley 100 de 1993 y la Ley 1150 de 2008 

se concluye que para el legislador el pensionado tiene la obligación de cancelar un aporte 

en salud del 12%.  

 

3. Sentencia de primera instancia  

 

El a quo declaró fundadas las excepciones de: ´“INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN O 

COBRO DE LO NO DEBIDO” propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 

de Prestaciones Sociales;  y “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”, 

propuesta por el departamento de Caldas y negó las súplicas de la parte demandante y la 

condenó en costas.  

 

Analizó el régimen jurídico aplicable a las prestaciones de los docentes, en concreto a la tasa 

de cotizaciones por concepto de salud, incluyendo los descuentos en las mesadas 

adicionales de junio y diciembre conforme a los previsiones establecidas en la Leyes 42 de 

1982, 91 de 1989, 100 de 1993, 812 de 2003, 1122 de 2007. Hizo referencia a las posturas 

jurisprudenciales de la Sección Cuarta del Consejo de Estado y este Tribunal, concernientes 

a la procedencia de los descuentos de aportes en salud en mesadas adicionales de los 

docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

  

Una vez analizadas las pruebas allegadas determinó que, los descuentos por conceptos de 

salud aplicada a las mesadas pensionales, adicionales de junio y diciembre, se hicieron 

conforme a lo establecido en la Ley 100 de 1993, sin alterar el régimen prestacional de los 

docentes vinculados al servicio público establecido en la Ley 91 de 1989; además si bien el 

descuento del 12.5% fue aplicado a todos los docentes hasta el mes de febrero de 2009, 

conforme a la Circular Conjunta del 8 de enero de 2009, se ordenó realizar los ajustes 
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pertinentes. 

 

En consecuencia, adujo que la parte actora no le asiste razón de solicitar ser exonerada de 

los descuentos de salud en las mesadas ordinarias, ni adicionales de junio y diciembre,  

ordenando denegar las pretensiones de la demanda. 

 

4. Recurso de apelación 

 

La parte actora solicitó revocar la sentencia y acceder a sus pretensiones; adujo que, el fallo 

desconoce que la Ley 91 de 1989 trae incorporada en su artículo 15 una excepción, que 

implica que a los docentes nacionales o nacionalizados vinculados antes del 31 de diciembre 

de 1989 se les aplica el régimen prestacional del que venían gozando en los entes 

territoriales, mientras que quienes ingresaron al servicio educativo a partir del 1º de enero 

de 1990 son sujetos de las normas que regulan a los servidores públicos del orden nacional. 

En este sentido, plantea que ninguna de esas normas contiene una autorización para realizar 

descuentos sobre mesadas adicionales a los docentes, y en algunos casos, incluso prohíben 

tales cobros.  

 

Con base en providencia del Consejo de Estado1 referida a la prima de servicios que 

devengaban algunos docentes nacionalizados señaló que, a partir de los métodos de 

interpretación gramatical y sistemático, debe aplicarse este fallo por analogía a los 

descuentos en salud, y en tal sentido, insiste en que los Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 

y 1045 de 1978 no contemplan los descuentos con destino al sistema de salud para las 

mesadas adicionales.  

 

Que su postura ha sido avalada por diversos tribunales del país, que han entendido que la 

Ley 100 de 1993 se aplica a los docentes en cuanto atañe al régimen de cotización con destino 

al sistema de salud en virtud del principio de inescindibilidad normativa, con lo que ha de 

entenderse derogada tácitamente la regulación que sobre el particular trae la Ley 91 de 1989, 

de tal forma que se encuentra prohibido realizar descuentos en salud con base en las 

mesadas de junio y diciembre.  

 

Reitero los argumentos expuestos en la demanda y adujo que, la decisión apelada vulnera 

el derecho a la igualdad previsto en el artículo 13 de la Carta Política; que se desconoce el 

principio de inescindibilidad de la norma y el principio de legalidad.   

 

5. Concepto del Ministerio Público  

 

Solicitó confirmar la sentencia de primera instancia, que negó las pretensiones de la demanda 

teniendo en cuenta que con sustento en el marco normativo citado, se concluye que 
los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no 
tienen derecho al cese del descuento del 12% por concepto de aportes al régimen 
de seguridad social en salud aplicado sobre las mesadas adicionales de la pensión 
de jubilación.  
 
Que los actos administrativos acusados no contravienen el ordenamiento jurídico, 
por cuanto esa decisión administrativa se sujetó a la normatividad en la que debía 
fundarse y a la actora no le asiste el derecho a la devolución o reintegro de los 
descuentos por aportes al sistema de seguridad social en salud sobre las mesadas 
pensionales adicionales de junio y diciembre, como tampoco al cese definitivo de 
las deducciones aplicadas por ese concepto.  
 

                                            
1 14 de abril de 2016, C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez, Rad. 3828-14.  
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Que como consecuencia de lo anterior, es ajustada a derecho la decisión del 
Juzgado de desestimar los cargos de nulidad sustancial formulados en la demanda, 
declarar probadas las excepciones propuestas y negar las pretensiones, razón por 
la cual debe confirmarse la sentencia apelada 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Problema jurídico 

 

Al analizar la sentencia de instancia y el escrito de impugnación, el asunto jurídico a resolver 

se centra en dilucidar si ¿Le asiste derecho a la parte actora a que no se le realicen los 

descuentos con destino al sistema de salud sobre las mesadas adicionales de su pensión 

ordinaria de jubilación? 

 

2. Descuentos con destino al sistema de salud  

 

El principio de solidaridad constituye uno de los pilares del Sistema General de Seguridad 

Social tanto en salud como en pensiones, y de él se derivan algunas obligaciones de los 

afiliados, como lo es contribuir a su financiación a través de aportes (art. 48 C.P.).  En el 

mismo sentido se encuentra concebido el servicio de salud en el canon 49 constitucional, 

soportado en la solidaridad como elemento medular de su prestación.  

 

En relación con los pensionados, la Ley 100 de 1993 los cataloga como afiliados con 

capacidad de pago, por lo que se encuentran en el régimen contributivo del sistema de salud 

(art. 175, lit. A, num. 1), incluso, el canon 143 de ese esquema disposicional establece que 

quienes hayan obtenido el reconocimiento pensional antes de la entrada en vigencia de la 

norma, tendrían derecho al reajuste mensual según la tasa de cotización en salud, además, 

instituye que la obligación de cotizar en salud se halla en cabeza de los pensionados en su 

totalidad.  

 

Al pronunciarse sobre la obligación de los pensionados de cotizar con destino al sistema de 

salud, la Corte Constitucional2 expresó:  

 

“Entonces, incluso los regímenes de excepción tienen el deber de cotizar al Sistema General de 

Seguridad Social, para la prestación de los servicios médico asistenciales, situación que no varió 

con la expedición de la Ley 100 de 1993. Esto encuentra respaldo en el principio de solidaridad 

que caracteriza este sistema. Así en las sentencia C-1000 de 2007, la Corte reiteró la posición 

de la obligación de cotizar al Sistema, señalada en la C-548 de 1998 y sobre los aportes que 

deben efectuar los pensionados señaló: 

 

“(…)  frente  al deber que tienen los pensionados de cotizar en materia de salud, la Corte ha 

estimado que (i) es un desarrollo natural de los preceptos constitucionales que la ley ordene 

brindar asistencia médica a los pensionados y que prevea que éstos paguen una cotización para 

tal efecto, ya que la seguridad social no es gratuita sino que se financia, en parte, con los mismos 

aportes de los beneficiarios, de conformidad con los principios de eficiencia, solidaridad y 

universalidad; y (ii) no viola la constitución que el legislador establezca que los pensionados 

deben cotizar en mataría de salud.” 

 

En conclusión todo pensionado debe contribuir a la sostenibilidad y eficiencia del sistema 

General de Salud, no sólo para recibir los distintos beneficios, sino para financiar el sistema en 

su conjunto, colaborando con sus aportes a la prestación de la asistencia médica de todas las 

                                            
2 Sentencia T-835 de 2014.  
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personas que pertenecen al régimen subsidiado, en desarrollo del principio de solidaridad 

consagrado en la Constitución…”. (Resalta el Tribunal).  

 

En cuanto al monto sobre el cual se deben realizar los aportes en salud, las normas anteriores 

a la Ley 100 de 1993 contenían porcentajes que regularmente equivalían al 5%, como ocurría 

en el caso de la Ley 4ª de 1966 para el caso de los pensionados de la extinta Caja Nacional 

de Previsión Social – Cajanal.   En el mismo sentido, el Decreto 3135 de 1968 dispuso: “A los 

pensionados por invalidez, jubilación y retiro por vejez se les prestará por la entidad que les pague la 

pensión, asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria. Para este efecto el pensionado 

cotizará mensualmente un cinco por ciento (5%) de su pensión". 

 

En el caso de los educadores, la Ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio - FNPSM, que tiene como uno de sus objetivos garantizar la 

prestación de los servicios médico-asistenciales de los profesores, y en el artículo 8 de la 

citada ley se establece que esta cuenta se haya constituida, entre otros, por ‘El 5% de cada 

mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los 

pensionados’. 

 

Sin embargo, el porcentaje fue modificado con posterioridad con la expedición de la Ley 812 

de 2003, que introdujo modificaciones sustanciales al régimen pensional docente. En el 

artículo 81 esta norma prescribe:  

 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El 

régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 

encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio 

en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensionales 

del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con 

los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años 

para hombres y mujeres. 

Los servicios de salud para los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, serán prestados de conformidad con la Ley 91 de 1989, las prestaciones 

correspondientes a riesgos profesionales serán las que hoy tiene establecido el Fondo para tales 

efectos. 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para 

salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 

misma distribución que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del 

monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y pensiones” (Subraya el 

Tribunal). 

  

En atención a la remisión normativa de que trata el canon citado, la Ley 100 de 1993 consagra 

el monto de las cotizaciones con destino al sistema de salud a cargo de los afiliados en el 

artículo 204, por cuyo ministerio:  “(…) La cotización obligatoria que se aplica a los afiliados al 

sistema general de seguridad social en salud según las normas del presente régimen, será máximo del 

12% del salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. Dos terceras partes 

de la cotización estarán a cargo del empleador y una tercera parte a cargo del trabajador. Un punto 

de la cotización será trasladado al fondo de solidaridad y garantía para contribuir a la financiación de 

los beneficiarios del régimen subsidiado” (Se resalta). 

 

Debe anotarse que esta preceptiva fue objeto de dos modificaciones relacionadas con el valor 
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o monto de las cotizaciones al sistema de salud, de la siguiente manera:  

 

(i) Mediante la Ley 1122 de 2007, artículo 10, la cotización al régimen contributivo en salud 

a partir del 1º de enero de 2007 pasó a ser ‘del 12,5% del ingreso o salario base de cotización, el 

cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización a cargo del empleador será del 8.5% y a 

cargo del empleado del 4%. Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán trasladados a la subcuenta 

de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen 

subsidiado’. 

 

(ii) Luego, la Ley 1250 de 2008 adicionó el canon 204 de la Ley 100/93 al prescribir que ‘La 

cotización mensual al régimen contributivo de salud de los pensionados será del 12% del ingreso de 

la respectiva mesada pensional’.  

 

De igual manera, el deber de cotizar al sistema de salud en cabeza de los pensionados del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -FNPSM, así como el monto de los 

aportes, fue objeto de pronunciamiento por el Consejo de Estado3, que en reciente 

oportunidad puntualizó:  

 

“Del análisis de la normatividad referida [artículos 2 de la Ley 4 de 1966 y 8.5 de la Ley 91 

de 1989 que tratan del descuento del 5% para el Fondo incluidas las mesadas 

adicionales], se evidencia que el legislador, sentó para todos los afiliados a la Caja Nacional 

forzosos y voluntarios e incluidos los pensionados la obligación de cotizar para salud, deber que 

también opera para los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales. Actualmente, con el sistema 

de seguridad social integral previsto en la Ley 100 de 1993, del cual hace parte el subsistema 

de seguridad social en salud, una de las obligaciones de los afiliados es justamente efectuar las 

cotizaciones. (Artículo 161 Ley 100 de 1993). Lo propio hizo el artículo 8º de la Ley 91 de 1989, 

respecto del personal afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que 

incluye también a los pensionados. (Pensión ordinaria)            

(…) 

6.2. Afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

Ley 91 de 1989 artículo 8-5  5%  

Ley 812 de 2003, 4, artículo 81 El valor total de la tasa de cotización por los docentes 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para 

salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 

797 de 2003, manteniendo la misma distribución que 

exista para empleadores y trabajadores. La distribución 

del monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud 

y pensiones.  

 

Así las cosas, la cotización para salud del sistema general de los docentes afiliados al Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, es el mismo porcentaje del régimen general (…)”. (Se 

subraya)  

 

A voces de las normas parcialmente reproducidas, el ordenamiento constitucional atribuye 

a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social – entre ellos los pensionados- el deber de 

                                            
3 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección B- Consejero ponente: 

César Palomino Cortés-, 10 de mayo de 2018 -Radicación: 68001-23-31-000-2010-00624-01(0340-14) 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-529 de 23 de junio de 2010. 
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materializar el principio de solidaridad a través de los aportes destinados a generar su 

viabilidad financiera. Así mismo, aun cuando la Ley 91 de 1989 originalmente previó un 

porcentaje del 5% como monto de la cotización, este asciende en la actualidad al 12%, en 

virtud de la modificación introducida por la Ley 812 de 2003, que remite a los mandatos de 

orden pensional general.  

 

Finalmente, en lo que atañe a los descuentos sobre mesadas adicionales, estos se hallan 

previstos en la Ley 91/89, según la cual el FNPSM se halla constituido, entre otros recursos, 

por ‘El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como 

aporte de los pensionados’, disposición que goza de plena vigencia en la medida que no ha sido 

objeto de derogatoria, bien sea tácita o expresa.  

 

En este sentido, aun cuando la Ley 100 de 1993 no contempla la realización de descuentos 

sobre las mesadas adicionales, la Ley 91 de 1989 –régimen especial para los docentes afiliados al 

FNPSM- sí contiene dicha obligación,  por lo que la extensión del régimen de cotizaciones 

de la Ley 100/93 a los profesores ha de entenderse exclusivamente ceñida al aumento del 

monto de la cotización (del 5% al 12%), y no conlleva la derogatoria del canon 8 de la Ley 

91/89, en cuanto prescribe que tales mesadas serán objeto de aportes con destino al sistema 

de salud.  

 

Finalmente, el Tribunal trae a colación los planteamientos esbozados por el Consejo de 

Estado5 al abordar las pretensiones de devolución de aportes realizados sobre las mesadas 

adicionales de un pensionado afiliado al FNPSM:  

 

“(…) A partir de lo anterior, esta Sala advierte, en síntesis, que el tribunal, señaló que aunque 

la Ley 812 de 2003 gobierna el monto de las cotizaciones a salud de los pensionados afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, es necesario remitirse a la Ley 91 de 

1989, en lo que toca con la posibilidad de efectuar dichos descuentos sobre las mesadas 

adicionales.  

 

En ese sentido, consideró viable el descuento por salud sobre la mesada catorce percibida por la 

accionante, por cuanto, aunque las Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984, prohibían descuento alguno 

sobre las mesadas adicionales, en su criterio, estas normas fueron derogadas tácitamente por la 

Ley 91 de 1989, por haber sido expedida de forma posterior, la cual, contempló dichos 

descuentos sobre las mesadas adicionales, inclusive.  

 

En esta perspectiva, advierte la Sala que el análisis normativo efectuado por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca es razonable, toda vez que se sustentó en la vigencia de las 

normas relevantes al asunto puesto en consideración, por lo que no es posible colegir que la 

providencia judicial cuestionada constituya un error sustantivo.” (Se subraya).  

 

Por modo, aun cuando los descuentos sobre las mesadas adicionales no se encuentren 

previstos de manera explícita en la Ley 812 de 2003, la Sala es del criterio que dicha 

obligación no ha cesado, pues en atención al principio de solidaridad que informa todo el 

Sistema de Seguridad Social, los descuentos por este concepto se avienen al ordenamiento 

jurídico.  

 

De otro lado, pretende la parte actora que se le apliquen los Decretos 3135/68, 1848/69 y 

1045/78 bajo el razonamiento de que a los docentes vinculados a la entrada en vigencia de 

la ley 91 de 1989 ha de mantenérseles el régimen prestacional del que eran sujetos (art. 15), 

no obstante, esta intelección no está llamada a prosperar, en atención a que la situación 

                                            
5 Sentencia de 14 de septiembre de 2017.  
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pensional de los docentes vinculados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio se halla regulada, según la data de vinculación, por las Leyes 812 de 2003 o 91 de 

1989.     

 

En análogo sentido, el análisis de esta controversia tampoco puede realizarse bajo la égida 

de la providencia citada en el escrito de alzada, pues como lo reconoce la parte nulidiscente, 

el caso que allí se plantea se relaciona con otro tipo de prestación (prima de servicios), que 

si bien se refiere al caso de un docente, mal haría en extenderse una regla jurisprudencial a 

un caso cuyos patrones fácticos distan en grado sumo de aquellos que allí fueron materia de 

estudio.  

 

3. Análisis del caso concreto  

 

Se encuentra acreditado lo siguiente:  

 

- Mediante la Resolución 001046 de 3 de agosto de 2004 el FNPSM reconoció una pensión 

de jubilación a favor de la demandante. (fls. 11-12 C.1) 

 

- La demandante solicitó la corrección de la resolución que reconoció la pensión y se 

ordene la devolución de los dineros descontados con destino al sistema de salud de las 

mesadas adicionales, y se ordene el cese de tales descuentos. (fls. 13 C.1) 

 

- A través de la Resolución 7578-6 de 31 de agosto de 2018 la Secretaria de Educación del 

Departamento de Caldas negó lo solicitado por la actora. (fls. 14-15 C.1) 

 

- De conformidad con los extractos de pago expedidos por la Fiduprevisora S.A. sobre 

las mesadas adicionales recibidas por la parte actora, le fueron efectuados descuentos por 

concepto de salud. (fls. 17-23 C.1) 

 

De acuerdo con lo expuesto, los actos administrativos demandados se ajustan a la legalidad 

en tanto, disponen realizar los descuentos previstos expresamente en la Ley 91 de 1989 sobre 

las mesadas adicionales de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, obligación que les asiste a los educadores por disposición de la norma en 

mención, y que no ha de entenderse suprimida, cesada o derogada por el hecho de que la 

Ley 812 de 2003 no haya reproducido de manera expresa dicho contenido.   

 

4. Conclusión 

 

De conformidad con la normativa y la jurisprudencia citada y con fundamento en los hechos 

debidamente acreditados, estima esta Sala de Decisión que a la parte demandante no le 

asiste derecho ni a la devolución, ni al cese de aportes a salud descontados sobre sus 

mesadas pensionales y, en tal sentido, se confirmará la sentencia dictada en primera 

instancia. 

 

5. Costas 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA, en concordancia con los 

numerales 1 y 3 del artículo 365 del CGP, se condenará en costas en esta instancia a la parte 

demandante, por habérsele resuelto desfavorablemente el recurso de apelación interpuesto.  

Sin agencias en derecho en esta instancia por no haberse causado. 

 

Según lo dispone el artículo 366 del CGP, la liquidación de las costas se hará de manera 

concentrada por el Juzgado de primera instancia. 
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Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFIRMASE la sentencia emanada del Juzgado Octavo Administrativo de 

Manizales, que negó las pretensiones formuladas por María Esperanza Guerrero Colonia 

dentro del contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido contra la 

Nación-Ministerio de Educación-FNPSM y Departamento de Caldas. 

 

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo de la parte actora y a favor de la accionada.  

Sin agencias en derecho en esta instancia.  

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Sentencia No. 060 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Proceso No.  17-001-33-39-004-2019-00008-02 

Clase:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Accionante:  María Fabiola Valencia Gallego 

Accionado:  Nación - Ministerio De Educación – Fondo Nacional De Prestaciones 

Sociales Del Magisterio y Departamento de Caldas 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia 

mediante la cual se negaron sus pretensiones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La Demanda  

 

1.1. Pretensiones  

 

Se declare la nulidad de la Resolución 9341-6 de 28 de noviembre de 2017 emitida por la 

Secretaria de Educación del departamento de Caldas en representación del FNPSM. En 

consecuencia se ordene a las demandadas:  aplicar el descuento para aportes al sistema de 

salud en cuantía del 5%; reintegrar el monto los porcentajes descontados en exceso y 

reajustar las mesadas anuales con base en el artículo 1º de la ley 71 de 1988, es decir en 

porcentaje igual al aumento del salario mínimo legal mensual y de manera retroactiva al 

año en que se consolidó el derecho; se ordene la indexación de los valores a reintegrar, al 

pago de los intereses y costas del proceso. 

 

Subsidiariamente solicitó se ordene el reintegro de los valores descontados de las mesadas 

de junio y diciembre correspondientes al 12% de la mesada pensional de manera retroactiva, 

indexada y con intereses y se ordene cesar los descuentos de las mesadas de junio y 

diciembre con destino al sistema de salud.  

 

1.2. Sustento fáctico relevante  

 

En síntesis expresa que, en el acto administrativo de reconocimiento de la pensión de 

jubilación, las demandadas dispusieron efectuar descuentos con destino al sistema de salud, 

equivalentes al 12%, los cuales vienen siendo descontados no solo de las mesadas ordinarias, 

sino de las adicionales (de junio y diciembre, esta última que se cancela en noviembre de cada 

año); que además se consagró que la pensión sería reajustada anualmente conforme al artículo 
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1º de la ley 71 de 1988, no obstante la mesada se ha venido incrementando de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

 

Que solicitó al FNPSM la aplicación de descuentos sólo del 5% y la devolución de los aportes 

pagados en exceso, así como el reajuste conforme a la ley 71 de 1988, petición que fue negada 

a través de la Resolución demandada.   

 

1.3. Normas violadas y concepto de trasgresión  

 

Invocó como vulneradas entre otras, la Ley 71/88; Ley 91/89; Ley 100/93; Ley 812/03; Ley 

797/03; Ley 1151/07. Consideró que, los docentes afiliados al FNPSM no se hallan obligados 

a pagar los aportes en salud sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre (también 

llamadas mesadas 13 y 14); además el FNPSM en ocasiones inaplica las normas en mención 

mientras que en otros casos las aplica de manera indebida, contrariando su verdadero 

alcance y la hermenéutica jurisprudencial.  

 

Añade que, se aplica indebidamente el artículo 81 de la Ley 812 de 2013 en lo referente a la 

tasa de cotización para servicios de salud, pues debe ser del 5% conforme el artículo 8 de la 

ley 91 de 1989 que es norma especial. En virtud del principio de inescindibilidad de la ley, 

no se pueden aplicar concomitantemente dos regímenes y por ello se equivoca la 

demandada a la aplicar a los docentes la ley 100 de 1993. 

 

2. Pronunciamiento de los sujetos procesales  

 

El Departamento de Caldas: Se opuso a las pretensiones de la parte demandante 

argumentando que, la solicitud realizada carece de todo fundamento legal, habida cuenta 

que es docente afiliada al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por lo 

tanto se le aplica la Ley 812 de 2003. Que al hacer un estudio de la Ley 100 de 1993 y 197 de 

2003 artículos 143 y 204, así mismo el artículo 1 de la Ley 1150 de 2008 se concluye que para 

el legislador, el pensionado tiene la obligación de cancelar un aporte en salud del 12% sin 

hacer más consideraciones al respecto.  

 

Con fundamento en lo anterior propuso las excepciones que título: “Falta de legitimidad en la 

causa por pasiva”, “Buena fe” y “prescripción”.  

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

Del Magisterio: Se opuso a las pretensiones de la parte demandante argumentando que la 

Entidad reconoció la pensión de jubilación del demandante y consecuencialmente ha 

realizado los ajustes anuales y descuentos correspondientes de conformidad con las normas 

vigentes y aplicables, razón por la cual sus derechos laborales se encuentran debidamente 

satisfechos y en consecuencia el acto administrativo acusado no viola las disposiciones 

incoadas por la parte actora, no puede alegarse error o inaplicación de la ley. Que además, 

llegado el caso de existir una remota posibilidad de ser condenada, solicito se declare la 

prescripción de las mesadas causadas con tres años de anterioridad de la presentación de la 

demanda, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 102 del Decreto 1848 del 4 de noviembre 

de 1969, el cual desarrollo el tema de prescripción respecto del régimen prestacional de los 

empleados públicos y trabajadores oficiales. 

 

Con fundamento en lo anterior propuso las excepciones que título: “: INEXISTENCIA DE 

LA OBLIGACIÓN O COBRO DE LO NO DEBIDO” y “PRESCRIPCIÓN”.  

 

3. Sentencia de primera instancia  
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El a quo negó las pretensiones de la parte demandante. Respecto del reajuste, conforme a la 

Ley 71 de 1988: Porque no se puede ordenar el reajuste a favor de un docente pensionado 

con base en el mecanismo que fue establecido en la Ley 71 de 1988, obviando la modificación 

que al respecto dispuso la Ley 100 de 1993. Porque la fórmula que el Legislador instituya 

para reajustar las pensiones no constituye un derecho adquirido a favor de los pensionados, 

sino tan solo una mera expectativa, que está sujeta a las modificaciones que aquel órgano 

considere pertinentes para garantizar el poder adquisitivo de las pensiones. Porque la Ley 

238 de 1995, que adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso que la aplicación de 

los artículos 14 y 142 de la mencionada norma también lo era para los sectores exceptuados 

del régimen general de pensiones; Porque con la expedición de la ley 100 de 1993, quedó sin 

efectos las disposiciones contrarias, esto es el artículo 1º de la ley 71 de 1988, tal como ha 

sido reconocido de manera uniforme por las Altas Cortes. Porque no hay lugar a aplicar el 

principio de favorabilidad laboral, bajo el entendido que no coexisten dos disposiciones 

jurídicas vigentes que generen duda en su aplicación. 

 

Respecto de los descuentos de salud: por cuanto, si bien, el numeral 5º del artículo 8º de la 

Ley 91 de 1989, estableció que a los pensionados para efectos de los servicios de salud les 

correspondía un aporte del 5% de cada mesada pensional, incluidas las mesadas 

adicionales, dicho monto varió con la entrada en vigencia del artículo 81 de la Ley 812 de 

2003, así como la autorización del descuento sobre las mesadas adicionales de junio y 

diciembre. En el inciso cuarto de ésta última norma, se consagró que el valor total de la tasa 

de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, corresponderá a la suma de aportes que para salud y pensiones establezcan las 

Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. En efecto, el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, adicionado 

por el artículo 1º de la Ley 1250 de 2008, en cuanto al monto y distribución de las 

cotizaciones, indicó que la cotización al Régimen Contributivo de Salud, sería del 12% del 

ingreso o salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo.  

 

Frente a las mesadas adicionales de junio y diciembre, la referida Ley 100 de 1993 no 

contempló la realización de descuentos, los cuales fueron expresamente prohibidos por las 

Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984 y el Decreto 1073 de 2002. Sin embargo, entiende el Despacho 

que sólo en lo que respecta al porcentaje de cotización de salud, los pensionados afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, se gobiernan por lo establecido en 

la Ley 100 de 1993. Pero esto no significó que se alterara su régimen prestacional, dado que, 

por pertenecer a uno especial, se encuentran exceptuados del general, tal y como lo dispone 

el artículo 279 de la citada ley, y el parágrafo transitorio 1º del Acto Legislativo 001 de 2005, 

que estableció que el régimen pensional de los docentes vinculados al servicio público 

educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes 

con anterioridad a la vigencia de la Ley 812 de 2003.  La Ley 91 de 1989 es una disposición 

especial que gobierna a todos los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio y que hace parte del ordenamiento jurídico que estructura su 

régimen pensional excepcional, por lo que, es legítimo que se realicen descuentos sobre las 

mesadas adicionales a dicho grupo de pensionados.  

 

Que si bien las disposiciones del Sistema General sobre las mesadas adicionales, no 

establecen que se pueda hacer descuento alguno sobre las mismas, la Ley 91 de 1989, 

especial y posterior, sí lo permitió de manera expresa en el numeral 5° del artículo 8°; por lo 

tanto, las previsiones de la Ley 812 de 2003 que extendió el régimen de cotización en materia 

de salud establecido en la Ley 100 de 1993 a los pensionados afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, sólo conllevó a que se incrementara el porcentaje de 

cotización de los docentes, del 5% al 12% establecido en el Régimen General, más no tiene 
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la virtualidad de derogar ni expresa ni tácitamente el aparte establecido en la precitada 

norma especial que permite el descuento por concepto de salud en las mesadas adicionales 

pagadas a todos los docentes, por cuanto se encuentra vigente, regula expresamente una 

situación que no fue prevista en la norma general, y obedece a la libre configuración 

legislativa. Que atendiendo el principio de inescindibilidad normativa, no se les puede 

aplicar a los docentes las normas de la Ley 100 que eximió de dicho descuento las mesadas 

adicionales de diciembre y junio de que tratan los artículos 50 y 142 cuyos beneficiarios son 

las personas pertenecientes al régimen general de pensiones. Porque se debe tener en cuenta 

el principio de solidaridad, en el entendido que quienes obtienen mayores ingresos deben 

subsidiar a los que perciben menos, para garantizar la cobertura total de los ciudadanos al 

sistema de seguridad social.  

 

4. Recurso de apelación 

 

La parte actora solicitó revocar la sentencia y acceder a sus pretensiones; precisó inicialmente 

sobre la indebida aplicación del precedente jurisprudencial, por parte del a quo, toda vez que no 

corresponde a idénticos hechos, fundamentos de derecho y pretensiones en relación con el 

convocado; por tanto la providencia carece de los presupuestos procesales previstos en los 

artículos 162, 187 de la Ley 1437 de 2011, como quiera que “… el objeto real del litigio fue 

determinar la fórmula aplicable para el incremento del debate corresponde al incremento de la pensión 

de jubilación de los docentes dentro del régimen exceptuado del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, 

modificada por el artículo 1º de la Ley 238 de 1995… sino determinar la fórmula de incremento más 

favorable dentro del régimen exceptuado conforme a la posibilidad otorgadas por el artículo 1º de la 

Ley 238 de 1995”.   

 

Se refirió a los alcances de la Ley 238 de 1995, en el sentido que no pretendió modificar el 

sistema actualizado pensional de los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio; toda vez, que la disposición busca recuperar el poder adquisitivo de las 

pensiones y en el caso de los docentes se mantuviera, aplicando el régimen especial. 

 

Aludió a los reajustes prestacionales aplicados a los miembros de la Fuerza Pública, afiliados 

a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; y con apoyo en los pronunciamientos 

jurisprudenciales, de la Sección Segunda del Consejo de Estado, precisó, que este sector, 

como los docentes del Magisterio, son exceptuados de la Ley 100 de 1993; pero en caso, de 

ser el régimen general más beneficioso se le puede aplicar la Ley 238 de 1995, bajo el 

principio de favorabilidad. 

 

Afirmó que por disposición normativa contenida en el acto legislativo 01 de 2005, los 

docentes afiliados hasta la expedición de la Ley 812 de 2003, se encontraban bajo la 

disposición contenida en la Ley 33 de 1985; y conservando los beneficios del exceptuado del 

artículo 279 de la Ley 100 de 1993. 

 

Solicitó que, al no encontrarse los beneficios otorgados en el régimen general de pensiones, 

resulta ilegal para las pensiones otorgadas dentro del régimen exceptuado docente, la 

aplicación de la fórmula del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; por tanto, se debe declarar la 

nulidad del acto demandado otorgando un incremento pensional conforme al artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988, mismo que no figura dentro de las derogatorias expresas del artículo 289. 

 

Respecto de los aportes en salud citó apartes de las sentencias T-348 de 1997; C-956 de 2001 

y C-980 de 2002, según las cuales en caso de los docentes vinculados al servicio estatal antes 

del 27 de junio de 2003 que se encuentran pensionados por el FNPSM el descuento de la 

cotización del 5% para la salud se hace sobre cada mesada pensional incluida las adicionales; 
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en el caso de docentes vinculados a partir del 27 de junio de 2003 que se encuentra en 

pensionados por el referido fondo, la cotización del 12% para salud se descuenta de la 

respectiva mesada pensional mensual y no de las mesadas adicionales. 

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia y procedencia 

 

Conforme al artículo 153 del CPACA1, es competente el Tribunal para resolver el recurso de 

apelación. Además, es procedente por cuanto: “Son apelables las sentencias de primera instancia 

de los Tribunales y de los Jueces”, en virtud de lo dispuesto por el artículo 243 Ibidem.  

 

2. Problema jurídico 

 

Al analizar la sentencia de instancia y el escrito de impugnación, el asunto jurídico a resolver 

se centra en dilucidar si: 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago del reajuste periódico de las mesadas 

pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto es, teniendo en cuenta la variación del salario 

mínimo legal mensual vigente? 

 

¿Le asiste derecho a la parte actora a que se aplique el descuento para aportes al sistema de salud en 

cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 12% y a que se reintegre el monto los porcentajes 

descontados en exceso? 

 

3. Primer problema jurídico 

 

Tesis del Tribunal: La parte demandante no tiene derecho al reconocimiento y pago del 

reajuste periódico de la mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, esto 

es, teniendo en cuenta la variación del salario mínimo legal mensual vigente, toda vez que, 

la Constitución Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas 

específicas el reajuste periódico de las pensiones; con la expedición de la Ley 100 de 1993 y 

su entrada en vigencia, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas 

antes y después de dicha ley, se vienen reajustando anualmente según la variación 

porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el Dane para el año 

inmediatamente anterior. 

 

Para fundamentar lo anterior se abordarán los siguientes aspectos: i) hechos probados; ii) 

régimen general de seguridad social; iii) ajuste de pensiones en el régimen de seguridad 

social para los afiliados al sector público y régimen general de pensiones; y iv) el análisis 

del caso concreto. 

 

3.1. Lo probado  

 

- Mediante Resolución 720 de 29 de septiembre de 2006 se reconoció la pensión de 

jubilación, por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor del 

demandante. (Fl. 43-44 C. 1) 

 

                                                
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo. 
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- La demandante mediante escrito radicado el 7 de noviembre de 2017 ante la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestación Social del Magisterio, solicitó se 

reajuste la pensión de jubilación, tomando como base el porcentaje del incremento del 

salario mínimo legal mensual vigente del año inmediatamente anterior, cuando sea superior 

al IPC y que se realicen los descuentos de salud en porcentaje del 5% de la mesada pensional 

sobre las mesadas ordinarias y adicionales  conforme a la Ley 71 de 1989 y la devolución de 

los cobros en exceso. (Fl. 34-39 C. 1) 

 

- A través de la Resolución 9341-6 de 28 de noviembre de 2017, la demandada denegó el 

ajuste deprecado. (Fl. 45-46 C. 1) 

 

3.2. Régimen general de seguridad social  

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio público 

obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del Estado, con 

sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; asimismo se garantiza 

como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades públicas y privadas, que 

brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 1993, tuvo como objeto 

garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de mejorar la calidad de vida, 

y la dignidad humana, a través de las instituciones públicas y privadas prestadora de los 

servicios, como un servicio esencial bajo los principios de eficiencia, universalidad, 

solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

 

Por su parte, el artículo 11 Ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003; prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los 

habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los 

derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a 

disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para 

quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 

Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o 

sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del régimen de 

Prima Media y del sector privado en general.  

 

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y que el tribunal 

de arbitramento dirima las diferencias entre las partes”. 

 

3.3. Ajuste de pensiones en el régimen de seguridad social para los afiliados al sector 

público y régimen general de pensiones 

 

El artículo 1 de la  Ley 4 de 19762, determinó que las pensiones de los sectores público, oficial, 

semioficial y privado, así como los afiliados al Instituto Seguro Social a excepción de las 

pensiones por incapacidad permanente parcial, se reajustarían  de oficio, cada año, teniendo 

                                                
2 Ley 4 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, semioficial y privado 

y se dictan otras disposiciones.”  
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en cuenta la elevación del salario mínimo mensual legal más alto, con una suma fija igual a 

la mitad de la diferencia entre el antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, 

más una suma equivalente a la mitad del porcentaje que represente el incremento entre el 

antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, esto último aplicado a la 

correspondiente pensión.  

 

Luego, el artículo 1 de la Ley 71 de 19883 precisó que las pensiones referidas en el artículo 1 

de la Ley 4 de 1976, la de incapacidad permanente parcial y las compartidas, serían 

reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que sea incrementado por el 

Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

 

La citada norma fue reglamentada por el Decreto 1160 de 1989, precisó respecto al ajuste de 

las pensiones en el artículo 1º lo siguiente: “Reajuste pensional. Las pensiones de jubilación, 

invalidez, vejez, incapacidad permanente parcial, compartidas y de sobrevivientes, de los sectores 

público, privado y del Instituto de Seguros Sociales, se reajustarán de oficio y en forma simultánea 

con el salario mínimo legal, en el mismo porcentaje en que éste sea incrementado por el Gobierno 

Nacional”.  

 

Del recuento normativo citado se concluye que, por mandato constitucional, es deber del 

Estado garantizar el reajuste periódico de las pensiones, que inicialmente desde la Ley 4 de 

1976, se determinó un ajuste a los beneficiarios de los regímenes del sector público, oficial y 

privado, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente más alto. 

 

A su turno la Ley 100 de 1993, en el artículo 289, indicó en relación con las vigencias y 

derogatorias lo siguiente: “La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, salvaguarda 

los derechos adquiridos y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 

2o. de la Ley 4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo del art.  7o. de la Ley 

71 de 1988, los artículos 268, 269, 270, 271 y 272 del Código de Sustantivo del Trabajo y demás 

normas que los modifiquen o adicionen”. 

 

O sea que, al derogarse el parágrafo 7 de la Ley 71 de 1988, se derogó la norma que disponía 

un régimen de reconocimiento pensional para las personas que tengan diez (10) años o más 

de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o más de edad si es varón 

o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, y continuarían aplicándose las normas de los 

regímenes actuales vigentes.  

 

Además, este parágrafo de la Ley 71 de 1988 fue declarado inexequible por la Corte 

Constitucional Sentencia C-012 de 1994. 

 

La Ley 100 de 1993 en su artículo 279 contempló los regímenes exceptuados a dicho régimen 

quedando contemplado, entre otros el personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y señaló que estas excepciones no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual consagra 

el reajuste anual de las pensiones en el IPC: 

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 

presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni 

al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a 

partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones 

Públicas. 

                                                
3 Ley 71 de 1988 por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras  
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Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren 

del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

(…) 

PARÁGRAFO 4o. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta 

ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.” (Se resalta) 

 

Concerniente al reajuste de las pensiones el Régimen General de Pensiones previsto en el 

artículo 14 de la Ley 100 de 1993, precisó:  

 

“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las pensiones de vejez o 

de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes 

del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 

anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice 

de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 

obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 

serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 

salario por el Gobierno. 

 

Dicha normativa fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-387 de 

19944, en la que señaló:   

 

“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto ante situaciones iguales, a la luz de los 

cánones constitucionales, tiene una justificación clara y razonable, cual es la de dar especial 

protección a aquellos pensionados que por devengar una pensión mínima se encuentran, por 

razones económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás. En consecuencia, 

ha decidido el legislador que el valor de la pensión para esas personas se reajuste en 

un porcentaje igual al del salario mínimo legal mensual, con el fin de que dicho 

ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el beneficiario satisfacer sus 

necesidades básicas y llevar una vida digna.  

… 

“Las instituciones del salario mínimo y de la pensión mínima, se enmarcan dentro de aquellas 

políticas destinadas a lograr una justicia social, pues son medidas especiales de protección a 

quienes por su condición económica se encuentran en situación de debilidad manifiesta. Busca 

así el legislador menguar la desigualdad y de esta manera cumplir con el propósito señalado 

por el constituyente en el artículo 13 de la Carta, que ordena al Estado promover las condiciones 

requeridas para que la igualdad sea real y efectiva, mediante la adopción de medidas en favor 

de grupos discriminados o marginados, como también proteger especialmente a aquellas 

personas que por su condición económica o física se encuentran en situación de debilidad 

manifiesta.     

….      

Ahora bien: que el índice de precios al consumidor aumenta en proporción superior al 

porcentaje en que se incrementa el salario mínimo, es un argumento que esgrime el 

demandante, pero que no se ajusta a la realidad, pues como se demostrará en seguida, estos 

valores no han sido constantes, y no podían serlo, porque su comportamiento depende 

de una serie de circunstancias económicas y políticas que resultan variables, y en 

                                                
4 Corte Constitucional sentencia C- 387 de 1994; MP. Carlos Gaviria Díaz, 1 de septiembre de 1994; Exp. D-529.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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consecuencia, no es posible determinar con certeza el porcentaje en que cada uno de 

esos dos factores aumentará.  

 

“Veamos el comportamiento de la tasa de inflación y el porcentaje de incremento del salario 

mínimo, durante los últimos diez años:  

 

“Año  Inflación  Salario mínimo     

 

1983  16.64   22%   

1984  18.28   22% 

1985  22.45   20% 

1986  20.95   24% 

1987  24.02   22% 

1988  28.12   25% 

1989  26.12   27% 

1990  32.36   26% 

1991  26.82   26.07% 

1992  25.13   26.04% 

1993  22.6   21.09%" 

 

“Obsérvese que en los años 1983, 1984, 1986, 1989 y 1992 el salario mínimo se incrementó en 

cuantía superior al índice de inflación, y en los demás años, sucedió lo contrario, esto es, que la 

inflación fue mayor que el porcentaje en que subió el salario mínimo.  

 

Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues no es posible afirmar con certeza cuál 

de los dos sistemas podría resultar más benéfico para el pensionado, ya que ello 

dependerá del comportamiento que presente cada uno de esos factores a través del 

tiempo, de manera que habrá ocasiones en que el índice de precios al consumidor sea 

superior al porcentaje en que se incremente el salario mínimo, y en otras, éste sea 

inferior a aquél, o pueden existir casos en que los dos sean iguales.    

 

De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la Constitución al consagrar el derecho 

al reajuste periódico de las pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción en que éstas 

deben incrementarse, como tampoco la oportunidad o frecuencia en que debe llevarse a cabo, 

quedando en manos del legislador la regulación de estos aspectos, como en efecto lo hace la 

norma parcialmente impugnada”. 

 

En este sentido, el Máximo Tribunal Constitucional alude a la determinación de incrementar 

las pensiones en el salario mínimo solo para los pensionados que devengan la pensión 

mínima, en aras de salvaguardar los derechos constitucionales de los pensiones que se 

encuentran en debilidad manifiesta frente a los demás ciudadanos; a su vez, que la 

determinación del índice de precios al consumidor para los demás pensionados para 

establecer el incremento pensional, se ajusta a factores circunstancias económicas y políticas. 

 

De otro lado, la Ley 238 de 1995 dispuso la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

a los regímenes exceptuados previstos en dicha disposición; al respecto señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente 

parágrafo: 
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"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de 

los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

Si bien, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, dispuso las excepciones de su aplicación al 

personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

posteriormente la Ley 238 de 1995, integró a este sector en la aplicación del reajuste 

pensional contemplado en el Régimen General de Pensiones. 

 

Bajo el tema en cuestión referente al reajuste de las mesadas en aplicación de la Ley 100 de 

1993, la Sección Segunda el Honorable Consejo de Estado5, en providencia del 17 de agosto 

del 2017, en pronunciamiento dentro de la acción pública de nulidad en contra del artículo 

40 del Decreto 692 de 1994; expuso que el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993 derogó el dispuesto por la Ley 71 de 1988: 

 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de quienes se pensionaron con 

anterioridad al 1.º de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 del 

19 de diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se ajustaba el salario mínimo, 

afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de que el porcentaje en el cual se reajusta 

la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema definido por la Ley 100 de 1993 

podía regular válidamente la proporción del aumento de la prestación, derogando el enunciado 

normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y como lo admitió la Corte Constitucional 

en la sentencia C-110 de 1996, al señalar:  

 

« […] A partir del 1. ° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, 

todas las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el 

privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 1988, esto 

es, en el mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal 

mensual. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las pensiones 

reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su 

artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa 

que el referido reajuste se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, más la 

mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación en la cotización para salud, a favor de 

los pensionados con anterioridad al 1° de enero de 1994.[…] 

 

En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante cuando estima que al 

hacer extensivo el porcentaje de reajuste de la mesada pensional que se decreta para 

quienes se pensionan con posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que ya tenían 

la prestación reconocida para ese momento, la norma demandada hace una inclusión 

no prevista en la ley que reglamenta y desconoce los derechos adquiridos de estos 

últimos, pues se reitera, la protección de los derechos adquiridos en materia pensional 

no comprende la proporción del incremento de la mesada. 

 

Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el porcentaje de reajuste de la 

mesada pensional no es un derecho adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha considerado que el legislador está habilitado para modificar 

las normas que consagran la proporción en que se realizarán los aumentos de las 

                                                
5 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección A- Consejero Ponente: 

William Hernández Gómez - 17 de agosto de 2017 –Rad. 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14).  
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mesadas pensionales. 

 

De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

sí es aplicable a quienes les fue reconocida la pensión antes del 1.º de abril de 1994 y 

no el definido por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, toda vez que esta última quedó 

derogada por aquella” 

 

En consideración al postulado jurisprudencial precitado se extrae que, si bien quienes se 

pensionaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuentan con 

un régimen anterior al del Sistema de Seguridad Social Integral, esto no quiere decir que, en 

cuanto al incremento de la mesada pensional deba realizarse conforme lo contempla la Ley 

71 de 1988, ajustado al salario mínimo, toda vez que con la entrada en vigencia del régimen 

general de pensiones, dicha norma quedó derogada por ésta última, que dispuso que los 

ajustes de las mesadas pensionales fueran incrementadas conforme a la variación del índice 

de precios al consumidor. 

 

Referente a los motivos que alega el libelista, de aplicar artículo 1 de la Ley 71 de 1988, en 

armonía con el principio de favorabilidad, al ajuste de la mesada pensional, es pertinente 

traer a colación los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos por la Corte 

Constitucional en sentencia C-435 de 2017, bajo la acción pública de constitucionalidad se 

demanda la nulidad parcial del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; concerniente al reajuste de 

pensiones, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, así: 

 

“Así, para decirlo de otra forma, pero con sus propias palabras, el actor entiende que 

el principio de favorabilidad también resulta aplicable a los pensionados “porque son 

trabajadores en receso […] y, porque también, uno de los principios fundamentales 

del trabajo es la garantía de la seguridad social” y es precisamente a partir de esa 

consideración que concluye que “[e]n caso de duda en la medición del poder 

adquisitivo constante de las pensiones, porque no hay ley que establezca como se 

mide […] debe aplicarse el método más favorable al pensionado”. Lo anterior, hasta 

el punto de que en su demanda no sólo solicita declarar inexequible el apartado 

demandado, según el cual  las pensiones “se reajustarán anualmente de oficio, el 

primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al 

Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior”, sino que 

incluso le pide a la Corte señalar que lo más favorable para el pensionado 

es “la medición del poder adquisitivo constante de las pensiones por el método de 

medición de la equivalencia de las pensiones en relación con el Salario Mínimo Legal 

Vigente”, como si este fuese expresamente el mandato constitucional.      

(…) 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son 

“satisfacer no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden 

material, social, cultural, educativo” 

(…) 
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Siendo así, se tiene que en la norma demandada el legislador específicamente dispuso 

que el criterio o parámetro de actualización fuera el IPC en tanto que, como 

claramente explicó el DANE en su intervención, éste precisamente “es una estadística 

que mide la variación porcentual de los precios de un conjunto representativo de los 

bienes y servicios de consumo de los hogares del país”. Pero, simultáneamente, el 

legislador distinguió entre las pensiones superiores e inferiores al salario mínimo legal mensual 

vigente (SMLMV), estableciendo que únicamente éstas últimas se incrementaran en el mismo 

porcentaje que ese salario, “con el fin de que dicho ingreso conserve su poder adquisitivo y así 

pueda el beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una vida digna”. 

 

Lo anterior pues, como también se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, sin 

perjuicio de que toda pensión “tiene como objetivo primordial proteger a las personas de 

la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para 

su propia subsistencia y la de su familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del 

salario mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, como también se la 

ha denominado, “se encuentran, por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta 

frente a los demás”. De tal forma que ellas también requieren de un incremento periódico 

mínimo que, precisamente, garantice también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer 

no sólo sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden material, social, 

cultural, educativo”. 

 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador 

a decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor 

pensiones, de tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de 

favorabilidad en materia laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso 

los índices o referencias de actualización a los que acudió el legislador para 

actualizar las pensiones de forma diferenciada según su valor (IPC y SMLMV) tienen 

un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, al mismo tiempo que se 

relacionan entre ellos de una forma particular. 

(…) 

Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso al legislador el deber general de 

actualizar el monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la pérdida 

del poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de actualización, 

motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de configuración para fijar 

las fórmulas específicas a través de las cuales se materializa este deber genérico, sin 

que se encuentre obligado a acoger un esquema económico que, a juicio del accionante, 

resulte más favorable a los intereses de los pensionados entre todos los posibles.”  

 

3.4. Conclusión 

 

Conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales citados se tiene que, la Constitución 

Política facultó al Legislador para que bajo su autonomía fijara las fórmulas específicas el 

reajuste periódico de las pensiones. Con la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en 

vigor, se entendió derogada la Ley 71 de 1989 y las pensiones reconocidas antes y después 

de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista por su artículo 14 y teniendo en 

cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 Ibidem, lo que significa que el referido reajuste 

se produce anualmente según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 

certificado por el Dane para el año inmediatamente anterior. 

 

En ese orden de ideas, no le asiste razón a la accionante al indicar que el reajuste de las 

mesadas pensionales se debe realizar conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1989, esto es, 
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conforme al salario mínimo, y no conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993.  

 

4. Segundo problema jurídico ¿Le asiste derecho a la parte actora a que se aplique el 

descuento para aportes al sistema de salud en cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 

12% y a que se reintegre el monto los porcentajes descontados en exceso? 

 

Tesis del Tribunal: A la parte demandante no le asiste derecho a que se aplique el descuento 

para aportes al sistema de salud en cuantía del 5%; cesar el descuento actual del 12% y a que 

se reintegre el monto los porcentajes descontados en exceso, toda vez que, aun cuando la 

Ley 91 de 1989 originalmente previó un porcentaje del 5% como monto de la cotización, este 

asciende en la actualidad al 12%, en virtud de la modificación introducida por la Ley 812 de 

2003, que remite a los mandatos de orden pensional general.  

 

Además, los descuentos sobre mesadas adicionales se hallan previstos en la Ley 91/89, según 

la cual el FNPSM se halla constituido, entre otros recursos, por ‘El 5% de cada mesada 

pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los pensionados’, 

disposición que goza de plena vigencia en la medida que no ha sido objeto de derogatoria.  

 

4.1. Descuentos con destino al sistema de salud  

 

El principio de solidaridad constituye uno de los pilares del Sistema General de Seguridad 

Social tanto en salud como en pensiones, y de él se derivan algunas obligaciones de los 

afiliados, como lo es contribuir a su financiación a través de aportes (art. 48 C.P.).  En el 

mismo sentido se encuentra concebido el servicio de salud en el canon 49 constitucional, 

soportado en la solidaridad como elemento medular de su prestación.  

 

En relación con los pensionados, la Ley 100 de 1993 los cataloga como afiliados con 

capacidad de pago, por lo que se encuentran en el régimen contributivo del sistema de salud 

(art. 175, lit. A, núm. 1), incluso, el canon 143 de ese esquema disposicional establece que 

quienes hayan obtenido el reconocimiento pensional antes de la entrada en vigor de la 

norma, tendrían derecho al reajuste mensual según la tasa de cotización en salud, además, 

instituye que la obligación de cotizar en salud se halla en cabeza de los pensionados en su 

totalidad.  

 

Al pronunciarse sobre la obligación de los pensionados de cotizar con destino al sistema de 

salud, la Corte Constitucional6 expresó:  

 

“(…) Entonces, incluso los regímenes de excepción tienen el deber de cotizar al Sistema General 

de Seguridad Social, para la prestación de los servicios médico asistenciales, situación que no 

varió con la expedición de la Ley 100 de 1993. Esto encuentra respaldo en el principio de 

solidaridad que caracteriza este sistema. Así en la sentencia C-1000 de 2007, la Corte reiteró la 

posición de la obligación de cotizar al Sistema, señalada en la C-548 de 1998 y sobre los aportes 

que deben efectuar los pensionados señaló: 

 

“(…)  frente  al deber que tienen los pensionados de cotizar en materia de salud, la Corte ha 

estimado que (i) es un desarrollo natural de los preceptos constitucionales que la ley ordene 

brindar asistencia médica a los pensionados y que prevea que éstos paguen una cotización para 

tal efecto, ya que la seguridad social no es gratuita sino que se financia, en parte, con los mismos 

aportes de los beneficiarios, de conformidad con los principios de eficiencia, solidaridad y 

                                                
6 Sentencia T-835 de 2014.  
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universalidad; y (ii) no viola la constitución que el legislador establezca que los pensionados 

deben cotizar en mataría de salud.” 

 

En conclusión, todo pensionado debe contribuir a la sostenibilidad y eficiencia del sistema 

General de Salud, no sólo para recibir los distintos beneficios, sino para financiar el sistema en 

su conjunto, colaborando con sus aportes a la prestación de la asistencia médica de todas las 

personas que pertenecen al régimen subsidiado, en desarrollo del principio de solidaridad 

consagrado en la Constitución…”. (Resalta el Tribunal).  

 

En cuanto al monto sobre el cual se deben realizar los aportes en salud, las normas anteriores 

a la Ley 100 de 1993 contenían porcentajes que regularmente equivalían al 5%, como ocurría 

en el caso de la Ley 4ª de 1966 para el caso de los pensionados de la extinta Caja Nacional 

de Previsión Social – Cajanal.   En el mismo sentido, el Decreto 3135 de 1968 dispuso: “A los 

pensionados por invalidez, jubilación y retiro por vejez se les prestará por la entidad que les pague la 

pensión, asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria. Para este efecto el pensionado 

cotizará mensualmente un cinco por ciento (5%) de su pensión". 

 

En el caso de los educadores, la Ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio - FNPSM, que tiene como uno de sus objetivos garantizar la 

prestación de los servicios médico-asistenciales de los profesores, y en el artículo 8 de la 

citada ley se establece que esta cuenta se haya constituida, entre otros, por ‘El 5% de cada 

mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los 

pensionados’. 

 

Sin embargo, el porcentaje fue modificado con posterioridad con la expedición de la Ley 812 

de 2003, que introdujo modificaciones sustanciales al régimen pensional docente. En el 

artículo 81 esta norma prescribe:  

 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El 

régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 

encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio 

en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley serán afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensionales 

del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con 

los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años 

para hombres y mujeres. 

Los servicios de salud para los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio serán prestados de conformidad con la Ley 91 de 1989, las prestaciones 

correspondientes a riesgos profesionales serán las que hoy tiene establecido el Fondo para tales 

efectos. 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para 

salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 

misma distribución que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del 

monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y pensiones” (Subraya el 

Tribunal). 

  

En atención a la remisión normativa de que trata el canon citado, la Ley 100 de 1993 consagra 

el monto de las cotizaciones con destino al sistema de salud a cargo de los afiliados en el 

artículo 204, por cuyo ministerio: “(…) La cotización obligatoria que se aplica a los afiliados al 
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sistema general de seguridad social en salud según las normas del presente régimen, será máximo del 

12% del salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. Dos terceras partes 

de la cotización estarán a cargo del empleador y una tercera parte a cargo del trabajador. Un punto 

de la cotización será trasladado al fondo de solidaridad y garantía para contribuir a la financiación de 

los beneficiarios del régimen subsidiado” (Se resalta). 

 

Debe anotarse que esta preceptiva fue objeto de dos modificaciones relacionadas con el valor 

o monto de las cotizaciones al sistema de salud, de la siguiente manera:  

 

(i) Mediante la Ley 1122 de 2007, artículo 10, la cotización al régimen contributivo en salud 

a partir del 1º de enero de 2007 pasó a ser ‘del 12,5% del ingreso o salario base de cotización, el 

cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización a cargo del empleador será del 8.5% y a 

cargo del empleado del 4%. Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán trasladados a la subcuenta 

de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen 

subsidiado’. 

 

(ii) Luego, la Ley 1250 de 2008 adicionó el canon 204 de la Ley 100/93 al prescribir que ‘La 

cotización mensual al régimen contributivo de salud de los pensionados será del 12% del ingreso de 

la respectiva mesada pensional’.  

 

De igual manera, el deber de cotizar al sistema de salud en cabeza de los pensionados del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -FNPSM, así como el monto de los 

aportes, fue objeto de pronunciamiento por el Consejo de Estado7, que en reciente 

oportunidad puntualizó:  

 

“Del análisis de la normatividad referida [artículos 2 de la Ley 4 de 1966 y 8.5 de la Ley 91 

de 1989 que tratan del descuento del 5% para el Fondo incluidas las mesadas 

adicionales], se evidencia que el legislador, sentó para todos los afiliados a la Caja Nacional 

forzosos y voluntarios e incluidos los pensionados la obligación de cotizar para salud, deber que 

también opera para los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales. Actualmente, con el sistema 

de seguridad social integral previsto en la Ley 100 de 1993, del cual hace parte el subsistema 

de seguridad social en salud, una de las obligaciones de los afiliados es justamente efectuar las 

cotizaciones. (Artículo 161 Ley 100 de 1993). Lo propio hizo el artículo 8º de la Ley 91 de 1989, 

respecto del personal afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que 

incluye también a los pensionados. (Pensión ordinaria)            

(…) 

6.2. Afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

Ley 91 de 1989 

artículo 8-5  

5%  

Ley 812 de 2003, 

Articulo 8, 

artículo 81 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

corresponderá a la suma de aportes que para salud y pensiones 

establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la 

misma distribución que exista para empleadores y trabajadores. La 

distribución del monto de estos recursos la hará el Consejo Directivo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 

correspondiente a las cuentas de salud y pensiones.  

                                                
7 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección B- Consejero ponente: 

César Palomino Cortés-, 10 de mayo de 2018 -Radicación: 68001-23-31-000-2010-00624-01(0340-14) 
8 Corte Constitucional. Sentencia C-529 de 23 de junio de 2010. 
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Así las cosas, la cotización para salud del sistema general de los docentes afiliados al Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, es el mismo porcentaje del régimen general (…)”. (Se 

subraya)  

 

A voces de las normas parcialmente reproducidas, el ordenamiento constitucional atribuye 

a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social – entre ellos los pensionados- el deber de 

materializar el principio de solidaridad a través de los aportes destinados a generar su 

viabilidad financiera. Así mismo, aun cuando la Ley 91 de 1989 originalmente previó un 

porcentaje del 5% como monto de la cotización, este asciende en la actualidad al 12%, en 

virtud de la modificación introducida por la Ley 812 de 2003, que remite a los mandatos de 

orden pensional general.  

 

Finalmente, en lo que atañe a los descuentos sobre mesadas adicionales, estos se hallan 

previstos en la Ley 91/89, según la cual el FNPSM se halla constituido, entre otros recursos, 

por ‘El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, como 

aporte de los pensionados’, disposición que goza de plena vigencia en la medida que no ha 

sido objeto de derogatoria, bien sea tácita o expresa.  

 

En este sentido, aun cuando la Ley 100 de 1993 no contempla la realización de descuentos 

sobre las mesadas adicionales, la Ley 91 de 1989 –régimen especial para los docentes afiliados al 

FNPSM- sí contiene dicha obligación,  por lo que la extensión del régimen de cotizaciones 

de la Ley 100/93 a los profesores ha de entenderse exclusivamente ceñida al aumento del 

monto de la cotización (del 5% al 12%), y no conlleva la derogatoria del canon 8 de la Ley 

91/89, en cuanto prescribe que tales mesadas serán objeto de aportes con destino al sistema 

de salud.  

 

Finalmente, el Tribunal trae a colación los planteamientos esbozados por el Consejo de 

Estado9 al abordar las pretensiones de devolución de aportes realizados sobre las mesadas 

adicionales de un pensionado afiliado al FNPSM:  

 

“(…) A partir de lo anterior, esta Sala advierte, en síntesis, que el tribunal, señaló que aunque 

la Ley 812 de 2003 gobierna el monto de las cotizaciones a salud de los pensionados afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, es necesario remitirse a la Ley 91 de 

1989, en lo que toca con la posibilidad de efectuar dichos descuentos sobre las mesadas 

adicionales.  

 

En ese sentido, consideró viable el descuento por salud sobre la mesada catorce percibida por la 

accionante, por cuanto, aunque las Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984, prohibían descuento alguno 

sobre las mesadas adicionales, en su criterio, estas normas fueron derogadas tácitamente por la 

Ley 91 de 1989, por haber sido expedida de forma posterior, la cual, contempló dichos 

descuentos sobre las mesadas adicionales, inclusive.  

 

En esta perspectiva, advierte la Sala que el análisis normativo efectuado por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca es razonable, toda vez que se sustentó en la vigencia de las 

normas relevantes al asunto puesto en consideración, por lo que no es posible colegir que la 

providencia judicial cuestionada constituya un error sustantivo.” (Se subraya).  

 

Por modo, aun cuando los descuentos sobre las mesadas adicionales no se encuentren 

previstos de manera explícita en la Ley 812 de 2003, la Sala es del criterio que dicha 

                                                
9 Sentencia de 14 de septiembre de 2017.  



17-001-33-39-004-2019-00008-02 Nulidad y restablecimiento del derecho  

17 

 

obligación no ha cesado, pues en atención al principio de solidaridad que informa todo el 

Sistema de Seguridad Social, los descuentos por este concepto se avienen al ordenamiento 

jurídico.  

 

4.2. Análisis del caso concreto  

 

Mediante Resolución 720 de 29 de septiembre de 2006 se reconoció la pensión de jubilación, 

por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor del demandante, 

efectiva a partir del 23 de octubre de 2004. La demandante solicitó la aplicación de descuentos 

sólo del 5% y la devolución de los aportes pagados en exceso. A través de la Resolución 9341-

6 de 28 de noviembre de 2017 emitida por la Secretaria de Educación del departamento de 

Caldas en representación del FNPSM denegó lo solicitado.  

 

De acuerdo con lo expuesto, el acto administrativo demandado se ajusta a la legalidad, en 

tanto dispone realizar los descuentos previstos expresamente en la Ley 91 de 1989 sobre las 

mesadas pensionales, incluidas las adicionales, de los docentes afiliados al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, obligación que les asiste a los educadores por 

disposición de la norma en mención, y que no ha de entenderse suprimida, cesada o 

derogada por el hecho de que la Ley 812 de 2003 no haya reproducido de manera expresa 

dicho contenido.   

 

4.3.  Conclusión 

 

De conformidad con la normativa y la jurisprudencia citada y con fundamento en los hechos 

debidamente acreditados, estima esta Sala de Decisión que a la parte demandante no le 

asiste derecho a que se aplique el descuento para aportes al sistema de salud en cuantía del 

5%; cesar el descuento actual del 12% y a que se reintegre el monto los porcentajes 

descontados en exceso y en tal sentido, se confirmará la sentencia dictada en primera 

instancia. 

 

Por lo anterior, se confirmará la sentencia de primera instancia. 

 

5. Costas en esta instancia 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA, en concordancia con los 

numerales 3 y 8 del artículo 365 del Código General del Proceso – CGP, este Tribunal se 

abstendrá de condenar en costas por estimar que no se causaron en el curso de esta instancia.  

 

La presente sentencia se profiere fuera del turno ordinario de procesos a despacho para 

sentencia por permitirlo el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

 

Por lo discurrido, la Sala Tercera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, 

administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia del 29 de noviembre de 2019 emanada del Juzgado 

Cuarto Administrativo de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por María 

Fabiola Valencia Gallego dentro del contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho 

promovido contra la Nación-Ministerio De Educación-FNPSM y el departamento de Caldas. 

 

SEGUNDO: ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia. 
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TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

    

Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021).    A.I. 079 

 

 

Radicado:             17-001-23-33-000-2019-00044-00 

Naturaleza:  Controversias Contractuales  

Demandante:      Nación-Ministerio del Interior   

Demandado:           Municipio de la Dorada (Caldas) 

 

Se decide sobre la aprobación del acuerdo conciliatorio al que llegaron las partes, de 

conformidad a lo establecido en el artículo 125 del CPACA1. 

 

I. Antecedentes 

 

1. La demanda 

 

La demandante solicitó en síntesis, se declare el incumplimiento y/o cumplimiento 

defectuoso de las obligaciones contenidas en las cláusulas segunda y cuarta del convenio 

interadministrativo M-1008 de 2016, celebrado entre el Ministerio del Interior y el municipio 

de La Dorada. Como consecuencia de lo anterior, se condene al demandado a pagar la suma 

de $885.000.000 y la cláusula penal por valor de $85.000.000; que se ordene la liquidación 

del convenio y se condene en costas al ente demandado.  

 

Como fundamento de sus pretensiones expuso que, el 2 de junio de 2016 fue suscrito el 

convenio interadministrativo No. M-1008 de 2016, y el valor del mismo ascendía a  

$885.000.000. Que una vez ejecutado el convenio, teniendo en cuenta las prórrogas y 

suspensiones, según informe final de supervisión MEM18-19990-SIN-4020 (Certificación 

Final de Supervisión), el municipio incumplió el acuerdo, debido a que no había realizado 

las gestiones para liquidarlo, además que el municipio no había legalizado la suma de 

$734.466.348. 

 

2. Contestación de la demandada y llamada en garantía. 

 

El municipio de la Dorada se opuso a la prosperidad de las pretensiones, señaló que 

cumplió a cabalidad con todas sus obligaciones contractuales, sostuvo que el Ministerio por 

ser la entidad contratante, tenía la obligación de iniciar los trámites de liquidación y no 

realizó las gestiones tendientes a finalizar de mutuo acuerdo el convenio. Que además, el 

municipio realizó los ajustes requeridos por el Ministerio en el oficio No. OFI19-14676-SIN-

4020 del 19 de abril de 2019, a través del cual señalaba los incumplimientos frente a la 

legalización de los $734.466.348.  

 

                                                        
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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Seguros de Estado (llamado en garantía por la demandada), se opuso a la prosperidad de 

las pretensiones, toda vez que, el municipio de La Dorada cumplió con la obligación de 

generar las acciones pertinentes para la liquidación del contrato, debido a que el 4 de julio 

2020 remitió el acta de liquidación del convenio, no obstante no obtuvo respuesta del 

Ministerio del Interior.  

 

3. La audiencia de conciliación 

 

En audiencia inicial celebrada el 2 de marzo de 2021, fue puesto en conocimiento del 

Tribunal, por parte del municipio de La Dorada el acta de liquidación del convenio M-1008 

de 2016, suscrita por las partes el 4 de junio de 2020, en el que además el supervisor dejó 

constancia que municipio de La Dorada ejecutó en su totalidad las obligaciones a su cargo 

y que las mismas fueron recibidas a satisfacción por el Ministerio, arrojando un balance 

financiero de cero pesos. Por lo tanto solicitó la terminación del proceso. 

 

Por su parte, la apoderada de la entidad demandante solicitó la suspensión del proceso para 

realizar los trámites pertinentes para cargar el acta de liquidación en el SECOP2 y poder 

allegar el certificado de Comité de Conciliación para la terminación de mutuo acuerdo del  

proceso.   

 

Ni la llamada en garantía ni el Ministerio Público se opusieron a lo señalado por las partes. 

 

Por lo anterior, el Magistrado Sustanciador otorgó un plazo para que se presentara el acta 

del Comité de Conciliación y Defensa Jurídica del Ministerio del Interior, con el fin de 

analizar la solicitud de las partes. 

 

El 20 de abril del año en curso, el Ministerio del Interior allegó el acta del Comité de Defensa 

Judicial y Conciliación del Ministerio del Interior en sesión virtual del 26 de marzo de 2021, 

en el que se indicó:   

 

“(…) De conformidad con el Acta de Liquidación suscrita entre las partes, el caso fue sometido 

al Comité de Defensa Judicial y Conciliación del Ministerio del Interior y en sesión virtual el 

día 26 de marzo de 2021, previo estudio de la ficha de conciliación No. 48614, dicho Comité 

decidió lo siguiente: 

 

“Que en el medio de control Controversia Contractual con Rad: 17001233300020190004400 

- Convenio M- 1008/16 de la Nación-Ministerio del Interior contra el Municipio de La Dorada 

- Caldas, cursante en el Tribunal Administrativo de Caldas el Municipio dio cumplimiento a 

todas las obligaciones establecidas en el acuerdo de voluntades y que el saldo por reintegrar es 

cero pesos ($0,00), de conformidad con el acta de liquidación aportado; por lo cual este comité 

decidió proponer formula conciliatorio total sobre las pretensiones de la demanda, con el fin que 

su Despacho se pronuncie al respecto, en especial a lo atinente a la liquidación judicial del 

mismo. 

 

Primero. Aprobar conciliación total de las pretensiones de la demanda entre las partes del 

proceso, por las razones que anteceden. 

 

Segundo. Liquidar en cero ($0,00) pesos en el Convenio M-1008 de 2016, suscrito entre las 

partes en litigio, teniendo en cuenta que el Municipio cumplió con sus obligaciones 

documentales y financieras. 

 

                                                        
2 Sistema Electrónico Para la Contratación Pública 
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Tercero: Se decrete la terminación del proceso. 

 

Cuarto: Este escrito va coadyuvado por la apoderada de la parte demandada, esto con el objeto 

que no haya condenación de costas dentro del proceso, ni en agencias en derecho a las partes, 

de conformidad a lo señalado en el artículo 365 numeral 8 del C.G.P., toda vez que las mismas 

no se causaron.”  

 

II. Consideraciones 

 

1. La conciliación  

 

Es un mecanismo de resolución de conflictos, mediante el cual las partes que integran un 

conflicto procesal solucionan sus diferencias, con la intervención de un tercero calificado y 

neutral, el cual llevará y dirigirá la celebración de la audiencia de conciliación. 

 

Ahora bien, son conciliables todos los asuntos susceptibles de transacción, desistimiento y 

todos aquellos que de manera expresa determine la ley de conformidad con los artículos 64 

y 65 de la Ley 446 de 1998.  

 

Así mismo, se advierte que la conciliación tiene cabida, entre otros asuntos, en los de 

naturaleza cognoscitiva, cuyo objeto radica en terminar el proceso, total o parcialmente, 

antes de que se profiera sentencia, tal como lo dispuso el legislador en el artículo 59 de la 

Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 70 de la Ley 446 de 1998. Así:  

 

“ARTÍCULO 59.- Modificado ley 446 de 1998, artículo 70. Asuntos Susceptibles de 

Conciliación. Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las 

personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de 

apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda 

conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas en 

los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo”.  

 

La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado sostiene que la “decisión frente 

a la aprobación de la conciliación está íntimamente relacionada con la terminación del proceso; si se 

trata de una conciliación judicial y ésta es aprobada, el auto que así lo decide pondrá fin al proceso; si 

en el auto no se aprueba la conciliación esa providencia decide sobre la no terminación del proceso, 

dado que la no aprobación impide la finalización del mismo”3.  

 

Finalmente, la Sección Tercera considera que “el sólo acuerdo de voluntades de las partes o el 

reconocimiento libre y espontáneo que alguna de ellas manifieste en torno de las razones de hecho y 

de derecho que contra ella se presenten, si bien es necesario no resulta suficiente para que la 

conciliación sea aprobada en materia Contencioso Administrativa, puesto que el legislador exige que, 

al estar de por medio los intereses y el patrimonio público, el acuerdo conciliatorio debe estar soportado 

de tal forma que en el momento en el cual se aborde su estudio, al juez no le quepan dudas acerca de 

la procedencia, la legalidad y el beneficio –respecto del patrimonio público– del mencionado acuerdo 

conciliatorio. Así las cosas, cualquier afirmación –por más estructurada y detallada que esta sea– por 

medio de la cual se reconozca un derecho como parte del objeto del acuerdo conciliatorio y que genere 

la afectación del patrimonio público, debe estar debidamente acreditada mediante el material 

probatorio idóneo que produzca en el juez la convicción de que hay lugar a tal reconocimiento”4. 

 

2. Caso concreto 

 

                                                        
3 Sección Tercera, auto de 24 de agosto de 1995, expediente 10971.   
4 Sección Tercera, auto de 3 de marzo de 2010, expediente 37644.   
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De conformidad con lo consagrado en el artículo 65 literal a) de la Ley 23 de 1991, 

modificado por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, cuyo parágrafo fue derogado por el 

artículo 49 de la Ley 640 de 2001, para la aprobación del acuerdo conciliatorio se requiere la 

concurrencia de una serie de presupuestos5 a saber: (1) que las partes que concilian estén 

debidamente representadas, y que los representantes o conciliadores tengan capacidad o 

facultad para conciliar; (2) legitimación en la causa de la demandante; (3) que verse sobre 

derechos económicos disponibles por las partes; (4) que lo reconocido patrimonialmente 

esté debidamente respaldado en la actuación; (5) que no resulte abiertamente lesivo para las 

partes; y (6) que no haya operado la caducidad.  

 

Al respecto se lee: “Artículo 65A. (…)  La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio 

cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo 

para el patrimonio público. “ 

 

De acuerdo con estos presupuestos, la Sala examina la concurrencia de los mismos en el caso 

en concreto. 

 

2.1. Que las partes que concilian estén debidamente representadas y que los 

representantes o conciliadores tengan capacidad o facultad para conciliar. 

 

Para determinar que en el sub judice las partes se encontraban debidamente representadas, 

se hace necesario referirse al artículo 74 del Código General del Proceso - CGP, que regula 

lo atinente a los poderes otorgados para la representación de los sujetos procesales. Por otra 

parte, el artículo 159 del CPACA consagra específicamente la manera cómo deben estar 

representadas las entidades públicas y las privadas que cumplen funciones públicas, en 

procesos adelantados en la jurisdicción de lo contencioso administrativo; el citado artículo 

establece que:  

 

“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás sujetos 

de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar 

como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso administrativos, 

por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos judiciales, por el 

Ministro, Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional 

del Estado Civil, Procurador General de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal 

General de la Nación o por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o 

produjo el hecho. 

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la Rama Legislativa; 

y el Director Ejecutivo de Administración Judicial la representa en cuanto se relacione con la 

Rama Judicial, salvo si se trata de procesos en los que deba ser parte la Fiscalía General de la 

Nación. 

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las entidades 

públicas la tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales en lo de su 

competencia, o el funcionario que expidió el acto. 

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor jerarquía de 

las dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del artículo 2o de la Ley 80 de 1993, 

o la ley que la modifique o sustituya. Cuando el contrato o acto haya sido suscrito directamente 

por el Presidente de la República en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá 

por el Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

Las entidades y órganos que conforman el sector central de las administraciones del nivel 

territorial están representadas por el respectivo gobernador o alcalde distrital o municipal. En 

                                                        
5 Sección Tercera, autos de 3 de marzo de 2010, expediente 37644; de 3 de marzo de 2010, expediente 37364; de 3 

de marzo de 2010, expediente 30191.   
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los procesos originados en la actividad de los órganos de control del nivel territorial, la 

representación judicial corresponderá al respectivo personero o contralor”  

 

Así las cosas, el Despacho encuentra demostrado que la parte actora está debidamente 

representada por la abogada Liudmila Pastor Petrova, quien actúa como apoderada del 

Ministerio del Interior, facultada por el Comité de Conciliación para conciliar bajo la 

fórmula de arreglo planteada ante el Tribunal.6  

 

Asimismo, en lo que respecta a la entidad demandada, se encuentra que el municipio de La 

Dorada (Caldas), está debidamente representada por la abogada Paula Constanza Gómez 

Martínez, quien a su vez tiene plenos poderes para conciliar7.  

 

Visto lo anterior, se considera que para la aprobación del acuerdo conciliatorio al que 

llegaron las partes en el presente asunto, se encuentra cumplido el presupuesto referente a 

la representación de los sujetos procesales y las facultades para conciliar. 

 

2.2. Legitimación en la causa de los demandantes 

 

La jurisprudencia constitucional se ha referido a la legitimación en la causa, como la “calidad 

subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso”8, 

de forma tal que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el 

juez adoptar una decisión favorable a las pretensiones demandadas.  

 

Por su parte, el Consejo de Estado9 ha sostenido que la legitimación en la causa consiste en 

la identidad de las personas que figuran como sujetos (por activa o por pasiva) de la 

pretensión procesal, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para postular 

determinadas pretensiones.  

 

Así las cosas, la legitimación en la causa del Ministerio del Interior y el municipio de La 

Dorada se encuentra debidamente acreditada, conforme al Convenio Interadministrativo de 

Cofinanciación No. M-1008 de 2016, suscrito entre ambas entidades10.  Por lo tanto, se 

cumple con el segundo de los requisitos establecidos para la aprobación de la conciliación. 

 

2.3. Que verse sobre derechos económicos disponibles  

 

Con fundamento en el artículo 13 de la Ley 1285 de 200911, y el artículo 2° del Decreto 1716 

de 200912, los distintos órganos del Estado, podrán conciliar, total o parcialmente, por 

conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico 

de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las 

                                                        
6 Archivo “03Poder” y “06AnexosPoder” 
7 Fls. 88 a 92 del archivo “01Parte1C1” 
8 Corte Constitucional. Sentencia C- 965 de 2003   
9 Sentencia del 23 de octubre de 1990. Expediente No. 6054   
10 Archivo “Folio_10_DemandaAnexos” 
11 Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia. (enero 22) 

Artículo 13. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el siguiente:  “Artículo 42A. Conciliación judicial 

y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial. 
12 Por el cual se reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y del Capítulo 

V de la Ley 640 de 2001. (mayo 14) Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 

desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter 

particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de 

las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan. 
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acciones previstas en los artículos 138,140 y 141 del CPACA o en las normas que los 

sustituyan.  

 

El artículo 68 del Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública, señala: 

 

ARTICULO 68. DE LA UTILIZACIÓN DE MECANISMOS DE SOLUCIÓN 

DIRECTA DE LAS CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Las entidades a que se 

refiere el artículo 2° del presente estatuto y los contratistas buscarán solucionar en forma ágil, 

rápida y directa las diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual.  

   

Para tal efecto, al surgir las diferencias acudirán al empleo de los mecanismos de solución de 

controversias contractuales previstos en esta ley y a la conciliación, amigable composición y 

transacción.  

   

PARÁGRAFO. Los actos administrativos contractuales podrán ser revocados en cualquier 

tiempo, siempre que sobre ellos no haya recaído sentencia ejecutoriada.  

 

En concordancia con esa disposición legal, debe analizarse también el artículo 60 del mismo 

estatuto, según el cual “en el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones, 

transacciones a que llegaron las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse 

a paz y salvo”. 

 

Ahora bien, el contrato o convenio interadministrativo fue creado en la Ley 80 de 1993 y 

aunque esta Ley no los definió ni los desarrolló, el Decreto 1082 de 201513, califica a los 

contratos o convenios interadministrativos como aquella contratación entre entidades 

estatales (Artículo 2.2.1.2.1.4.4). 

 

En ese contexto normativo, resulta razonable concluir que la conciliación constituye un 

medio idóneo para dirimir conflictos entre entidades públicas y adoptar la liquidación de 

un convenio interadministrativo, en los eventos en los que existen diferencias que impidan 

que dicho acto contractual se lleve a cabo de manera directa únicamente entre las partes o 

en los que la entidad contratante incumpla con su deber de liquidar, por cuanto la 

normatividad que gobierna la contratación estatal así lo prevé y, además, porque dicha 

alternativa de solución de conflictos no es incompatible con la liquidación bilateral del 

contrato o por mutuo acuerdo. 

 

Sobre el particular el Consejo de Estado14 sostuvo que: 

 

“(...) En curso un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que vincula a la Nación -

Ministerio de Desarrollo Económico- y al distrito turístico, cultural e histórico de Santa Marta, 

en relación con los actos administrativos de extinción de dominio del inmueble conocido como 

Pozos Colorados, es viable que las partes diriman en forma definitiva y mediante acuerdo sus 

diferencias, porque se trata de dos entidades de derecho público, cuyo patrimonio tiene esta 

misma naturaleza.  

 

La conciliación en este caso concreto es posible por cuanto la parte demandante puede desistir 

de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pues ambas están en capacidad de 

conciliar las consecuencias económicas que pudieran derivarse de un fallo judicial; 

además el legislador autoriza dirimir conflictos de carácter particular y contenido económico si 

                                                        
13 “Por medio del cual se expide el Decreto único reglamentario del sector administrativo 

de planeación nacional” 
14 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 17 de marzo de 2000, C.P.: Luis Camilo 

Osorio Isaza, Rad. 1246. 
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el asunto específico tiene lugar entre entidades públicas cuyos efectos patrimoniales se 

entiende que dejan la titularidad del bien objeto de la controversia, en alguna de ellas. Lo 

anterior, en el entendido de que la Sección Tercera del Consejo de Estado, según su criterio, 

considere que se ha configurado alguna de las causales previstas en el Código Contencioso 

Administrativo, para atender las peticiones de las entidades en conflicto y resuelva dar curso a 

la conciliación (...) 

 

Respecto al contenido económico de los actos contractuales y por ende la susceptibilidad de 

ser conciliables, el Consejo de Estado15 ha señalado: 

  

“En efecto, como ya en otras oportunidades lo ha dicho la Sección, la naturaleza jurídica de la 

liquidación bilateral o por mutuo acuerdo constituye un negocio jurídico en el que las partes 

hacen ejercicio de su autonomía para definir las prestaciones mutuas existentes entre sí, de 

igual manera, la conciliación es un mecanismo que les permite ejercer su propia autonomía 

para llegar a los acuerdos que se pretenden lograr a través suyo, de mutuo acuerdo y en forma 

directa, pero con la intervención de un tercero facilitador neutral y calificado, que en el caso de 

las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo sólo puede ser, 

por expresa disposición del artículo 23 de la Ley 640 de 2001, un Agente del Ministerio Público 

asignado a esta jurisdicción. Adicionalmente a lo anterior, resulta necesario destacar que las 

materias que son objeto de la liquidación del contrato estatal son susceptibles de ser conciliadas. 

 

Para llegar a tal conclusión es necesario realizar un análisis de lo dispuesto en el artículo 70 de 

la Ley 446 de 1998, de conformidad con el cual, en materia contencioso administrativa sólo son 

conciliables los conflictos que sean de carácter particular y de contenido económico que puedan 

ser ventilados ante esta Jurisdicción a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 

87 del Código de lo Contencioso Administrativo, así como de lo previsto en los artículos 65 

ibídem y 19 de la Ley 640 de 2001, que señalan que los asuntos conciliables son aquellos 

susceptibles de transacción, desistimiento, conciliación y los demás que expresamente señale la 

ley, en concordancia con las materias que se someten a la liquidación de un contrato estatal. 

Para tales efectos, viene a ser oportuno precisar que la liquidación del contrato tiene por objeto 

establecer: “(i) el estado en que quedaron las obligaciones que surgieron de la ejecución 

de aquel; (ii) los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar, según lo 

ejecutado y lo pagado; (iii) las garantías inherentes al objeto contractual y 

excepcionalmente (iv) los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las 

partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo”. 

Así entonces, siendo que con dicho acto contractual se pretende declarar a paz y salvo a las 

partes respecto de las obligaciones y derechos que se adquirieron en virtud de un contrato, 

razonable resulta colegir que los conflictos que para arribar a tal fin se presenten son de carácter 

particular, ya que provienen de lo pactado expresamente en un negocio jurídico, lo que significa 

que su contenido no es abstracto y, además, que los asuntos que se debaten son susceptibles de 

valoración económica o patrimonial.” (Destaca la Sala). 

 

Y en cuanto a la conciliación frente a pretensiones derivadas de un convenio 

interadministrativo, el Consejo de Estado16 señaló: 

 

“Respecto de la materia sobre la cual versó el acuerdo. Las partes afirmaron conciliar 

pretensiones derivadas del no pago del saldo por obras adicionales ejecutadas en virtud del 

convenio interadministrativo No. 216/97 y consignado en el acta de liquidación definitiva del 

                                                        
15 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A Consejero Ponente: 

Hernán Andrade Rincón. 14 de diciembre de 2011. Radicación: 25000-23-26-000-2010-00043-01(39338) 
16 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejera ponente: María Elena 

Giraldo Gómez. Auto 23 de enero de 2003. Radicación número: 76001-23-31-000-2002-1144-01(23142)DM 
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mismo.  Por lo tanto, se trata de un conflicto de carácter particular y contenido patrimonial 

susceptible de conciliación (art. 59, ley 23 1991 mod. art. 70 ley 446 de 1998). 

 

En el sub iudice, derivado de los fundamentos fácticos de la demanda y las obligaciones 

contenidas en el convenio interadministrativo  M-1008 de 2016, la acción judicial a precaver, 

correspondería al medio de control de Controversia Contractual, quedando de esta forma 

evidenciado que la materia bajo análisis es conciliable.  

 

Conforme a lo expuesto, considera la Sala que el requisito se cumple en el presente asunto, 

toda vez que, el convenio interadministrativo M-1008 de 2016, es un negocio jurídico de 

contenido económico, donde se encuentra claramente definidas las obligaciones 

contractuales de las partes, las cuales son susceptibles de ajustes y revisiones, así mismo de 

acuerdos, conciliación y transacciones para declararse a paz y salvo.  

 

2.4. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación 

 

Con relación al respaldo probatorio de la liquidación bilateral, la Sala encuentra acreditado 

en el proceso lo siguiente: 

 

- La Nación – Ministerio del Interior – Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia 

Ciudadana -Fonsecon y el municipio de La Dorada el 2 de junio de 2016 suscribieron el 

“CONVENIO INTERADMINISTRATIVO DE COFINANCIACIÓN” No. 1008, cuyo objeto era 

“Aunar esfuerzos técnicos, administrativos y financieros entre la partes para promover la convivencia 

ciudadana, a través de la ejecución de un Centro de Integración Ciudadana – CIC, en el municipio de 

la Dorada – Caldas”, con valor de $885.000.000 y tenía como plazo inicial de ejecución hasta 

el 15 de junio de 201717. 

 

- El alcalde del municipio de La Dorada suscribió “Informe Ejecutivo Mensual No. 01”, en el 

cual se identifica el Convenio No. 1008 de 2016 e informa como fecha de inicio el 24 de junio 

de 201618. Así mismo, obra el “Informe Ejecutivo Mensual No. 18” correspondiente al período 

del 2 al 30 de noviembre de 2017, del cual se destaca: 

 

“El día 17 de Noviembre de 2017 a las 2:00 pm en las instalaciones del Auditorio del 

Aeropuerto de Pereira, Risaralda, se llevó a cabo reunión de seguimiento de avance del 

convenio, donde se reportaron cuales habían sido los adelantos en la ejecución de las obras y 

medidas tomadas por el Municipio para lograr la culminación de la misma; en la cual se dio un 

parte de tranquilidad sobre el complimiento de las metas físicas.  

 

• El día 27 de noviembre se realizó la Tercera audiencia pública sobre el posible incumplimiento 

del convenio Interadministrativo de Cofinanciación M-1008 de 2016, en cabeza del Director 

de la División de Obras - Jhon Jairo Mejía Martínez, en la cual se expuso el cumplimiento de 

los compromisos establecidos en la audiencia anterior, en la cual se tenía como meta la 

terminación de la obra negra e inicio de la obra blanca e instalaciones eléctricas, quedando aún 

pendiente el levantamiento de la medida de incumplimiento una vez realizada una última visita 

por parte del supervisor del Convenio.  

 

• Durante el mes de Noviembre de 2017, se adelantaron las siguientes actividades:  

 

1. Terminación de la instalación de la estructura metálica e instalación completa de las tejas de 

cubierta 

                                                        
17 Archivo “Folio_10_DemandaAnexos” 
18 Archivo “Folio_212_PruebasContestacionLaDorada” 
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2. Terminación de la fundición de la totalidad de las Placas (Cancha Multiproposito, laterales 

de graderías y rampas de acceso a camerinos y oficina)  

3. Se culmina la fundición de las Graderias  

4. Se culmina con la instalación del cerramiento perimetral y puertas de acceso de cerramiento.  

5. Se finaliza el levantamiento de mampostería para las divisiones de camerinos, baños y 

oficinas  

6. Se finaliza la instalación de las redes eléctricas e iluminación  

7. Se culmina con los repellos de muros e instalación de enchapes de piso y pares (Quedando 

pendiente algunos detalles de acabado y remates)  

8. Se realiza la instalación de la carpintería metálica (Puertas y ventanas)  

9. Se finaliza la instalación de todos los aparatos sanitarios (Sanitarios, Lavamanos, Orinales 

y duchas) 

 

 
 

- La Secretaría de Hacienda de La Dorada, expidió el “BALANCE FINANCIERO 

CONVENIO CENTRO DE INTEGRACIÓN CIUDADANA (CIC)”, documento en el que se 

registró: 

 

Ingresos recibidos del convenio 

Rendimientos financieros 2016 

Rendimientos financieros 2017 

Rendimientos financieros a 31 Marzo 2018 

Total ingresos 

885.000.000,00 

30.305,09 

208.412,15 

18.177,71 

885.256.894,95 

Pagos realizados a contratistas 

Traslados bancarios por retenciones y descuentos 

municipales 

Total Egresos 

758.548.731,00 

126.481.619,00 

885.030.350,00 
 

 

Saldo disponible (Rendimientos financieros no comprometidos) 226.544,95 

Rendimientos Transferidos al Ministerio                226.544,95 

 

Además fue aportado comprobante de pago al Ministerio del Interior por valor de 

$226.544.95 por concepto de rendimientos no comprometidos.  

 

- El Ministerio del Interior mediante oficio OFl18-10188-SIN-420 del 22 de marzo de 2018, 

remitió al alcalde de La Dorada, un “PREAVISO DE INICIO DE ACCIONES JUDICIALES”, 

a través del cual solicitó al ente territorial la documentación necesaria para llevar a cabo la 

liquidación del convenio.19 

                                                        
19 Archivo “Folio_212_PruebasContestacionLaDorada” 
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- El municipio de La Dorada a través de oficio SDP-DO-116-2018 del 24 de marzo de 201820, 

solicitó al Subdirector de Infraestructura del Ministerio del Interior, un plazo adicional para 

la entrega de la documentación requerida. 

 

- El municipio de La Dorada a través de oficio SDP-DO-126-2018 del 19 de abril de 201821,  

remitió los documentos para la liquidación del Convenio. 

 

- El Ministerio del Interior y el municipio de La Dorada suscribieron el 4 de junio de 2020 

el Acta de liquidación del Convenio Interadministrativo No. M-1008 de 201622, documento 

en el que se acordó: 

 

“Entre los suscritos, DANIEL ANDRÉS PALACIOS MARTÍNEZ, identificado con la cédula 

de ciudadanía No. 80.136.152, en calidad de Viceministro de Relaciones Políticas del Ministerio 

del Interior y en representación de la NACIÓN-MINISTERIO DEL INTERIOR NIT 

830.114.475-6, conforme al Decreto No. 2045 del 12 de noviembre de 2019, facultada para 

contratar según Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y 1474 de 2011, el Decreto 1082 de 2015, y la 

Resolución 1733 de 2011, modificada por la Resolución No. 0247 de 2012, modificadas a su vez 

por la Resolución No. 1164 del 2013, y derogada parcialmente por la Resolución No. 0377 del 25 

de marzo de 2020, quien en adelante se denominará EL MINISTERIO, el CONVENIDO y el/la 

SUPERVISOR (A) identificados anteriormente, se reunieron con el propósito de suscribir el 

ACTA DE LIQUIDACIÓN BILATERAL del convenio descrito. Que de conformidad con lo 

expuesto, las partes contratantes acuerdan: 

 

CLÁUSULA PRIMERA: Liquidar de común acuerdo el Convenio en mención, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, y 

sus decretos reglamentarios. 

 

CLÁUSULA SEGUNDA: Que el mencionado Convenio, presenta a la fecha el siguiente estado 

financiero: 

 

ESTADO FINANCIERO DEL CONVENIO/CONVENIO 

 

VALOR INICIAL DEL 

CONVENIO/aportes Ministerio del 

Interior 

VALOR VIGENCIA 2016: 

VALOR VIGENCIA 2017: 

$ 240.510.000,00 
$ 240.510.000,00 

$ 644.490.000,00 

VALOR TOTAL DEL CONVENIO $ 885.000.000,00 
VALOR DESEMBOLSADO 

MINISTERIO 

$ 885.000.000,00 
VALOR NO DESEMBOLSADO $0 

VALOR EJECUTADO POR PARTE 

DEL CONVENIDO 
$ 885.000.000,00 

VALOR DESEMBOLSADO NO 

EJECUTADO Y A REINTEGRAR A 

FAVOR DEL MINISTERIO 

$0 

VALOR RENDIMIENTOS 

FINANCIEROS 

$ 30.350,00 
VALOR REINTEGRADO POR PARTE 

DEL MUNICIPIO POR 

RENDIMIENTOS FINANCIEROS 

$ 30.350,00 

VALOR EJECUTADO Y POR PAGAR 

AL CONVENIDO 

$0 

 

NÚMERO 

CERTIFICAD

O DE 

DISPONIBILI

DAD 

PRESUPUEST

AL 

FECHA VALOR 

NÚMERO 

REGISTRO 

PRESUPUE

STAL 

FECHA VALOR 

                                                        
20 Ibidem 
21 Ibidem 
22 Archivo “11ActaLiquidacionConvenioM1008-16” 
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37416 
29 de febrero 

de 

2016 

$ 

240.000.000,

00 

95716 
2 de junio de 

2016 
$ 240.510.000,00 

12117 
17 de enero de 

2017 

$ 

644.490.000,

00 

19717 
17 de enero de 

2017 
$ 644.490.000,00 

 

PARÁGRAFO PRIMERO: Que de los recursos aportados al MUNICIPIO fueron ejecutados en 

un 100%, lo que en consecuencia no genera recursos a reintegrar a favor del Ministerio del 

Interior. 

 

PARÁGRAFO SEGUNDO: en concordancia con la obligación 22 de la cláusula segunda del 

convenio que establece: "Depositar todos los recursos destinados a la ejecución del presente 

Convenio en una cuenta que genere rendimientos financieros, la Cual abrirá para el efecto en ,una 

entidad bancaria, destinada únicamente para manejar los recursos del Convenio", el municipio 

apertura la Cuenta de Ahorros Número 0850-7001-3256 del BANCO DAVIVIENDA. 

Denominada "CENTRO DE INTEGRACIÓN CIUDADANA- TIPO 2 EN LA CIUDADELA 

XVI DE JULIO DEL MUNICIPIO DE LA DORADA" la cual generó rendimientos financieros 

por valor de $30.350,00., los cuales fueron reintegrados a favor del Ministerio del Interior (…)” 

 

- En el Certificado suscrito por el  Secretario Técnico del Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial del Ministerio del Interior, de fecha 26 de marzo de 2021 se destaca: 

 

“Que el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio del Interior en sesión del 

veintiséis (26) de marzo de dos mil veintiuno (2021), previo estudio de la ficha de conciliación 

No. 48614 del proceso de controversias contractuales con radicado No 

17001233300020190004400, Convenio M-1008 de 2016, del Ministerio del Interior contra el 

Municipio La Dorada, Caldas, cursante en el Tribunal Administrativo Oral de Caldas, a través 

del Acta de liquidación del 4 de junio de 2020 suscrita por el representante legal del Municipio 

de la Dorada, Caldas doctor CESAR ARTURO ALZATE; el Ministerio/ supervisor del 

convenio doctor RODRIGO CIFUENTES y el Ministerio/ Viceministro de Relaciones 

Políticas doctor DANIEL PALACIOS MARTÍNEZ, certifican que el municipio dio 

cumplimiento a todas las obligaciones establecidas en el acuerdo de voluntades y que el saldo 

por reintegrar es $0,00” 

 

De acuerdo con el material probatorio arrimado al expediente, en especial, del acta de 

liquidación suscrita el 4 de junio de 2020, donde quedó registrado el ajuste de cuentas entre 

las entidades, y se dejó constancia que de los recursos aportados al municipio fueron 

ejecutados en un 100%, lo que en consecuencia no genera recursos a reintegrar a favor del 

Ministerio del Interior; situación que se acompasa con el resto de los documentos que 

acreditan la entrega de la obra por parte del municipio de La Dorada, concluye la Sala que 

en efecto como lo señala el Ministerio del Interior, las obligaciones contraídas por el 

municipio en virtud al Convenio Interadministrativo No. 1008 de 2016 fueron cumplidas, 

por lo cual se encuentran a paz y salvo. 

 

2.5. Que no resulte abiertamente lesivo para las partes 

 

Teniendo en cuenta que la suscripción del acta de liquidación del convenio 

interadministrativo No. 1008 de 2016 fue bilateral, y en ella se dio por satisfecha la ejecución 

de las obras y no fue realizada ninguna salvedad al respecto, se concluye que el municipio 

de La Dorada cumplió a cabalidad con sus obligaciones contractuales y se encuentra a paz 

y salvo con el Ministerio del Interior.  

 

2.6. Que no haya operado la caducidad 
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Respecto a la liquidación del contrato estatal, artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, 

particularmente en su inciso tercero, señala que:  

 

“(…) La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los 

pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. 

De no existir tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes 

a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto 

administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. En aquellos 

casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o convocatoria que 

le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la entidad tendrá la 

facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 136 del C. C. A23. Si vencido el plazo anteriormente establecido 

no se ha realizado la liquidación, la misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de 

los dos años siguientes al vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, de 

mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C. C. A. 

Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y 

en este evento la liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no hayan 

sido objeto de acuerdo.” 

 

Este precepto legal permite que la liquidación bilateral se acuerde después del vencimiento 

del término pactado en el contrato o previsto en los documentos antepuestos, o, del término 

supletorio que para la concertación de la liquidación establece la ley 

, e incluso, después de haber pasado los dos meses subsiguientes a dicho vencimiento sin 

que la administración lo hubiera liquidado unilateralmente, bajo condición de que el 

acuerdo liquidatorio se logre dentro del lapso de dos años contados a partir del vencimiento 

del término legalmente conocido para la liquidación unilateral, pues ese es el lapso que el 

ordenamiento ha fijado para el ejercicio oportuno de la acción.  

 

Por su parte, el artículo 164 del CPACA, a en el literal j del numeral 2º señala:  

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: […]  

 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: […] 

 

j) En las relativas a contratos el término para demandar será de dos (2) años que se contarán a 

partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de 

fundamento. Cuando se pretenda la nulidad absoluta o relativa del contrato, el término para 

demandar será de dos (2) años que se empezarán a contar desde el día siguiente al de su 

perfeccionamiento. En todo caso, podrá demandarse la nulidad absoluta del contrato mientras 

este se encuentre vigente. En los siguientes contratos, el término de dos (2) años se contará así: 

i) En los de ejecución instantánea desde el día siguiente a cuando se cumplió o debió cumplirse 

el objeto del contrato; ii) En los que no requieran de liquidación, desde el día siguiente al de la 

terminación del contrato por cualquier causa; iii) En los que requieran de liquidación y esta sea 

efectuada de común acuerdo por las partes, desde el día siguiente al de la firma del acta; iv) En 

los que requieran de liquidación y esta sea efectuada unilateralmente por la administración, 

desde el día siguiente al de la ejecutoria del acto administrativo que la apruebe; v) En los que 

requieran de liquidación y esta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 

administración unilateralmente, una vez cumplido el término de dos (2) meses 

contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, 

en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la terminación del 

                                                        
23 Hoy artículo 164 del CPACA. 
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contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que la disponga…” (Se 

resalta) 

 

Al respecto, el Consejo de Estado señaló que:  

 

“(…) La Sala unifica el criterio que ha de ser observado para el conteo del término de caducidad 

del medio de control de controversias contractuales en tales casos, para indicar que éste debe 

iniciar a partir del día siguiente al de la firma del acta o de la ejecutoria del acto de liquidación 

del contrato, conforme al ap. iii del literal j. del numeral 2 del artículo 164 del CPACA; y de 

precisar que, en consecuencia, el apartado v) del literal j del mismo numeral solo se deberá 

aplicar cuando al momento de interponerse la demanda, el operador judicial encuentre que no 

hubo liquidación contractual alguna”24. 

 

En el caso concreto, teniendo en cuenta que al momento de presentarse la demanda, el 

convenio No. 1008 de 2016, no había sido liquidado ni de mutuo acuerdo ni de forma 

unilateral, resulta aplicable el apartado v), literal J del artículo 164 del CPACA. 

 

Así las cosas, se observa que en la cláusula cuarta del convenio No. 1008 de 2016, se estipuló: 

 

“CLÁUSULA CUARTA.- PLAZO DE EJECUCIÓN Y PLAZO DE LIQUIDACIÓN. El 

término de ejecución será hasta el 15 de junio de 2017, contados a partir del cumplimiento de 

los requisitos de perfeccionamiento y ejecución. El plazo para la liquidación del presente 

Convenio será dentro de los seis (6) meses contados a partir del vencimiento del plazo de 

ejecución.”  

 

De otra parte, según “el “INFORME EJECUTIVO MENSUAL No. 18” del convenio No. 1008 

de 2016, se observa que éste tuvo tres prórrogas, teniendo como fecha final para la ejecución 

de la obra hasta el 15 de diciembre de 2017.  

 

De acuerdo con lo anterior se tiene que, el plazo de 6 meses para liquidar el contrato de 

forma bilateral vencía el 16 de junio de 2016 y, el plazo de 2 meses de para liquidarlo de 

forma unilateral vencía el 16 de agosto de 2016, por lo tanto el término de dos años para 

interponer la demanda de controversias contractuales fenecía el 16 de agosto de 2018 y, en 

atención a que la demanda fue interpuesta el 17 de mayo de 2018, se concluye que, para esta 

fecha no había ocurrido el fenómeno jurídico de la caducidad.  

 

2.7. Conclusión: 

 

Así las cosas, en el presente caso se encuentran satisfechos los requisitos para que se lleve a 

cabo la conciliación en la forma propuesta y aceptada por las partes, toda vez, que el acuerdo 

conciliatorio en sí mismo, no menoscaba derechos ciertos e indiscutibles. En consecuencia, 

el Tribunal aprobará el acuerdo conciliatorio.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Caldas, 

 

Resuelve: 

 

Primero: Se aprueba la conciliación celebrada entre Nación-Ministerio del Interior y el 

municipio de La Dorada consistente en: 

 

                                                        
24 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Sala Plena. Consejero Ponente: 

Jaime Enrique Rodríguez Navas. Sentencia del 1 de agosto de 2019. Radicación: 05001-23-33-000-2018-00342-01 

(62009) 
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1. Aprobar la conciliación total de las pretensiones de la demanda. 

2. Aceptar la Liquidación en cero ($0,00) pesos en el Convenio M-1008 de 2016, suscrito 

entre las partes en litigio, “teniendo en cuenta que el Municipio cumplió con sus obligaciones 

documentales y financieras”. 

3. Decretar la terminación del proceso. 

4. No imponer condena en costas ni en agencias en derecho. 

 

Segundo: En consecuencia, se declara terminado el presente proceso. 

 

Tercero: Ejecutoriada esta providencia, devolver los remanentes si los hubiere y archivar 

las diligencias, previas las anotaciones pertinentes en el programa informático Justicia Siglo 

XXI. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 
 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021). 

 

RADICADO  17001-23-33-000-2019-00449-00 
MEDIO DE CONTROL REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE MIYERLANDE ACEVEDO VALENCIA Y OTROS  
DEMANDADO LA CONCESIÓN PACÍFICO TRES S.A.S Y OTROS  

 

Procede el despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el apoderado de la Concesión 

Pacífico Tres S.A.S contra el auto a través del cual se admitieron unos llamamientos en garantía.  

 

ANTECEDENTES 

 

A través de proveído del 12 de marzo de 2021 se admitió el llamamiento en garantía efectuado por la 

Concesión Pacífico Tres S.A.S a Seguros Generales Suramericana S.A, Seguros Comerciales Bolivar S.A y 

Liberty Seguros S.A; así como los solicitados por la Agencia Nacional de Infraestructura en relación con la 

Concesión Pacífico Tres S.A.S y La Previsora S.A Compañía de Seguros.  

 

En  escrito presentado el 18 de marzo de 2021, la Concesión Pacífico Tres S.A.S presentó recurso de 

reposición contra la decisión de vincularlos al proceso como llamados en garantía, en atención a que la 

sociedad ya actuaba en este proceso en calidad de demandado y a que la figura del llamamiento en 

garantía tenía como finalidad traer al proceso a “terceros” en virtud de una relación legal o contractual 

con la parte demandada; debiendo entenderse por “tercero”, aquel sujeto que no es ni demandante ni 

demandado.  

 

Del recurso de reposición se corrió traslado a las partes sin que se pronunciaran al respecto. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021, consagró el 

recurso de reposición de la siguiente manera: 

 
Artículo 242. Reposición. El recurso de reposición procede contra 
todos los autos, salvo norma legal en contrario. En cuanto a su 
oportunidad y trámite, se aplicará lo dispuesto en el Código 
General del Proceso. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr005.html#242
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Al verificar que el recurso se presentó dentro del término establecido en el artículo 328 del CGP, toda vez 

que la providencia se notificó por estado del 15 de marzo de 2021 y el memorial se radicó el 18 del mismo 

mes, se procederá a resolverlo.   

 

El argumento que plantea la Concesión Pacífico Tres en el recurso se relaciona con que, al tener la calidad 

de demandado en el proceso, se restringe la posibilidad de vincularlo como llamado en garantía, en tanto 

esta figura se ha establecido para incluir a un tercero, entendiendo por este el que no es demandante ni 

demandado.  

 

La ley y la jurisprudencia conciben el llamamiento en garantía como una figura procesal en la cual el 

llamante al tener un vínculo legal o contractual con el llamado lo convoca al proceso, para que en el 

evento de ser condenado este responda por la condena o indemnice los perjuicios que la sentencia le 

cause. Ello denota que entre llamante y llamado se presenta una relación de carácter sustancial que 

vincula a este con la parte principal que lo cita.  

 

Por esto, una vez vinculado al proceso el llamado en garantía se estructuran dentro del litigio dos 

relaciones jurídico procesales distintas. Una, entre quienes fungen como demandantes y demandados; y 

otra, que se instituye entre la parte que formuló el llamamiento y aquel que en virtud de este es traído al 

proceso a responder por la eventual condena que se imponga, para este caso, el demandado.  

 

En tal sentido, la primera de estas relaciones gira en torno al aspecto principal del proceso, esto es, el 

debate sobre la prosperidad de las pretensiones del accionante o de las excepciones que plantee el 

accionado; mientras que la segunda gira en torno a la  existencia de una relación sustancial entre llamante 

y llamado, de la cual se deriva el deber de este de responder o no por la reparación integral del perjuicio 

que llegare a sufrir aquel, o reembolsarle total o parcialmente el pago que tuviere que hacer como 

resultado de la sentencia. 

 

Aunque es cierto que el artículo 225 del CPACA dispuso que el llamamiento en garantía procedía para 

vincular a un “tercero” al proceso de la siguiente manera: “Quien afirme tener derecho legal o contractual 

de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial 

del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la citación de aquel, para que 

en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación”; para la jurisprudencia y este despacho, el hecho de 

que una persona natural o jurídica se encuentre dentro de las personas demandadas no es óbice para 

admitir que otra parte también demandada lo llame en garantía, aunque coincida esta última persona 

natural o jurídica con otro demandado,  pues el objeto de este nuevo litigio tiene aspectos y finalidades 

diferentes a las del vínculo de la demanda principal. 

 

Lo anterior porque, como se explicó en líneas anteriores, la relación sustancial que surge entre llamante 

y llamado es diferente a la que se tiene entre demandante y demandado, tal como se advirtió en el auto 

que ahora se recurre. En este caso la Concesión Pacífico Tres, en su calidad de demandado, podría estar 

llamado a responder por las pretensiones directas de la demanda; pero como llamado en garantía 
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únicamente respondería en el caso de que la Agencia Nacional de Infraestructura sea condenada en el 

proceso y la sentencia pueda generarle unos perjuicios que, en virtud del contrato suscrito con la 

concesión y que fue la base del llamamiento, esta deba reembolsarle o resarcirle. 

 

Y es que incluso al revisar el estatuto procesal civil, y solo para fines hermenéuticos que sirven para 

reforzar el argumento del despacho toda vez que el CPACA tiene regulación propia sobre el llamamiento 

en garantía, se evidencia que el artículo 64 dispuso sobre el llamamiento en garantía que “Quien afirme 

tener derecho legal o contractual a exigir de otro la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el 

reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia que se dicte en 

el proceso que promueva o se le promueva, o quien de acuerdo con la ley sustancial tenga derecho al 

saneamiento por evicción, podrá pedir, en la demanda o dentro del término para contestarla, que en el 

mismo proceso se resuelva sobre tal relación”; es decir, el estatuto procesal civil no utiliza la expresión 

“tercero”, lo que permite inferir que un demandado perfectamente puede ser llamado en garantía.   

 

La tesis de este despacho encuentra respaldo jurisprudencial en providencia del Consejo de Estado – 

Sección Tercera – Subsección A del 21 de marzo de 2012, radicado 88001-23-31-000-1998-00003-

01(19755) en la que se explicó: 

 

Sobre este punto la Sala debe recalcar que no existen normas 
procesales que impidan la coexistencia de la calidad de 
demandado y de llamado en garantía, ya que, si bien en ambos 
casos se busca la vinculación de una persona al proceso, el primer 
mecanismo tiene por finalidad la declaratoria de responsabilidad 
del demandado como directo responsable, en el segundo el 
llamante en garantía busca incorporar al proceso a un tercero en 
virtud de una relación legal o contractual que los liga. En cada 
situación, el alcance de los poderes del juez es distinto: en el 
evento de varios demandados, el juez se limitará a determinar la 
existencia de la responsabilidad y a condenar al pago de la 
reparación solidariamente, mientras que en el segundo, el juez 
debe entrar a analizar la relación sustancial con el fin de 
determinar la responsabilidad de cada una de las partes y 
condenar en concordancia con lo encontrado, en los términos del 
inciso final del artículo 56 del C. de P.C., según el cual “en la 
sentencia se resolverá cuando fuere pertinente, sobre la relación 
sustancial que existe entre denunciante y denunciado, y acerca de 
las indemnizaciones o restituciones a cargo de este”.  
 
Esta Sala1 ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre el 
particular en los siguientes términos: 
 
“En anteriores oportunidades, se ha señalado que sí es posible que 
en un mismo proceso una parte tenga en forma simultánea la 
condición de demandado y llamado en garantía. En efecto, se 
indicó que independiente de que una entidad ya tenga dentro del 
proceso la calidad de demandada, nada impide que en el mismo 
asuma también la condición de llamada en garantía, habida 
cuenta que las situaciones de demandado y llamado, por derivar 

                         
1 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, auto del 31 de marzo de 2011, expediente: 38.961, Consejera Ponente (E): 

Gladys Agudelo Ordóñez. 
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de distintas fuentes, deben someterse también a diferentes 
enfoques de juzgamiento2” 
 

En consecuencia, se mantendrá la decisión tomada en la providencia del 12 de marzo de 2021, en tanto 

se corrobora que no hay ningún impedimento legal para que la Concesión Pacífico Tres S.A.S sea llamada 

en garantía al presente proceso por parte de la Agencia Nacional de Infraestructura.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Tribunal Administrativo de Caldas 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto del 12 de marzo de 2021, a través del cual se admitieron unos 

llamamientos en garantía, según lo expuesto en la parte motiva.  

 

SEGUNDO: notificado el presente proveído, continúese con el trámite del proceso.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 

 

                         
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, auto de 24 de enero de 2007, expediente: 31015 y auto de 10 de febrero de 2005, expediente: 

23442. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica por Estado Electrónico No. 
079 de fecha 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al 
correo electrónico. 

Manizales, 
__________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

    

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021).    A.I. 080 

 

 

Radicado:              17-001-23-33-000-2021-00021-00 

Naturaleza:  Nulidad Simple  

Demandante:      Oscar Andrés Lozano Delgado y otro  

Demandado:           Comisaría de Familia de La Dorada (Caldas) 

 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Tribunal a decidir sobre la admisibilidad del medio de control.   

 

2. ANTECEDENTES 

 

La parte actora en ejercicio del medio de control de nulidad simple, solicitó se declare: “La 

nulidad del acto administrativo 2020-286 expedido el 12 de diciembre de 2020, proferida por el 

Comisario de Familia de La Dorada Caldas” (sic).  

 

Ante la falta de claridad de la demanda, mediante auto del 11 de marzo de 2021, se concedió 

a la parte actora un término de diez (10) días, para que procediera a corregirla, en los 

siguientes aspectos: 

 

1- Teniendo en cuenta que en la demanda señala que actúa: “(…) en ejercicio de la acción pública 

de nulidad consagrada en el artículo 135 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, deberá señalar el Decreto de carácter General dictado por el 

Gobierno Nacional o el acto de carácter General, frente al cual depreca la nulidad por 

inconstitucional, lo anterior, toda vez que se observa que la providencia No. 2020- 286 de fecha 

12 de diciembre de 2020 proferida por la Comisaria de Familia de la Dorada (Caldas), 

corresponde a un acto de carácter particular y concreto que solo atañe a los demandante.  

 

2- Ahora bien, si lo que pretende es demandar un acto administrativo de carácter particular y 

concreto, a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, deberá ajustar 

la demanda, con los siguientes requisitos: 

 

● Deberá presentar la demanda por conducto de apoderado judicial, de conformidad con el 

artículo 159 del CPACA y el artículo 73 y siguientes del C.G.P.  

● Deberá acreditar que se cumplió con los requisitos previos establecidos en los ordinales 1 

y 2 del artículo 161 del CPACA. 

● Deberá adecuar la demanda según los requisitos formales establecidos en el artículo 162 

del CPACA. 

● Deberá allegar copia del acto demandado, junto con la constancia de notificación, 

comunicación, publicación o ejecución, de conformidad con lo previsto en el artículo 166 

del CPACA.” 
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3. CONSIDERACIONES  

 

El artículo 166 del CPACA1 impone que: «(…) A la demanda deberá acompañarse: 1. Copia del 

acto acusado, con las constancias de su publicación, comunicación, notificación o ejecución, según el 

caso. (…)» 

 

 El artículo 170 ibídem, advierte que: «(…) Se inadmitirá la demanda que carezca de los requisitos 

señalados en la ley por auto susceptible de reposición, en el que se expondrán sus defectos, para que 

el demandante los corrija en el plazo de diez (10) días. Si no lo hiciere se rechazará la 

demanda (…)». (Negrilla y subrayada fuera del texto). 

 

El artículo 169 del referido código, reitera que la demanda será rechazada: «(…) 2. Cuando 

habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda dentro de la oportunidad legalmente 

establecida (…)». 

 

Así, el legislador ha impuesto una carga procesal a la parte demandante que, en razón de 

ser el sujeto interesado en que el medio de control inicie el correspondiente trámite, debe 

cumplir a cabalidad dichos requerimientos, que se hacen con el fin aclarar, corregir o 

completar aspectos de la demanda y/o sus anexos que se consideren necesarios para darle 

celeridad y claridad al proceso y evitar fallos inhibitorios.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que: «la carga procesal son conductas, para 

beneficio del mismo sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él consecuencias desfavorables, como 

la preclusión de una oportunidad o un derecho procesal e inclusive la pérdida del derecho 

sustancial»2. 

 

3.1. Caso Concreto  

 

La Sala encuentra probado que: 

 

⮚ Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se concedió a la parte actora un término de diez 

(10) días, para que procediera a corregir la demanda objetivamente. 

 

⮚ Dicho auto fue notificado mediante anotación en el Estado Electrónico según se observa 

en el archivo “13NotificaciónAuto” del expediente digital. 

 

⮚ Dentro del término previsto para la corrección, esto es, los días comprendidos entre 15 

de marzo y 5 de abril de 2021, no fue allegado memorial alguno saneando lo requerido. 

Hecho que se verifica en la constancia secretarial del 14 de abril de 2021. 

 

De otra parte, al revisarse el acto particular y concreto que la parte actora identificó en la 

demanda, se tiene que el mismo no es susceptible de control por la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo por las siguientes razones: 

 

1. Las Comisarías de Familia, según el artículo 83 de la Ley 1098 de 20063, son entidades 

distritales, municipales o intermunicipales de carácter administrativo e interdisciplinario 

que forman parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar y que tienen como objetivo 

                                                             
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

2 Sentencia C – 279 de 2013. 
3 Código de la Infancia y la Adolescencia. 
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prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia 

transgredidos por situaciones de violencia intrafamiliar y las demás establecidas por la 

ley.  

 

2. A las Comisarias de Familia, de conformidad con las Leyes 294 de 19964, 575 de 20005 

reglamentada por el Decreto 652 de 2001 y Ley 1257 de 2008 y lo dispuesto en los 

numerales 1, 4 y 5 del Artículo 86 de la Ley 1098 de 20066, les corresponde: “1. Garantizar, 

proteger, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por 

situaciones de violencia intrafamiliar. 4. Recibir denuncias y tomar las medidas de 

protección en casos de violencia intrafamiliar. 5. Definir provisionalmente sobre la custodia 

y cuidado personal, la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas, la suspensión de la vida 

en común de los cónyuges o compañeros permanentes y fijar las cauciones de comportamiento 

conyugal, en las situaciones de violencia intrafamiliar. (…)".   

 

3. Así, el artículo 5 de la Ley 294 modificado por el artículo 2 de la Ley 575 de 2000, dispuso 

que: “Si el Comisario de Familia o el Juez de conocimiento determina que el solicitante o un 

miembro de un grupo familiar ha sido víctima de violencia o maltrato, emitirá mediante 

providencia motivada una medida definitiva de protección, en la cual ordenará al agresor 

abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja, o cualquier otra similar contra la persona 

ofendida u otro miembro del grupo familiar. El funcionario podrá imponer, además, según el caso, 

las siguientes medidas:  

 

a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, siempre 

que se hubiere probado que su presencia constituye una amenaza para la vida, la integridad 

física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia;  

 

b) Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la víctima, 

cuando a discreción del funcionario dicha limitación resulte necesaria para prevenir que aquél 

moleste, intimide, amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o con los menores, 

cuya custodia provisional le haya sido adjudicada;  

 

c) Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños y personas discapacitadas 

en situación de indefensión miembros del grupo familiar, sin perjuicio de las acciones penales 

a que hubiere lugar;  

 

d) Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública 

o privada que ofrezca tales servicios, a costa del agresor cuando éste ya tuviera antecedentes en 

materia de violencia intrafamiliar;  

 

e) Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos médicos, psicológicos y 

psíquicos que requiera la víctima;  

 

f) Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición el Comisario 

ordenará una protección temporal especial de la víctima por parte de las autoridades de policía, 

tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere;  

 

g) Cualquier otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos de la presente ley.  

 

                                                             
4 Por la cual se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir remediar y sancionar 

la violencia Intrafamiliar. 
5 Por medio de la cual se reforma parcialmente la Ley 294 de 1996. 
6 por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia. 
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Parágrafo 1º. En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por causal de maltrato, el 

juez podrá decretar cualquiera de las medidas de protección consagradas en este artículo.  

 

Parágrafo 2º. Estas mismas medidas podrán ser dictadas en forma provisional e 

inmediata por el fiscal que conozca delitos que puedan tener origen en actos de 

violencia intrafamiliar. El fiscal remitirá el caso en lo pertinente a la Acción de Violencia 

Intrafamiliar, al Comisario de Familia competente, o en su defecto al Juez Civil Municipal o 

Promiscuo Municipal, para que continúe su conocimiento. (Se resalta) 

 

4. Así mismo, el artículo 11 de la Ley 294 modificado por el artículo 6 de la Ley 575 de 2000, 

dispone que: 

 

Artículo 11. El Comisario o el Juez, según el caso, recibirá y avocará en forma inmediata la 

petición, y si estuviere fundada en al menos indicios leves, podrá dictar dentro de las cuatro 

(4) horas hábiles siguientes, medidas de protección en forma provisional tendientes a 

evitar la continuación de todo acto de violencia, agresión, maltrato, amenaza u ofensa contra 

la víctima, so pena de hacerse el agresor acreedor a las sanciones previstas en esta ley para el 

incumplimiento de las medidas de protección.  

 

Contra la medida provisional de protección no procederá recurso alguno.  

 

Igualmente podrá solicitar prueba pericial, técnica o científica, a peritos oficiales, quienes 

rendirán su dictamen conforme a los procedimientos establecidos por el Instituto de Medicina 

Legal y Ciencias Forenses. (Se resalta) 

 

 

5. Posteriormente con la expedición del Decreto 4799 de 2011 “por el cual se reglamentan 

parcialmente las Leyes 294 de 1996, 575 de 2000 y 1257 de 2008”, señaló en su parte motiva 

que: “las Comisarías de Familia, como Autoridades Administrativas en ejercicio de funciones 

jurisdiccionales asumieron competencia para imponer Medidas de Protección en favor de las 

víctimas de violencia intrafamiliar, de conformidad con lo establecido en la Ley 575 de 2000 en 

concordancia con el artículo 116 de la Constitución Nacional”. Y en el artículo 9º dispuso: 

 

Artículo 9°. Comisarías de Familia. Lo referente a los lineamientos técnicos en materia de 

competencias, procedimientos y acciones relacionados con las funciones de atención a las 

violencias basadas en género por parte de las Comisarías de Familia y demás autoridades 

administrativas con funciones jurisdiccionales, serán definidos por el Ministerio de 

Justicia y del Derecho de conformidad con lo estipulado en el numeral 11 del artículo 14 del 

Decreto 2897 de 2011. 

 

6. De otra parte, el artículo 21, ordinal 8 del C.G.P., señala que los Jueces de Familia conocen 

en única instancia: "De las medidas de protección de la infancia en los casos de violencia 

intrafamiliar, cuando en el lugar no exista comisario de familia, y de los procedimientos 

judiciales para el restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes."  

 

7. Por lo tanto, se concluye que, las Comisarias de Familia forman parte de la Rama 

Ejecutiva del Poder Público del respectivo municipio o distrito, y cuenta con funciones y 

competencias de autoridad administrativa con funciones jurisdiccionales.  
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8. Así lo ha reconocido la Corte Constitucional, entre otras en sentencia T-735 de 20177 en 

la que señaló: 

 

En este punto se destaca que si bien en el ejercicio de la función jurisdiccional las 

comisarías de familia cuentan con la autonomía y la independencia para interpretar y 

aplicar la ley, lo cierto es que dichas prerrogativas no pueden conducir al “desconocimiento de 

los derechos fundamentales de las personas, ni un incumplimiento del deber de proteger 

especialmente a aquellas que se encuentren en situaciones de debilidad manifiesta, reduciendo 

el ámbito de aplicación y por ende la eficacia de los mecanismos legales que desarrollen el 

objetivo constitucional de la igualdad”8. (Se resalta) 

 

Y en sentencia T- 015 de 20189, reiteró:  

 

95. En el presente caso se cuestionaron dos decisiones de la Comisaría Once de Familia de Suba 

I en el marco de un proceso de medida de protección, tramitado a luz de la Ley 294 de 1996. 

Esta autoridad, en estricto sentido, tiene una naturaleza administrativa. Sin embargo, la Corte 

ha reconocido que “en casos de violencia intrafamiliar, actúan en ejercicio de funciones 

jurisdiccionales, por lo cual tienen competencia para imponer medidas de protección 

a favor de las víctimas de actos de violencia intrafamiliar”10. Estas funciones 

jurisdiccionales de las Comisarías de familia tienen fundamento en la Ley 575 de 2000, en 

concordancia con el artículo 116 de la Constitución de 199111. Por lo anterior, habida cuenta 

de que las decisiones sub judice fueron expedidas en ejercicio de funciones jurisdiccionales, esta 

Sala las analizará con la metodología definida por la jurisprudencia constitucional para resolver 

los casos de acciones de tutela en contra de providencias judiciales.  

 

9. Ahora bien, el artículo 105 del CPACA establece que, las decisiones proferidas por 

autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales y las decisiones 

proferidas en juicios de policía regulados especialmente por la ley, no son susceptibles 

de control por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, así: 

 

ARTÍCULO 105. EXCEPCIONES. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no 

conocerá de los siguientes asuntos:  

 

" (...) 2. Las decisiones proferidas por autoridades administrativas en ejercicio de funciones 

jurisdiccionales, sin perjuicio de las competencias en materia de recursos contra dichas 

decisiones atribuidas a esta jurisdicción. Las decisiones que una autoridad administrativa 

adopte en ejercicio de la función jurisdiccional estarán identificadas con la expresión que 

corresponde hacer a los jueces precediendo la parte resolutiva de sus sentencias y deberán ser 

adoptadas en un proveído independiente que no podrá mezclarse con decisiones que 

correspondan al ejercicio de función administrativa, las cuales, si tienen relación con el mismo 

asunto, deberán constar en acto administrativo separado.  

 

3. Las decisiones proferidas en juicios de policía regulados especialmente por la ley. (...)" 

 

Teniendo en cuenta las razones expuestas, es procedente el rechazo de la demanda. 

                                                             
7 Magistrado Sustanciador: Antonio José Lizarazo Ocampo. Sentencia de 15 de diciembre de 2017. Expediente 

T-6.026.773 
8 Sentencia T-1072 de 2000. 
9 Magistrado Ponente: Carlos Bernal Pulido. Sentencia del 1 de febrero de 2018. Expediente T-6380680. 
10 Corte Constitucional, Sentencia T-642 de 2013. 
11 Constitución Política de Colombia, inciso 3, Artículo 116: “Excepcionalmente la ley podrá atribuir función 

jurisdiccional en materias precisas a determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar 

la instrucción de sumarios ni juzgar delitos”. 
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En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Caldas: 

 

RESUELVE: 

 

Primero: Rechazar la demanda que en ejercicio del medio de control de nulidad simple 

instauró Oscar Andrés Lozano Delgado y otro, contra la Comisaría de Familia de la Dorada 

(Caldas). 

 

SEGUNDO: Ordenar el archivo del presente expediente, previas las anotaciones en el 

Sistema Siglo XXI. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

 

NOTIFICAR 

 

 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

MAGISTRADO: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES  
 

Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

RADICACIÓN 17-001-23-33-000-2021-00067-00 
CLASE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO   

DEMANDANTE CLAUDIA MILENA QUINTERO GIRALDO     
DEMANDADO ESE HOSPITAL SAN JOSÉ DE AGUADAS - CALDAS   

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión de la demanda que, en ejercicio del medio 

de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, por conducto de 

apoderado judicial instauró la CLAUDIA MILENA QUINTERO GIRALDO contra el ESE 

HOSPITAL SAN JOSÉ DE AGUADAS - CALDAS. 

 

ANTECEDENTES 
 
En el proceso de la referencia se solicita se declare la nulidad del Oficio n° 285 del 15 de 

noviembre de 2020, por medio del cual la ESE HOSPITAL SAN JOSÉ DE AGUADAS - CALDAS 

negó el reconocimiento del contrato realidad que existió entre la señora Quintero Giraldo 

y dicha entidad.  

 

Mediante auto del 20 de abril se ordenó corregir la demanda de la referencia, en el sentido 

de determinar la cuantía conforme al artículo 157 del CPACA y aportar constancia del 

requisito de haber enviado la demanda al correo oficial de las demandadas, como lo exige 

el articulo 162 modificado por la Ley 2080 de 2021. 

 

Mediante escrito presentado por correo la parte actora corrige la demanda en los términos 

ordenados.  

 

CONSIDERACIONES 
 

Teniendo en cuenta la sentencia de unificación CE-SUJ2 25 de agosto de 20161, la cual 

establece que en los contratos realidad, no existe caducidad por comportar una prestación 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia de unificación jurisprudencial de 25 de agosto de 2016, Consejero 
Ponente: Carmelo Perdomo Cuéter. 
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periódica, en la determinación de la cuantía, para establecer la competencia, debe tenerse 

en cuenta lo establecido en el artículo 157 del CPACA que dispuso lo siguiente: 

 

“Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se 
determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ello pueda considerarse la estimación de los 
perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los únicos que se 
reclamen. En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá 
por el valor de la suma discutida por concepto de impuestos, tasas, 
contribuciones y sanciones.  
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se 
acumulen varias pretensiones, la cuantía se determinará por el valor 
de la pretensión mayor.  
 
En las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de 
renunciar al restablecimiento.  
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo 
de la demanda, sin tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o 
perjuicios reclamados como accesorios, que se causen con 
posterioridad a la presentación de aquella.  
 
Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término 
indefinido, como pensiones, la cuantía se determinará por el valor de 
lo que se pretenda por tal concepto desde cuando se causaron y hasta 
la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años”. 

 

De conformidad con el artículo precedente, se tiene que en el presente caso la cuantía se 

debe establecer teniendo en cuenta las sumas, que por concepto de prestaciones 

periódicas reclama el actor, teniendo en cuenta que el valor que se pretenda por tal 

concepto debe determinarse desde cuándo se causaron y hasta la presentación de la 

demanda, sin pasar de tres (3) años. 

 

Ahora bien, la parte actora al estimar la cuantía la establece en la suma de $ 71.054.058.oo, 

sin embargo, al tomar los tres últimos años tal y como lo establece la norma la cuantía 

equivale a $ 20.117.159.oo. 

 

Respecto a la competencia del Tribunal para conocer sobre el medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho, el artículo 152 del CPACA dispone: 

 
ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 
ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los Tribunales 
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Administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 
asuntos:  

1. De los de nulidad de los actos administrativos proferidos por 
funcionarios u organismos del orden departamental, o por las personas 
o entidades de derecho privado cuando cumplan funciones 
administrativas de los citados órdenes.  

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se 
controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la 
cuantía exceda de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.  

3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se 
controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la 
cuantía exceda de trescientos (300) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, y, sin atención a la cuantía, de los actos que se 
expidan en ejercicio del poder disciplinario asignado a los funcionarios 
de la Procuraduría General de la Nación, diferentes al Procurador 
General de la Nación.  

4. De los que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación 
de impuestos, contribuciones y tasas nacionales, departamentales, 
municipales o distritales, cuando la cuantía sea superior a cien (100) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

(…)”. (Subrayado fuera de texto).  

 

Verificando que la demanda fue presentada en el año 2021, y que el salario mínimo de este 

año, es la suma de $908.526.oo, el presente asunto no es de conocimiento de esta 

Corporación, sino que el mismo se encuentra radicado en los Juzgados Administrativos del 

Circuito, ya que 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes equivalen a 

$45.426.300.oo. 

 

De conformidad con lo anterior, procederá el Despacho a declarar la falta de competencia 

de este Tribunal para conocer de la presente controversia por factor cuantía, ordenando 

enviar el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que el mismo sea repartido 

entre los Juzgados Administrativos del Circuito de Manizales como un asunto de su 

competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Caldas,  
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RESUELVE 
 

1. DECLARAR la falta de competencia por razón de la cuantía para avocar el 

conocimiento de la presente demanda que en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho interpone CLAUDIA MILENA QUINTERO GIRALDO contra el 

ESE HOSPITAL SAN JOSÉ DE AGUADAS – CALDAS. 

 

2. ENVÍESE  el expediente a la a la Oficina Judicial de esta ciudad para que el mismo sea 

repartido entre los Juzgados Administrativos del Circuito de Manizales como un asunto de 

su competencia.  

 

3. NOTIFÍQUESE el presente proveído por estado electrónico; una vez surtido éste, envíese 

mensaje de datos, según lo dispone el inciso 3º del artículo 201 de la Ley 1437 de 2011. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica a la parte demandante por 
Estado Electrónico No. 079  del 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al correo 
electrónico. 

Manizales, 
_____________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
SALA PRIMERA DE DECISIÓN 

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 
 

Manizales, seis (06) de mayo de dos mil veinte (2020) 
 

PROCESO No.  17001-33-33-003-2018-00550-02 
CLASE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ACCIONANTE MARÍA DORIS ALZATE ECHEVERRY 
ACCIONADO  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, DEPARTAMENTO DE CALDAS 

 

Procede el Tribunal Administrativo de Caldas a dictar sentencia de segunda instancia, con 

ocasión del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el fallo que 

negó las pretensiones, proferido por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Manizales, de fecha 04 de febrero de 2020, dentro del proceso de la referencia.   

 
PRETENSIONES 

 

Solicitó, declarar la nulidad de la Resolución n° 6425-6 del 24 de julio de 2018 por medio 

de la cual se negó el reconocimiento y pago de la prima de mitad de año a que tienen 

derecho los docentes pensionados por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, que no tuvieron derecho a la pensión gracia por haber sido nombrados con 

posterioridad al 31 de diciembre de 1980 o ser de vinculación nacional, de acuerdo a lo 

establecido el artículo 15 de la Ley 91 de 1985. 

 
Que, como consecuencia de la declaración de nulidad, se ordene como restablecimiento 

del derecho, el reconocimiento y pago de la prima de mitad de año consagrada en la Ley 

91 de 1985. 

 
Se ordene a la entidad accionada indexar las sumas que le sean reconocidas por concepto 

de la presente condena. 

 

Se ordene el cumplimiento del fallo en los términos del artículo 192 y siguientes del 

CPACA.  

 
Que se condene a la parte demandada en costas y gastos del proceso. 

 
HECHOS 

La señora Alzate Echeverry fue nombrada docente mediante el Decreto n° 0446 del 03 de 

mayo de 1984. 
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Mediante Resolución n° 0647-6 del 04 de febrero del 2014, le fue reconocida a la señora 

Alzate Echeverry una pensión de jubilación. 

 

Mediante petición radicada el 29 de junio de 2018 se solicitó el reconocimiento y pago de 

la prima de mitad de año consagrada en el artículo 15 de la Ley 91 de 1985, siendo negada 

mediante Resolución n° 6425-6 del 24 de julio de 2018. 

 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 

Artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

Los docentes que no fueron acreedores de una pensión gracia cuentan con el beneficio de 

la prima de mitad de año otorgada por la Ley 91 de 1985, derecho que a pesar de estar 

expreso en la ley, nunca ha sido reconocida y pagada por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Ahora bien, si bien es cierto el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 creo una mesada 

adicional para los pensionados, ésta no tiene relación alguna con la mesada adicional de 

los docentes, por lo cual el Acto Legislativo n° 01 de 2005 que extinguió la mesada 14 de 

la Ley 100 de 1983 no tiene relación con la mesada adicional de los docentes, por lo que 

debe ser reconocida.  

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 

Nación - Ministerio de Educación - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio: guardó 

silencio.  

 

DEPARTAMENTO DE CALDAS Se opuso a la totalidad de las pretensiones y adujo no 

constarle los hechos aludidos en la demanda.  

  

Propuso los siguientes medios exceptivos:  

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: con apoyo en la Ley 91 de 1989; 

Decreto 2831 de 2005, Ley 715 de 2001; expuso que las Secretarías de Educación solo 

realizan trámites y procedimientos para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales 

de los docentes, por tanto, no le asiste al departamento de Caldas, responsabilidad en 

cuanto a los hechos y pretensiones de la demanda. 

 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN CON FUNDAMENTO EN LA LEY: afirmó que la misma 

se sustenta en los argumentos de la falta de legitimación en la causa por pasiva.  
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PRESCRIPCIÓN: solicitó se de aplicación a lo dispuesto en el artículo 102 del Decreto 1848 

de 1969 y el Decreto 3135 de 1968 

 

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales mediante sentencia del 04 de 

febrero de 2020, negó las pretensiones de la demanda después de plantearse como 

problema jurídico principal, si a la actora le asiste derecho a que se le reconozca la mesada 

14. 

 

Tras hacer un recuento normativo sobre la mesada adicional consagrada en la Ley 91 de 

1985, concluye que, para determinar si un docente es beneficiario de la mesada 14 se debe 

determinar si se causó la pensión antes del 31 de julio de 2011 y si la prestación reconocida 

en inferior a 3 salarios mínimos mensuales vigentes. 

 

Y como en el caso sub judice, a la actora se le reconoció su pensión el 04 de febrero de 

2014 con efectos fiscales a partir del 23/01/2013, es decir con posterioridad al 31 de julio 

de 2011, en este orden de ideas no tiene derecho al reconocimiento de la mesada 14, y por 

ello niega las pretensiones. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

Inconforme con la decisión adoptada en primera instancia, la parte accionante presentó 

recurso de alzada de forma oportuna, mediante memorial visible en PDF que contiene el 

expediente completo. 

 

Afirmó que al ser diferente la mesada 14 a la consagrada en la Ley 91 de 1989, el Acto 

legislativo 01 de 2005, en nada cambió el régimen especial de los docentes amparados en 

dicha normativa. 

 

Es así como la Ley 91 de 1989 no fue modificada en ninguno de sus apartes por el Acto 

Legislativo 01 de 2005 y sigue vigente, por lo que la prima de mitad de año reconocida a 

los docentes que no tienen derecho a la pensión gracia conforme al artículo 15 sigue 

vigente y debe ser reconocida y pagada. Es por ello que se debe revocar el fallo de primera 

instancia, y en su lugar acceder a las pretensiones de la demanda.  

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Parte demandante: se ratificó en los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso 

de apelación. 
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Ministerio de Educación Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio: esgrime 

que a la parte actora no le asiste derecho al reconocimiento reclamado, toda vez que 

conforme a la legislación que le es aplicable no procede el reconocimiento de la mesada 

pensiona adicional del mes de junio de la Ley 91 de 1985. 

 

Alegatos departamento de Caldas: se ratifica en los argumentos expuestos en la 

contestación de la demanda respecto de la falta de competencia del Departamento en las 

pretensiones de la parte actora.  

 

Ministerio Público: guardó silencio.  

 

CONSIDERACIONES  

 

La Sala no observa irregularidades procedimentales que conlleven a decretar la nulidad 

parcial o total de lo hasta aquí actuado, y procederá en consecuencia a fallar de fondo la 

litis. 

 

Problemas jurídicos. 

 

Los problemas jurídicos principales que se deben resolver en esta instancia se resumen en 

el siguiente interrogante: 

 

¿Tiene derecho la señora MARÍA DORIS ALZÁTE ECHEVERRY a que se le reconozca y pague 

la prima de mitad de año, mesada adicional, consagrada en el artículo 15 de la Ley 91 de 

1989? 

 

LO PROBADO  

 

Para el caso bajo estudio, se encuentra demostrado lo siguiente: 

 

➢ La señora Alzate Echeverry ingresó como docente nacional el 28 de mayo de 1984 

(fecha de posesión) siendo nombrada mediante Decreto n° 0446 del 03 de mayo de 1984 

(documento obrante en PDF que contiene el expediente completo) 

 

➢ Mediante Resolución n° 0647-6 del 04 de febrero de 2014 se reconoció y ordenó el 

pago de una pensión de jubilación a favor de la señora Alzate Echeverry, efectiva desde el 

23/01/2013 (documento obrante en PDF que contiene el expediente completo) 
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➢ Mediante petición radicada el 29 de junio de 2018 solicitó el reconocimiento y pago de 

la prima de mitad de año consagrada en el artículo 15 de la Ley 91 de 1985, siendo negada 

mediante Resolución n° 6425-6 del 24 de julio de 2018 (ibidem)  

 

Régimen legal aplicable 

 

Para determinar cuál es el régimen aplicable a los docentes, debe hacerse referencia 

inicialmente al artículo 81 de la Ley 812 de 20031, que reguló dos eventos: 

 

i) El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 

que se encontraban vinculados antes de la entrada en vigencia de dicha ley al servicio 

público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 

que regían con anterioridad. 

 

ii) Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la referida ley, 

deben ser afiliados al FOMAG y tienen los derechos pensionales del régimen de 

prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos 

previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años 

para hombres y mujeres. 

 

El Acto Legislativo nº 01 de 2005, que adicionó el artículo 48 de la Constitución Política, 

dispuso en el parágrafo transitorio 1º, lo siguiente: 

 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. El régimen pensional de los docentes 
nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público 
educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 
legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 
2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan 
vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los 
derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de 
Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003. 

 

Antes de la Ley 812 de 2003, la norma que regía el régimen pensional de los docentes era 

la Ley 91 de 1989 “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio”, que unificó el porcentaje de la pensión y también equiparó el régimen al de 

los pensionados del sector público nacional.  Señaló a propósito, en su artículo 15, lo 

siguiente: 

 

ARTÍCULO 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 
nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1º de enero 
de 1990, será regido por las siguientes disposiciones: 
 

                                      
1
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1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre 
de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán 
el régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 
conformidad con las normas vigentes. 
 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1º de enero de 1990, 
para efecto de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 
vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 
3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, 
con las excepciones consagradas en esta Ley. 
 
2. Pensiones:[…] 

 
B. Para los docentes vinculados a partir del 1º de enero de 1981, nacionales y 
nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1º de enero de 1990, 
cuando se cumplan los requisitos de ley, se reconocerá sólo una pensión de 
jubilación equivalente al 75% del salario mensual promedio del último año. 
Estos pensionados gozarán del régimen vigente para los pensionados del sector 
público nacional y adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una 
mesada pensional. […]  (Negrillas fuera de texto) 

 

Respecto de la mesada catorce contemplada para los docentes que no tuvieran derecho a 

la pensión gracia, el Consejo de Estado Sala de Servicio Civil y consulta en concepto del 22 

de noviembre de 20072, esgrimió:  

 

2. La mesada adicional del mes de junio: 
 
2.1. Su origen y evolución: 
 
Como lo reseña la consulta de la señora Ministra, la mesada adicional del mes 
de junio fue concebida durante las discusiones del proyecto de normatividad 
en materia de seguridad social que se concretó en la ley 100 de 1993, con la 
finalidad de compensar a un grupo de pensionados a los cuales la aplicación 
de la fórmula consagrada en la ley 4ª de 1976 para el reajuste de su pensión, 
pudo haberle significado un menor valor frente al resultado de las reglas 
establecidas en la ley 71 de 1988 18. Tal finalidad sustentó la decisión del 
legislador, recogida en el artículo 142 de la ley 100 de 1993, de consagrar la 
mesada adicional del mes de junio, relacionando sus destinatarios. Las 
expresiones subrayadas fueron declaradas inexequibles 19, pero a 
continuación se transcribe la versión originalmente aprobada: 
 

"Artículo 142. Mesada adicional para actuales pensionados: Los 
pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de 
sectores públicos, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el 
sector privado, y del Instituto de Seguros Sociales, así como los 
retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional, cuyas pensiones se hubiesen causado y reconocido antes 
del primero (1º) de enero de 1988, tendrán derecho al 
reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le 
corresponda a cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se 
cancelará con la mesada del mes de junio de cada año, a partir de 
1994. / Los pensionados por vejez del orden nacional, beneficiarios 
de los reajustes ordenados en el decreto 2108 de 1992, recibirán el 
reconocimiento y pago de los treinta días de la mesada adicional sólo 
a partir de junio de 1996. 

                                      
2 
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"Parágrafo. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su 
cargo la cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) 
veces el salario mínimo legal mensual." 
 

La norma así aprobada fue incorporada por el legislador como una de las 
"disposiciones finales del Sistema General de Pensiones", regulado en el 
Libro I de la ley 100 de 199320, que "con las excepciones previstas en el 
artículo 279" y el respeto a los derechos adquiridos, se aplica a "todos los 
habitantes del territorio nacional."21 
 
Por sus antecedentes y su ubicación en el cuerpo normativo, la mesada 
adicional es parte del sistema general de pensiones. Esta afirmación se 
refuerza al observar que la misma ley 100, artículo 279, excluía del régimen 
general a varios grupos de pensionados, pese a lo cual el texto del artículo 
142 incluyó de manera expresa uno de esos grupos, el de "los retirados y 
pensionados de las Fuerzas Militares y de Policía", para que pudieran gozar 
del beneficio de la mesada adicional. En este sentido, la Corte Constitucional 
señaló en la sentencia C-461-95, al ordenar aplicar un beneficio similar a los 
afiliados al Fondo de Prestaciones del Magisterio: 
 
"La excepción al régimen general, consagrada en el artículo 279 de la ley 
100, es total. Vale decir, a los afiliados del mencionado Fondo no se les aplica 
la Ley 100, en ninguna de sus partes, en lo referente al Sistema Integral de 
Seguridad Social. El artículo 142 – que consagra la mesada adicional para 
pensionados – tampoco se aplicaría a los afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, dado que tal artículo forma parte del 
Sistema Integral de Seguridad Social."22 
 
Ahora bien, en nuestro ordenamiento es claro que los requisitos, condiciones 
y beneficios que configuran un régimen general o un régimen especial, son 
excluyentes23, de manera que los destinatarios de uno y de otro se sujetan 
en su integridad al que les sea aplicable; salvo disposición legal en contrario 
que extienda un beneficio del régimen general a los pensionados bajo 
regímenes especiales, pero sin modificar estos últimos, como es el caso que 
nos ocupa. 
 
Es claro que la mesada adicional creada por el artículo 142 de la ley 100 de 
1993 es un beneficio del sistema general de pensiones, y por lo mismo, de él 
estaban excluidos quienes se pensionaran bajo los regímenes exceptuados 
expresamente por el artículo 279 de la misma ley 100; al analizar esta última 
disposición, la Corte Constitucional con base en la ley 91 de 1989 encontró 
que los docentes que no tuvieran derecho a la pensión de gracia y los 
vinculados al fondo de Prestaciones del Magisterio, antes del 1º de enero de 
1988, sin derecho a esa pensión, configuraban una excepción arbitraria pues 
su régimen pensional no incluía ningún beneficio similar a la mesada 
adicional del mes de junio, con lo cual se rompía la igualdad de todos los 
pensionados24; y tomó esta situación como ejemplo de comparación entre 
el régimen general y los regímenes especiales, a fin de determinar la 
constitucionalidad de estos; así, en la sentencia C-080-9925, se lee: 
 
"…7. Con base en los anteriores criterios, la Corte concluyó que, por ejemplo, 
la exclusión de la mesada pensional adicional prevista por la Ley 100 de 1993 
a ciertos maestros desconocía la igualdad, por cuanto estos no gozaban, 
dentro de su régimen especial, de ningún beneficio similar o equivalente 
‘que obre como compensación por el deterioro que causa la inflación sobre 
el poder adquisitivo de las pensiones… 8. El análisis precedente muestra que, 
conforme a la jurisprudencia de la Corte, en principio no es posible comparar 
las prestaciones individuales de los regímenes especiales de seguridad social 
frente a la regulación establecida por el sistema general de pensiones o de 
salud. Sin embargo, en algunos casos, y de manera excepcional, es 
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procedente un examen de igualdad. Para tal efecto, se requiere que se trate 
de una prestación claramente separable del conjunto de beneficios previstos 
por el régimen, en la medida en que tiene una suficiente autonomía y no se 
encuentra indisolublemente ligada a otras prestaciones…" 
 
La extensión de la mesada adicional del sistema general de pensiones a los 
grupos de pensionados exceptuados de él, tiene como antecedente la 
sentencia C- 409-9426 que declaró inexequibles las expresiones "actuales" y 
"cuyas pensiones se hubiesen causado y reconocido antes del primero (1º) 
de enero de 1988", del artículo 142 de la ley 100 de 1993, por considerar que 
"la desvalorización constante y progresiva de la moneda" afectaba a todos 
los pensionados en los reajustes anuales de sus mesadas; la segunda, ya 
comentada, de la cual surgió un grupo de docentes que por no tener derecho 
a la pensión de gracia y haberse vinculado al servicio antes del 1º de enero 
de 1980, no tenían un beneficio equivalente, de manera que la excepción del 
artículo 279 de la ley 100 de 1993 se había tornado discriminatoria en cuanto 
impedía el reconocimiento a este sector de pensionados de dicha mesada 
adicional. 
 
Las razones expuestas en la sentencia C-409-94 fundamentaron la iniciativa 
parlamentaria que se concretó en la ley 238 de 199527, y que fue propuesta 
y aprobada como una "adición" de un parágrafo al artículo 279 de la ley 100 
de 1993 para que, sin modificar su texto, esto es conservando el 
reconocimiento de los regímenes especiales de ECOPETROL y del 
Magisterio, por lo mismo exceptuados del sistema general de pensiones, se 
precisara que los pensionados de esos sectores tendrían derecho a los 
beneficios consagrados en los artículos 14 y 142 de dicha ley. El texto 
aprobado fue el siguiente: 
 
"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no 
implican negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 
14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados". 
 
Destaca la Sala que la iniciativa fue muy clara en el sentido de aplicar a un 
grupo de pensionados unos beneficios del régimen general, pero no planteó, 
ni se discutió, la modificación de los correspondientes regímenes especiales; 
de este modo, el texto aprobado muestra que con él se permite el 
reconocimiento de la mesada adicional a los sectores de pensionados 
exceptuados de ese régimen general pero sin modificar sus propios 
regímenes especiales para incorporarla a ellos. 
 
Es decir, la mesada pensional no dejó de ser un beneficio del régimen 
general de pensiones, pero tampoco fue incluida como parte de los 
beneficios de los regímenes especiales ni de los expresamente relacionados 
en el artículo 279 de la ley 100 de 1993; en rigor, la ley 238 lo que hizo fue 
introducir una excepción muy particular a la excepción general, consistente 
en permitir que un beneficio regulado para los pensionados bajo el régimen 
general pudiera ser aplicado a quienes por estar sujetos a regímenes 
especiales de pensión, no podían ser destinatarios de dicho beneficio. 
 
Conservándose como parte del sistema general, la derogatoria de la mesada 
pensional en la forma como quedó dispuesta por el inciso octavo del artículo 
1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005, aplica a todos los pensionados, 
incluidos los docentes oficiales, como se expone a continuación. 
 
2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 
 
Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 
sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que 
por ley o negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes 
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pensionales y su impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional 
presentó dos proyectos de acto legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 
200428, los cuales fueron acumulados para su estudio y trámite. 
Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 
 
"Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en 
vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) 
mesadas pensionales al año." 
 
Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los 
debates fue modificada para que la prohibición no quedara referida al 
reconocimiento de la pensión sino a su causación; así, la norma aprobada 
como inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005, 
ordena: 
 
"Artículo 1º… 
 
"Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 
presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas 
pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 
todos los requisitos para acceder a ella, aún cuando no se hubiese efectuado 
su reconocimiento." 
 
En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico 
de esa mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una 
excepción para los pensionados que reciban mesadas no superiores a tres 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, siempre que reúnan los 
requisitos para pensionarse antes del 31 de julio del 2011; este acuerdo se 
recogió en el parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 01 del 2005: 
"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. 
del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o 
inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se 
causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas 
pensionales al año". 
De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó 
el Acto Legislativo No. 01 del 200529, las personas que adquieran el derecho 
a la pensión recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción 
establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está 
restringida en el tiempo y en sus destinatarios. 
 
Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de 
jubilación o de vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en 
vigencia del Acto Legislativo No. 01 del 2005, no podrán recibir la mesada 
adicional del mes de junio creada por el artículo 142 de la ley 100 de 1993; 
con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del mencionado acto legislativo. 
 
Con base en las premisas anteriores, 
 
SE RESPONDE: 
 
"1. Desde la perspectiva jurídica, por gozar los docentes de un régimen 
especialísimo de pensiones y al haber sido excluidos de la aplicación del 
Sistema de Seguridad Social integral implementado por la ley 100 de 1993 
¿tienen los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados o 
territoriales, cuyo derecho a pensión se ha causado con posterioridad a la 
vigencia del Acto legislativo No. 01 de 2005, derecho a la mesada pensional 
del mes de junio? 
 
Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que 
causen el derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio del 
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2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 1 del 2005, no 
tienen derecho a la mesada pensional adicional del mes de junio de que tratan 
el artículo 142 de la ley 100 de 1993 y la ley 238 de 1995. Se exceptúan los 
docentes que causen el derecho a la pensión antes del 31 de julio del 2011, si 
su mesada pensional es igual o inferior a tres salarios mínimos legales vigentes, 
según lo establece el parágrafo transitorio 6º del artículo 1º del Acto 
Legislativo en mención. 
 
"2. De acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo transitorio 2 del Acto 
legislativo No. 01 de 2005, ¿la vigencia del régimen exceptuado de los 
docentes afiliados al fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio expirará 
el 31 de julio del año 2010?" 
 
Sí; de manera que en virtud del Acto Legislativo No. 01 del 2005, son tres los 
regímenes pensionales aplicables al personal docente afiliado al Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio: 
 
a). el de la ley 91 de 1989 y demás leyes vigentes al 27 de junio del 2003, para 
los docentes vinculados al servicio con antelación al 27 de junio del 2003 
(artículo 81 de la ley 812 del 2003 y artículo 160 de la ley 1151 del 2007). 
 
b). el de prima media con prestación definida de las leyes 100 de 1993 y 797 
del 2003, pero con edad de 57 años para hombres y mujeres, tratándose de 
los docentes vinculados al servicio a partir del 27 de junio del 2003 (artículo 
81 de la ley 812 del 2003 y artículo 160 de la ley 1151 del 2007); 
 
c). el del Sistema General de Pensiones, para las pensiones que se causen 
después del 31 de julio del 2010 (parágrafo transitorio segundo del artículo 
1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005). 
 
[…] (negrillas y subrayas de la Sala) 

 

Ahora bien, respecto de la aplicación del Concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil 

el Consejo de Estado en providencia del 1 de febrero de 2018 expuso:  

 
La accionante, centra su inconformidad en la interpretación que fue dada 
por el Tribunal Administrativo del Tolima, a las normas del Acto Legislativo 
01 de 2005 que hace referencia a los regímenes pensionales exceptuados, 
especialmente, el relacionado con la carrera docente y sus derechos 
pensionales.  
 
Al respecto, indicó que en relación con la mesada catorce, la procedencia 
para su reconocimiento es la fecha en que se presentó la vinculación al 
servicio oficial de educación, y no, como razón la autoridad judicial 
accionada, la fecha de adquisición del estatus pensional por parte de quien 
pretende el reconocimiento de dicha prestación económica. 
 
Sobre el particular, este juez constitucional encuentra que la interpretación 
dada por el tribunal accionado, resulta razonable y por lo tanto, los defectos 
alegados por la parte accionante, no se configuran. Lo anterior, bajo las 
siguientes consideraciones: 
 
Como se expuso en el acápite de hechos probados en de la presente 
providencia, en la sentencia que resolvió en segunda instancia sobre las 
pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho de la actora, el 
fallador parte de la base de establecer con claridad el régimen aplicable (i) 
tanto al reconocimiento pensional docente, así  como a (ii) la mesada 
adicional número catorce. 
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Respecto al segundo de los aspectos, el cual resulta ser el relevante para el 
sub lite,  la Sala de Decisión del Tribunal Administrativo del Tolima, señaló 
que tras la inclusión de la mesada catorce como un beneficio de los docentes 
oficiales (a través de la Ley 238 de 1995), con el Acto Legislativo 01 de 2005 
se establecieron condiciones específicas para su reconocimiento, de las 
cuales se puede concluir que (i) la mesada adicional catorce no será pagada 
a quienes causen su derecho con posterioridad a la entrada en vigencia del 
acto reformatorio de la constitución y (ii) se exceptúan de ello a quienes 
obtenga su estatus pensional antes del 31 de julio del 2011, y tengan igual o 
menos de tres salarios mínimos como monto reconocido.  
 
La conclusión expuesta en precedencia, tuvo como sustento una lectura 
armónica de las disposiciones del citado acto reformatorio de la 
constitución, especialmente, lo fijado en el inciso 8º del artículo 1º del 
mismo, el cual señala que “las personas cuyo derecho de pensión se cause a 
partir de la vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir más de 
trece (13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa 
cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no 
se hubiese efectuado el reconocimiento”. 
 
Fundamentó la autoridad judicial accionada dicha interpretación, no sólo en 
la lectura de las normas, sino también en un concepto de la Sala de Consulta 
y Servicio Civil del Consejo de Estado de fecha 22 de noviembre del 2007, 
radicado 2007-0084, en donde se expuso lo dicho en precedencia.  
 
A su vez, la autoridad judicial accionada señaló que conforme al concepto 
del Consejo de Estado, el beneficio de la mesada catorce en favor de los 
docentes oficiales, si bien fue incluido excepcionalmente, ello no implica 
una modificación del régimen que regula su situación pensional, razón por 
la cual, al mantenerse como un beneficio del régimen general (Ley 100 de 
1993), “la derogatoria de la mesada pensional en la forma como quedó 
dispuesta por el inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 2005, 
aplica a todos los pensionados, incluidos los docentes oficiales”.34 

 
Así las cosas, para esta judicatura, la interpretación dada por la el Tribunal 
Administrativo del Tolima es razonable, toda vez que obedece a un criterio 
derivado de la lectura de las normas aplicables al caso concreto, lo que 
implica que el defecto alegado no se configure. 
 

De acuerdo a lo anterior, es claro concluir que, la mesada catorce consagrada en el artículo 

15 de la Ley 91 de 1985 solo puede ser reconocida a aquellos docentes nacionales o 

nacionalizados que hubieren adquirido su status pensional antes de 25 de julio del 2005, 

fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 1 del 2005, o que, habiendo causado 

su derecho pensional antes del 31 de julio del 2011, su mesada pensional es igual o inferior 

a tres salarios mínimos legales vigentes, según lo establece el parágrafo transitorio 6º del 

artículo 1º del Acto Legislativo en mención. 

 

En este punto considera necesario este Juez Colegiado poner de presente que, la postura 

aquí plasmada ha sido adoptada en decisiones anteriores de esta Sala, como la tomada 

dentro del proceso identificado con radicado n° 17-001-33-33-003-2017-00576-02. 

                                      
3 
4 
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Caso concreto 

 

De acuerdo a lo probado en el expediente la señora Alzate Echeverry se vinculó al servicio 

docente el 28 de mayo de 1984 (fecha de posesión) mediante Decreto n° 0446 del 03 de 

mayo de 1984; mediante Resolución n° 0647-6 del 04 de febrero de 2014 le fue reconocida 

una pensión de jubilación por haber adquirido el status de pensionada el 22 de enero de 

2013.  

 

Conforme a lo anterior evidencia la Sala que el actor adquirió su status pensional después 

del 2005 y su pensión no es inferior a tres salarios mínimos legales mensuales vigentes, por 

lo que no se encuentran dentro de las excepciones contempladas para que sea procedente 

el reconocimiento de la mesada adicional consagrada en el artículo 15 de la Ley 91 de 

1985, ello en virtud del Acto Legislativo 01 del 25 de julio de 2005. 

 

Conclusión 

 

De conformidad con la normativa y la jurisprudencia citada y con fundamento en los 

hechos debidamente acreditados, estima esta sala de decisión que a la parte demandante 

no le asiste derecho a que le sea reconocida la mesada adicional de junio consagrada en el 

artículo 15 de la Ley 91 de 1985. 

 

En ese sentido, se confirmará la sentencia dictada en primera instancia mediante la cual se 

niegan las pretensiones. 

 

COSTAS 

 

En el presente asunto, de conformidad con el artículo 188 del CPACA, adicionado por el 

artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, al evidenciarse que la demanda se presentó con 

manifiesta carencia de fundamento legal, pues conforme se señaló en la parte motiva, 

ninguna de las disposiciones en las cuales  se fundamenta la misma, otorgan  el más mínimo 

derecho a la reclamación pretendida, se condenará en costas de segunda instancia a la 

parte demandante, las cuales se liquidarán conforme a los artículos 365 y 366 del C. G. del 

P. 

 

Señálense como agencias en derecho, a favor de la parte demandada la suma de un salario 

mínimo legal vigente 

 

En mérito de lo expuesto, LA SALA PRIMERA DE DECISIÓN TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
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FALLA 

 

PRIMERO:  CONFIRMAR la sentencia del 04 de febrero de 2020 proferida por el Juzgado 

Tercero Administrativo del Circuito de Manizales, dentro del proceso de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovido por MARÍA DORIS ALZATE ECHEVERRY contra la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

SEGUNDO: COSTAS de segunda instancia, a cargo de la parte demandante, las cuales se 

liquidarán por el Juzgado de primera instancia, conforme al artículo 365 y 366 del C. G. del 

P. Se señalan agencias en derecho igual a un salario mínimo legal vigente a favor de la 

demandada 

 
TERCERO: NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del CPACA 

 
CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen 

y HÁGANSE las anotaciones pertinentes en el programa informático Justicia Siglo XXI. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
Proyecto discutido y aprobado en Sala de Decisión Virtual celebrada el 06 de mayo de 

2021 conforme Acta n° 023 de la misma fecha. 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 (E) Despacho del Magistrado Jairo Ángel Gómez Peña 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica a la parte demandante por 
Estado Electrónico No. 079  del 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al correo 
electrónico. 

Manizales, 
_____________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 



CONSTANCIA SECRETARIAL: CONSTANCIA SECRETARIAL: 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso de 
apelación, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
 
Consta de dos carpetas con: 
Cuaderno N1: 20 documentos en formato pdf, numerados del 01 al 20. 
Cuaderno N2: 1 documento en formato pdf. 
 

 
HECTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario  
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación: 17001333300320190015502 
Demandante: María Sobeida - Ramírez Guzmán 
Demandado: Nación Ministerio de Educación Nacional FOMAG 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

 
                                                                                                                                                            A.I. 126 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión de los 

recursos de apelación interpuestos, el Despacho observa que fueron presentados 

dentro del término oportuno, y que fueron sustentados los motivos de inconformidad 

ante el Juez que profirió la decisión, (documentos pdf N 17 y 18, del cuaderno N1 del 

expediente electrónico).  

 

Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, ADMITESE el 

recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 11 de septiembre de 

2020 por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales, que Negó las 

pretensiones de la demanda en el proceso de la referencia.  (En documento pdf N 13 

del cuaderno N1 del expediente electrónico). 

 

Vencido el termino de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no exista 

solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 247 numeral 4 del CPACA, modificado por el artículo 623 del 

Código General del Proceso, considerando innecesario citar a audiencia de alegaciones 

y juzgamiento, CORRASE traslado común a las partes por el término de diez (10) días, 

para que presenten sus alegatos de conclusión. 



Radicación: 17001333300320190015502 

 

  

Lo anterior, en virtud del inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 2021, teniendo 

en cuenta que en el presente proceso el recurso de apelación fue interpuesto antes del 

25 de enero de 2021, fecha de entrada en vigencia de la mencionada Ley. 

 

Vencido el término concedido a las partes, el Ministerio Público DISPONDRÁ 

igualmente de diez (10) días para emitir su concepto, sin retiro del expediente.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 

dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en los 

términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 

destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 

electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   

 

Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

 No.079       

 

 FECHA: 10/05/2021 

 

 

                               
HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 

Secretario 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


CONSTANCIA SECRETARIAL: CONSTANCIA SECRETARIAL: 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso de 
apelación, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
 
Consta de dos carpetas con: 
Cuaderno N1: 14 documentos en formato pdf, numerados del 01 al 14. 
Cuaderno N2: 1 documento en formato pdf. 
 

 
HECTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario  
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación: 17001-33-33-003-2019-00312-02 
Demandante: Héctor Jaime  Hincapié Hernández 
Demandado: Departamento de Caldas 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

 
                                                                                                                                                            A.I. 131 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión de los 

recursos de apelación interpuestos, el Despacho observa que fueron presentados 

dentro del término oportuno, y que fueron sustentados los motivos de inconformidad 

ante el Juez que profirió la decisión, (documentos pdf N 11 y 12, del cuaderno N1 del 

expediente electrónico).  

 

Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, ADMITESE el 

recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 11 de septiembre de 

2020 por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales, que accedió a 

las pretensiones de la demanda en el proceso de la referencia.  (En documento pdf N 

09 del cuaderno N1 del expediente electrónico). 

 

Vencido el termino de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no exista 

solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 247 numeral 4 del CPACA, modificado por el artículo 623 del 

Código General del Proceso, considerando innecesario citar a audiencia de alegaciones 

y juzgamiento, CORRASE traslado común a las partes por el término de diez (10) días, 

para que presenten sus alegatos de conclusión. 



Radicación: : 17001-33-33-003-2019-00312-02 

 

  

Lo anterior, en virtud del inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 2021, teniendo 

en cuenta que en el presente proceso el recurso de apelación fue interpuesto antes del 

25 de enero de 2021, fecha de entrada en vigencia de la mencionada Ley. 

 

Vencido el término concedido a las partes, el Ministerio Público DISPONDRÁ 

igualmente de diez (10) días para emitir su concepto, sin retiro del expediente.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 

dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en los 

términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 

destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 

electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   

 

Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

  

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

 No.079       

 

 FECHA: 10/05/2021 

 

 

                               
HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 

Secretario 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


CONSTANCIA SECRETARIAL: CONSTANCIA SECRETARIAL: 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso de 
apelación, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
 
Consta de dos carpetas con: 
Cuaderno N1: 21 documentos en formato pdf, numerados del 01 al 11. 
Cuaderno N2: 1 documento en formato pdf. 
Cuaderno N2: 1 documento en formato pdf. 
  

 
HECTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario  
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación: 17-001-33-39-006-2018-00233-02 
Demandante: Gustavo Enrique Escobar Galvis 
Demandado: Comisión Nacional Del Servicio Civil - Departamento de caldas 
Vinculado: Nación Ministerio de Educación Nacional FOMAG 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

 
                                                                                                                                                            A.I. 127 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión de los 

recursos de apelación interpuestos, el Despacho observa que fueron presentados 

dentro del término oportuno, y que fueron sustentados los motivos de inconformidad 

ante el Juez que profirió la decisión, (documentos pdf N 19 y 020, del cuaderno N1 del 

expediente electrónico).  

 

Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, ADMITESE el 

recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 05 de noviembre de 

2020 por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales, que Negó las 

pretensiones de la demanda en el proceso de la referencia.  (En documento pdf N 016 

del cuaderno N1 del expediente electrónico). 

 

Vencido el termino de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no exista 

solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 247 numeral 4 del CPACA, modificado por el artículo 623 del 

Código General del Proceso, considerando innecesario citar a audiencia de alegaciones 



Radicación: : 17-001-33-39-006-2018-00233-02 

y juzgamiento, CORRASE traslado común a las partes por el término de diez (10) días, 

para que presenten sus alegatos de conclusión. 

  

Lo anterior, en virtud del inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 2021, teniendo 

en cuenta que en el presente proceso el recurso de apelación fue interpuesto antes del 

25 de enero de 2021, fecha de entrada en vigencia de la mencionada Ley. 

 

Vencido el término concedido a las partes, el Ministerio Público DISPONDRÁ 

igualmente de diez (10) días para emitir su concepto, sin retiro del expediente.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 

dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en los 

términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 

destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 

electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   

 

Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

 No.079       

 

 FECHA: 10/05/2021 

 

 

                               
HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 

Secretario 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 

 
 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
SALA PRIMERA DE DECISIÓN 

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

 
Manizales, seis (06) de mayo de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 

PROCESO No.  17-001-33-39-006-2018-00599-02 
CLASE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ACCIONANTE NUBIA PALACIO MUÑOZ 
ACCIONADO  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

                                                                                                                                                                         

 

Procede la Sala Primera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas a dictar 

sentencia de segunda instancia, con ocasión del recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante contra el fallo que negó a pretensiones, proferido por el Juzgado Sexto 

Administrativo del Circuito de Manizales el día 17 de febrero de 2020, dentro del proceso 

de la referencia.   

 

PRETENSIONES 

 

1. Solicitó se declare la nulidad de la Resolución nro. 8582-6 del 3 de noviembre de 2017 

por medio del cual se negó el reajuste y pago retroactivo de la mesada pensional de la 

demandante conforme a los incrementos anuales fijados por el Gobierno Nacional para el 

salario mínimo legal mensual vigente desde su reconocimiento. 

 

2. Como consecuencia de lo anterior, a título de restablecimiento del derecho, solicitó se 

reconociera el reajuste y pago del retroactivo de las mesadas pensionales de la accionante 

en los términos establecidos en el artículo 1º de la Ley 71 de 1988. 

 
3. Pidió que las condenas solicitadas sean canceladas debidamente indexadas acorde con 

el artículo 16 de la Ley 446 de 1998.  

 

4. Que se deje de aplicar el descuento a salud del 12% sobre las mesadas pensionales 

adicionales de junio y diciembre. 
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5. Que se condene a la parte demandada al pago de los intereses señalados en el artículo 

192 del CPACA.  

 
6. Que en caso de proferirse una sentencia en abstracto sean atendidas las previsiones del 

artículo 193 del CPACA.  

 
7. Que se condene a la entidad demandada al pago de costas y agencias en derecho.  

 

HECHOS 

 

➢ A la señora NUBIA PALACIO MUÑOZ le fue reconocida una pensión de jubilación a 

través de la Resolución n° 502 del 14 de febrero de 2012. 

 

➢ Presentó solicitud el 23 de octubre de 2017 ante el Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, a través de la Secretaría de Educación del Departamento de Caldas, con la 

finalidad de obtener el reajuste periódico de su pensión conforme a los ajustes fijados por 

el Gobierno Nacional para el salario mínimo legal en aplicación a la Ley 71 de 1988. 

 
➢ Mediante la Resolución n° 8582-6 del 3 de noviembre de 2017 la Secretaría de 

Educación del departamento de Caldas negó el ajuste deprecado. 

 
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 
Resaltó que, desde la entrada en vigencia del sistema de seguridad social integral, las 

entidades demandadas han venido aplicando como fórmula de incremento pensional la 

establecida en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993que determina para el presente caso, un 

incremento anual en idéntico porcentaje al certificado por el DANE para el IPC del año 

inmediatamente anterior.  

 

Que, en tal sentido, se presentó reclamación con la finalidad de obtener el reajuste y pago 

del retroactivo de la pensión de jubilación conforme a los incrementos fijados anualmente 

para el salario mínimo según la Ley 71 de 1988, solicitud que fue negada mediante los actos 

administrativos.  

 

Tras transcribir apartes de la sentencia C-387 de 1994, adujo que la fórmula de incremento 

pensional del IPC no supone perjuicio alguno para quienes se encuentran dentro del 

sistema de seguridad social en pensiones, tal como se estableció en la providencia 

señalada, situación que no puede predicarse respecto a quienes se les viene aplicando el 
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artículo 14 de la Ley 100 de 1993 por extensión, por cuanto esto significa una pérdida en 

el quantum de sus mesadas pensionales.  

 

Señala que las pensiones reconocidas con el salario mínimo se incrementan anualmente de 

oficio en el mismo porcentaje en que este sea fijado por el Gobierno Nacional, de tal suerte 

que, nunca sufrirán un detrimento en su cuantía, situación que no puede predicarse 

respecto a las pensiones reconocidas en montos superiores, las cuales anualmente vienen 

incrementándose en valor inferior, por ser esta la tendencia que mantiene el IPC frente al 

salario mínimo.  

 

Resaltó que el campo de aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993 es para las 

pensiones otorgadas dentro del régimen de prima media con prestación definida y ahorro 

individual, más no para las pensiones otorgadas por el Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en tanto los docentes están exceptuados de esta norma en virtud de lo 

establecido en el artículo 279 de la ley enunciada.  

 

Manifestó, que se observa una conducta regresiva de la entidad, al no corresponder a la 

voluntad del legislador cuando la administración aplica el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 

a quienes no están cubiertos por esa norma, de contera se vulnera el principio de 

favorabilidad al omitir la aplicación de lo dispuesto en las Leyes 71 de 1988 y 238 de 1995 

y no ajustar las mesadas pensionales de acuerdo al salario mínimo legal. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 

Ministerio de Educación - Fondo de Prestaciones de Sociales del Magisterio: Guardó 

silencio. 

 

DEPARTAMENTO DE CALDAS: se opuso a la totalidad de las pretensiones y adujo no 

constarle los hechos aludidos en la demanda.  

  

Propuso los siguientes medios exceptivos:  

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: con apoyo en la Ley 91 de 1989; 

Decreto 2831 de 2005, Ley 715 de 2001; expuso que las Secretarías de Educación solo 

realizan trámites y procedimientos para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales 

de los docentes, por tanto, no le asiste al Departamento de Caldas responsabilidad en 

cuanto a los hechos y pretensiones de la demanda. 
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INAPLICABILIDAD QUE REGULA LOS DESCUENTOS EN SALUD RÉGIMEN DOCENTE E 

INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO: manifiesta que conforme a la Ley 91 de 1989, 

el FNPSM tiene como objetivo garantizar la prestación de los servicios médico asistenciales 

a sus afiliados y para ello se financia con un aporte que se realiza de todas las mesadas que 

paga el fondo incluidas las adicionales.  

 

BUENA FE: Afirmó en caso de presentarse los presupuestos para declarar la obligación a 

cargo de la entidad territorial, existen eximentes de responsabilidad en los pagos de 

prestaciones sociales, toda vez que ha obrado con correcto diligenciamiento y 

cumplimiento de los respectivos actos administrativos. 

 

PRESCRIPCIÓN: Solicitó se de aplicación a lo dispuesto en el artículo 102 del Decreto 1848 

de 1969 y el Decreto 3135 de 1968 

 

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales, mediante sentencia del 17 de 

febrero de 2020, negó las pretensiones de la demandante.    

 

La juez de instancia analizó el régimen jurídico del Sistema General de Seguridad Social, 

en cuanto al incremento anual de las pensiones previsto en el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993, que ordena el reajuste anual conforme a la variación de Índice de Precios al 

Consumidor certificado por el DANE, y a las excepciones contempladas en el artículo 279 

de tal disposición, y la Ley 238 de 1995. 

 

Con apoyo en el pronunciamiento jurisprudencial proferido en las sentencias del 14 de 

junio y del 17 de agosto del 2017 por el Honorable Consejo de Estado, precisó que la norma 

contenida en el artículo 1 de la Ley 71 de 1988 tuvo vigencia hasta que comenzó a regir el 

art. 14 de la Ley 100 de 1993, norma que por demás es aplicable a las pensiones; y de la 

Honorable Corte Constitucional en sentencia C-387 del 2017, expuso que no le asiste 

razón al  obtener el aumento anual de la pensión; además, que no se vulneró el principio 

de favorabilidad previsto en el artículo 53 de la Constitución Política; con la aplicación del 

artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

 

En cuanto al descuento de las mesadas adicionales, con apoyo a la normativa que regula el 

tema, concluyó que el afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
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que se vinculó al servicio antes de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y adquirió 

su prestación vitalicia bajo los parámetros de la Ley 91 de 1989, está sujeta a que los 

descuentos dirigidos al servicio de salud se efectúen también a las mesadas adicionales 

 

RECURSO DE APELACIÓN  

 

Mediante memorial que reposa en PDF número 009 del expediente digital del expediente 

la parte actora apeló la sentencia de primera instancia.  

 

Respecto al incremento anual de la pensión conforme al salario mínimo mensual vigente: 

critica la indebida aplicación del precedente jurisprudencial interpretada por el Juez a quo, 

en cuanto a la sentencia proferida por el Consejo de Estado del año 2015, cuya causa 

petendi es el incremento pensional conforme al salario mínimo dentro del régimen del 

servidor público.  

 

Expuso que la sentencia carece de los presupuestos procesales previstos en los artículos 

162, 187 de la Ley 1437 de 2011, como quiera que “… el objeto real del litigio fue 

determinar la fórmula aplicable para el incremento del debate corresponde al incremento 

de la pensión de jubilación de los docentes dentro del régimen exceptuado del artículo 

279 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 1º de la Ley 238 de 1995… sino 

determinar la fórmula de incremento más favorable dentro del régimen exceptuado 

conforme a la posibilidad otorgadas por el artículo 1º de la Ley 238 de 1995”.   

 

Refirió a los alcances de la Ley 238 de 1995 en el sentido que, no pretendió modificar el 

sistema pensional de los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio; toda vez, que la disposición busca recuperar el poder adquisitivo de las 

pensiones y en el caso de los docentes se mantuviera, aplicando el régimen especial. 

 

Aludió al tema de los reajustes prestacionales aplicados a los miembros de la Fuerza Pública 

afiliados a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; y con apoyo en los 

pronunciamientos jurisprudenciales de la Sección Segunda del Consejo de Estado, precisó, 

que este sector, como los docentes del Magisterio, son exceptuados de la Ley 100 de 1993; 

pero en caso, de ser el régimen general más beneficioso se le puede aplicar la Ley 238 de 

1995 bajo el principio de favorabilidad. 

 

Afirmó que, por disposición normativa contenida en el acto legislativo 01 de 2005, los 

docentes afiliados hasta la expedición de la Ley 812 de 2003, se encontraban bajo la 
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disposición contenida en la Ley 33 de 1985; y conservando los beneficios del exceptuado 

del artículo 279 de la Ley 100 de 1993. 

 

Adujo que, al no encontrarse los beneficios otorgados en el régimen general de pensiones, 

resulta ilegal para las pensiones otorgadas dentro del régimen exceptuado docente, la 

aplicación de la fórmula del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; por tanto, se debe declarar 

la nulidad del acto demandado otorgando un incremento pensional conforme al artículo 1 

de la Ley 71 de 1988, mismo que no figura dentro de las derogatorias expresas del artículo 

289. 

 

RESPECTO A LOS APORTES EN SALUD: expresó con apoyo en las sentencias T-348 de 1997; 

C-956 de 2001; C-980 de 2002, que los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, antes del 27 de junio de 2003, el descuento de la cotización del 

5% para salud se hace sobre la mesada pensional, incluidas las mesadas adicionales. 

 

Finalmente solicitó revocar la sentencia proferida, y su lugar acceder a las pretensiones de 

la demanda. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Parte demandante: guardó silencio. 

 

Ministerio de Educación Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio: guardó 

silencio. 

 

Ministerio Público: guardó silencio.  

                                                                       CONSIDERACIONES  

 

La Sala no observa irregularidades procedimentales que conlleven a decretar la nulidad 

parcial o total de lo hasta aquí actuado en segunda instancia, y procederá en consecuencia 

a fallar de fondo la Litis. 

 

Problema jurídico 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago del reajuste periódico de 

las mesadas pensionales conforme lo establece la Ley 71 de 1988, teniendo en cuenta la 

variación del salario mínimo legal mensual vigente? 
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¿Se debe reembolsar a la parte actora algún porcentaje, por concepto de descuentos por 

los aportes de salud, descontados de la pensión de jubilación de manera mensual y de las 

mesadas adicionales de junio y diciembre? 

 

Lo probado  

 
Del material probatorio que reposa en el expediente, se destaca lo siguiente: 

 

➢ Que mediante la Resolución nº 502 del 14 de febrero de 2012 se reconoció la pensión 

de jubilación, por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, a favor de 

Palacio Muñoz (PDF 001 del expediente digital) 

 

➢ Que se presentó petición radicada el 23 de octubre de 2017 elevada ante la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional –Fondo de Prestación Social del Magisterio; por la cual 

solicitó se reajuste la pensión de jubilación, tomando como base el porcentaje del 

incremento del salario mínimo legal mensual vigente del año inmediatamente anterior, 

cuando sea superior al IPC. De igual forma se solicitó se diera aplicación al porcentaje del 

5% para los descuentos a salud (PDF 001 del expediente digital) 

 

➢ Que mediante la Resolución nº 8582-6 del 03 de noviembre de 2017, se negó la 

devolución de aportes en salud y el reajuste periódico de la pensión de jubilación con base 

en el incremento del salario mínimo mensual legal vigente a la docente Nubia Palacio 

Muñoz (PDF 001 del expediente digital) 

 

PRIMER PROBLEMA JURÍDICO  

 

Fundamento jurídico 

 

Régimen general de seguridad social  

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio público 

obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y control del Estado, con 

sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; asimismo se garantiza 

como un derecho irrenunciable, servicio prestado por entidades públicas y privadas, que 

brinda los recursos destinados al poder adquisitivo de las pensiones. 
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A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral previsto en la Ley 100 de 19931, tuvo como objeto 

garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de mejorar la calidad de vida, 

y la dignidad humana, a través de las instituciones públicas y privadas prestadora de los 

servicios, como un servicio esencial bajo los principios de eficiencia, universalidad, 

solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

 

Por su parte, el artículo 11 ibídem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003; prevé 

su campo de aplicación, así:  

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se 
aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y 
respetando, adicionalmente todos los derechos, garantías, 
prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos 
conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o 
convenciones colectivas de trabajo para quienes a la fecha de 
vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 
Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 
sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, 
semioficial en todos los órdenes del régimen de Prima Media y del 
sector privado en general.  

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a 
las partes y que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias 
entre las partes”. 

 
Ajuste de pensiones en el régimen de seguridad social para los afiliados al sector público y 

régimen general de pensiones 

 

El artículo 1 de la  Ley 4 de 19762, determinó que las pensiones de los sectores público, 

oficial, semioficial y privado, así como los afiliados al Instituto Seguro Social a excepción 

de las pensiones por incapacidad permanente parcial, se reajustarían de oficio, cada año, 

teniendo en cuenta el salario mínimo mensual legal más alto, con una suma fija igual a la 

mitad de la diferencia entre el antiguo y el nuevo salario mínimo mensual legal, más una 

suma equivalente a la mitad del porcentaje que represente el incremento entre el antiguo 

y el nuevo salario mínimo mensual legal más alto, esto último aplicado a la correspondiente 

pensión.  

                                                           
1 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1 
2 Ley 4 de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, 

semioficial y privado y se dictan otras disposiciones.” 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1165 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1165
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Posteriormente, el artículo 1 de la Ley 71 de 19883 precisó que las pensiones referidas en 

el artículo 1 de la Ley 4 de 1976, la de incapacidad permanente parcial y las compartidas, 

serían reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que sea incrementado 

por el Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

 

La citada norma fue reglamentada por el Decreto 1160 de 1989, precisó respecto al ajuste 

de las pensiones en el artículo 1 lo siguiente: 

 
“Reajuste pensional. Las pensiones de jubilación, invalidez, vejez, 
incapacidad permanente parcial, compartidas y de sobrevivientes, de 
los sectores público, privado y del Instituto de Seguros Sociales, se 
reajustarán de oficio y en forma simultánea con el salario mínimo 
legal, en el mismo porcentaje en que éste sea incrementado por el 
Gobierno Nacional”.  

 
Del recuento normativo citado, se concluye que, por mandato constitucional, es deber del 

Estado garantizar el reajuste periódico de las pensiones, que inicialmente desde la Ley 4 

de 1976, se determinó un ajuste a los beneficiarios de los regímenes del sector público, 

oficial y privado, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente más alto. 

 
A su turno la Ley 100 de 1993, en el artículo 289, indicó en relación con las vigencias y 
derogatorias lo siguiente: 
 

“La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, 
salvaguarda los derechos adquiridos y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 2o. de 
la Ley 4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo 
del art.  7o. de la Ley 71 de 1988, los 
artículos  , 268, 269, 270, 271 y 272 del Código de Sustantivo del 
Trabajo y demás normas que los modifiquen o adicionen”. 

 
O sea, que al derogarse el parágrafo 7 de la Ley 71 de 1988, se eliminó la norma que 

disponía un régimen de reconocimiento pensional para las personas que tengan diez (10) 

años o más de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o más de 

edad si es varón o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, continuarían aplicándose 

las normas de los regímenes actuales vigentes.  

 

Además, este parágrafo de la Ley 71 de 1988 fue declarada inexequible por la Corte 

Constitucional Sentencia C-012 de 1994. 

 

                                                           
3 Ley 71 de 1988 por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=307 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#268
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#269
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#270
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#271
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#272
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14367#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=307
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La Ley 100 de 1993 en su artículo 279 contempló los regímenes exceptuados a dicho 

régimen, quedando contemplado entre otros, el personal docente vinculado al Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, y señaló que estas excepciones no implican negación 

de los beneficios y derechos determinados en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual 

consagra el reajuste anual de las pensiones en el IPC: 

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad 
Social contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de 
las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido 
por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se 
vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros 
no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, 
cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o 
cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de 
la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores 
que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación 
que para el efecto se expida. 
[…] 
 
PARÁGRAFO 4o. Las excepciones consagradas en el presente 
artículo no implican negación de los beneficios y derechos 
determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 
pensionados de los sectores aquí contemplados.” (Rft) 

 

Concerniente al reajuste de las pensiones el Régimen General de Pensiones previsto en el 

artículo 14 de la Ley 100 de1993, precisó:  

 
“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que 
las pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución 
o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del sistema 
general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, 
se reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada 
año, según la variación porcentual del Índice de Precios al 
Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente 
anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual 
al salario mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio 
cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 
salario por el Gobierno. 

 
 

La norma fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-387 de 

19944, donde señaló:   

 

                                                           
4 Corte Constitucional sentencia C- 387 de 1994; MP. Dr. Carlos Gaviria Díaz, 1 de septiembre de 1994; 

REF.: expediente No. D-529. http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1994/c-387-94.htm 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1994/c-387-94.htm
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“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto ante 
situaciones iguales, a la luz de los cánones constitucionales, tiene 
una justificación clara y razonable, cual es la de dar especial 
protección a aquellos pensionados que por devengar una 
pensión mínima se encuentran, por razones económicas, en 
situación de debilidad manifiesta frente a los demás. En 
consecuencia, ha decidido el legislador que el valor de la pensión 
para esas personas se reajuste en un porcentaje igual al del salario 
mínimo legal mensual, con el fin de que dicho ingreso conserve su 
poder adquisitivo y así pueda el beneficiario satisfacer sus 
necesidades básicas y llevar una vida digna.  
 
[…] 
“Las instituciones del salario mínimo y de la pensión mínima, se 
enmarcan dentro de aquellas políticas destinadas a lograr una 
justicia social, pues son medidas especiales de protección a 
quienes por su condición económica se encuentran en situación 
de debilidad manifiesta. Busca así el legislador menguar la 
desigualdad y de esta manera cumplir con el propósito señalado 
por el constituyente en el artículo 13 de la Carta, que ordena al 
Estado promover las condiciones requeridas para que la 
igualdad sea real y efectiva, mediante la adopción de medidas 
en favor de grupos discriminados o marginados, como también 
proteger especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica o física se encuentran en situación de 
debilidad manifiesta.     
 
[…]      
Ahora bien: que el índice de precios al consumidor aumenta en 
proporción superior al porcentaje en que se incrementa el salario 
mínimo, es un argumento que esgrime el demandante, pero que 
no se ajusta a la realidad, pues como se demostrará en seguida, 
estos valores no han sido constantes, y no podían serlo, por que su 
comportamiento depende de una serie de circunstancias 
económicas y políticas que resultan variables, y en consecuencia, 
no es posible determinar con certeza el porcentaje en que cada 
uno de esos dos factores aumentará.  
 
“Veamos el comportamiento de la tasa de inflación y el 
porcentaje de incremento del salario mínimo, durante los 
últimos diez años:  
 
“Año  Inflación  Salario mínimo     
 
1983  16.64   22%   
1984  18.28   22% 
1985  22.45   20% 
1986  20.95   24% 
1987  24.02   22% 
1988  28.12   25% 
1989  26.12   27% 
1990  32.36   26% 
1991  26.82   26.07% 
1992  25.13   26.04% 
1993  22.6   21.09%" 
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“Obsérvese que en los años 1983, 1984, 1986, 1989 y 1992 el 
salario mínimo se incrementó en cuantía superior al índice de 
inflación, y en los demás años, sucedió lo contrario, esto es, que 
la inflación fue mayor que el porcentaje en que subió el salario 
mínimo.  
 
Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues no es posible 
afirmar con certeza cuál de los dos sistemas podría resultar más 
benéfico para el pensionado, ya que ello dependerá del 
comportamiento que presente cada uno de esos factores a través 
del tiempo, de manera que habrá ocasiones en que el índice de 
precios al consumidor sea superior al porcentaje en que se 
incremente el salario mínimo, y en otras, éste sea inferior a aquél, 
o pueden existir casos en que los dos sean iguales.    
 
De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la 
Constitución al consagrar el derecho al reajuste periódico de las 
pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción en que éstas 
deben incrementarse, como tampoco la oportunidad o 
frecuencia en que debe llevarse a cabo, quedando en manos del 
legislador la regulación de estos aspectos, como en efecto lo 
hace la norma parcialmente impugnada”. 

 
En este sentido, el Máximo Tribunal Constitucional, alude a la determinación de 

incrementar las pensiones en el salario mínimo solo para los pensionados que devengan la 

pensión mínima, en aras de salvaguardar los derechos constitucionales de los pensiones 

que se encuentran en debilidad manifiesta frente a los demás ciudadanos; a su vez, que la 

determinación del índice de precios al consumidor para los demás pensionados para 

establecer el incremento pensional, se ajusta a factores circunstancias económicas y 

políticas. 

 

De otro lado, la Ley 238 de 19955, dispuso la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 a los regímenes exceptuados previstos en dicha disposición; al respecto señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el 
siguiente parágrafo: 
 
"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no 
implican negación de los beneficios y derechos determinados en los 
artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores aquí 
contemplados". 

 
 
Si bien, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 dispuso las excepciones de su aplicación al 

personal docente vinculado al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

                                                           
5 Ley 238 de 1995; http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0238_1995.html 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr005.html#279
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0238_1995.html
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posteriormente la Ley 238 de 1995, integró a este sector en la aplicación del reajuste 

pensional contemplado en el Régimen General de Pensiones. 

 

Bajo el tema en cuestión referente al reajuste de las mesadas en aplicación de la Ley 100 

de 1993, la Sección Segunda el Honorable Consejo de Estado6 en providencia del 17 de 

agosto del 2017, en pronunciamiento dentro de la acción pública de nulidad en contra del 

artículo 40 del Decreto 692 de 1994; expuso que el reajuste previsto por el artículo 14 de 

la Ley 100 de 1993 derogó el dispuesto por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988: 

 
 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la mesada de 
quienes se pensionaron con anterioridad al 1.º de abril de 1994 
debe incrementarse en la forma prevista por la Ley 71 del 19 de 
diciembre de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se 
ajustaba el salario mínimo, afirmación frente a la cual debe 
indicarse que el hecho de que el porcentaje en el cual se reajusta 
la pensión no sea un derecho adquirido, implica que el sistema 
definido por la Ley 100 de 1993 podía regular válidamente la 
proporción del aumento de la prestación, derogando el 
enunciado normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y 
como lo admitió la Corte Constitucional en la sentencia C-110 de 
1996, al señalar:  

 

«[…] A partir del 1.° de enero de 1989 y hasta la entrada en 
vigencia de la Ley 100 de 1993, todas las pensiones que fueron 
reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el 
privado, se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista 
en la Ley 71 de 1988, esto es, en el mismo porcentaje en que se 
incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal mensual. Con 
la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las 
pensiones reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen 
reajustando en la forma prevista por su artículo 14 y teniendo en 
cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 ibídem, lo que 
significa que el referido reajuste se produce anualmente según la 
variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 
certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, más 
la mesada adicional y el reajuste equivalente a la elevación en la 
cotización para salud, a favor de los pensionados con anterioridad 
al 1° de enero de 1994.[…] 

 

En esas condiciones, no le asiste razón a la parte demandante 
cuando estima que al hacer extensivo el porcentaje de reajuste de 
la mesada pensional que se decreta para quienes se pensionan con 
posterioridad al 1.º de abril de 1994 a aquellos que ya tenían la 
prestación reconocida para ese momento, la norma demandada 

                                                           
6 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCION SEGUNDA -

SUBSECCIÓN A- Consejero ponente: WILLIAM HERNANDEZ GOMEZ - Bogotá, D.C., diecisiete (17) de 

agosto de dos mil diecisiete (2017) -Radicación número: 11001-03-24-000-2010-00007-00(3294-14). 

http://190.217.24.55:8080/WebRelatoria/FileReferenceServlet?corp=ce&ext=doc&file=2102915 

 

http://190.217.24.55:8080/WebRelatoria/FileReferenceServlet?corp=ce&ext=doc&file=2102915
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hace una inclusión no prevista en la ley que reglamenta y 
desconoce los derechos adquiridos de estos últimos, pues se 
reitera, la protección de los derechos adquiridos en materia 
pensional no comprende la proporción del incremento de la 
mesada. 

 
Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el 
porcentaje de reajuste de la mesada pensional no es un derecho 
adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
ha considerado que el legislador está habilitado para modificar las 
normas que consagran la proporción en que se realizarán los 
aumentos de las mesadas pensionales. 

 
De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el artículo 14 
de la Ley 100 de 1993 sí es aplicable a quienes les fue reconocida la 
pensión antes del 1.º de abril de 1994 y no el definido por la Ley 71 
del 19 de diciembre de 1988, toda vez que esta última quedó 
derogada por aquella” 

 
Del postulado jurisprudencial precitado se extrae, que si bien quienes se pensionaron con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuentan con un régimen 

anterior al del Sistema de Seguridad Social Integral, esto no quiere decir, que en cuento al 

incremento de la mesada pensional deba realizarse conforme lo contempla la Ley 71 de 

1988, ajustado al salario mínimo, toda vez que, con la entrada en vigencia del régimen 

general de pensiones, dicha norma quedó derogada por ésta última, que dispuso que los 

ajustes de las mesadas pensionales fueran incrementadas conforme a la variación del 

índice de precios al consumidor. 

 

Referente a los motivos que alega el libelista, de aplicar artículo 1 de la Ley 71 de 1989, en 

armonía con el principio de favorabilidad al ajuste de la mesada pensional, es pertinente 

traer a colación los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos por la Máxima 

Corporación Constitucional en sentencia C-435 de 2017, bajo la acción pública de 

constitucionalidad se demanda la nulidad parcial del artículo 14 de la Ley 100 de 1993; 

concerniente al reajuste de pensiones, según la variación porcentual del Índice de Precios 

al Consumidor, así: 

 

“Así, para decirlo de otra forma, pero con sus propias palabras, el 
actor entiende que el principio de favorabilidad también resulta 
aplicable a los pensionados “porque son trabajadores en 
receso […] y, porque también, uno de los principios fundamentales 
del trabajo es la garantía de la seguridad social” y es precisamente 
a partir de esa consideración que concluye que “[e]n caso de duda 
en la medición del poder adquisitivo constante de las pensiones, 
porque no hay ley que establezca como se mide […] debe aplicarse 
el método más favorable al pensionado”. Lo anterior, hasta el punto 
de que en su demanda no sólo solicita declarar inexequible el 
apartado demandado, según el cual  las pensiones “se reajustarán 
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anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la 
variación porcentual del Indice de Precios al Consumidor, 
certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior”, sino 
que incluso le pide a la Corte señalar que lo más favorable para el 
pensionado es “la medición del poder adquisitivo constante de las 
pensiones por el método de medición de la equivalencia de las 
pensiones en relación con el Salario Mínimo Legal Vigente”[85], 
como si este fuese expresamente el mandato constitucional. 
          
[…] 
 
Lo anterior pues, como también se ha explicado en la 
jurisprudencia constitucional, sin perjuicio de que toda pensión 
“tiene como objetivo primordial proteger a las personas de la 
tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón 
de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitados para 
obtener otra clase de recursos para su propia subsistencia y la de su 
familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del salario 
mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, 
como también se la ha denominado, “se encuentran, por razones 
económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los 
demás”. De tal forma que ellas también requieren de un 
incremento periódico mínimo que, precisamente, garantice 
también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer no sólo 
sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden 
material, social, cultural, educativo” 
 
[…] 
 
Siendo así, se tiene que en la norma demandada el legislador 
específicamente dispuso que el criterio o parámetro de 
actualización fuera el IPC en tanto que, como claramente explicó 
el DANE en su intervención, éste precisamente “es una estadística 
que mide la variación porcentual de los precios de un conjunto 
representativo de los bienes y servicios de consumo de los hogares 
del país”. Pero, simultáneamente, el legislador distinguió entre las 
pensiones superiores e inferiores al salario mínimo legal mensual 
vigente (SMLMV), estableciendo que únicamente éstas últimas se 
incrementaran en el mismo porcentaje que ese salario, “con el fin 
de que dicho ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el 
beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una vida 
digna”[94]. 
 
Lo anterior pues, como también se ha explicado en la 
jurisprudencia constitucional, sin perjuicio de que toda pensión 
“tiene como objetivo primordial proteger a las personas de la 
tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón 
de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitados para 
obtener otra clase de recursos para su propia subsistencia y la de su 
familia”, las personas cuya pensión no supera el valor del salario 
mínimo legal mensual vigente o que reciben una pensión mínima, 
como también se la ha denominado, “se encuentran, por razones 
económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los 
demás”. De tal forma que ellas también requieren de un 
incremento periódico mínimo que, precisamente, garantice 
también los fines del salarió mínimo, como son “satisfacer no sólo 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn85
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn94
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sus propias necesidades sino también las de su familia, en el orden 
material, social, cultural, educativo”[95]. 
 
Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución 
faculta al legislador a decidir, con autonomía política, de qué 
manera reajustar periódicamente el valor pensiones, de tal forma 
que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de 
favorabilidad en materia laboral del que trata el artículo 53 
superior, en todo caso los índices o referencias de actualización a 
los que acudió el legislador para actualizar las pensiones de forma 
diferenciada según su valor (IPC y SMLMV) tienen un origen, una 
explicación y unos propósitos diferentes, al mismo tiempo que se 
relacionan entre ellos de una forma particular. 
 
[…] 
 
Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso al 
legislador el deber general de actualizar el monto de las pensiones 
para que fuesen consistentes con el fenómeno de la pérdida del 
poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo 
específico de actualización, motivo por el cual el Congreso cuenta 
con un amplio margen de configuración para fijar las fórmulas 
específicas a través de las cuales se materializa este deber genérico, 
sin que se encuentre obligado a acoger un esquema económico 
que, a juicio del accionante, resulte más favorable a los intereses de 
los pensionados entre todos los posibles.”  

 
En consecuencia, conforme a los pronunciamientos jurisprudenciales citados, se tiene que, 

la Constitución Política facultó al legislador bajo su autonomía de fijar las fórmulas 

específicas el reajuste periódico de las pensiones, teniendo en cuenta el índice de precios 

al consumidor, parámetro que se adoptó obedeciendo a las satisfacciones de las 

necesidades del orden familiar, material, social, cultural y educativo, y con el fin de 

garantizar los fines del salario mínimo, en aras actualizar el monto de las pensiones y de 

contrarrestar el fenómeno de la pérdida del poder adquisitivo de la moneda. 

 

En ese orden de ideas, considera la Sala que no se encuentra demostrado la vulneración de 

los derechos invocados en la parte actora, dado que, conforme a los presupuestos 

normativos y jurisprudenciales antes citados, se observa que no le asiste razón al 

accionante al indicar que el reajuste de las mesadas pensionales se deben realizar 

conforme al artículo 1 de la Ley 71 de 1989, esto es, conforme al salario mínimo, y no 

conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

 

Lo anterior teniendo, en cuenta que la Ley 100 de 1993, reajustó las mesadas de los 

Regímenes del Sistema General de Pensiones, y en aras de mantener su poder adquisitivo, 

ordenó el ajuste según la variación porcentual del índice de precios al consumidor; además 

con la expedición de dicha norma, se entendió derogada la Ley 71 de 1989. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn95
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SEGUNDO PROBLEMA JURÍDICO 

 

El artículo 157 de la Ley 100 de 1993 establece que son afiliados al SGSS en salud todos los 

residentes en Colombia que se encuentren afiliados al régimen contributivo o al subsidiado 

y los vinculados temporalmente: al régimen contributivo pertenecen los afiliados con 

capacidad de pago, como cotizantes están los pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sobreviviente, tanto del sector público como del privado. 

 

Por su parte, el artículo 143 ibídem, previó para los pensionados antes del 1 de abril de 

1994, el reajuste mensual equivalente a la elevación en la cotización para salud que resulte 

de la aplicación de dicha norma, así mismo dispuso, la cotización para salud a cargo de los 

pensionados, quienes podrían cancelarla mediante una cotización complementaria 

durante su período de vinculación laboral. 

 

A su vez, el artículo 280 de la Ley 100 de 1993, dispuso sobre la obligatoriedad y sin 

excepciones de aportar para los fondos de solidaridad en los regímenes de salud y 

pensiones, a partir del 1 de abril de 1994 en las instituciones, regímenes y con respecto 

también a las personas que por cualquier circunstancia gocen de excepciones totales o 

parciales previstas en esta Ley. 

 

APLICACIÓN DEL REGIMEN EN SALUD PARA LOS AFILIADOS AL SECTOR PÚBLICO Y AL 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y AL SISTEMA GENERAL DE 

SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD. 

 

La Ley 4 de 19667, determinó para los afiliados a los Caja Nacional de Previsión Social, el 

deber de cotizar el porcentaje del 5%, a favor de la entidad de previsión, sobre la mesada 

pensional.  

 

Lo anterior es reiterado por el Decretos 3135 de 19688, en cuyo artículo 37, se dispone: 

"Prestaciones para pensionados. A los pensionados por invalidez, jubilación y retiro por 

vejez se les prestará por la entidad que les pague la pensión, asistencia médica, 

                                                           
7 https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=1573 
8 "por el cual se prevé la integración de la seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el 

régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales" 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=1573
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farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria. Para este efecto el pensionado cotizará 

mensualmente un cinco por ciento (5%) de su pensión". 

 

Posteriormente la Ley 91 de 19899, por el cual se creó el Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, en su artículo 8 numeral 2, señaló como objetivos de dicho fondo, 

garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, y fue constituido entre otros: 

“…El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, 

como aporte de los pensionados.” 

 

El artículo 15 de la citada disposición, determinó el régimen aplicable para el personal 

docente dependiente de la vinculación así: 

 
“ARTÍCULO 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal 
docente nacional y nacionalizado y el que se vincule con 
posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes 
disposiciones: 
 
 (Ver art. 6 Ley 60 de 1993) 
 
 1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de 
diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y 
sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido gozando 
en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes.  
 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero 
de 1990, para efectos de las prestaciones económicas y sociales se 
regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos 
del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas 
en esta Ley.” 

 
Por su parte, el artículo 81 de la Ley 812 de 200310, estableció el régimen prestacional de 

los docentes nacionales y nacionalizados vinculados antes de la vigencia de esta ley, es el 

señalado en las normas establecidas con anterioridad a la misma y los vinculados a partir 

de la entrada en vigencia de la citada norma, afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio tendrán los derechos pensionales del régimen pensional de prima media 

establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con 

excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años para hombres y mujeres, 

norma declarada exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-369-04. 

 

                                                           
9 https://www.mineducacion.gov.co/1621/articles-85852_archivo_pdf.pdf 

 
10 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003.html#1 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=274#6
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1
https://www.mineducacion.gov.co/1621/articles-85852_archivo_pdf.pdf
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003.html#1
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Adicionalmente precisó en el inciso tercero y cuarto de dicha normativa, en cuanto a los 

servicios de salud para los  afiliados a dicho Fondo, prestados conforme lo estipula la Ley 

91 de 1989 y el valor de las cotizaciones por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 

pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma 

distribución que exista para empleadores y trabajadores.  

 

Posteriormente, el primer parágrafo transitorio del Acto Legislativo 01 de 2005, dispuso 

que: “El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 

vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 

2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de ésta. Los docentes que se hayan vinculado o se 

vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media 

establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 

de la Ley 812 de 2003.” 

 
En cuanto al monto de la contribución de cotizaciones el artículo 204 de la Ley 100 de 

1993, establecía: 

 
“(…) La cotización obligatoria que se aplica a los afiliados al sistema 
general de seguridad social en salud según las normas del presente 
régimen, será máximo del 12% del salario base de cotización, el cual 
no podrá ser inferior al salario mínimo. Dos terceras partes de la 
cotización estarán a cargo del empleador y una tercera parte a cargo 
del trabajador. Un punto de la cotización será trasladado al fondo de 
solidaridad y garantía para contribuir a la financiación de los 
beneficiarios del régimen subsidiado”. (Resalta la Sala) 

 
Dicha preceptiva fue modificada por el artículo 10 de la Ley 1122 de 2007, dispuso:  
 

“Artículo 204. Monto y distribución de las cotizaciones. La cotización 
al Régimen Contributivo de Salud será, a partir del primero (1°) de 
enero del año 2007, del 12,5% del ingreso o salario base de 
cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización 
a cargo del empleador será del 8.5% y a cargo del empleado del 4%. 
Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán trasladados a la subcuenta 
de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los 
beneficiarios del régimen subsidiado. Las cotizaciones que hoy tienen 
para salud los regímenes especiales y de excepción se incrementarán 
en cero punto cinco por ciento (0,5%), a cargo del empleador, que 
será destinado a la subcuenta de solidaridad para completar el uno 
punto cinco a los que hace referencia el presente artículo. El cero 
punto cinco por ciento (0,5%) adicional reemplaza en parte el 
incremento del punto en pensiones aprobado en la Ley 797 de 2003, 
el cual sólo será incrementado por el Gobierno Nacional en cero 
punto cinco por ciento (0,5%).  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1
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Finalmente, por virtud de la Ley 1250 de 200812, por medio del artículo 1 adicionó el 204 

de la Ley 100 de 1993, en el sentido de que la cotización mensual al régimen contributivo 

de salud de los pensionados será del 12% del ingreso de la respectiva mesada pensional. 

 

De las normas señaladas se evidencia, que el objetivo del legislador se encaminó a efectuar 

aportes para salud tanto en los regímenes especiales como del Sistema General de 

Seguridad Social, incluidos los pensionados, afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

 

En lo atinente al porcentaje de la cotización para los afiliados al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio se dispuso inicialmente con la Ley 91 de 1989, una cotización del 

5% y posteriormente con la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, se habilitó un valor 

total de la cotización correspondiente a la suma de aportes que para salud y pensiones 

establezca las leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. 

 

En consecuencia, se deriva que las cotizaciones que se deducen de la mesada pensional de 

los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, equivalen al mismo 

porcentaje que se debe descontar al Régimen General de Seguridad Social. 

 

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia T-835 de 2014, sobre la obligatoriedad 

en la cotización a los pensionados al Sistema General de Salud, tanto para regímenes 

especiales, como la pensión gracia, y el ordinario dispuso: 

 
“Entonces, incluso los regímenes de excepción tienen el deber de 
cotizar al Sistema General de Seguridad Social, para la prestación de 
los servicios médico asistenciales, situación que no varió con la 
expedición de la Ley 100 de 1993. Esto encuentra respaldo en el 
principio de solidaridad que caracteriza este sistema. Así en la 
sentencia C-1000 de 2007, la Corte reiteró la posición de la 
obligación de cotizar al Sistema, señalada en la C-548 de 1998 y 
sobre los aportes que deben efectuar los pensionados señaló: 
 
“(…)  frente  al deber que tienen los pensionados de cotizar en 
materia de salud, la Corte ha estimado que (i) es un desarrollo natural 
de los preceptos constitucionales que la ley ordene brindar asistencia 
médica a los pensionados y que prevea que éstos paguen una 
cotización para tal efecto, ya que la seguridad social no es gratuita 
sino que se financia, en parte, con los mismos aportes de los 
beneficiarios, de conformidad con los principios de eficiencia, 
solidaridad y universalidad; y (ii) no viola la constitución que el 
legislador establezca que los pensionados deben cotizar en mataría 
de salud.” 
 
En conclusión, todo pensionado debe contribuir a la sostenibilidad y 
eficiencia del sistema General de Salud, no sólo para recibir los 
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distintos beneficios, sino para financiar el sistema en su conjunto, 
colaborando con sus aportes a la prestación de la asistencia médica de 
todas las personas que pertenecen al régimen subsidiado, en 
desarrollo del principio de solidaridad consagrado en la Constitución. 
(…) Rft” 

 
Respecto al monto de las cotizaciones que deben realizar los docentes pensionados 

afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por concepto de salud, 

respecto al porcentaje del Régimen General de Pensiones, la Sección Segunda del 

Honorable Consejo de Estado, en sentencia del 10 de mayo de 201811, precisó: 

 
“ 3. Por otro lado, la Ley 91 de 1989, fijó como otro de los objetivos 
del Fondo Nacional de prestaciones sociales del Magisterio: 
Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, para 
contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta 
el Consejo Directivo del Fondo. Entonces, a cargo del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales el Magisterio tiene a cargo las prestaciones 
sociales de los afiliados al Magisterio, entre estas, (i) la pensión 
ordinaria y (ii) garantizar la prestación la prestación de los servicios 
médico asistenciales. Lo que indica que los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterios, por disposición de 
la ley, tienen un régimen especial de seguridad social en salud. 
 
[…] 
Del análisis de la normatividad referida [artículos 2 de la Ley 4 de 
1966 y 8.5 de la Ley 91 de 1989 que tratan del descuento del 5% para 
el Fondo incluidas las mesadas adicionales], se evidencia que el 
legislador, se sentó para todos los afiliados a la Caja Nacional 
forzosos y voluntarios e incluidos los pensionados la obligación de 
cotizar para salud, deber que también opera para los afiliados al 
Fondo de Prestaciones Sociales. Actualmente, con el sistema de 
seguridad social integral previsto en la Ley 100 de 1993, del cual hace 
parte el subsistema de seguridad social en salud, una de las 
obligaciones de los afiliados es justamente efectuar las cotizaciones. 
(Artículo 161 Ley 100 de 1993). Lo propio hizo el artículo 8º de la Ley 
91 de 1989, respecto del personal afiliado al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, que incluye también a los 
pensionados. (Pensión ordinaria) 
 
 […] 
 
6.2. Afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterios  
 

Ley 91 de 
1989 artículo 
8-5  

5%  

                                                           
11 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCION SEGUNDA -

SUBSECCIÓN B- Consejero ponente: CÉSAR PALOMINO CORTÉS- Bogotá, D.C., diez (10) de mayo de 

dos mil dieciocho (2018) -Radicación número: 68001-23-31-000-2010-00624-01(0340-14) 
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Ley 812 de 
2003, 12, 
artículo 81 

El valor total de 
la tasa de 
cotización por 
los docentes 
afiliados al 
Fondo Nacional 
de Prestaciones 
Sociales del 
Magisterio 
corresponderá a 
la suma de 
aportes que 
para salud y 
pensiones 
establezcan las 
Leyes 100 de 
1993 y 797 de 
2003, 
manteniendo la 
misma 
distribución que 
exista para 
empleadores y 
trabajadores. La 
distribución del 
monto de estos 
recursos la hará 
el Consejo 
Directivo del 
Fondo Nacional 
de Prestaciones 
Sociales del 
Magisterio, en 
lo 
correspondiente 
a las cuentas de 
salud y 
pensiones. 

 
Así las cosas, la cotización para salud del sistema general de los 
docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, es 
el mismo porcentaje del régimen general. 
 
(…) 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional, y teniendo en cuenta 
que los docentes gozan de un sistema de salud, especial, señaló: 
 
“22. Ahora bien, bajo el entendido que los docentes gozan de un 
sistema de salud diferente al señalado en la Ley 100 de 1993, 
corresponde al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio 
prestarle los servicios de salud a que tienen derecho y a la Caja 
Nacional de Previsión Social hoy UGPP, efectuar los aportes 
correspondientes al Sistema General de Seguridad Social en Salud al 

                                                           
12 Corte Constitucional. Sentencia C-529 de 23 de junio de 2010 
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Fondo de Seguridad y Garantía - FOSYGA como lo determina el 
artículo 14 del Decreto 1703 de 2002, “Por el cual se adoptan 
medidas para promover y controlar la afiliación y el pago de aportes 
en el Sistema General de Seguridad Social en Salud”, según el cual: 
 
“Artículo 14. Régimen de excepción. Para efecto de evitar el pago 
doble de cobertura y la desviación de recursos, las personas que se 
encuentren excepcionadas por ley para pertenecer al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, no podrán 
utilizar simultáneamente los servicios del Régimen de Excepción y del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud como cotizantes o 
beneficiarios. 
  
Cuando la persona afiliada como cotizante a un régimen de excepción 
tenga una relación laboral o ingresos adicionales sobre los cuales esté 
obligado a cotizar al Sistema General de Seguridad Social en Salud, su 
empleador o administrador de pensiones deberá efectuar la 
respectiva cotización al Fosyga en los formularios que para tal efecto 
defina el Ministerio de Salud. Los servicios asistenciales serán 
prestados, exclusivamente a través del régimen de excepción; las 
prestaciones económicas a cargo del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, serán cubiertas por el Fosyga en proporción al 
Ingreso Base de cotización sobre el cual se realizaron los respectivos 
aportes. Para tal efecto el empleador hará los trámites respectivos…”. 
 
De conformidad con el anterior artículo es completamente válido -y 
legal que quien se encuentra percibiendo una pensión de vejez, y a 
su vez recibe pensión gracia, cotice sobre las dos pensiones en 
materia de salud. Una cotización será girada al Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y la otra al FOSYGA, recursos 
con los cuales se financia el Sistema de Seguridad Social en Salud. 
 
23. Como se puede observar ni el artículo 52 del Decreto 806 de 
1998, ni en el artículo 14 de Decreto 1703 de 2002, excluyeron de la 
obligación de cotizar al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud a los beneficiarios de la pensión gracia, por lo tanto, los mismos 
se encuentran obligados a efectuar aportes con destino al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, en los términos señalados en 
la ley y en las normas reglamentarias aplicables. 
 
24. Sobre el monto del aporte a salud con anterioridad a la Ley 100 
de 1993, los pensionados del sector oficial, incluyendo los 
beneficiarios de la pensión gracia, cotizaban sobre el 5% de su 
mesada pensional, con fin que se les prestaran los servicios médico 
asistenciales; porcentaje diferenciado respecto al establecido para 
los pensionados del sector privado afiliados al Instituto de Seguros 
Sociales. 
 
Con la expedición de la Ley 100 de 1993, artículo 143, se estableció 
de manera general que la tasa de cotización para financiar el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud sería hasta del 12 %, motivo 
por el cual, con el fin de no afectar los ingresos efectivos de los 
pensionados, y mantener el poder adquisitivo de sus mesadas, se 
consagró un incremento en el monto de las pensiones equivalente a 
la diferencia entre el valor de la cotización establecida en la Ley 100 
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de 1993 (12%), y el valor del aporte que se le venía efectuando al 
beneficiario de la pensión gracia (5%). 
 
De esta manera, por virtud de la misma disposición, a los 
beneficiarios de la denominada pensión gracia también se les 
incrementó correlativamente el valor de su mesada en el monto del 
incremento de su aporte a salud, con el fin de no afectar los ingresos 
reales que venían percibiendo. 
  
25. En conclusión, no existe disposición que excluya a los regímenes 
de excepción del deber de cotizar al Sistema General de Seguridad 
Social, por el contrario se encuentra demostrado, que a través del 
tiempo los beneficiarios de la pensión gracia han estado obligados a 
efectuar los aportes correspondientes al sistema de salud para la 
prestación de los servicios médico asistenciales, situación que no 
varió con la expedición de la Ley 100 de 1993. El pago de las 
cotizaciones en salud es obligatorio, independientemente de que se 
preste o no el servicio de salud, en acatamiento del principio de 
solidaridad que rige el sistema de Seguridad Social en Colombia, 
conforme lo establece el artículo 48 de la Constitución, definido en 
el literal c) del artículo 2 de  la Ley 100 de 1993,  
… 
26. De lo expuesto se puede concluir que todo pensionado debe 
contribuir a la sostenibilidad y eficiencia del sistema General de 
Salud, no sólo para recibir los distintos beneficios, sino para financiar 
el sistema en su conjunto, colaborando con sus aportes a la prestación 
de la asistencia médica de todas las personas que pertenecen al 
régimen subsidiado, en desarrollo del principio de solidaridad 
consagrado en la Constitución. …”-sft- 

 
De las normas anotadas y los postulados jurisprudenciales esgrimidos, se colige que los 

pensionados afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, al ser beneficiarios 

del régimen especial en pensiones previsto en la Ley 100 de 1993, no los exonera de 

realizar los aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud, por disposición expresa de la 

Ley 812 de 2003. 

 
DESCUENTO DE SALUD SOBRE LAS MESADAS ADICIONALES. 

 

El Sistema General de Seguridad Social en Salud no establece descuento alguno sobre las 

mesadas adicionales, sin embargo, la Ley 91 de 1989 que parte del régimen especial de los 

docentes afiliados al FNPSM, sí lo permite de manera expresa  en el numeral 5º del artículo 

8º; luego entonces, aun cuando la Ley 812 de 2003 extendió el régimen de cotización en 

materia de salud a los pensionados afiliados al FNPSM, ello, sólo conllevó a que se 

incrementara el porcentaje de cotización de los docentes, del 5% al 12%, más no tiene 

virtualidad de derogar expresa ni tácitamente lo previsto en el régimen especial en punto 

de la posibilidad de hacer los descuentos de salud sobre las mesadas adicionales. 
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De igual manera, la Sección Segunda del Consejo de Estado, en providencia de tutela del 

14 de septiembre de 201713, denegó la solicitud sobre la devolución de aportes de salud 

sobre las mesadas adicionales de los pensionados afiliados al Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, basado en los siguientes argumentos: 

 
“(…) A partir de lo anterior, esta Sala advierte, en síntesis, que el 
tribunal, señaló que aunque la Ley 812 de 2003 gobierna el monto de 
las cotizaciones a salud de los pensionados afiliados al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, es necesario remitirse a la Ley 
91 de 1989, en lo que toca con la posibilidad de efectuar dichos 
descuentos sobre las mesadas adicionales.  
 
En ese sentido, consideró viable el descuento por salud sobre la 
mesada catorce percibida por la accionante, por cuanto, aunque las 
Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984, prohibían descuento alguno sobre las 
mesadas adicionales, en su criterio, estas normas fueron derogadas 
tácitamente por la Ley 91 de 1989, por haber sido expedida de forma 
posterior, la cual, contempló dichos descuentos sobre las mesadas 
adicionales, inclusive.  
 
En esta perspectiva, advierte la Sala que el análisis normativo 
efectuado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca es 
razonable, toda vez que se sustentó en la vigencia de las normas 
relevantes al asunto puesto en consideración, por lo que no es posible 
colegir que la providencia judicial cuestionada constituya un error 
sustantivo.  
 
En suma, concluye esta Sala de decisión que en la providencia 
cuestionada no se evidencia ninguna causal de procedencia de la 
acción de tutela, pues como se demostró, no fue producto de un 
actuar caprichoso del Colegiado demandado, sino de la conjunción 
en la apreciación de las pruebas de acuerdo con las reglas de la sana 
crítica y la interpretación legal de las normas aplicables al caso 
concreto.” 

 
En ese orden de ideas, considera la Sala que los descuentos por concepto de salud sobre 

las  mesadas adicionales de junio y diciembre fueron previstas en la Ley 91 de 1989, para 

los afiliados del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y, a pesar de no 

mencionarse taxativamente en la Ley 812 de 2003, no significa que hubiese cesado la 

obligación de cotizar sobre dichas mesadas, pues en atención al principio de solidaridad 

que erige el Sistema de Seguridad Social, y en aras de preservar la contribución al sistema 

para lograr la sostenibilidad, eficacia y financiación del mismo, es procedente realizar los 

descuentos sobre la mesadas adicionales recibidas por los pensionados afiliados a dicho 

Fondo. 

                                                           
13 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCION SEGUNDA -

SUBSECCIÓN A- Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ- Bogotá, D.C., catorce (14) de 

septiembre de dos mil diecisiete (2017) -Radicación número: 11001-03-15-000-2017-01998-00(AC). 

http://190.217.24.55:8080/WebRelatoria/FileReferenceServlet?corp=ce&ext=doc&file=2108186 

 

http://190.217.24.55:8080/WebRelatoria/FileReferenceServlet?corp=ce&ext=doc&file=2108186
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Considera la Sala, que no le asiste razón al impugnante al indicar que la parte actora, por 

ingresar con anterioridad al 27 de junio de 2003; y en aplicación a la Ley 91 de 1989 se 

debe descontar por concepto de cotización a salud el 5% sobre las mesadas pensionales, 

incluidas las mesadas adicionales. 

 

En este sentido, se tiene que los descuentos aplicados a los pensionados afiliados al Fondo 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, sobre la mesada ordinaria y adicionales de los 

meses de junio y diciembre, por concepto de salud, deben hacerse aplicando los 

porcentajes previstos por las normas anteriormente señaladas. 

 

Por lo anterior, se denegarán las pretensiones de la demanda y se confirmará la sentencia 

de primera instancia. 

 

COSTAS EN ESTA INSTANCIA. 

 

En el presente asunto, de conformidad con el artículo 188 del CPACA, adicionado por el 

artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, al evidenciarse que la demanda se presentó con 

manifiesta carencia de fundamento legal, pues conforme se señaló en la parte motiva, 

ninguna de las disposiciones en las cuales  se fundamenta la misma, otorgan  el más mínimo 

derecho a la reclamación pretendida, se condenará en costas de segunda instancia a la 

parte demandante, las cuales se liquidarán conforme a los artículos 365 y 366 del C. G. del 

P. 

 

Señálense como agencias en derecho, a favor de la parte demandada la suma de un salario 

mínimo legal vigente 

 

Por lo discurrido, la Sala Primera de Decisión del Honorable Tribunal Administrativo de 

Caldas, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia dictada el 17 de febrero de 2020 por Juzgado Sexto 

Administrativo del Circuito de Manizales, en el proceso de nulidad y restablecimiento del 

derecho interpuesto por NUBIA PALACIO MUÑOZ en contra de la NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
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SEGUNDO: COSTAS de segunda instancia, a cargo de la parte demandante, las cuales se 

liquidarán por el Juzgado de primera instancia, conforme al artículo 365 y 366 del C. G. del 

P. 

 

Se señalan agencias en derecho igual a un salario mínimo legal vigente a favor de la 

demandada 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen, 

previas las anotaciones del caso. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Proyecto discutido y aprobado en Sala de Decisión Virtual celebrada el 06 de mayo de 

2021, conforme Acta nº023 de la misma fecha.  

 
 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                          
 
 

(E) Despacho del Magistrado Jairo Ángel Gómez Peña 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica a la parte demandante por 
Estado Electrónico No. 079  del 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al correo 
electrónico. 

Manizales, 
_____________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 



CONSTANCIA SECRETARIAL: CONSTANCIA SECRETARIAL: 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso de 
apelación, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
 
Consta de dos carpetas con: 
Cuaderno N1: 26 documentos en formato pdf, numerados del 01 al 26. 
Cuaderno N2: 1 documento en formato pdf. 
 

 
HECTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario  
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación: 17001333900820180015002 
Demandante: Rogelio Ramos Mosquera 
Demandado: Nación Ministerio de Educación Nacional FOMAG 

Vinculado: Departamento de Caldas 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

 
                                                                                                                                                            A.I. 128 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión de los 

recursos de apelación interpuestos, el Despacho observa que fueron presentados 

dentro del término oportuno, y que fueron sustentados los motivos de inconformidad 

ante el Juez que profirió la decisión, (documentos pdf N 20 y 21, del cuaderno N1 del 

expediente electrónico).  

 

Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, ADMITESE el 

recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 02 de marzo de 2020 

por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Manizales, que Negó las 

pretensiones de la demanda en el proceso de la referencia.  (En documento pdf N 18 

del cuaderno N1 del expediente electrónico). 

 

Vencido el termino de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no exista 

solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 247 numeral 4 del CPACA, modificado por el artículo 623 del 

Código General del Proceso, considerando innecesario citar a audiencia de alegaciones 



Radicación: : 17001333900820180015002 

y juzgamiento, CORRASE traslado común a las partes por el término de diez (10) días, 

para que presenten sus alegatos de conclusión. 

  

Lo anterior, en virtud del inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 2021, teniendo 

en cuenta que en el presente proceso el recurso de apelación fue interpuesto antes del 

25 de enero de 2021, fecha de entrada en vigencia de la mencionada Ley. 

 

Vencido el término concedido a las partes, el Ministerio Público DISPONDRÁ 

igualmente de diez (10) días para emitir su concepto, sin retiro del expediente.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 

dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en los 

términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 

destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 

electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   

 

Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

 No.079       

 

 FECHA: 10/05/2021 

 

 

                               
HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 

Secretario 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


CONSTANCIA SECRETARIAL: CONSTANCIA SECRETARIAL: 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso de 
apelación, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
 
Consta de dos carpetas con: 
Cuaderno N1: 12 documentos en formato pdf, numerados del 01 al 12. 
Cuaderno N2: 1 documento en formato pdf. 
 

 
HECTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario  
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación: 17001333900820180049902 
Demandante: Luis Eduardo- Tamayo Aguirre 
Demandado: Nación Ministerio de Educación Nacional FOMAG 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

 
                                                                                                                                                            A.I. 129 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión de los 

recursos de apelación interpuestos, el Despacho observa que fueron presentados 

dentro del término oportuno, y que fueron sustentados los motivos de inconformidad 

ante el Juez que profirió la decisión, (documentos pdf N 07 y 09, del cuaderno N1 del 

expediente electrónico).  

 

Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, ADMITESE el 

recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 26 de agosto de 2020 

por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Manizales, que Negó las 

pretensiones de la demanda en el proceso de la referencia.  (En documento pdf N 05 

del cuaderno N1 del expediente electrónico). 

 

Vencido el termino de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no exista 

solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 247 numeral 4 del CPACA, modificado por el artículo 623 del 

Código General del Proceso, considerando innecesario citar a audiencia de alegaciones 

y juzgamiento, CORRASE traslado común a las partes por el término de diez (10) días, 

para que presenten sus alegatos de conclusión. 



Radicación: 17001333900820180049902 

 

  

Lo anterior, en virtud del inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 2021, teniendo 

en cuenta que en el presente proceso el recurso de apelación fue interpuesto antes del 

25 de enero de 2021, fecha de entrada en vigencia de la mencionada Ley. 

 

Vencido el término concedido a las partes, el Ministerio Público DISPONDRÁ 

igualmente de diez (10) días para emitir su concepto, sin retiro del expediente.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 

dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en los 

términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 

destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 

electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   

 

Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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 FECHA: 10/05/2021 

 

 

                               
HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 

Secretario 
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CONSTANCIA SECRETARIAL: CONSTANCIA SECRETARIAL: 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso de 
apelación, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
 
Consta de dos carpetas con: 
Cuaderno N1: 15 documentos en formato pdf, numerados del 01 al 15. 
Cuaderno N2: 2 documento en formato pdf. 
 

 
HECTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario  
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación: 17-001-33-39-008-2018-00558-02 
Demandante: Danny Del Carmen Muriel Guerrero 
Demandado: Nación Ministerio de Educación Nacional FOMAG 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

 
                                                                                                                                                            A.I. 130 

 
Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión de los 

recursos de apelación interpuestos, el Despacho observa que fueron presentados 

dentro del término oportuno, y que fueron sustentados los motivos de inconformidad 

ante el Juez que profirió la decisión, (documentos pdf N 11 y 12, del cuaderno N1 del 

expediente electrónico).  

 

Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, ADMITESE el 

recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 30 de noviembre de 

2020 por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Manizales, que Negó las 

pretensiones de la demanda en el proceso de la referencia.  (En documento pdf N 09 

del cuaderno N1 del expediente electrónico). 

 

Vencido el termino de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no exista 

solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 247 numeral 4 del CPACA, modificado por el artículo 623 del 

Código General del Proceso, considerando innecesario citar a audiencia de alegaciones 

y juzgamiento, CORRASE traslado común a las partes por el término de diez (10) días, 

para que presenten sus alegatos de conclusión. 



Radicación: : 17-001-33-39-008-2018-00558-02 

 

  

Lo anterior, en virtud del inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 2021, teniendo 

en cuenta que en el presente proceso el recurso de apelación fue interpuesto antes del 

25 de enero de 2021, fecha de entrada en vigencia de la mencionada Ley. 

 

Vencido el término concedido a las partes, el Ministerio Público DISPONDRÁ 

igualmente de diez (10) días para emitir su concepto, sin retiro del expediente.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 

dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en los 

términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 

destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 

electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   

 

Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 

Secretario 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


SENTENCIA EXP 17-001-23-33-000-2021-00078-00 

 

1 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

HONORABLE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

Sala de Decisión 

Magistrado Ponente: Publio Martín Andrés Patiño Mejía 

 

Sentencia de primera instancia 

 

 

Tipo de Proceso: Acción  de cumplimiento 

Demandante: Diana Patricia Carmona Murillo 

Demandado: Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC - Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar- ICBF 

Radicación: 17-001-23-33-000-2021-000078-00 

Acto judicial: Sentencia 049 

 

 

Manizales, 03 de mayo de dos mil veintiuno de (2021). 

 

Proyecto discutido y aprobado en sala de la presente fecha 

 

§01. Síntesis: La demandante, quien está en una lista de elegibles del concurso 

convocado para proveer cargos en el ICBF, solicita el cumplimiento del artículo 6º de 

la Ley 1960 de 2019 y otras normas, para que las demandadas conformen una lista 

territorial o nacional para proveer cargos EQUIVALENTES al empleo por el cual la actora 

concursó. La Sala declara improcedente la acción, porque perdió vigencia la lista de 

elegibles donde se encuentra la demandante. 

 

§02.  La sala dicta sentencia en la acción de cumplimiento, promovida por Diana 

Patricia Carmona Murillo, demandante, contra la Comisión Nacional del Servicio 

Civil- CNSC- y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar- ICBF, demandados. 

 

 

1.Antecedentes 

 

 

§03. La acción de cumplimiento fue presentada el 06 de abril de 2021, y correspondió 

por reparto al despacho 06; por auto del 9 de abril del 2021 se admitió y fue notificada 

a las accionadas. En el auto admisorio también se ordenó que las entidades publicaran 

en su página web la existencia de esta acción para que los interesados pudieran hacerse 

parte. Las entidades demandadas dieron respuesta el 15 de abril de 2021. El 20 de abril 

de 2020 se decretaron las pruebas. 
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1.1. La demanda para que se conformen las listas nacionales y territoriales para 

proveer empleos EQUIVALENTES en el ICBF con las listas de elegibles 

conformadas en el concurso convocado en 20161 

 

§04. La señora Diana Patricia Carmona Murillo solicitó que se cumplan las siguientes 

normas: (i) el parágrafo del artículo 11 de la Ley 909 de 2004; (ii) el numeral 3º del 

artículo 31 de la Ley 909 de 2004, modificado por el artículo 6º de la Ley 1960 de 

2019; (iii) el artículo 23 del Acuerdo 562 del 05 de enero de 2016 de la Comisión 

Nacional del Servicio Civil. 

 

§05. En consecuencia, se den las siguientes órdenes: 

 

“1. Que la CNSC conforme lista general departamental con aquellas listas 

de elegibles respecto de las vacantes del denominado PROFESIONAL 

ESPECIALIZADO, Perfil SOCIOLOGÍA - TRABAJO SOCIAL y AFINES, 

Código 2028 Grado 17, del Sistema General de Carrera Administrativa del 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, las cuales están ubicadas en 

el departamento de Caldas. 

 

2. Si lo anterior no es posible, que la CNSC conforme lista general nacional 

con aquellas listas de elegibles respecto de las vacantes del empleo 

denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Perfil SOCIOLOGÍA - 

TRABAJO SOCIAL y AFINES, Código 2028 Grado 17, del Sistema 

General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar expedidas a nivel nacional. 

 

3. Que en cumplimiento de lo descrito en el artículo 2.2.11.2.3 del Decreto 

1083 de 2015 y de las referidas normas objeto de la presente renuencia, 

solicito se provean las vacantes dentro del código, grado, perfil al cual 

postulé en mi OPEC, mediante el uso de mi lista de elegibles o de la lista 

general departamental y/o nacional, según sea el caso. 

 

4. Que CNSC e ICBF realicen las actuaciones administrativas tendientes a 

la provisión de aquellas vacantes dentro del código, grado y perfil al cual 

postulé en la Convocatoria 433 de 2016 – ICBF existentes dentro de la 

planta de personal de ICBF y que a la fecha no estén provistas por personal 

de carrera administrativa, a fin de dar cumplimiento a lo descrito en las 

normas que son objeto de la presente renuencia, según lo descrito en la Ley 

393 de 1997 y demás normas concordantes. 

 

5.Que la CNSC conforme listas generales departamental y/o nacionales 

con todas aquellas listas de elegibles expedidas en virtud de la 

Convocatoria 433 de 2016 – ICBF, que a la fecha ostenten uno o más 

elegibles pendientes de provisión de vacantes y según el código, grado, 

perfil, equivalencias y ubicación geográfica departamental. 

 

6. Que CNSC e ICBF realicen las actuaciones administrativas tendientes a 

la provisión de todas aquellas vacantes existentes dentro de la planta de 

personal de ICBF y que a la fecha no estén provistas por personal de 

carrera administrativa, mediante el uso de listas generales de elegibles 

 
1 02AcciondeCumplimiento.pdf 



SENTENCIA EXP 17-001-23-33-000-2021-00078-00 

 

3 

 

expedidas en virtud de la Convocatoria 433 de 2016 – ICBF, a fin de dar 

cumplimiento a lo descrito en las normas que son objeto de la presente 

renuencia, según lo descrito en la Ley 393 de 1997 y demás normas 

concordantes.” 

 

§06. La accionante en los hechos describió que la Comisión Nacional del Servicio 

Civil- CNSC- expidió el Acuerdo 20161000001376 de 05-09-2016 y la Convocatoria 

433 de 2016-ICBF-, por el cual llamó al concurso de méritos para proveer cargos de 

carrera administrativa en el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF.  

 

§07. La demandante se inscribió en el empleo: Código OPEC 38965, PROFESIONAL 

ESPECIALIZADO, Perfil SOCIOLOGÍA - TRABAJO SOCIAL y AFINES, Código 

2028, Grado 17. 

 

§08. Y quedó clasificada en la posición 5 de la lista de elegibles para dicho empleo, 

expedida por la Resolución CNSC – 20182230064235 del 22-06-2018. 

 

§09. La CNSC por la Resolución CNSC – 20182230162005 del 4 de diciembre de 

2018, declaró vacantes 28 cargos de profesional especializado código 2028, grado 17. 

Estos empleos son EQUIVALENTES al cual se postuló la accionante. 

 

§10. El Decreto 1479 de 2017 creó más empleos de carácter permanente en el ICBF. 

 

§11. Con apoyo en el artículo 6º de la Ley 1960 de 2019, el 16 de enero de 2020 la 

CNSC expidió el Criterio Unificado “Uso de listas de elegibles en el contexto de la 

Ley 1960 del 27 de junio de 2019”.  

 

§12. En este acuerdo se indicó: “... las listas de elegibles conformadas por la CNSC y 

aquellas que sean expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con 

anterioridad al 27 de junio de 2019, deberán usarse durante su vigencia para proveer 

las vacantes de los empleos que integraron la Oferta Pública de Empleos de Carrera 

-OPEC- de la respectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes que se generen 

con posterioridad y que correspondan a los "mismos empleos” entiéndase, con igual 

denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito, funciones, 

ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes; criterios con tos que en el proceso 

de selección se identifica el empleo con un numero de OPEC.”-sft- 

 

 

§13. No obstante, el 10 de febrero de 2021 la demandante solicitó la constitución en 

renuencia para la aplicación del parágrafo del artículo 11º de la Ley 909 de 2004; 

artículo 6º de la Ley 1960 de 2019; artículo 2.2.5.3.2 del Decreto 1083 de 2015, así 

como del entonces vigente artículo 23º del Acuerdo 562 de 2016 expedido por la 

CNSC. Y se procediera a la conformación de las listas de elegibles a nivel nacional 

para llenar las vacantes en el ICBF con las listas de empleos EQUIVALENTES al cargo 

para el cual la actora concursó. 

 

§14. El 5 de marzo de 2021 la CNSC no accedió a la solicitud, con los siguientes 

argumentos: (i) para el cargo que se postuló la demandante solo se ofertaron 3 empleos 

que fueron llenados con la lista de elegibles; (ii) las convocatorias iniciadas con 
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antelación a la entrada en vigor de la Ley 1960 de 2019 no establecieron la posibilidad 

que con ellas se integraran listas de elegibles para cargos EQUIVALENTES; (iii) la 

comisión no incurrió en incumplimiento de la ley. 

 

§15. La accionante considera que realmente la CNSC y el ICBF no dieron aplicación 

al artículo 6º de la Ley 1960 de 2019, al no elaborar listas de elegibles para llenar cargos 

vacantes EQUIVALENTES al empleo en que concursó.  Sino que la CNSC insiste que las 

listas de elegibles de los concursos aprobados antes de la Ley 1960 de 2019 cubren los 

MISMOS empleos que se ofertaron.  

 

 

 

1.2. Pronunciamiento del ciudadano Rodrigo Jairo Hernando Merino Barreto 

quien solicita que la sentencia tenga efectos generales2 

 

§16. En el plazo concedido para la intervención de terceros, el señor Rodrigo Jairo 

Hernando Merino Barreto se adhirió a la demanda. 

 

§17. Informó que fue inscrito en la lista de elegibles dentro de la convocatoria 433 

ICBF según resolución 20182230062935 para el cargo OPEC 35421 Grado 11 código 

4044, y por no haberse nombrado en período de prueba se le ha ocasionado un 

perjuicio.  

 

§18. Aunque dicha convocatoria perdió vigencia, cuando estaba en vigor solicitó que 

se le nombrara, evento que no sucedió. 

 

§19. Solicitó que se acceda a la demanda, y se amplíe los efectos de la sentencia en 

general, como a su situación particular.  

 

 

 

 

1.3. La Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC indicó que la acción es 

improcedente y no ha incumplido la Ley 1960 de 20193 

 

§20. La parte accionada indicó que la demandante no presentó una renuencia ante la 

comisión, sino un derecho de petición, por lo que no se agotó el requisito de 

procedibilidad. Pero la demandada al contestar los hechos 10, 11, 12, 15 y 19 admitió 

que la actora sí había presentado la constitución en renuencia. 

 

§21. Luego, la demandada indicó que la acción es improcedente, en virtud del principio 

de subsidiaridad, pues si lo que busca la parte accionante es debatir el contenido del 

acuerdo de convocatoria, existen otros mecanismos de defensa judicial para lograr su 

cometido. 

 

§22.  Tampoco la accionante demuestra que se le cause un perjuicio irremediable. 

 

 
2 2da ACCION DE CUMPLIMIENTO.docx  
3 (Expe. 23) 
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§23. La comisión señaló que la Ley 1960 del 27 de junio de 2019 solo puede aplicarse 

hacia el futuro, o sea, a los concursos que inicien luego de su entrada en vigor. 

 

§24. Aclaró que conforme al acuerdo que reglamentó el concurso al cual se presentó la 

actora, la vigencia de las listas de elegibles es de dos años, sin que pueda extenderse 

este plazo. (art. 64) 

 

§25. En cuanto a la situación particular de la accionante, admitió que se presentó al 

concurso que señala en la demanda, y ocupó la quinta posición en la lista de elegibles 

que inició su vigencia el 10 de julio de 2018. Con esta lista el ICBF proveyó las 3 

vacantes por las cuales se convocó el respectivo empleo. Y perdió vigencia y fuerza 

ejecutoria el 9 de julio de 2020. (art. 91 CPACA) 

 

§26. El ICBF no solicitó el uso de esta lista para proveer nuevas vacantes en los 

MISMOS empleos ofertados OPEC 38896. O sea, con la misma denominación, código, 

grado, asignación básica mensual, propósito, funciones, ubicación geográfica y mismo 

grupo de aspirantes. 

 

§27. Por lo anterior solicita, se disponga la desvinculación de la CNSC por falta de 

legitimación en la causa por pasiva, puesto que, aunque la CNSC llevó a cabo el 

proceso de concurso para proveer los empleos vacantes definitivos en la planta de 

personal del ICBF, la comisión solo tiene competencia hasta la expedición de la lista 

de elegibles. La solicitud del uso de las listas de elegibles y los asuntos de 

nombramientos, son competencia exclusiva del nominador del ICBF. 

 

 

1.4. El ICBF contestó la demanda aduciendo que no tiene legitimación en la 

causa en el proceso4 

 

 

§28. La entidad negó las pretensiones, y admitió los hechos relacionados con los actos 

expedidos durante el concurso en el que participó la actora. 

 

§29. Propuso los siguientes medios exceptivos: 

 

§30. 22.1. Falta de legitimación en la causa por pasiva: el presunto 

cumplimiento exigido en esta acción escapa de las competencias del ICBF, pues el 

demandante pretende que la Comisión Nacional del Servicio Civil modifique la 

interpretación que da de la aplicación de la Ley 1960 de 2019, y construya unas 

nuevas listas de elegibles. 

 

§31. 22.2. Ineptitud sustancial de la demanda por indebida escogencia del 

medio de control en relación con el ICBF. Se puso de presente que la demandante 

solicitó por varios derechos de petición que fuera nombrada en unos cargos, por lo 

que podía demandar la negativa a dichas solicitudes a través de la acción de nulidad 

y restablecimiento del derecho. Además, presentó una acción de tutela, que fue 

negada por el juez segundo penal del circuito de Manizales. 

 

2.Consideraciones 

 

 
4 (Expe.22) 
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2.1.Competencia 

 

 

§32. La Sala es competente para decidir conforme al artículo 152.16 del CPACA. 

 

 

2.2. De las excepciones presentadas por el ICBF 

 

§33. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF propuso las excepciones de 

falta de legitimación en la causa por pasiva e ineptitud sustancial de la demanda. 

 

§34. En el proceso el ICBF tiene legitimación para ser demandada, toda vez que la 

demandante solicita que sea nombrada en un cargo de esta entidad. 

 

§35. Tampoco prosperará la excepción de inepta demanda, porque el instituto no 

cumplió con la carga de demostrar que la actora presentó peticiones para ser nombrada, 

y que puedan ser demandadas en las acciones ordinarias.  

 

 

 

 

2.3. Del alcance de la presente acción de cumplimiento 

 

 

§36. En la demanda solicita que se de cumplimiento a varias normas, para que:  

 

§36.1. Se conforme unas listas generales departamentales o nacionales con todas 

las listas de elegibles del empleo denominado PROFESIONAL 

ESPECIALIZADO, Perfil SOCIOLOGÍA - TRABAJO SOCIAL y AFINES, 

Código 2028 Grado 17, del Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar.  

 

§36.2. Se provean las vacantes existentes con la lista de elegibles en la que la 

demandante participó o las listas departamentales o nacionales que se confeccionen. 

 

§36.3. Y que la CNSC y el ICBF realicen las actuaciones administrativas tendientes 

a la provisión de todas aquellas vacantes existentes dentro de la planta de 

personal de ICBF y que a la fecha no estén provistas por personal de carrera 

administrativa, mediante el uso de listas generales de elegibles expedidas en virtud 

de la convocatoria 433 de 2016 – ICBF. 

 

§37. De esta manera, las pretensiones parecen cobijar todas las listas de elegibles 

expedidas en la convocatoria 433 de 2016 – ICBF, o al menos todas las listas de 

elegibles del empleo denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Perfil 

SOCIOLOGÍA - TRABAJO SOCIAL y AFINES, Código 2028 Grado 17. 

 

§38. Pero esta generalidad es aparente, ya que los hechos de la demanda y las pruebas 

se circunscriben únicamente a la lista de elegibles expedida a través de la Resolución 

CNSC – 20182230064235 del 22-06-2018, del empleo Código OPEC N38966, 

denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Perfil SOCIOLOGÍA - TRABAJO 

SOCIAL y AFINES, Código 2028 Grado 17.  
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§39. Y no se detallan ni allegan como pruebas las demás listas de elegibles que 

supuestamente existen. 

 

§40. De esta manera, el pronunciamiento en esta sentencia se hará conforme a la 

interpretación integral de las pretensiones y los hechos de la demanda, como de las 

pruebas allegadas. 

 

 

2.4. Problemas Jurídicos 

 

 

§41. ¿Es procedente la acción de cumplimiento en este caso? 

 

§42. ¿Las entidades demandadas están incumpliendo las normas citadas en la demanda, 

al no conformar la lista de elegibles departamentales o nacionales para los cargos 

EQUIVALENTES actualmente vacantes en el ICBF, donde se incluya la lista de elegibles 

expedida por la Resolución CNSC – 20182230064235 del 22-06-2018 para el empleo 

PROFESIONAL ESPECIALIZADO, SOCIOLOGÍA - TRABAJO SOCIAL y 

AFINES, Código 2028 Grado 17? 

 

 

2.5. Lo demostrado 

 

§43. El 5 de enero de 2016 la CNSC emitió el Acuerdo 562, que reglamenta el uso de 

las listas de elegibles y los bancos nacionales de dichas listas. 

 

§44. El 5 de septiembre de 2016 la CNSC expidió el Acuerdo 20161000001376 de 05-

09-2016 y la Convocatoria 433 de 2016 -ICBF-, por el cual convocó al concurso de 

méritos para proveer cargos de carrera administrativa en el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar – ICBF. Se ofertaron 2470 cargos, de los cuales 1894 eran de nivel 

profesional.  

 

§45. Por el Decreto 1479 de 2017, el gobierno nacional modificó la planta de cargos 

del ICBF, suprimiendo los empleos temporales y creando nuevos empleos 

permanentes. 

 

§46. El 22 de junio de 2018 la CNSC expidió la lista de elegibles por la Resolución 

CNSC – 20182230064235 del 22-06-2018, para cubrir 3 vacantes del empleo Código 

OPEC N38966, denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Perfil 

SOCIOLOGÍA - TRABAJO SOCIAL y AFINES, Código 2028 Grado 17. La 

demandante Diana Patricia Carmona Murillo está en la posición 5. Conforme al 

artículo 5º la lista tiene vigencia de dos años.  

 

§47. Como se subrayó anteriormente, el empleo para el cual se inscribió la demandante 

tiene el código OPEC 38896 y no 38965, como lo escribió erróneamente la demanda. 

 

§48. El 4 de diciembre de 2018 la CNSC expidió la Resolución CNSC – 

20182230162005 del 4 de diciembre de 2018, “Por la cual se declara desierto el 

concurso para algunas vacantes ofertadas en el marco de la convocatoria No. 433 de 

2016 - ICBF” 
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§49. El 16 de enero de 2020 la Comisión Nacional del Servicio Civil expidió el criterio 

unificado “Uso de listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio de 

2019”. Se planteó cuál sería el régimen de los concursos convocados antes o después 

de la entrada en vigor de la ley 1960. En donde se concluyó que los concursos 

aprobados antes de la vigencia de esta ley solo podrían cubrir las vacantes de los 

MISMOS empleos, mientras que los concursos autorizados después de la vigencia 

servirían también para empleos EQUIVALENTES: 

 

“… las listas de elegibles conformadas por la CNSC y aquellas qua sean expedidas en el 

marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, 

deberán usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos que 

integraron la Oferta Pública de Empleos de Carrera -OPEC- de la respectiva convocatoria 

y para cubrir nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que correspondan a los 

"MISMOS empleos” entiéndase, con igual denominación, código, grado, asignación básica 

mensual, propósito, funciones, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes; 

criterios con tos que en el proceso de selección se identifica el empleo con un número de 

OPEC. 

(…) 

Por tanto, el nuevo régimen aplicable a las listas de elegibles conformadas por la CNSC 

en el marco de los procesos de selección aprobados con posterioridad al 27 de junio da 

2019, deberán usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de tos empleos que 

integraron la Oferta Pública de Empleos de Carrera -OPEC- de la respectiva convocatoria 

y para cubrir nuevas vacantes de los "mismos empleos" o vacantes en cargos da empleos 

EQUIVALENTES.”-sft- 

 

§50. El 12 de marzo de 2020 la CNSC emitió el Acuerdo 165, por el cual se reglamenta 

el banco nacional de listas de elegibles. 

 

§51. El 11 de febrero de 2021 la demandante presentó al ICBF el escrito titulado 

“derecho de petición – constitución en renuencia”, donde solicitó información de 

algunos aspectos, y el cumplimiento de las mismas normas e idénticas pretensiones a 

las demandadas en este proceso. En los anexos allegados por la CNSC también aparece 

idéntica petición que fue recibida. 

 

§52. El ICBF no accedió a la solicitud de la conformación de las listas, porque “… el 

ICBF no debe ni puede hacer uso de la lista de elegibles para proveer empleos 

similares o EQUIVALENTES, pues eso solo es posible para los procesos de selección 

aprobados con posterioridad al 27 de junio de 2019, y la Convocatoria 433 de 2016 

adelantada por la CNSC para proveer las 2470 vacantes definitivas del ICBF, inició 

con la firma del Acuerdo No 20161000001376 de fecha 5 de septiembre de 2016.” 

 

§53. El 5 de marzo de 2021 la CNSC tampoco admitió la petición de la demandante, 

porque: 

 

“… el referido Criterio Unificado de Uso de Listas se ajusta a los preceptos 

constitucionales y legales establecidos para la provisión de empleo en carrera 

administrativa y en el caso de la Convocatoria 433 de 2016, la Ley 1960 de 2019, 
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solo aplicará para proveer vacantes que correspondan a MISMOS empleos 

durante la vigencia de las listas de elegibles y previa solicitud del ICBF.  

 

Con base en lo anterior, no hay lugar para establecer ninguna renuencia por la 

Comisión Nacional del Servicio Civil o que ha desatendido el ordenamiento 

jurídico y, por el contrario, cumplió con lo dispuesto por la Ley 1960 de 2019, 

en garantía de los principios del mérito e igualdad.” 

 

 

2.6. La acción de cumplimiento y su procedencia 

 

 

§54. El artículo 87 de la Carta Política consagró la acción de cumplimiento como un 

mecanismo para hacer efectiva una Ley o un acto administrativo para la protección del 

orden jurídico, que se desarrolla por la Ley 393 de 1997, con el objetivo que toda 

persona pueda acudir ante la autoridad judicial competente para hacer efectivo el 

cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos. 

 

§55. Conforme con la Ley 393 de 1997 son exigencias para la prosperidad de la acción 

de cumplimiento: (i) Que el deber jurídico cuya observancia se exige esté consignado 

en normas con fuerza de ley o en actos administrativos; (ii) Que el mandato, la orden, 

el deber, la obligatoriedad o la imposición esté contemplada en la norma o en el acto 

administrativo de una manera precisa, clara y actual; (iii) Que la autoridad o el 

particular en ejercicio de funciones públicas sea renuente a cumplir; (iv) Que tal 

renuencia se acredite por el demandante de la manera como lo exige la ley. Este 

requisito puede exceptuarse cuando se pueda producir un perjuicio grave e inminente 

para el que ejerce la acción y, (v) Que tratándose de actos administrativos de carácter 

particular, no haya otro instrumento judicial para lograr el cumplimiento. 

 

§56. Se procederá a analizar los requisitos para la prosperidad de esta acción según las 

directrices del Honorable Consejo de Estado5: 

 

 

 
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Consejero Ponente (E): Dr. Alberto 

Yepes Barreiro. Radicado número: 08001-23-33-000-2014-00835-01(ACU). Sentencia del 15 de octubre de 

2015: 

“(…)i) Que el deber que se pide hacer cumplir se encuentre consignado en normas aplicables con fuerza material 
de ley o actos administrativos vigentes (Art. 1º) .  

 

ii) Que el mandato sea imperativo e inobjetable y que esté radicado en cabeza de aquella autoridad pública o del 

particular en ejercicio de funciones públicas que deba cumplir y frente a los cuales se haya dirigido la acción de 

cumplimiento.  

 

iii) Que el actor pruebe la renuencia de la entidad accionada frente al cumplimiento del deber, antes de formular 

la demanda, bien sea por acción u omisión del exigido o por la ejecución de actos o hechos que permitan deducir 

su inminente incumplimiento (Art. 8º). El artículo 8° señala que, excepcionalmente, se puede prescindir de este 

requisito “cuando el cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable”, caso 

en el cual deberá ser sustentado en la demanda. 
 

iv) Que el afectado no tenga o haya podido ejercer otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento 

del deber jurídico o administrativo omitido, salvo el caso que, de no proceder el juez, se produzca un perjuicio 

grave e inminente para quien ejerció la acción, circunstancia esta que hace procedente la acción. Por tanto, es 

improcedente la acción que persigue la protección de derechos que puedan ser garantizados a través de la acción 

de tutela o pretende el cumplimiento de normas que establezcan gastos a la administración (Art. 9º).” 
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2.6.1.La constitución en renuencia 

 

§57. La renuencia es la rebeldía de una autoridad o de un particular que ejerce 

funciones públicas, en cumplir una norma con fuerza de ley o un acto administrativo 

que consagra en su cabeza un deber claro, imperativo e inobjetable.  

 

§58. Es requisito de procedibilidad de la acción de cumplimiento, tal como lo consagra 

en el artículo 8º de la Ley 393 de 1997.  

 

§59. Tal exigencia, como lo prevé el numeral 5º del artículo 10 de la Ley 393 de 1997 

se debe acreditar con la demanda de cumplimiento, so pena de ser rechazada de plano 

la solicitud, por expresa disposición del artículo 12 ídem. 

 

§60. En este caso la renuencia se encuentra cumplida, por la petición del 12 de febrero 

de 2021 de la demandante donde reclamó a las demandadas el cumplimiento de las 

mismas normas y con idénticas pretensiones que se formulan en la demanda de este 

proceso. 

 

§61. De esta manera, se cumple este requisito de procedibilidad. 

 

 

 

 

2.6.2.Que el deber que se pide hacer cumplir se encuentre consignado en normas 

aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos vigentes, y que el 

mandato sea imperativo e inobjetable y esté radicado en cabeza de la autoridad 

contra la cual se dirige la acción. 

 

 

§62. La parte demandante solicita el cumplimiento de las siguientes normas: (i) el 

parágrafo del artículo 11 de la Ley 909 de 2004; (ii) el numeral 3º del artículo 31 de la 

Ley 909 de 2004, modificado por el artículo 6º de la Ley 1960 de 2019; (iii) el artículo 

23 del Acuerdo 562 del 05 de enero de 2016 de la Comisión Nacional del Servicio 

Civil. 

 
“LEY 909 DE 2004 

(septiembre23) 

“Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera 

administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones.” 

 

(…) 

ARTÍCULO 11. Funciones de la Comisión Nacional del Servicio Civil relacionadas con 

la responsabilidad de la administración de la carrera administrativa. En ejercicio de las 

atribuciones relacionadas con la responsabilidad de la administración de la carrera 

administrativa, la Comisión Nacional del Servicio Civil ejercerá las siguientes funciones: 

 

(…) 

PARÁGRAFO.El Banco Nacional de lista de elegibles a que hace alusión el presente 

artículo será departamentalizado y deberá ser agotado teniendo en cuenta primero la 

lista del departamento en donde se encuentre la vacante.” 
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“LEY 1960 DE 2019 (junio 27) 

Por el cual se modifican la Ley 909 de 2004, el Decreto Ley 1567 de 1998 y se dictan 

otras disposiciones 

 

(…) ARTÍCULO 6. El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 

 

“ARTÍCULO 31. El proceso de selección comprende: 

 

(...) 

4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad 

contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden de mérito la lista de 

elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de méritos 

se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas 

de cargos EQUIVALENTES no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria 

de concurso en la misma Entidad. 

 

“DECRETO 1083 DE 2015 

(Mayo 26) 

Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Función 

Pública. 

 

(…) 

ARTÍCULO 2.2.5.3.2. <Artículo modificado por el artículo 1 del Decreto 498 de 2020. 

El nuevo texto es el siguiente:> Orden para la provisión definitiva de los empleos de 

carrera. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo en cuenta 

el siguiente orden: 

 

(…)  

 

4. Con la persona que al momento en que deba producirse el nombramiento ocupe el 

primer puesto en lista de elegibles para el empleo ofertado que fue objeto de convocatoria 

para la respectiva entidad. 

 

Si agotadas las anteriores opciones no fuere posible la provisión del empleo deberá 

adelantarse proceso de selección específico para la respectiva entidad. 

 

PARÁGRAFO 1º.Una vez provistos en período de prueba los empleos convocados a 

concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de 

selección, tales listas, durante su vigencia, podrán ser utilizadas para proveer de manera 

específica las vacancias definitivas que se generen en los mismos empleos inicialmente 

provistos, con ocasión de la configuración para su titular de alguna de las causales de 

retiro del servicio consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004 y para proveer 

las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con 

posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma Entidad. 

 

Lo anterior sin perjuicio de lo señalado en el numeral 3 del artículo 21 de la Ley 909de 

2004” 

 

“ACUERDO No. 562 

(05 enero 2016) 

Por medio del cual se reglamenta la conformación, organización y uso de las Listas de 

Elegibles y del Banco Nacional de Listas de Elegibles para las entidades del Sistema 

General de Carrera Administrativa, a las que aplica la Ley 909 de 2004 

 

(…) 
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ARTÍCULO 23º. Uso de listas generales de elegibles. Agotado el tercer (3º) orden 

previsto en el artículo 1º del Decreto 1894 de 2012, el cual modificó el artículo 7º del 

Decreto 1227 de 2005 (contenido en el Decreto 1083 de 2015) y ante la imposibilidad de 

proveer el empleo con las listas de elegibles conformadas para la respectiva entidad, 

procederá el uso de las listas generales de elegibles que integran el Banco Nacional de 

Listas de Elegibles, en el siguiente orden:  

 

a. Listas de elegibles vigentes de las entidades que pertenezcan al mismo Departamento 

en donde se encuentre la vacante a proveer. 

b. Listas de elegibles vigentes de las entidades que pertenezcan al mismo sector 

administrativo de la vacante a proveer. 

c. Listas de elegibles de las demás entidades del orden nacional o territorial.” 

 

§63. De las normas enunciadas, el Acuerdo 562 de 2016 de la CNSC fue derogado 

expresamente por el artículo 13 del Acuerdo 165 de 2020. La demandante sostiene que 

se solicita que se aplique esta norma, porque la derogación no afecta ipso jure la 

eficacia de la norma derogada, pues en general las situaciones surgidas bajo su vigencia 

continúan rigiéndose por ella.   

 

§64. Por lo anterior, se dejará para el fondo del asunto el estudio si es pertinente la 

aplicación del artículo 23 del Acuerdo 562 de 2016 de la CNSC. 

 

§65. No obstante, la Sala pone de relieve que las pretensiones de la demanda 

necesariamente conllevan a que se dé cumplimiento a otro acto administrativo 

 

§66. Y este acto administrativo del cual depende la acción de cumplimiento, es la lista 

de elegibles conformada por la Resolución CNSC – 20182230064235 del 22-06-2018, 

para el empleo Código OPEC 38896, por el cual optó la accionante.  

 

§67. La demandante Diana Patricia Carmona Murillo está en la posición 5 de esta lista. 

 

§68. Y el artículo 5º de este acto señala: “La Lista de Elegibles conformada a través 

del presente Acto Administrativo tendrá una vigencia de dos (2) años contados a partir 

de la fecha de su firmeza...” 

 

§69. Según la página web del ICBF que remite a la página web de la CNSC- sistema 

BNLE6, la lista de elegibles fue conformada por la resolución 20182230064235, de 

fecha 22-06-18, publicada el 29-06-18, y su firmeza fue el 10/07/2018. 

 

§70. De esta forma, la lista de elegibles a la que hizo parte la actora perdió vigencia el 

10 de julio de 2020. 

 

§71. En un caso similar al presente, el Consejo de Estado7 señaló que en las acciones 

de cumplimiento que pretendan la aplicación el artículo 6º de la Ley 1960 de 2019 para 

que se usen las listas de elegibles conformadas para los cargos ofertados en el ICBF, 

es necesario establecer si la lista resulta ser un acto que puede exigirse su 

cumplimiento.  

 
6 https://bnle.cnsc.gov.co/BNLElegiblesListas/faces/consultaWebLE.xhtml 
7 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN QUINTA- 

Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ. Bogotá, veinticuatro (24) de 

septiembre de dos mil veinte (2020) Radicación número: 66001-23-33-000-2020-00368-01(ACU) 
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§72. Para ello debe tenerse en cuenta su actual vigencia: 

 

“No obstante, en criterio de esta Sala el análisis de procedencia no se limita 

exclusivamente al artículo 6º de la Ley 1960 de 2019, porque como ya se expuso las 

pretensiones de la demandante refieren a la utilización de la lista de elegibles de la que 

hace parte por haber participado en concurso de méritos para acceder al cargo de 

profesional especializado código 2028, grado 17 en la planta de personal del ICBF. 

 

Es decir, no basta con que el precepto legal que se dice desatendido por las accionadas 

supere el juicio de procedibilidad para que esta Corporación analice de fondo sus 

pedimentos, por el contrario, es necesario establecer si la lista de elegibles resulta ser un 

acto que puede ser exigido de cumplir en el curso de la presente acción constitucional. 

 

En este aspecto, lo primero que advierte la Sala es que las partes, tanto las accionadas 

como la demandante, afirman que la lista de elegibles que se debe tener en cuenta al 

momento de definir si se ordena o no el nombramiento que exige la accionante está 

contenida en la Resolución No. 20182230065035 de 25 de junio de 2018, la cual adquirió 

firmeza el 10 de julio de 2018. 

 

Lo anterior implica que dicho acto administrativo perdió su vigencia desde el pasado 10 

de julio de 2020, en este sentido el Tribunal concluyó que esta circunstancia no impedía 

acceder a las peticiones de la demandante porque, en su criterio, resulta suficiente que la 

accionante haya acudido en sede administrativa e incluso al ejercicio de la presente acción 

de cumplimiento, antes del vencimiento de la lista de elegibles para poder así exigir su 

acatamiento, además, porque lo contrario implicaría que “…las accionadas sacaran 

provecho de su omisión”. 

 

A juicio de esta Sala dicha postura desconoce la naturaleza propia de la acción de 

cumplimiento, en efecto, este mecanismo de origen constitucional procura por hacer 

efectivo el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 

administrativo que impone determinada actuación u omisión a la respectiva autoridad; es 

decir, su objeto es la observancia del ordenamiento jurídico vigente. 

 

En este orden de ideas corresponde al operador jurídico al momento de dictar la respectiva 

sentencia analizar si el mandato que se le pide hacer cumplir, es claro, expreso y 

actualmente exigible. 

 

El mandato debe ser claro en la medida que su obedecimiento no implique que el juez 

constitucional tenga que abordar análisis de legalidad de otras normas o actos 

administrativos a la hora de definir su procedencia, porque dicho estudio escapa a la 

órbita del juez de cumplimiento. 

 

Debe ser expreso porque el mandato que se pide cumplir tiene que constar en una norma 

con fuerza material de ley o de un acto administrativo y, actualmente, exigible porque se 

trata de hacer respetar el ordenamiento jurídico, entonces, no podrá el juez constitucional 

disponer el acatamiento de mandatos que ya no estén vigentes. 
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En efecto, en la tesis que expuso el Tribunal en la sentencia impugnada se ordena a las 

accionadas a nombrar a la demandante en atención al contenido del artículo 6 de la Ley 

1960 de 2019 y por ser quien sigue en una lista de elegibles, que como ya se dijo no está 

vigente en la actualidad, esto en contravía de las reglas propias del concurso de méritos 

del que hizo parte, que establece que el acto administrativo que contiene la lista de 

elegibles tendrá vigencia de 2 años. 

 

Para esta Sala no es de recibo la conclusión a la que arribó el Tribunal porque si bien es 

cierto la accionante acudió a la jurisdicción de lo contencioso cuando aún la lista de 

elegibles estaba vigente, valga señalar 7 días antes, esta no es razón suficiente para 

desconocer y ampliar la vigencia de un acto administrativo y simplemente prorrogar sus 

efectos, porque este juez constitucional carece de competencia y facultades para diferir la 

vigencia de una lista de elegibles dictada en sede de un concurso de méritos y que 

legalmente tiene una vigencia definida, se insiste la acción de cumplimiento busca la 

materialización de mandatos claros, expresos y exigibles sin que su objeto implique 

pronunciarse respecto de su legalidad y mucho menos diferir sus efectos. 

 

Ahora bien, sostiene el Tribunal que no prorrogar la vigencia de dicho acto administrativo 

sería premiar la omisión de las accionadas que fueron renuentes para acceder a la petición 

de la demandante, ante lo cual esta Sala debe advertir que el juicio de la acción de 

cumplimiento impide que este juez constitucional realice un análisis de legalidad tendiente 

a definir si la normativa que se dice desacatada aplica o no a una situación alegada por 

la demandante. 

 

Advierte la Sala que escapa al objeto de la presente acción de cumplimiento definir si la 

Ley 1960 de 2019 aplica o no a la particular situación de la demandante, pues como lo 

demuestra el fallo impugnado existe toda una controversia legal entre las partes que no es 

definible vía este medio de control. 

 

En este sentido, debe señalarse que el ICBF expone que atiende lo dispuesto por la CNSC, 

mientras que esta última señala que la Sala Plena de esa Comisión, en sesión del 16 de 

enero de 2020, aprobó el Criterio Unificado “Uso de las listas de elegibles en el contexto 

de la Ley 1960 del 27 de junio de 2019”, en el cual concluyó que “…las listas de elegibles 

que adquirieron firmeza, así como aquellas (listas de elegibles) expedidas como 

consecuencia de una convocatoria aprobada con antelación a la entrada en vigencia de la 

Ley 1960 de 2019, seguirán las reglas previstas antes de la modificación de la Ley 909 de 

2004 y establecidas en los respectivos acuerdos de convocatoria”. 

 

En este orden de ideas, para la Sala existen dos claras causales de improcedencia que 

impiden a esta colegiatura abordar el análisis de fondo de las pretensiones de la 

demandante. 

 

La primera la no vigencia de la lista de elegibles que se pretende hacer cumplir para 

ordenar el nombramiento que exige la actora y la segunda el debate del orden legal 

existente entre las partes a la hora de establecer si la Ley 1960 de 2019, aplica para el 

caso de la demandante en la medida que se profirió cuando ya la lista de elegibles 

estaba en firme, todo lo cual conlleva a que la Sala deba revocar la sentencia 

impugnada y, en su lugar, declarar la improcedencia del presente medio de control de 

cumplimiento.” 
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§73. En efecto, en este caso no solamente se pretende el cumplimiento de las normas 

nacionales enunciadas, sino también se cumpla la lista de elegibles contenida en la 

Resolución CNSC – 20182230064235 del 22-06-2018. 

 

§74. Y esta lista ya no está vigente.  

 

§75. Igualmente, respecto a las demás listas de elegibles que de forma general se refiere 

la demanda, no se detallaron, ni se allegaron como pruebas para poder determinar su 

vigencia. 

 

§76. De esta manera existe sustracción de materia porque las listas no están vigentes y 

debe negarse las pretensiones. 

 

§77. En mérito de lo expuesto, la Sala Sexta de Decisión del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando Justicia en nombre de la República 

y por autoridad de la Ley, 

 

SENTENCIA 

 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de falta de legitimación en la causa 

por pasiva e ineptitud de la demanda, presentadas por el ICBF. 

 

SEGUNDO: Negar las pretensiones de la acción de cumplimiento promovida por la 

señora Diana Patricia Carmona Murillo contra la Comisión Nacional del Servicio 

Civil. CNSC y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar- ICBF, por las 

razones expuestas en precedencia. 

 

TERCERO: ADVIÉRTESE al accionante que de conformidad con lo previsto en el 

inciso final del artículo 21 de la Ley 393 de 1997, no podrá instaurar nueva acción con 

el mismo objetivo. 

 

CUARTO: Si el presente veredicto no es impugnado, ARCHÍVENSE las diligencias, 

previas las anotaciones pertinentes en el programa informático “Justicia Siglo XXI”. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

Los Magistrados 
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Magistrado (Encargado Despacho Dr. Jairo Ángel Gómez Peña) 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

                      No.   079 

 

FECHA: 10/05/2021 



17001-2333-000-2021-00111-00  

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  

DE CALDAS  

SALA 2ª UNITARIA DE DECISIÓN ORAL  

MAGISTRADO PONENTE: Augusto Morales Valencia (E)  

Manizales, seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021)  

  

AI. 47  

  

Procedente del municipio de Victoria, Caldas, para el CONTROL INMEDIATO DE 
LEGALIDAD, recurso contemplado en el artículo 136 del Código de lo Contencioso 
Administrativo (Ley 1437 de 2011), en armonía con el artículo 20 de la Ley 137 de 
1994, han llegado a la Oficina Judicial, para reparto, correspondiendo al suscrito 
Magistrado, el Decreto número 030 de 25 de abril de 2021 expedido por el señor 
Alcalde, “Por medio del cual se toman medidas transitorias para controlar la 
propagación del Covid -19 en el municipio de Victoria Caldas y se adoptan otras 
disposiciones”.   

  

A efectos de resolver su admisibilidad, se  

  

CONSIDERA  

  

El precepto 136 del C/CA ya mencionado, dispone:  

  

“CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD. Las medidas 
de carácter general que sean dictadas en ejercicio 
de la función administrativa y como desarrollo de 
los decretos legislativos durante los Estados de 
Excepción, tendrán un control inmediato de 
legalidad, ejercido por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo en el lugar donde se 
expidan, si se tratare de entidades territoriales, o 
del Consejo de Estado si emanaren de autoridades 
nacionales, de acuerdo con las reglas de 
competencia establecidas en este Código.   

  

Las autoridades competentes que los expidan 
enviarán los actos administrativos a la autoridad 
judicial indicada, dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes a su expedición. Si no se efectuare 
el envío, la autoridad judicial competente 
aprehenderá de oficio su conocimiento” /Subrayas 
de la Sala/.  

  

Como se desprende de la norma insertada, son dos los elementos que gobiernan la 
disposición en mención: 1) Que la actividad sea el ejercicio de una potestad 
administrativa, y 2) que las mismas sean expedidas en desarrollo de los Decretos 
Legislativos durante los Estados de Excepción.  

  

Los Estados de Excepción están previstos en los artículos 212 a 215 constitucionales. 
El primero alude al estado de guerra exterior (art. 212); el 213 contempla el Estado 
de conmoción interior, y el artículo 215 prevé el “Estado de Emergencia”, en este 
evento, cuando se den hechos distintos al de repeler una agresión, defender la 
soberanía, atender los requerimientos de la guerra y con el fin de procurar el 
restablecimiento de la normalidad; o por la grave perturbación del orden público 
que atente contra la estabilidad institucional y la seguridad del Estado, o la 
convivencia ciudadana y que no pueda ser conjurada mediante el uso de atribuciones 
ordinarias de las autoridades de policía; y aquellos cuando “perturben o amenacen 
perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del 
país, o que constituyan grave calamidad pública”, habilitan al Presidente de la 
República con la firma de todos los Ministros, para “declarar el estado de 
emergencia por períodos hasta de treinta días en cada caso, que sumados no podrán 
exceder de noventa días en el año calendario”.   
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El mismo mandato 215 señala en su inciso 2º que, “Mediante tal declaración, que 
deberá ser motivada, podrá el Presidente, con la firma de todos los ministros, dictar 
decretos con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a 
impedir la extensión de sus efectos”; de igual modo, estipula su inciso 3º, en lo 
pertinente, que:  

  

“Estos decretos deberán referirse a materias que 
tengan relación directa y específica con el estado 
de emergencia…”.  

  

  

EL DECRETO DE ESTADO DE EMERGENCIA  

  

El señor Presidente de la República con fundamento en las potestades  
constitucionales y legales que le confieren los artículos 215 de la Constitución y la 
Ley 137 de 1994, expidió el Decreto Nº 417 de 17 de marzo de 2020, “Por medio del 
cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el 
territorio nacional” por un lapso de 30 días calendario “contados a partir de la 
vigencia de este decreto” (art. 1º), y ordenando con su artículo 3º:  

  

“El Gobierno nacional adoptará mediante decretos 

legislativos, además de las medidas anunciadas en 
la parte considerativa de este decretó, todas 
aquellas medidas adicionales necesarias 
para conjurar la crisis e impedir la extensión de sus 
efectos, así́ mismo dispondrá́ las operaciones 

presupuestales necesarias para llevarlas a 
cabo”/Líneas no son del texto/.   

  

Aquel Decreto 417 de Emergencia empezó a regir a partir de su “publicación”, que lo 
fue el mismo día de su expedición, el 17 de marzo último, en el Diario Oficial de la 
Nación Nº 51.259, y tenía una duración de 30 días contados a partir de la vigencia 
del Decreto en mención, sin que éste hubiera sido prorrogado. 
 
Posterior a la expedición del decreto en mención, se profirió el Decreto 637 de mayo 
6 de 2020, “Por el cual se declara un Estado de emergencia Económica, Social y 
Ecológica en todo el territorio Nacional”, expedido de igual manera, con fundamento 
en las potestades conferidas en los artículos 215 Constitucional y en la ley 137 de 
1994, Decreto que igualmente tuvo una vigencia de 30 días sin prórroga alguna; 
disponiendo en su artículo tercero que el Gobierno nacional adoptaría mediante 
decretos legislativos, además de las medidas anunciadas en el Decreto en mención, 
las necesarias para conjurar la crisis. 
 
De lo expuesto se evidencia que, pese a que una cosa es el Estado de Excepción, 
denominado Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica (Decretos 417 de 
marzo de 2020 y 637 de mayo de 2020), y el Estado de Emergencia Sanitaria que aún 
persiste, el cual se ocasionó con la declaratoria de Pandemia por parte de la OMS 
originada en el Covid – 19, en virtud del artículo 20 de la Ley 137 de 1994, en 
concordancia con el artículo 136 del CPACA, se debe garantizar el control inmediato 
de legalidad procede frente a los actos de carácter general, dictados en ejercicio de 
la función administrativa, y como desarrollo de los decretos legislativos durante los 
Estados de Excepción, y en este caso, durante los estados de Emergencia Sanitaria 
declarados. 
 

   

El DECRETO DEL SEÑOR ALCALDE DE VICTORIA, CALDAS  

  

Es claro que el Decreto del Alcalde de la municipalidad mencionada remitido para 
Control Inmediato de Legalidad (CIL), se expidió en desarrollo del Estado de 
Emergencia Económica, el cual persiste tal como se evidencia en el Decreto 206 de 
26 de febrero de 2021, “Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la 
emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID - 19, Y el 
mantenimiento del orden público, se decreta el aislamiento selectivo con 
distanciamiento individual responsable y la reactivación económica segura”; el cual 
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en su artículo 13 contempla una vigencia a  partir del 1° de marzo de 2021, hasta el 
día 1 de junio de 2021. 

 
Ahora; como por razón del confinamiento de los servidores judiciales y de la 
comunidad en general, a raíz de los Decretos expedidos tanto por las autoridades 
nacionales como territoriales con motivo del COVID-19, y ante la imposibilidad de 
acceso a las instalaciones del Palacio Nacional, sede del Tribunal, con el fin de darle 
trámite y transparencia al proceso, deberá sustituirse el mecanismo de publicidad 
previsto en el numeral 2 del artículo 185 del Código de lo Contencioso Administrativo 
de fijación física del aviso, por la publicación en medios electrónicos a los 
interesados.  

  

Esta providencia se notificará personalmente de manera virtual al señor Alcalde 
de Victoria y al señor Gobernador de Caldas, en sus condiciones de representantes 
legales del Municipio y del Departamento de Caldas, el segundo por ejercer el 
control de tutela sobre los actos de los alcaldes (art. 305 numeral 10 de la 
Constitución); igualmente al Presidente del Concejo local y al Personero 
de Victoria, también para los efectos del numeral 2 del artículo 185 de la Ley 
1437/11.  

  

Es por ello que,  

  

RESUELVE  

  

ADMÍTESE el mecanismo de CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD con respecto al 
Decreto Nº 030 de 25 de abril de 2021 “Por medio del cual se toman medidas 
transitorias para controlar la propagación del Covid -19 en el municipio de Victoria 
Caldas y se adoptan otras disposiciones.”, expedido por el Alcalde Municipal 
de Victoria, Caldas.  

  

FÍJESE AVISO en la página virtual de la Rama Judicial 
(www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-
caldas/232), por el lapso de diez (10) días, término durante el cual, cualquier 
ciudadano podrá intervenir por vía virtual a través de la dirección electrónica 
“sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co”, para defender o impugnar la legalidad de los 
actos administrativos indicados.  

  

Vencido el plazo de fijación del aviso, pase el expediente en forma electrónica al 
PROCURADOR JUDICIAL PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, para que se sirva rendir 
concepto dentro de los diez (10) días siguientes; vencido este plazo, pasará el 
expediente al Despacho del suscrito Magistrado para elaboración de la respectiva 
ponencia en los términos del numeral 6 del artículo 185 de la Ley 1437 de 2011.  

  

NOTIFÍQUESE este auto a través de la dirección electrónica para notificaciones 
judiciales, tanto al señor Alcalde como al señor Gobernador de Caldas, en sus 
calidades de representantes legales del municipio de Victoria, Caldas, y 
del Departamento de Caldas; así como a los señores Presidente del Concejo y 
Personero de la misma municipalidad.  

  

  

NOTÍFÍQUESE Y PUBLIQUESE  

  

 
 
  

  

  

 
 

Augusto Morales Valencia  

Magistrado (E)   

  

http://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-caldas/232
http://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-caldas/232
mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  

DE CALDAS  

SALA 2ª UNITARIA DE DECISIÓN ORAL  

MAGISTRADO PONENTE: Augusto Morales Valencia (E)  

Manizales, seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021)  

  

AI. 48  

  

Procedente del municipio de Victoria, Caldas, para el CONTROL INMEDIATO DE 
LEGALIDAD, recurso contemplado en el artículo 136 del Código de lo Contencioso 
Administrativo (Ley 1437 de 2011), en armonía con el artículo 20 de la Ley 137 de 
1994, han llegado a la Oficina Judicial, para reparto, correspondiendo al suscrito 
Magistrado, el Decreto número 031 de 29 de abril de 2021 expedido por el señor 
Alcalde de Victoria, “Por medio del cual se toman medidas transitorias para 
controlar la propagación del Covid -19 en el municipio de Victoria Caldas y se 
adoptan otras disposiciones”.   

  

A efectos de resolver su admisibilidad, se  

  

CONSIDERA  

  

El precepto 136 del C/CA ya mencionado, dispone:  

  

“CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD. Las medidas de 
carácter general que sean dictadas en ejercicio de la función 
administrativa y como desarrollo de los decretos legislativos 
durante los Estados de Excepción, tendrán un control 
inmediato de legalidad, ejercido por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo en el lugar donde se expidan, si se 
tratare de entidades territoriales, o del Consejo de Estado si 
emanaren de autoridades nacionales, de acuerdo con las reglas 
de competencia establecidas en este Código.   

  

Las autoridades competentes que los expidan enviarán los 
actos administrativos a la autoridad judicial indicada, dentro 
de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su expedición. Si 
no se efectuare el envío, la autoridad judicial competente 
aprehenderá de oficio su conocimiento” /Subrayas de la Sala/.  

  

Como se desprende de la norma insertada, son dos los elementos que gobiernan la 
disposición en mención: 1) Que la actividad sea el ejercicio de una potestad 
administrativa, y 2) que las mismas sean expedidas en desarrollo de los Decretos 
Legislativos durante los Estados de Excepción.  

  

Los Estados de Excepción están previstos en los artículos 212 a 215 constitucionales. 
El primero alude al estado de guerra exterior (art. 212); el 213 contempla el Estado 
de conmoción interior, y el artículo 215 prevé el “Estado de Emergencia”, en este 
evento, cuando se den hechos distintos al de repeler una agresión, defender la 
soberanía, atender los requerimientos de la guerra y con el fin de procurar el 
restablecimiento de la normalidad; o por la grave perturbación del orden público 
que atente contra la estabilidad institucional y la seguridad del Estado, o la 
convivencia ciudadana y que no pueda ser conjurada mediante el uso de atribuciones 
ordinarias de las autoridades de policía; y aquellos cuando “perturben o amenacen 
perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del 
país, o que constituyan grave calamidad pública”, habilitan al Presidente de la 
República con la firma de todos los Ministros, para “declarar el estado de 
emergencia por períodos hasta de treinta días en cada caso, que sumados no podrán 
exceder de noventa días en el año calendario”.   

  

El mismo mandato 215 señala en su inciso 2º que, “Mediante tal declaración, que 
deberá ser motivada, podrá el Presidente, con la firma de todos los ministros, dictar 
decretos con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a 
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impedir la extensión de sus efectos”; de igual modo, estipula su inciso 3º, en lo 
pertinente, que:  

  

“Estos decretos deberán referirse a materias que tengan 
relación directa y específica con el estado de emergencia…”.  

  

  

EL DECRETO DE ESTADO DE EMERGENCIA  

  

El señor Presidente de la República con fundamento en las potestades  
constitucionales y legales que le confieren los artículos 215 de la Constitución y la 
Ley 137 de 1994, expidió el Decreto Nº 417 de 17 de marzo de 2020, “Por medio del 
cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el 
territorio nacional” por un lapso de 30 días calendario “contados a partir de la 
vigencia de este decreto” (art. 1º), y ordenando con su artículo 3º:  

  

“El Gobierno nacional adoptará mediante decretos 

legislativos, además de las medidas anunciadas en la parte 
considerativa de este decretó, todas aquellas medidas 
adicionales necesarias para conjurar la crisis e impedir la 
extensión de sus efectos, así́ mismo dispondrá́ las operaciones 

presupuestales necesarias para llevarlas a cabo”/Líneas no son 
del texto/.   

  

Aquel Decreto 417 de Emergencia empezó a regir a partir de su “publicación”, que lo 
fue el mismo día de su expedición, el 17 de marzo último, en el Diario Oficial de la 
Nación Nº 51.259, y tenía una duración de 30 días contados a partir de la vigencia 
del Decreto en mención, sin que éste hubiera sido prorrogado. 
 
Posterior a la expedición del decreto en mención, se profirió el Decreto 637 de mayo 
6 de 2020, “Por el cual se declara un Estado de emergencia Económica, Social y 
Ecológica en todo el territorio Nacional”, expedido de igual manera, con fundamento 
en las potestades conferidas en los artículos 215 Constitucional y en la ley 137 de 
1994, Decreto que igualmente tuvo una vigencia de 30 días sin prórroga alguna; 
disponiendo en su artículo tercero que el Gobierno nacional adoptaría mediante 
decretos legislativos, además de las medidas anunciadas en el Decreto en mención, 
las necesarias para conjurar la crisis. 
 
De lo expuesto se evidencia que, pese a que una cosa es el Estado de Excepción, 
denominado Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica (Decretos 417 de 
marzo de 2020 y 637 de mayo de 2020), y el Estado de Emergencia Sanitaria que aún 
persiste, el cual se ocasionó con la declaratoria de Pandemia por parte de la OMS 
originada en el Covid – 19, en virtud del artículo 20 de la Ley 137 de 1994, en 
concordancia con el artículo 136 del CPACA, se debe garantizar el control inmediato 
de legalidad procede frente a los actos de carácter general, dictados en ejercicio de 
la función administrativa, y como desarrollo de los decretos legislativos durante los 
Estados de Excepción, y en este caso, durante los estados de Emergencia Sanitaria 
declarados. 
 

  

  

El DECRETO DEL SEÑOR ALCALDE DE VICTORIA, CALDAS  

  

Es claro que el Decreto del Alcalde de la municipalidad mencionada remitido para 
Control Inmediato de Legalidad (CIL), se expidió en desarrollo del Estado de 
Emergencia Económica, el cual persiste tal como se evidencia en el Decreto 206 de 
26 de febrero de 2021, “Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la 
emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID - 19, Y el 
mantenimiento del orden público, se decreta el aislamiento selectivo con 
distanciamiento individual responsable y la reactivación económica segura”; el cual 
en su artículo 13 contempla una vigencia a  partir del 1° de marzo de 2021, hasta el 
día 1 de junio de 2021. 
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Ahora; como por razón del confinamiento de los servidores judiciales y de la 
comunidad en general, a raíz de los Decretos expedidos tanto por las autoridades 
nacionales como territoriales con motivo del COVID-19, y ante la imposibilidad de 
acceso a las instalaciones del Palacio Nacional, sede del Tribunal, con el fin de darle 
trámite y transparencia al proceso, deberá sustituirse el mecanismo de publicidad 
previsto en el numeral 2 del artículo 185 del Código de lo Contencioso Administrativo 
de fijación física del aviso, por la publicación en medios electrónicos a los 
interesados.  

  

Esta providencia se notificará personalmente de manera virtual al señor Alcalde 
de Victoria y al señor Gobernador de Caldas, en sus condiciones de representantes 
legales del Municipio y del Departamento de Caldas, el segundo por ejercer el 
control de tutela sobre los actos de los alcaldes (art. 305 numeral 10 de la 
Constitución); igualmente al Presidente del Concejo local y al Personero 
de Victoria, también para los efectos del numeral 2 del artículo 185 de la Ley 
1437/11.  

  

Es por ello que,  

  

RESUELVE  

  

ADMÍTESE el mecanismo de CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD con respecto al 
Decreto Nº 031 de 29 de abril de 2021 “Por medio del cual se toman medidas 
transitorias para controlar la propagación del Covid -19 en el municipio de Victoria 
Caldas y se adoptan otras disposiciones.”, expedido por el Alcalde Municipal 
de Victoria, Caldas.  

  

FÍJESE AVISO en la página virtual de la Rama Judicial 
(www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-
caldas/232), por el lapso de diez (10) días, término durante el cual, cualquier 
ciudadano podrá intervenir por vía virtual a través de la dirección electrónica 
“sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co”, para defender o impugnar la legalidad de los 
actos administrativos indicados.  

  

Vencido el plazo de fijación del aviso, pase el expediente en forma electrónica al 
PROCURADOR JUDICIAL PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, para que se sirva rendir 
concepto dentro de los diez (10) días siguientes; vencido este plazo, pasará el 
expediente al Despacho del suscrito Magistrado para elaboración de la respectiva 
ponencia en los términos del numeral 6 del artículo 185 de la Ley 1437 de 2011.  

  

NOTIFÍQUESE este auto a través de la dirección electrónica para notificaciones 
judiciales, tanto al señor Alcalde como al señor Gobernador de Caldas, en sus 
calidades de representantes legales del municipio de Victoria, Caldas, y 
del Departamento de Caldas; así como a los señores Presidente del Concejo y 
Personero de la misma municipalidad.  

  

  

  

NOTÍFÍQUESE Y PUBLIQUESE  

  

  

 Augusto Morales Valencia  

Magistrado (E)   

  

 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-caldas/232
http://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-caldas/232
mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

RADICADO  17001-23-33-000-2021-00057-00 
MEDIO DE CONTROL REPARACIÓN DIRECTA 
ACCIONANTE GILBERTO ARIAS ARIAS    
ACCIONADO  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 

NACIONAL – DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA 
NACIONAL – ESPIM CLÍNICA DE LA TOSCANA – 
HOSPITAL CENTRAL DE LA POLICÍA NACIONAL  

 

Procede el Despacho Uno del Tribunal Administrativo de Caldas a resolver sobre la admisión 

de la demanda presentada en el proceso de la referencia.  

 

El artículo 160 de la Ley 1437 de 2011 consagró que al proceso debe comparecerse a través 

de abogado inscrito, en lo que se conoce como derecho de postulación; y los artículos 73 a 75 

del CGP establecen lo relativo a los poderes. En este caso, la demanda no se acompañó del 

poder otorgado por el señor Gilberto Arias Arias al abogado José Luis Pico Reyes.  

 

Al examinar el acápite de “declaraciones y condenas”, se planteó el reconocimiento a favor 

del demandante de perjuicios morales y daño fisiológico por la suma de 150 salarios mínimos 

legales mensuales vigentes, cada uno; y perjuicios materiales por la cantidad de $140.623.560 

por concepto de lucro cesante, suma de dinero que afirma se extrae de multiplicar el salario 

mínimo para el año 2018 ($781.242) por el promedio de vida laboral del demandante (15 

años).  

 

Pese a ello, en el capítulo de “competencia y cuantía” se consignó que el presente proceso 

era de conocimiento de esta corporación en tanto se solicitaba el reconocimiento de lucro 

cesante por la suma de $140.623.560 y de daño emergente por la cantidad de $138.678.934; 

sin embargo, el valor que se estableció por este último concepto nunca se discriminó o explicó 

en el escrito de demanda.  

 

En atención a lo establecido en el artículo que 157 del CPACA, deberá la parte actora 

discriminar con claridad de dónde proviene la suma de dinero que determinó por concepto 
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de perjuicios materiales, especialmente en la modalidad de daño emergente, y con base 

en ella establecer la cuantía del proceso, teniendo en cuenta que los perjuicios morales y 

fisiológicos no se deben incluir en la base para determinar la competencia.   

 

El artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 

2021, dispuso como requisito de procedebilidad para este tipo de procesos la conciliación 

extrajudicial.  

 

En este caso, aunque en el capítulo de “anexos” se anunció la copia del acta de conciliación, 

lo cierto es que no aparece en el expediente digital.  

 

De igual manera, al tenor del numeral 2 del artículo 166 del CPACA, a la demanda deberán 

adjuntársele los documentos y pruebas anticipadas que se pretendan hacer valer y que se 

encuentren en poder del demandante; y aunque en el título de “pruebas” y “anexos” se 

enlistan unos documentos como aportados, lo cierto es que tampoco se encuentran en el 

expediente.   

 

Finalmente, se evidencia que la parte actora no cumplió con la obligación procesal 

consagrada en el numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la 

Ley 2080 de 2021, esto es, acreditar el envío de la demanda y sus anexos a la parte 

demandada; en consecuencia, deberá allegar esta prueba, y ahora, además, del envío de la 

corrección. 

 

De acuerdo a lo expuesto y por un término de 10 días1 contados a partir de la notificación 

del presente auto, so pena de rechazo, se ordenará a la parte demandante corregir la 

demanda en los siguientes aspectos: aportar el poder otorgado al doctor José Luis Pico 

Reyes; determinar con claridad la cuantía del proceso según el artículo 157 del CPACA, y 

para ello deberá informar de dónde proviene la suma de dinero que estableció por 

concepto de daños materiales (daño emergente y lucro cesante); aportar la prueba de 

haber agotado el requisito de procedibilidad de conciliación extrajudicial; allegar los 

anexos y pruebas de la demanda anunciados pero omitidos; y demostrar el cumplimiento 

del envío de la demanda y sus anexos, así como ahora de la corrección, a la entidad 

demandada.     

 

Para efectos del proceso, el único correo electrónico autorizado para la recepción de 

memoriales es el sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co. 

 

                                                 
1 Artículo 170 del CPACA.  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica por Estado Electrónico No. 
079 de fecha 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al 
correo electrónico. 

Manizales, 
__________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

MAGISTRADO: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES  
 

Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

RADICACIÓN 17-001-23-33-000-2021-00081-00 
CLASE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE VIVIANA MARCELA ZAPATA 

DEMANDADO NACIÓN - AGENCIA NACIONAL MINERA 
 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión de la demanda que, en ejercicio del medio 

de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, por conducto de 

apoderado judicial instaura la VIVIANA MARCELA ZAPATA contra LA NACIÓN – AGENCIA 

NACIONAL MINERA. 

ANTECEDENTES 
 

La señora Viviana Marcela Zapata solicita a través del ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, que se declare la nulidad de la Resolución No. 

001846 de 25 de octubre de 2019 y de la Resolución No. 000164 de 6 de marzo de 202”, 

expedidas por la Gerencia de Contratación y Titulación Minera de la Agencia Nacional de 

Minería, a través de los que se negó y ordenó archivo de propuestas contrato de concesión 

758-17. 

 
A título de restablecimiento, que se ordene a la Agencia Nacional de Minería, el 

reconocimiento de la existencia de contrato de concesión 758-17 suscrito, y se ordene la 

inscripción en el registro minero nacional, así como se efectúe reconocimiento de los 

perjuicios causados dentro del trámite de la propuesta de contrato de concesión minera 758-

17 desde su radicación el día 12 de octubre de 2005 a la fecha por daño emergente en monto 

equivalente a $112.722.813 MC, correspondiente al costo del formulario para radicar 

propuestas de contrato de concesión, los costos ocasionados por honorarios técnicos y 

jurídicos causado durante la vigencia de la propuesta y el valor del canon anticipado. 

 
El Juzgado Quinto Administrativo del Circuito mediante auto del 23 de marzo de 2021 

declaró la falta de competencia para conocer del presente asunto, siendo repartido a este 

Tribunal y allegado efectivamente a este Despacho el 09 de abril de 2021. 
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Mediante auto del 19 de abril de 2021 se puso en conocimiento de la parte actora el cambio 

de radicado de la demanda.  

 
CONSIDERACIONES 

 
Marco normativo 
 
Respecto de la competencia en asuntos mineros el Consejo de Estado en providencia del 

07 de abril de 20211 esgrimió:  

 
2.3. Competencia en asuntos de naturaleza minera. 
 
La Ley 685 de 2001 “Por la cual se expide el Código de Minas y se 
dictan otras disposiciones”, indicó en sus artículos 293 y 295 lo 
siguiente:  
 
“Artículo 293. Competencia de los Tribunales Administrativos. De las 
acciones referentes a los contratos de concesión que tengan por 
objeto la exploración y explotación de minas, conocerán, en primera 
instancia, los tribunales administrativos con jurisdicción en el lugar 
de su celebración. 
 

Artículo 295. Competencia del Consejo de Estado. De las 
acciones que se promuevan sobre asuntos mineros, distintas 
de las contractuales y en los que la Nación o una entidad 
estatal nacional sea parte, conocerá el Consejo de Estado en 
única instancia 

 
2.4.- Vigencia de la Ley 685 de 2001  
 
El Consejo de Estado, en auto de marzo 27 de 20122, con ocasión de 
la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011, fijó el alcance del 
artículo 295 del Código de Minas y afirmó:  
 

“una excepción al criterio temporal se da al existir una norma 
que, si bien es anterior es especial, es decir, regula de manera 
específica y completa una materia, como ocurre con el Código 
de Minas. Por lo tanto, una norma de esta naturaleza no puede 
ser derogada por una otra que, si bien es posterior, es de 
carácter general como la actual ley 1437 de 2011”. 

 
Por su parte, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, en relación con el tema que se viene comentando y siguiendo 
la línea jurisprudencial trazada, unificó su jurisprudencia así: 
  

                                                           
1 C.E. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOSECCIÓN TERCERA; SUBSECCIÓN C;CP: JAIME 

ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS; Bogotá D.C., siete (7) de abril de dos mil veintiuno (2021); Radicación 

número: 54518-33-33-001-2019-00081-01(65553)A 

 
2 Expediente 11001032600020100002900. 
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“ (…) la ley 1437 de 2011 es una normativa ordinaria general y 
posterior que: i) al no suprimir o modificar formalmente 
(expresa o tácitamente) la anterior (Código de Minas), ii) al no 
contener disposiciones incompatibles con la ley 685 de 2001, y 
iii) al guardar silencio sobre el tema correspondiente a la 
competencia en materia minera, no modificó, subrogó, ni 
derogó la ley ordinaria especial y previa, es decir, se insiste, la 
ley 685 de 2001, actual Código de Minas.  
 
“Por lo tanto, sin un medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho o cualquier otro distinto del de 
controversias contractuales que se promuevan y relacionen 
inescindiblemente sobre un asunto minero y donde una de las 
partes sea una entidad estatal nacional, la competencia está 
determinada por los preceptos contenidos en la ley 685 de 2001, 
por ser la norma especial que regula la materia, máxime que la 
ley 1437 de 2011, que es posterior, guardó silencio sobre este 
tópico en particular, aunado al hecho que no es posible 
concluir, desde ningún punto de vista – ya que no existe norma 
o fundamento que así lo afirme- que la legislación posterior es 
siempre mejor que la anterior o que una norma posterior 
deroga en todos los eventos a la anterior”3 (se subraya). 

 
Aunado a lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo entró a regir el 2 de julio de 2012 
en todo el territorio nacional, y en su artículo 3094 derogó de manera 
expresa disposiciones contrarias a la ley 1437 de 2011, sin que se 
haga mención en dicho artículo del Código de Minas.(Subrayas y 
negrillas del texto) 

 
De igual forma, respecto de la competencia en asuntos mineros el Consejo de Estado ha 

esgrimido que la misma se determina por el asunto a tratar, es decir si los actos discutidos 

son precontractuales o contractuales. Sobre este tópico expuso5: 

 
4.2 La demanda de nulidad y restablecimiento del derecho de la 
referencia   

                                                           
3 Sentencia del 13 de febrero de 2014, exp. 48.251 

4 Artículo  309. Derogaciones. Deróganse a partir de la vigencia dispuesta en el artículo anterior todas las 

disposiciones que sean contrarias a este Código, en especial, el Decreto 01 de 1984, el Decreto 2304 de 1989, 

los artículos 30 a 63 y 164 de la Ley 446 de 1998, la Ley 809 de 2003, la Ley954 de 2005, la Ley 1107 de 2006, el 

artículo 73 de la Ley 270 de 1996, el artículo 9° de la Ley 962 de 2005, y los artículos 57 a 72 del Capítulo 

V,102 a 112 del Capítulo VIII y 114 de la Ley 1395 de 2010. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C-818 de 2011. Inciso segundo derogado por el literal a), art. 626, Ley 1564 

de 2012. Derógase también el inciso 5° del artículo 35 de la Ley 640 del 2001, modificado por el artículo 52 de 

la Ley 1395 de 2010, en la siguiente frase: "cuando en el proceso de que se trate, y se quiera solicitar el decreto 

y la práctica de medidas cautelares, se podrá acudir directamente a la jurisdicción". 

5 C.E;SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO; SECCIÓN TERCERA; SUBSECCIÓN B; C.P: 

MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO (E); Bogotá, D.C.,  veinticuatro (24) de enero de dos mil diecinueve 

(2019); Radicación número: 11001-03-26-000-2016-00088-00(57199) 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6543#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6542#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3992#30
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3992#63
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3992#164
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=8432#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=16373#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=22628#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6548#73
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17004#9
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39994#57
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39994#72
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39994#102
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39994#112
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39994#114
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48425#626.a
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48425#626.a
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Para determinar si la demanda de nulidad y restablecimiento del 
derecho del sub lite debe ser tramitada por el Consejo de Estado en 
única instancia se analizarán los presupuestos establecidos en la Ley 
685 de 2001, a saber: i) que se trate de un asunto minero, ii) que una 
de las partes sea una entidad estatal del orden nacional y iii) que la 
acción promovida sea distinta a la de controversias contractuales.  
 
i) Que se trate de un asunto minero 
 
Sin perjuicio de que en el ordenamiento jurídico no se hubiese 
definido de manera específica cuáles son los asuntos mineros, se ha 
acudido a la exposición de motivos del Proyecto de Ley 269 de 2000, 
mediante el cual se expidió el Código de Minas, con el fin de 
establecer el objeto de la norma. 
 
En la exposición de motivos se señalaron como propósitos del código, 
entre otros, el de regular íntegramente la materia6: 

 
“El proyecto de ley No. 269 de 2000 está conformado por un 
cuerpo de disposiciones sustantivas y de procedimiento que 
asegure, en el mayor grado posible, la vigencia en el tiempo de 
un marco regulatorio estable para el sector minero y que haga 
innecesaria una reglamentación periódica del estatuto legal 
que se expida. A través del articulado contenido en los ocho 
Títulos y treinta y un Capítulos del proyecto analizado, se 
pretende disponer de un cuerpo armónico de normas, que 
haga posible obtener los siguientes propósitos: 
 
“Regular íntegramente la materia 
 

• “Establecer seguridad jurídica para el sector y ‘reglas de 
juego’ claras y estables. 

• “Señalar procedimientos simples, ágiles y eficaces. 

• “Promover y estimular la exploración y explotación de los 
recursos naturales no renovables de que dispone el país. 

• “Evitar la inconveniente congelación de áreas mineras y la 
especulación respectiva. 

• “Reducir al máximo posible las explotaciones ilegales, 
mediante sanciones adecuadas para quienes exploten o 
comercialicen minerales que no estén amparados por un título 
jurídico minero. 

• “Propiciar el mejoramiento de los niveles técnicos, 
económicos y ambientales de las pequeñas explotaciones 
mineras, haciendo posible la integración de áreas y la 
utilización compartida de instalaciones, a través de esquemas 
asociativos” (se destaca).     

                                                           
6 Colombia. Senado y Cámara de Representantes. Proyecto de Ley 269 de 2000. Mediante el cual se expide el 

Código De Minas. Gaceta del Congreso, Año Ix No. 200 del 12 de junio de 2000, P 2-5. 
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En efecto, como los asuntos mineros fueron reglamentados de 
manera integral mediante la Ley 685 de 2001, puede concluirse que 
la demanda de la referencia contra la resolución que dio por 
terminado el trámite de la propuesta de contrato de concesión 
minera, cuyo fin era la exploración y explotación técnica y 
económica  de un yacimiento de una mina de oro y sus 
concentrados, ubicado en la jurisdicción de los municipios de San 
Roque y Yolombó (Antioquia), comprende un asunto minero que se 
encuentra regulado por la ley en cita. 
 
ii) Que una de las partes sea una entidad estatal del orden nacional  
 
En el asunto de autos, se tiene que la Agencia Nacional de Minería 
– ANM es una de las entidades demandadas, la cual, conforme con 
los postulados plasmados en el Decreto 4134 de 20117 es del orden 
nacional, luego, la competencia para conocer del presente proceso, 
recae en el Consejo de Estado. 
 
iii) Que la acción promovida sea distinta a la de controversias 
contractuales 
 
En este punto es pertinente determinar si las Resoluciones que se 
demandan hacen o no parte de un contrato de concesión minera y, 
para el efecto, es menester analizar, de conformidad con la Ley 685 
de 2001: a) ¿Cuándo resulta jurídicamente acertado hacer 
referencia a la existencia del contrato de concesión minera? y b) 
¿Cuál es el efecto de inscripción del mismo en el Registro Minero 
Nacional? 
 
a) El contrato de concesión minera 
 
El artículo 57 de la Ley 685 de 2001 define el contrato de concesión 
minera como aquel que: “se celebra entre el Estado y un particular 
para efectuar, por cuenta y riesgo de este, los estudios, trabajos y 
obras de exploración de minerales de propiedad estatal que 
puedan encontrarse dentro de una zona determinada y para 
explotarlos en los términos y condiciones establecidos en este 
Código8”. 
 
Igualmente, el Código de Minas (Ley 685 de 2001) en sus artículos 
258, 261, 262, 265 y 2669 reguló todo lo relacionado con el 

                                                           
7“Artículo 1. Creación y Naturaleza Jurídica de la Agencia Nacional de Minería, ANM. Créase la Agencia Nacional de 

Minería ANM, como una agencia estatal de naturaleza especial, del sector descentralizado de la Rama Ejecutiva 

del Orden Nacional, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, técnica y financiera, 

adscrita al Ministerio de Minas y Energía”. Subrayado fuera del texto. 
8Código de Minas. “Artículo 45 El contrato de concesión minera es el que se celebra entre el Estado y un particular 

para efectuar, por cuenta y riesgo de este, los estudios, trabajos y obras de exploración de minerales de propiedad estatal 

que puedan encontrarse dentro de una zona determinada y para explotarlos en los términos y condiciones establecidos 

en este Código. Este contrato es distinto al de obra pública y al de concesión de servicio público. El contrato de concesión 

comprende dentro de su objeto las fases de exploración técnica, explotación económica, beneficio de los minerales por 

cuenta y riesgo del concesionario y el cierre o abandono de los trabajos y obras correspondientes”. 
9Código de Minas. “Artículo 258. Finalidad. Todos los trámites, diligencias y resoluciones que integran el 

procedimiento gubernativo en asuntos mineros, tienen como finalidad esencial garantizar, en forma pronta y eficaz, el 

derecho a solicitar del particular como proponente del contrato de concesión y el de facilitarle su efectiva ejecución. Este 
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procedimiento a seguir en los asuntos mineros.  
 
De las normas citadas puede concluirse que para la suscripción de 
un contrato de concesión minera debe, previamente, adelantarse 
una etapa administrativa que se origina en la solicitud minera que 
efectúa el proponente hasta la celebración del contrato. 
 
Es así como el artículo 279 del Código de Minas10 establece el 
trámite durante el cual la autoridad minera recibe la propuesta a 
través de la radicación de la misma en el catastro minero11 y evalúa 
si la documentación allegada por el proponente está de acuerdo 
con lo previsto en los artículos 270, 271 y 272 ibídem12; así mismo, 

                                                           

principio deberá informar tanto la conducta de los funcionarios y la oportunidad y contenido de sus decisiones, como la 

actuación de los solicitantes y terceros intervinientes”. 

Código de Minas. “Artículo 261. Procedimiento sumario. El procedimiento gubernativo se forma por el acopio 

ordenado y consecutivo de las peticiones, documentos y diligencias estrictamente necesarias para sustentar y motivar 

las resoluciones que hayan de tomarse. No habrá más notificaciones y comunicaciones que las expresamente previstas 

en las leyes. Se rechazarán y devolverán de plano las piezas impertinentes o inocuas, que presenten el interesado o 

terceros”. 

Código de Minas. ”Artículo 262. Informativo unificado. La autoridad minera formará un solo expediente integral y 

constituido por los documentos y actuaciones de los interesados y de los terceros intervinientes, dirigidos todos a la 

expedición del título minero y al señalamiento de las obligaciones a cargo del beneficiario”. 

Código de Minas. ”Artículo 265. Base de las decisiones. Todas las providencias se fundamentarán en la existencia y 

comprobación de los requisitos y condiciones de fondo señaladas en la ley para cada caso. Los requisitos simplemente 

formales se omitirán y no darán lugar a desestimar las peticiones, ni a dictar resoluciones inhibitorias o para mejor 

proveer.//Cuando para la expedición de un acto se requiera la realización previa de estudios técnicos o socioeconómicos, 

éstos deberán relacionarse en la parte motiva de la respectiva providencia”. 

Código de Minas. “Artículo 266. Solicitud de información a otras entidades públicas. Cuando la autoridad minera o 

ambiental requieran comprobar la existencia de alguna circunstancia necesaria para sustentar y motivar las resoluciones 

que hayan de tomarse, procederán a solicitar a la entidad el envío de dicha información dentro del término de treinta 

(30) días. Vencido este término la autoridad minera o ambiental resolverá lo pertinente”. 

“En todos los procedimientos en que se requiera tener en cuenta criterios de competencia y protección a los consumidores, 

se consultará sobre la materia el concepto de la Superintendencia de Industria y Comercio”. 
10 Código de Minas. “Artículo 279 “Celebración del contrato. Dentro del término de diez (10) días después de haber 

sido resueltas las oposiciones e intervenciones de terceros, se celebrará el contrato de concesión y se procederá a su 

inscripción en el Registro Minero Nacional. Del contrato se remitirá copia a la autoridad ambiental para el seguimiento 

y vigilancia de la gestión ambiental para la exploración”.  
11 Decreto 1829 de 2012 del Ministerio de Minas y Energía “Por el cual se establece un nuevo sistema de radicación 

de contratos de concesión”. 
12 Código de Minas. “Artículo 270 Complementado por la Ley 926 de 2004-Artículo 1o. <Artículo condicionalmente 

exequible> El artículo 270 quedará así: Artículo 270. Presentación de la propuesta. La propuesta de contrato se 

presentará por el interesado directamente o por medio de su apoderado ante la autoridad competente o delegada, ante el 

notario o alcalde de la residencia del proponente, o por envío a través de correo certificado. En estos casos, si la primera 

propuesta concurriere con otra u otras posteriores sobre la misma zona, se tendrá como fecha de presentación la de su 

recibo por la autoridad competente o comisionada, o la fecha y hora en que la empresa de correo certificado expida el 

recibo de envío. // También será admisible la presentación de la propuesta a través de medios electrónicos, cuando la 

autoridad minera disponga de los equipos y servicios requeridos para tal fin. Toda actuación o intervención del 

interesado o de terceros en los trámites mineros podrá hacerse directamente o por medio de abogado titulado con tarjeta 

profesional. Los documentos de orden técnico que se presenten con la propuesta o en el trámite subsiguiente, deberán 

estar refrendados por geólogo, ingeniero de minas o ingeniero geólogo matriculados, según el caso, de acuerdo con las 

disposiciones que regulan estas profesiones”. Artículo declarado Condicionalmente exequible, por los cargos analizados, 

por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-389-16 de 27 de julio de 2016, Magistrada Ponente Dra. María 

Victoria Calle Correa. 

Código de Minas “Artículo 271. Requisitos de la Propuesta. <Artículo Condicionalmente exequible> La propuesta 

para contratar, además del nombre, identidad y domicilio del interesado, contendrá: a) El señalamiento del municipio, 

departamento y de la autoridad ambiental de ubicación del área o trayecto solicitado; b) La descripción del área objeto 

del contrato, y de su extensión; c) La indicación del mineral o minerales objeto del contrato”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0685_2001_pr006.html#270
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-389_1916.html#INICIO
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determina la libertad del área solicitada, efectúa los requerimientos 
al o a los proponentes para que subsanen la propuesta13, si hay lugar 
a ello, por una sola vez y se señala si el área libre es susceptible de 
ser contratada para su aprobación o no, y se decide si se rechaza, de 
conformidad con lo estipulado en el artículo 27414 ídem. 
 
Cabe resaltar que el proponente solo cuenta con el derecho de 
prelación frente a las propuestas posteriores, (artículo 16 del 
Código de Minas15), es decir, que a su solicitud se le otorga una 
posición privilegiada para el análisis de la misma frente a las demás, 
para que la autoridad minera evalúe su documentación. 
 
Una vez sea suscrito el contrato de concesión entre la autoridad 
minera y el (los) proponente (s) surgen derechos y obligaciones para 
las partes de índole legal, lo que le otorga el derecho a que la 
minuta suscrita sea inscrita en el Registro Minero Nacional; 
contrario sensu, para el Estado surge la obligación de efectuar la 
inscripción en el mismo (artículo 33316 del Código de Minas), y es a 
partir de ahí que se entiende perfeccionado el contrato. 
 
El Ministerio de Minas y Energía,17 conceptuó sobre el surgimiento 
de derechos al momento de celebrarse el contrato de concesión 
minera, en los siguientes términos: 

 
“Frente al Estado, el solicitante solamente tiene la 
expectativa de obtener el respectivo título, toda vez que 
debido a los trámites progresivos que tiene la propuesta de 
concesión, mientras estos no se hayan terminado en su 

                                                           

Código de Minas “Artículo 272 Manejo Ambiental. En la propuesta el interesado deberá hacer la manifestación 

expresa de su compromiso de realizar los trabajos de exploración técnica con estricta sujeción a las guías ambientales, 

que para esa actividad expida la autoridad competente, en un todo aplicadas a las condiciones y características específicas 

del área solicitada descrita en la propuesta. En caso de que la actividad de exploración requiera usar o aprovechar recursos 

naturales renovables, deberá obtener el permiso, la concesión o la autorización ambiental de la autoridad competente”. 
13Código de Minas “Artículo 273 Objeciones a la propuesta. La propuesta se podrá corregir o adicionar, por una sola 

vez, por la autoridad minera, si no puede identificarse al proponente, no se puede localizar el área o trayecto pedido, no 

se ajusta a los términos de referencia o guías o no se acompaña de los permisos previos en los casos señalados en el 

artículo 34 de este Código, cuando dicha área o trayecto estuvieren ubicados en los lugares o zonas mencionados en 

dicha disposición. El término para corregir o subsanar la propuesta será de hasta treinta (30) días y la autoridad minera 

contará con un plazo de treinta (30) días para resolver definitivamente. // Una vez corregida la propuesta, cuando fuere 

el caso, se procederá a la determinación del área libre de superposiciones con propuestas anteriores o títulos vigentes”. 
14 Código de Minas “Artículo 274. Rechazo de la propuesta. La propuesta será rechazada si el área pedida en su 

totalidad se hallare ubicada en los lugares y zonas señaladas en el artículo 34 de este Código, si no hubiere obtenido las 

autorizaciones y conceptos que la norma exige; si se superpone totalmente a propuestas o contratos anteriores, si no 

cumple con los requisitos de la propuesta o si al requerirse subsanar sus deficiencias no se atiende tal requerimiento. En 

caso de hallarse ubicada parcialmente, podrá admitirse por el área restante si así lo acepta el proponente”. 
15Código de Minas “Artículo 16.  Validez de la propuesta. <Artículo condicionalmente exequible> La primera solicitud 

o propuesta de concesión, mientras se halle en trámite, no confiere, por sí sola, frente al Estado, derecho a la celebración 

del contrato de concesión. Frente a otras solicitudes o frente a terceros, sólo confiere al interesado, un derecho de prelación 

o preferencia para obtener dicha concesión si reúne para el efecto, los requisitos legales”. 
16Código de Minas. “Artículo 333 Enumeración Taxativa. La enumeración de los actos y contratos sometidos a 

registro es taxativa. En consecuencia, no se inscribirán y serán devueltos de plano, todos los actos y contratos, públicos 

o privados, que se presenten o remitan por los particulares o las autoridades para inscribirse, distintos de los señalados 

en el artículo anterior. la inscripción de los actos y documentos sometidos al registro deberán inscribirse dentro de los 

quince (15) días siguientes a su perfeccionamiento o vigencia”. 
17 Ministerio de Minas y Energía concepto 2012026198 del 14 mayo de 2012. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0685_2001.html#34
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0685_2001.html#34
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totalidad, los interesados apenas tienen una mera expectativa 
de obtener el título.  
 
No obstante no ocurre lo mismo con los contratos de 
concesión debidamente otorgados, los cuales al momento de 
ser suscritos ya se configuran en Derechos adquiridos, que 
ingresados al patrimonio del concesionario, son susceptibles 
de ser amparados por la legislación”. 

 
Derechos adquiridos consistentes tal y como se adujo con antelación, 
en el derecho a favor del proponente a que la minuta suscrita sea 
inscrita en el Registro Minero Nacional. 
 
Es importante mencionar que la minuta de contrato suscrita por las 
partes, no tiene la calidad de un contrato de concesión, porque no ha 
cumplido con el requisito de inscripción en el Registro Minero 
Nacional que, por mandato legal, se exige para su perfeccionamiento 
tal y como claramente lo establece el artículo 50 del Código de 
Minas18, en el que se señala que el contrato de concesión debe estar 
contenido en documento redactado en idioma castellano y estar a su 
vez suscrito por las partes y que para su perfeccionamiento y su 
prueba, necesitará inscribirse en el Registro Minero Nacional. 
 
Se colige, entonces, que en el caso de autos no existió ni siquiera una 
minuta de contrato de concesión minera, toda vez que la propuesta 
fue dada por terminada, sin que se cumplieran las etapas necesarias 
hasta la suscripción de la misma y su posterior registro, de ahí que no 
resulta válido hacer referencia a la existencia de un contrato.  
 
b) Efecto de la inscripción del contrato de concesión en el Registro 
Minero Nacional 
 
De conformidad con el artículo 14 del Código de Minas, solo se podrá 
constituir, declarar y probar el derecho a explorar y explotar las minas 
de propiedad del Estado mediante el contrato de concesión minera 
debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero Nacional19. 
 
El Ministerio de Minas y Energía, a través de la Resolución No. 4-0599 
de 2015, por medio de la cual se adopta el glosario técnico minero, 
definió el Registro Minero así: 

 
“[U]n sistema de inscripción, autenticidad y publicación de los 
títulos mineros con el derecho a explorar y explotar el suelo y 
el subsuelo de acuerdo con el Código de Minas. El registro será 
llevado por el Ministerio de Minas y Energía en las oficinas 
centrales y podrá descentralizarse por delegación o comisión 
de ese despacho en la medida en que se disponga de los 

                                                           
18Código de Minas. “Artículo 50. Solemnidades. El contrato de concesión debe estar contenido en documento 

redactado en idioma castellano y estar a su vez suscrito por las partes. Para su perfeccionamiento y su prueba sólo 

necesitará inscribirse en el Registro Minero Nacional”. 
19Código de Minas. “Artículo 14. Título minero. A partir de la vigencia de este Código, únicamente se podrá constituir, 

declarar y probar el derecho a explorar y explotar minas de propiedad estatal, mediante el contrato de concesión minera, 

debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero Nacional (…)”. 
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recursos necesarios para mantener su unidad, coordinación y 
agilidad. La inscripción del título en el Registro Minero 
Nacional está compuesta por tres partes: 1. El registro. 2. La 
identificación física de las áreas de los títulos, y. El archivo. El 
proceso de registro consiste en tres fases: radicación, 
calificación e inscripción. Los títulos a inscribir en el Registro 
Minero Nacional son: Licencias de Exploración, Licencias de 
Explotación, Títulos Mineros Vigentes, Contratos de 
Concesión, Aportes, Embargos de los derechos a explorar y 
explotar, Subcontratos de explotación, Servidumbres mineras, 
la constitución, la reforma y la disolución de las sociedades 
ordinarias de minas, y programas de trabajo e inversiones 
aprobados (antiguo Código de Minas)”. 

 
El Código de Minas20 prevé que el Registro Minero Nacional es i) un 
medio de autenticidad y publicidad de los actos y contratos estatales 
y privados que tengan por objeto principal la constitución, 
conservación, ejercicio y gravamen de los derechos a explorar y 
explotar minerales emanados de títulos otorgados por el Estado o de 
títulos de propiedad privada del subsuelo; ii) prueba única de los 
actos y contratos sometidos a este requisito; iii) los enlista de manera 
taxativa; iv) se determinan los requisitos para su corrección y 
cancelación y v) señala que la autoridad nacional responsable del 
Registro Minero podrá delegar sus funciones. 
 
Debe señalarse que la inscripción en el Registro Minero Nacional es 
un instrumento de publicidad21 que determina la oponibilidad frente 
a terceros del contrato de concesión minera y la existencia del 
contrato mismo, que a la vez tiene una doble función, por cuanto: i) 
es el requisito de perfeccionamiento exigido para que el contrato de 
concesión minera surta los efectos que le son propios22, y ii) es un 
mecanismo de publicidad, autenticidad, oponibilidad y única 
prueba23. 
 
Razón por la cual, al exigirse mediante el Código de Minas la 
solemnidad aludida, la manifestación de la voluntad de las partes a 
través de la suscripción de la minuta del contrato de concesión 
minera resulta insuficiente para generar derechos y obligaciones 
contractuales, tal y como se expresó en líneas anteriores, pues para 
que inicie su existencia, validez y vigencia contractual, la ley exige la 
solemnidad del Registro Minero para el perfeccionamiento de los 
contratos de concesión minera.  
 
En el presente asunto, no se suscribió minuta contractual y por ende 
la inscripción del contrato en el Registro Minero Nacional no existió, 
toda vez que la propuesta del contrato de concesión No. OG2-

                                                           
20 Artículos 327 al 335.  

21Corte Constitucional, Sentencia C-891 de 22 de octubre de 2002 Demanda de inconstitucionalidad contra 

los artículos 2, 3 (parcial), 5, 6, 11 (parcial), 35 (parcial), 37, 39, 48, 58, 59, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 

261, 267 (parcial), 271 (parcial), 275 y 332 de la Ley 685 de 2001 - Código de Minas. 
22 Código de Minas artículo 50. 
23 Código de Minas artículos. 328 y 331. 
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081510 presentada por la actora ante la autoridad minera 
correspondiente se dio por terminada.     
 
Respecto de la suscripción de la minuta contrato de concesión 
minera y su posterior inscripción en el Registro Minero Nacional 
como requisito de perfeccionamiento del mismo, la Oficina Asesora 
Jurídica de Agencia Nacional de Minería ha señalado24: 

 
“En efecto, los requisitos contenidos en el artículo 50 del 
Código de Minas marcan la construcción de una formalidad al 
exigir, además de la suscripción del contrato en idioma 
castellano, la inscripción en el Registro Minero Nacional, 
constituyendo la ley como una condición “ad susbstantiam 
actus” del contrato de concesión minera la inscripción en tal 
registro, razón por la cual no puede afirmarse que el Registro 
Minero Nacional es meramente un mecanismo de prueba, 
publicidad o autenticidad, ya que sería desconocer la norma 
citada.  
 
Así las cosas, al imponer de manera expresa la ley una 
solemnidad25 hace que la voluntad de las partes sea 
insuficiente, debiendo además, para constituir un contrato, 
ceñirse a la exigencia legal; si las partes no cumplen con el 
requisito legal exigido que solemniza el contrato, la sanción al 
incumplimiento de dicha forma es la imperfección, la cual trae 
como consecuencia que el acuerdo no logra materializarse en 
un contrato minero, por lo que no produce efectos en derecho. 
En este caso significa que la firma de la minuta de contrato de 
concesión no es suficiente para que el mismo nazca a la vida 
jurídica y surta los efectos que le son propios.  
 
En conclusión, cuando el consentimiento mutuo no es 
suficiente para obligar a las partes porque la ley señala 
solemnidades para el contrato, no se puede afirmar que hayan 
nacido obligaciones de fuente contractual hasta que no se 
satisfagan dichas condiciones, pues la ley particular, que es el 
contrato, debe corresponder a las exigencias de la ley general 
que fijan las condiciones típicas de naturaleza legal y que 
deben ser satisfechas por quienes quieren contratar para la 
creación del vínculo jurídico.  
 
Por lo expuesto, se considera que no es viable confundir el 
momento de suscripción del contrato con el momento de 
perfeccionamiento del mismo, el artículo 50 del código de 
Minas no deja mayor espacio a la interpretación, toda vez que, 
se reitera, señala de manera expresa que para el 
perfeccionamiento del contrato de concesión minera se 
requiere o necesita la inscripción en el Registro Minero 

                                                           
24 Documento con radicación 20131200002183 del 18-01-2013 
25 El artículo 1500 del Código Civil define qué se entiende por contrato solemne: “El contrato es real cuando, 

para que sea perfecto, es necesaria la tradición de la cosa a que se refiere; es solemne cuando está sujeto a la observancia 

de ciertas formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil; y es consensual cuando se 

perfecciona por el solo consentimiento.” (subrayado fuera de texto) 
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Nacional. La meridiana disposición legal inhibe la 
interpretación, la que solo procede cuando la ley es ambigua26.  
 
No obstante lo anterior, como se desarrollará más adelante, es 
preciso señalar que el hecho de la firma de la minuta de 
contrato de concesión minera no es totalmente desconocido 
por el Código de Minas, ya que en el mismo cuerpo normativo 
se señalan ciertos derechos y obligaciones, no de carácter 
contractual, sino legal que surgen a partir de la firma de la 
minuta del contrato de concesión”. 
 
(…) 

 
De lo hasta aquí expuesto y teniendo en cuenta los hechos y 
pretensiones de la demanda de la referencia, se concluye que, de 
conformidad con el artículo 29527 del Código de Minas, corresponde 
al Consejo de Estado conocer en única instancia del asunto de la 
referencia, toda vez que se trata de un asunto en minero de 
competencia de la Agencia Nacional de Minería, entidad del orden 
nacional, además de que, se reitera, se trata de un asunto diferente al 
de controversias contractuales28, y las resoluciones cuya nulidad se 
pretende, fueron expedidas en la etapa precontractual del contrato de 
concesión minera, al dar por terminado el trámite de la propuesta del 
contrato de concesión OG2-081510. (Negrillas y subrayas finales 
fuera del texto) 

  

Conforme a lo anterior resulta claro que, tratándose de temas mineros la competencia está 

determinada por los actos administrativos demandados, es decir si con actos 

precontractuales o si con contractuales.  

 

En el primer caso la competencia se encuentra radicada en el Consejo de Estado, en el 

segundo caso, es decir cuando la controversia versa sobre el contrato minero la 

competencia se encuentra radicada en los Tribunales Administrativos. 

 

                                                           
26El artículo 27 del Código Civil estableció: “Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal 

a pretexto de consultar su espíritu. Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su 

intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su establecimiento.” 
27“De las acciones que se promuevan sobre asuntos mineros, distintas de las contractuales y en los que la Nación o una 

entidad estatal nacional sea parte, conocerá el Consejo de Estado en única instancia”. 

28Contrario sensu, el Código de Minas establece la competencia de los Tribunales Administrativos en 

asuntos contractuales en su Artículo 293.”Competencia de los tribunales administrativos. De las acciones 

referentes a los contratos de concesión que tengan por objeto la exploración y explotación de minas, 

conocerán, en primera instancia, los tribunales administrativos con jurisdicción en el lugar de su 

celebración”. 
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De igual forma resulta claro, que conforme a la postura del Consejo de Estado solo puede 

hablarse de contrato cuando, conforme a lo expuesto en el Código de Minas se registra el 

contrato de concesión en el Registro minero, de tal suerte que la manifestación de la 

voluntad de las partes a través de la suscripción de la minuta del contrato de concesión 

minera resulta insuficiente para generar derechos y obligaciones contractuales, pues para 

que inicie su existencia, validez y vigencia contractual, la ley exige la solemnidad del 

Registro Minero para el perfeccionamiento de los contratos de concesión minera.  

 

Ahora bien, en el caso concreto encontramos que el objeto central de la controversia, 

conforme al escrito de la demanda, se circunscribe a asuntos relacionados con la radicación 

de la propuesta de contrato de concesión minera, ante la Oficina Jurídica del 

Departamento de Caldas, como autoridad minera delegada, entidad que determinaría el 

área libre a contratar una vez efectuado recortes con las superposiciones que se 

presentaban con los expedientes RPP 357, 0041, gafe-02, LH 071-17; LH 086-17, LH217-

17, y que sería objeto de revaluación. 

 

Explicó que el día 23 de agosto de 2009, se suscribió contrato de concesión minera que fue 

remitido para su inscripción mediante Oficio U.D.M. 651 de 24 de agosto de 2004 a 

INGEOMINAS Bogotá, como entidad encargada del registro. 

 

Luego, el 4 de noviembre de 2009, el Coordinador del Grupo de Trabajo de Catastro 

Minero y Registro Minero Nacional, remitió el contrato de concesión sin inscribir 

aduciendo que el mismo se superpone con 7 solicitudes, por lo que a través de auto No. 

494 de 2 de mayo de 2011 se corrió traslado a la parte técnica con el propósito de que 

emitiera concepto definitivo de área y se revalúen los anexos técnicos dentro del trámite 

del expediente. 

 

Expuso que el día 13 de octubre de 2011 se realizó una nueva revaluación técnica a la 

propuesta de contrato de concesión No. 758-17, con la exigencia de desanotación de 

752R, 309R, 46R., con posterioridad revisión técnica en el que determinó área libre para 

contratar. 

 

Indicó que en el año 2012 entró en vigencia la Ley 1382 de 2010, por lo que al expediente 

se adjuntó oficio del Ministerio de Minas y Energía con radicado 2010025011 19-052010, 

en el que se señaló que debía hacerse respecto de los contratos de concesión minera 

suscritos por concedentes y concesionario que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley, 
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no habían sido inscritos en el registro minero nacional, aclarando que los contratos 

estatales nacen a la vida jurídica a partir de su suscripción, lo cual es aplicable a los 

contratos de concesión minera. Luego, la inscripción es un requisito necesario para la 

ejecución, autenticidad y publicidad del acto. 

 

Por su parte, INGEOMINAS, a través de oficio NO. OAJ – 180 de 20 de diciembre de 2005, 

señaló: “El contrato de concesión en área de aporte suscrito entre la autoridad minera y el 

concesionario, aunque no se hubiese inscrito en el registro minero nacional, produce todos 

los efectos jurídicos interpartes que puede generar un acuerdo contractual legamente 

celebrado”. 

 

Con posterioridad, la Agencia Nacional de Minería, profiere la Resolución No. 001846 de 

25 de octubre de 2019 en el que se archiva y rechaza la propuesta de contrato de concesión 

minera 758-18 argumentando que una vez realizado el proceso de migración y 

transformación de la solicitud de propuesta de contrato de concesión No. 758-17 se tiene 

que, a partir del sistema de cuadricula minera y metodología para la migración de títulos 

mineros al sistema de cuadricula adoptados por la Resolución 505 de 2 de agosto de 2019, 

no cuenta con área libre susceptible de contratar. 

 

En el mismo sentido, se advierte que, como consecuencia de recurso de reposición, se 

expidió Resolución No. 001846 de 25 de octubre de 2019, a través del cual se ratificó en 

la aplicación del sistema de cuadricula minera, argumentando la ineficacia del contrato 

suscrito por falta de inscripción. 

 

Agregó que mediante el artículo 21 de la Ley 1753 de 2015, se facultó a la autoridad minera 

nacional para adoptar un sistema de cuadricula que delimitara el área objeto de contratos 

de concesión minera y con la expedición de la Resolución 504 de 2018, la Agencia Nacional 

Minera definió cuadricula minera como única regla geométrica para el otorgamiento de 

títulos mineros, aspecto regulado en la Ley 1955 de 25 de mayo de 2019, en la que se 

implementó el sistema de cuadricula al señalar textualmente en su artículo 24. “SISTEMA 

DE CUADRICULA EN LA TITULACIÓN MINERA. La implementación del sistema de 

cuadriculas se llevará a cabo de acuerdo con las normas de información geoespacial 

vigente y los lineamientos que para el efecto defina la autoridad minera nacional… Todas 

las solicitudes y propuestas se evaluaran con base en el sistema de cuadricula minera 

implementado por la autoridad nacional. Por lo anterior, no se permitirá la superposición 

de propuestas sobre una misma celda, con excepción de las concesiones concurrentes. Se 
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entiende por celda el cuadro definido por la autoridad minera nacional como una unidad 

de medida para la delimitación del área de las solicitudes y contratos de concesión minera. 

Los títulos mineros otorgados con anterioridad a la entrada en operación de sistema de 

cuadricula o el que haga sus veces migrará a este sistema manteniendo las condiciones la 

metodología que para el efecto establezca la autoridad 

 

En consecuencia, teniendo en cuenta lo hasta aquí planteado, es claro que en la 

controversia del presente asunto se centra en actos previos a la efectiva legalización del 

contrato de concesión minera en el Municipio de Marmato, Caldas, respecto de la etapa 

de inscripción en el Registro Minero Nacional para su correspondiente perfeccionamiento.  

 
En este punto debe señalar el Despacho que, conforme a la jurisprudencia en cita, no 

puede hablarse de contrato de concesión minera hasta tanto no se realice la inscripción en 

el Registro Minero Nacional, por lo que los actos administrativos cuya nulidad se depreca 

son actos precontractuales.  

 
De conformidad con lo anterior, procederá el Despacho a declarar la falta de competencia 

de este Tribunal para conocer de la presente controversia, ordenando enviar el expediente 

al Consejo de Estado como un asunto de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Caldas,  

 
RESUELVE 

 
1. DECLARAR la falta de competencia para avocar el conocimiento de la presente demanda 

que en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho interpone 

VIVIANA MARCELA ZAPATA contra LA NACIÓN – AGENCIA NACIONAL MINERA. 

 
2. ENVÍESE el expediente al Consejo de Estado como un asunto de su competencia.  

 

3. NOTIFÍQUESE el presente proveído por estado electrónico; una vez surtido éste, envíese 

mensaje de datos, según lo dispone el inciso 3º del artículo 201 de la Ley 1437 de 2011 

modificado por la Ley 2080 de 2021. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica a la parte demandante por 
Estado Electrónico No. 079  del 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al correo 
electrónico. 

Manizales, 
_____________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN 
MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

 

Manizales, seis (6) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Procede el Tribunal Administrativo de Caldas a decidir sobre el impedimento manifestado por 

el Juez Primero Administrativo del Circuito de Manizales para conocer el proceso de 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por CAMILO ZULUAGA BONILLA 

contra la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL. 

 
ANTECEDENTES 

  
Con libelo presentado el 02/02/2021 el señor Zuluaga Bonilla, entre otras pretensiones, 

solicitó se declare la nulidad de la Resolución Nº DESAJMAR20-369 del 6 de agosto de 

2020 y del acto ficto negativo derivado por la interposición del recurso de apelación en 

contra del acto anterior, suscrito por el Director Ejecutivo Seccional de Administración 

Judicial de Manizales, y del acto ficto o presunto negativo originado en el recurso de 

apelación interpuesto contra la Resolución en mención, por medio del cual se negó el 

reconocimiento de la bonificación judicial consagrada en el Decreto 0383 de 2013. 

 

A título de restablecimiento del derecho, impetra se condene a la entidad accionada a 

liquidar y pagar la señalada bonificación del decreto 383 de 2013, con la inclusión de la misma  

en su asignación básica y así tener incidencia directa en las prestaciones sociales y demás 

emolumentos que percibidos como servidor judicial. 

 

EL IMPEDIMENTO 
 

El Juez Primero Administrativo del Circuito de Manizales el 24 de febrero de 2021, manifestó 

su impedimento para conocer de la demanda con fundamento en la causal del numeral 1 del 

artículo 141 del C.G.P., por remisión que hace el artículo 130 del CPACA, puesto que, en su 

sentir, tiene interés directo en las resultas del proceso, causal de impedimento que, 

igualmente señala, que el impedimento cobija a los demás Jueces Administrativos del Circuito 

de Manizales. Siendo repartida a este Despacho el 14/04/2021. 
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CONSIDERACIONES 

DE LA 
SALA DE DECISIÓN 

 
Los impedimentos tienen como fundamento la integridad moral del funcionario que los 

declara, quien en razón de la existencia de ciertas situaciones comprobadas puede sentirse 

condicionado, bien en su fuero interno o en sus circunstancias externas. Sobre el particular, 

el Honorable Consejo de Estado ha expresado que: 

 
“…los impedimentos como las recusaciones son mecanismos 
jurídicos dirigidos a garantizar que las decisiones judiciales se 
adopten con sujeción a los principios de imparcialidad, 
independencia y transparencia que gobiernan la labor judicial. 
Por tanto, cuando se presenta alguna situación que puede dar 
lugar a una decisión parcializada, es decir que comprometa el 
recto entendimiento y aplicación del orden jurídico a un caso 
concreto, es necesario que el operador judicial en forma 
anticipada y con fundamento en las causales determinadas 
taxativamente por el Legislador exprese tal circunstancia, como 
lo ordena el artículo 149 del Código de Procedimiento Civil. Así 
cada persona que acude a un Juzgado o Tribunal puede tener la 
confianza plena de que las decisiones adoptadas se proferirán 
dentro del margen de objetividad, imparcialidad y justicia que se 
demandan de los titulares de la función jurisdiccional.…”1. 

 
El artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, además de remitir al artículo 150 del CPC 

(entiéndase artículo 131 del Código General del Proceso) prevé las causales de 

impedimento y recusación de los jueces y magistrados de esta jurisdicción especializada. 

El numeral 1 del artículo 141 del CGP indica como motivos de recusación:  

 
“1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente 
o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés 
directo o indirecto en el proceso 
 

 
La “bonificación judicial” que pretende la parte nulidiscente sea incluida como factor 

salarial y prestacional se encuentra prevista en el Decreto 383 de 20132, cuyo artículo 1º 

dispone también el reconocimiento de dicho rubro en favor de los Jueces del Circuito: 

 
“ARTÍCULO 1º. Créase para los servidores de la Rama 
Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les 
aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 
los Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 

                                                 
1 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda, 3 de febrero de 2011. Consejero 

Ponente: Dr. Víctor Hernando Álvaro Arcila. Radicación: 25000-23-25-000-2010-00749-01(2350-10). 
2 Expedido por el Departamento Administrativo de la Función Pública “Por el cual se crea una bonificación judicial para 
los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones”. 
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43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 
número 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al 
Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. 
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o 
de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 
mientras el servidor público permanezca en el servicio 
y corresponde para cada año al valor que se fija en las 
siguientes tablas, así: 
 
(…) 
 
3. Para los cargos de los Juzgados de Circuito, 
Especializado, Juzgados de Tribunal Penal Militar y 
Juzgados de Justicia Penal Militar, relacionados a 
continuación la bonificación judicial, será: 
 

DENOMINACIÓN DEL CARGO MONTO DE LA BONIFICACIÓN 
JUDICIAL A PAGAR MENSUALMENTE 

CADA AÑO 

                                                      Año 2016 Año 2017 Año 2018 

Juez Penal del Circuito 
Especializado 

2.509.062 2.990.321 3.583.675 

Coordinador de Juzgado Penal del 
Circuito Especializado 

2.509.062 2.990.321 3.583.675 

Juez de Dirección o inspección 2.509.062 2.990.321 3.583.675 

Fiscal ante Juez de Dirección o de 
Inspección 

2.509.062 2.990.321 3.583.675 

Auditor de Guerra de Dirección o de 
Inspección 

2.491.678 2.969.604 3.558.846 

Juez del Circuito 2.196.230 2.617.486 3.136.860 

Juez de División o de Fuerza Naval, 
o de  
 
Comando Aéreo o de Policía 
Metropolitana 

2.196.230 2.617.486 3.136.860 

Fiscal ante Juez de División o de 
fuerza naval o de Comando Aéreo o 
de Policía  
 
Metropolitana 

2.196.230 2.617.486 3.136.860 

Auditor de Guerra de División o de 
fuerza naval o de Comando Aéreo o 
de Policía Metropolitana 

2.272.185 2.708.010 3.245.346 

Juez de Brigada o de base Aérea o 
de Grupo  
 
Aéreo o de Escuela de Formación o 

2.358.938 2.811.402 3.369.253 
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de  
 
Departamento de Policía 

Fiscal ante Juez de Brigada o de base 
aérea, o  
 
de Grupo Aéreo o de Escuela de 
Formación o  
 
Departamento de Policía 

2.358.938 2.811.402 3.369.253 

Juez de Instrucción Penal Militar 2.358.938 2.811.402 3.369.253 

Auditor de Guerra de Brigada, o de 
Base  
 
Aérea, o de Grupo Aéreo, o de 
Escuela de  
 
formación o de Departamento de 
Policía 

2.358.938 2.811.402 3.369.253 

Asistente Social Grado 1 1.901.012 2.265.642 2.715.201 

Secretario 1.688.165 2.011.969 2.411.194 

Oficial Mayor o Sustanciador 1.416.093 1.687.712 2.022.596 

Asistente Social Grado 2 1.168.486 1.392.611 1.668.940 

Escribiente 1.008.526 1.201.969 1.440.469 

  
(…)” /Negrillas de la Sala/. 

 
En el sub-lite el señor juez manifestó que le asiste un interés directo en las resultas del 

proceso, en la medida que tiene el mismo derecho deprecado por el actor, aspecto que a 

juicio de esta Sala de decisión legitiman el impedimento  manifestado por el funcionario,  

y que cobija así mismo a los demás Jueces administrativos de Manizales y por ende, fuerza 

a resolver favorablemente la declaración materia de estudio. 

 

En consecuencia, de conformidad con el numeral 2 del artículo 131 de la Ley 1437/11 y el 

artículo 30 del Acuerdo 209 de 19973 del Consejo Superior de la Judicatura, FÍJASE como 

fecha y hora para la elección pública del conjuez que deba actuar en el presente trámite, 

el día VIERNES VEINTIUNO (21) DE MAYO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) A LAS NUEVE Y 

MEDIA (9:30) DE LA MAÑANA,  diligencia que será dirigida por el Magistrado Ponente,  de 

manera virtual,  conforme la autorización de la Sala Plena del Tribunal Administrativo. 

. 

 

Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas SALA DE DECISIÓN, 

                                                 
3 “Por el cual se establecen las reglas generales para el funcionamiento de los tribunales administrativos.”,  modificado 
por el Acuerdo No. PSAA12-9482 de 30 de mayo de 2012. 
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RESUELVE 

 
PRIMERO:  ACÉPTASE la declaración de IMPEDIMENTO manifestada por el Juez Primero 

Administrativo del Circuito de Manizales, el que igualmente cobija a los demás jueces 

administrativos del circuito de Manizales, para conocer de la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho impetrada por CAMILO ZULUAGA BONILLA contra la NACIÓN 

– RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

 

SEGUNDO: FÍJASE como fecha y hora para el sorteo de conjuez  que deba actuar en el 

presente trámite, el día VIERNES VEINTIUNO (21) DE MAYO DE DOS MIL VEINTIUNO 

(2021) A LAS NUEVE Y MEDIA (9:30) DE LA MAÑANA,  diligencia que será dirigida por el 

Magistrado Ponente,  de manera virtual. 

 

TERCERO: COMUNÍQUESE el presente auto a todos los Jueces Administrativos del Circuito de 

Manizales, para los fines pertinentes. 

 
NOTIFÍQUESE 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión Virtual celebrada el 06 de mayo de 

2021 conforme Acta n° 023 de la misma fecha. 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                          

(E) Despacho del Magistrado Jairo Ángel Gómez Peña 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica a la parte demandante por 
Estado Electrónico No. 079  del 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al correo 
electrónico. 

Manizales, 
_____________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

                   

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021). 

 

RADICADO 17001-23-33-000-2020-00232-00 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES 
DEMANDADA ANCIZAR OSPINA MARTÍNEZ 

 

Ingresó a despacho el proceso de la referencia para continuar con el trámite de ley, luego de 

resolverse las excepciones propuestas por la parte demandada. 

 

ANTECEDENTES 

 

Colpensiones presentó demanda con la finalidad de que se declare la nulidad de la Resolución  VPB 

12498 del 30 de  julio de 2014, mediante la cual se reconoció una pensión de vejez al señor Ancizar 

Ospina Martínez; y, como consecuencia de ello, se declare que esta persona no tiene derecho a 

que se le reconozca esta prestación periódica en los términos de la Ley 33 de 1985, razón por la 

cual debe reintegrar todos los dineros recibidos a título de mesadas, retroactivos y aportes en salud 

en virtud del reconocimiento pensional. 

 

Dentro de la oportunidad legal, el señor Ospina Martínez contestó la demanda y propuso 

excepciones de las que se corrió el traslado correspondiente a la parte demandante, quien se 

pronunció sobre ellas dentro del término establecido.  

 

A través de auto del 1° de marzo de 2021 se resolvió la excepción de caducidad, declarándola no 

probada, y se advirtió que las excepciones de “buena fe”, “prescripción” y “genérica”, se diferían 

para el momento de dictar sentencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Como en este proceso ya hubo pronunciamiento sobre las excepciones previas y mixtas, se 

continuará con el trámite de ley.  

El artículo 182A de la Ley 2080 de 2021 que adicionó el CPACA, estableció la posibilidad de 

proferir sentencia anticipada en los asuntos de conocimiento de esta jurisdicción en los siguientes 

casos:  
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Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
  
1. Antes de la audiencia inicial: 
  
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
  
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
  
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales 
aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se 
hubiese formulado tacha o desconocimiento; 
  
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles. 
  
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre 
las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto 
en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u 
objeto de controversia. 
  
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma 
prevista en el inciso final del artículo 181 de este código y la 
sentencia se expedirá por escrito. 
  
No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir 
sentencia anticipada con base en este numeral, si el juez o 
magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 
podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 
179 y 180 de este código. 
  
2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus 
apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia 
o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso 
de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se 
hace por escrito, las partes podrán allegar con la petición sus 
alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado por diez (10) días 
comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador 
rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión. 
  
Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición 
deberá realizarse conjuntamente con estos. Con la aceptación de 
esta petición por parte del juez, se entenderán desistidos los recursos 
que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 
interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver. 
  
3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre 
probada la cosa juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, 
la falta manifiesta de legitimación en la causa y la prescripción 
extintiva. 
  
4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el 
artículo 176 de este código. 
  
PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se 
indicará la razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata 
de la causal del numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o 
cuáles de las excepciones se pronunciará. 
Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, 
según se considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá 



17001-23-33-000-2020-00232-00 nulidad y restablecimiento del derecho 

 

A.I 110 
 

3 

 

reconsiderar la decisión de proferir sentencia anticipada. En este 
caso continuará el trámite del proceso. 

 

Con fundamento en la anterior norma, para el despacho están dadas en este caso las condiciones 

para dictar sentencia anticipada, por lo que procederá, en primer momento, a emitir 

pronunciamiento sobre la fijación del litigio, para de esta manera determinar con claridad el 

decreto de pruebas.  

 

Fijación del litigio 

 

Se tienen como hechos relevantes en los que están de acuerdo las partes los siguientes: 

 

• Mediante Resolución nro. VPB 12498 del 30 de julio de 2014 se revocó la Resolución GNR 

157395 del 28 de junio de 2013 que había negado la pensión de vejez al señor Ancizar Ospina 

Martínez, y se ordenó reconocer y pagar esta prestación periódica a partir del 29 de diciembre de 

2009, con fundamento en la Ley 33 de 1985, al haberle aplicado la transición del artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993.  

 

• El señor Ospina Martínez solicitó el 17 de junio de 2015 la reliquidación de su pensión por 

reajuste del ingreso base de liquidación, la cual fue negada mediante Resolución GNR 2561772 

del 24 de agosto de 2015. 

 

• Mediante otro escrito presentado el 11 de marzo de 2019, el accionado solicitó otra vez el 

reajuste de su pensión, la cual nuevamente fue negada mediante Resolución SUB 194123 del 23 

de julio de 2009. 

 

• Colpensiones emitió auto de pruebas APSUB 2668 del 25 de julio de 2019 en el que le solicitó 

autorización al señor Ancizar Ospina Martínez para revocar la Resolución VPB 12498 del 20 de 

julio de 2014.  

 

En relación con la teoría del caso de cada uno de las partes se encuentra: 

 

Parte demandante: resaltó que el acto administrativo demandado quebrantó las normas en las que 

debía fundarse toda vez que el reconocimiento de la pensión de vejez se realizó contraviniendo las 

disposiciones que regulan el asunto, al reconocer la entidad una prestación periódica con 

fundamento en el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y lo determinado en 

el Acto Legislativo 01 de 2005, y en consecuencia aplicar la Ley 33 de 1985, cuando lo cierto es que 

el señor Ospina Martínez para la entrada en vigencia del régimen general de pensiones no 

acreditaba ni la edad ni el tiempo de servicios requerido para queda cubierto por la transición de 

la Ley 100. 
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Aunado a ello, resaltó que tampoco acreditó el mínimo de semanas exigidas por las normas 

preexistentes de la pensión de vejez, como la Ley 77 de 1988, la Ley 33 de 1985 y el Acuerdo 049 

de 1990.  

 

En relación con la revocatoria de los actos administrativos citó los artículos 93 y 97 de la Ley 1437 

de 2011, e indicó que al demandado se le solicitó su consentimiento para revocar el acto 

administrativo que le reconoció la pensión, sin que este emitiera respuesta al respecto.  

 

Parte demandada: señaló que el señor Ospina Martínez siempre actuó de buena fe en los trámites 

que adelantó para el reconocimiento de su pensión, y en tal sentido no puede ser condenado a 

devolver suma de dinero alguna a Colpensiones.  

 

Resaltó que, de acuerdo a la historia laboral del actor, de no ser beneficiario de la transición de la 

Ley 100 de 1993, y por consiguiente de la Ley 33 de 1985, se le debería reconocer la pensión bajo 

los postulados de la Ley 797 de 2003 ya que tiene más de 1.300 semanas cotizadas, pero jamás 

privarlo de percibir una mesada pensional ya que esto afectaría su mínimo vital.    

 

Finalmente, manifestó que sin que implique el reconocimiento de derechos, propone la 

prescripción respecto de las mesadas o dinero que eventualmente pueda ordenarse y por efecto 

de transcurso del tiempo se encuentre afectado por este fenómeno. 

 

En atención a lo anterior, se fijará el litigio a partir de los siguientes interrogantes: 

 

1. ¿Cumplía el señor Ancizar Ospina Martínez los requisitos determinados en el artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993 para que su pensión de vejez fuera reconocida bajo los postulados de la Ley 33 de 

1985?  

 

En caso que la respuesta anterior sea negativa, deberá la Sala resolver: 

 

2. ¿Debe mantenerse la pensión al señor Ospina Martínez por un régimen diferente?; ¿Qué 

modificaciones exigiría ese régimen para el beneficiario? 

 

3. ¿Debe restituir el señor Ospina Martínez los valores que le fueron reconocidos y pagados por 

concepto de pensión por el régimen de la Ley 33 de 1985? 

 

Lo anteriores problemas jurídicos se plantean sin perjuicio de que, al momento de proyectar el fallo, 

se estime conveniente agregar otros puntos de análisis.  

 

 



17001-23-33-000-2020-00232-00 nulidad y restablecimiento del derecho 

 

A.I 110 
 

5 

 

Pruebas 

 

Parte demandante: hasta donde la ley lo permita téngase como prueba los documentos allegados 

con la demanda, mismos que reposan en el expediente digital que se identifica como archivo nro. 

8 “expediente administrativo”.   

 

La parte demandante no realizó petición de pruebas.  

 

Parte demandada: La parte demandada no aportó pruebas con la contestación de la demanda y 

tampoco solicitó la práctica de alguna.  

 

Al tenor del artículo 182A de la Ley 2080 de 2021, el despacho considera que en este caso es posible 

dictar sentencia anticipada, ya que no hay pruebas por practicar. En tal sentido, se correrá traslado 

para presentar alegatos de conclusión a las partes y concepto al Ministerio Público. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Caldas,   

 

 

RESUELVE  

 

PRIMERO: FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos:   

 

1. ¿Cumplía el señor Ancizar Ospina Martínez los requisitos determinados en el artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993 para que su pensión de vejez fuera reconocida bajo los postulados de la Ley 33 de 

1985?  

 

En caso que la respuesta anterior sea negativa, deberá la Sala resolver: 

 

2. ¿Debe mantenerse la pensión al señor Ospina Martínez por un régimen diferente?; ¿Qué 

modificaciones exigiría ese régimen para el beneficiario? 

 

3. ¿Debe restituir el señor Ospina Martínez los valores que le fueron reconocidos y pagados por 

concepto de pensión por el régimen de la Ley 33 de 1985? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al momento de proyectar el fallo y en virtud del análisis de las 

pruebas recaudadas, se estime conveniente agregar otros puntos de análisis.  

 

SEGUNDO: TENER COMO PRUEBA de la parte demandante los documentos visibles en el archivo 

nro. 8 del expediente digital “antecedentes administrativos”. 
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TERCERO: CÓRRASE TRASLADO a las partes y al Ministerio Público para que dentro del término de 

diez (10) días, siguientes a la notificación de esta providencia, presenten sus alegatos de conclusión 

y el respectivo concepto.   

  

CUARTO:  Surtido lo anterior, regrese el expediente a despacho para proferir la sentencia 

anticipada.      

 

QUINTO: SE ADVIERTE a las partes que todo memorial debe ser allegado únicamente al correo 

dispuesto para tal fin, este es, sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co. Cualquier documento enviado 

a otra dirección de correo electrónico se tendrá por no presentado.  

   
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica por Estado Electrónico No. 
079 de fecha 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al 
correo electrónico. 

Manizales, 
__________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I.  124     

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 6º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de REPARACIÓN DIRECTA promovido por la señora YOLIMA TABORDA 

URIBE Y OTROS contra la ESE HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS DE RIOSUCIO 

(CALDAS).   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación por la parte demandante, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 6º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de REPARACIÓN DIRECTA promovido por la señora YOLIMA TABORDA 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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URIBE Y OTROS contra la ESE HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS DE RIOSUCIO 

(CALDAS).   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I. 123      

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 8º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de REPARACIÓN DIRECTA promovido por los señores DAGOBER 

LAMPREA MARÍN Y OTROS contra el HOSPITAL SAN ANTONIO DE VILLAMARÍA 

(CALDAS) y OTROS.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

8º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de REPARACIÓN DIRECTA 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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promovido por los señores DAGOBER LAMPREA MARÍN Y OTROS contra el 

HOSPITAL SAN ANTONIO DE VILLAMARÍA (CALDAS) y OTROS.   

  

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a la partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 
 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

MAGISTRADO PONENTE: MANUEL ZAPATA JAIMES CARLOS 
 

Manizales, siete (7) de mayo de dos mil veintiuno (2021). 

 

Dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

señor JUAN CARLOS ECHEVERRY SÁNCHEZ contra LA E.S.E HOSPITAL SAN JOSÉ DE 

VITERBO - CALDAS, la señora MÓNICA MARÍA YEPES JARAMILLO, en su condición de 

gerente de la E.S.E accionada, presentó memorial visible a folio 29 y 30 del C.5 por medio 

del cual solicitó la aclaración de la sentencia de segunda instancia proferida por esta 

corporación el 20 de febrero de 2020. 

 

La solicitud la sustentó en que en el fallo del tribunal se ordenó el pago a favor del 

demandante de las prestaciones sociales y factores salariales a los que un empleado de 

igual categoría del hospital tendría derecho con base en los honorarios pactados, por el 

periodo comprendido entre el 1° de marzo de 2007 al 31 de diciembre de 2011; y realizar 

los aportes a pensión por el periodo comprendido entre el 1° de enero de 2007 al 31 de 

enero de ese mismo año, y del 1° de marzo de 2007 al 31 de diciembre de 2011.  

 

Explicó que el hospital inició trámites para el pago de la sentencia, pero advirtió que el 

señor Juan Carlos Echeverry Sánchez no prestó sus servicios en el periodo comprendido 

entre el 1° de enero de 2007 y el 28 de febrero de 2007, y, por tanto, no se contaba con los 

soportes necesarios para que Colpensiones continuara con la liquidación financiera de la 

sentencia hasta tanto no recibiera la información del ciclo 200701, tal como lo manifestó 

la Administradora Colombiana de Pensiones en comunicación dirigida el hospital.   

 

En tal sentido, solicitó se informe si lo ordenado en la sentencia, de manera específica en 

el inciso o párrafo segundo del artículo primero de la parte resolutiva, en la que se ordena 

realizar aportes a pensión por el periodo comprendido entre el 1° de enero de 2007 al 31 

de enero de ese mismo año corresponde a un error al momento de establecer los cálculos 

de los aportes y, de ser así, se emita aclaración de la sentencia para enviarla a Colpensiones. 

O que, en caso de no haberse cometido ningún error en el fallo, se informe cómo se deben 

liquidar y pagar los aportes a pensión por el periodo del 1° de enero y el 28 de febrero de 
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2007, ciclo 200701, ya que durante este interregno no existió vinculación entre la parte 

demandante y demandada.   

 

CONSIDERACIONES: 

 

El artículo 285 del Código General del Proceso, norma aplicable por remisión del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece: 

La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la 
pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a 
solicitud de parte, cuando contenga conceptos o frases que 
ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en 
ella. 

En las mismas circunstancias procederá la aclaración de auto. 
La aclaración procederá de oficio o a petición de parte 
formulada dentro del término de ejecutoria de la providencia. 

La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite 
recursos, pero dentro de su ejecutoria podrán interponerse los 
que procedan contra la providencia objeto de aclaración.  

Según lo anterior, la sentencia solo puede ser objeto de aclaración cuando contenga 

conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas 

en la parte resolutiva de la sentencia y se haya hecho la solicitud dentro del término de 

ejecutoria de la providencia, lo cual en este caso no ocurrió, pues el fallo se notificó el 25 

de febrero de 2020 y el memorial de aclaración se presentó el 12 de marzo de 2021.  

 

Aunado a ello, hay que señalar que la aclaración de una sentencia es una actuación judicial, 

la cual busca que el fallador emita otro pronunciamiento en torno a una decisión que ya 

adoptó y sobre la cual puede recaer algún asomo de confusión en relación con la orden 

dada.    

 

En tal sentido considera el despacho que, para solicitar la aclaración, como ocurre con 

cualquier otra actuación judicial, es necesario que se haga a través de apoderado, tal como 

lo dispone el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011 que consagró el derecho de postulación, y 

que se acompasa con lo establecido en los artículos 73 a 75 del CGP, que establecen lo relativo 

a los poderes.  

 



17001-33-33-001-2014-00465-02 nulidad y restablecimiento del derecho 

  A.I. 107 

3 

Al revisar la petición de aclaración del fallo, se corrobora que quien suscribió el memorial es 

la representante legal de la E.S.E Hospital San José de Viterbo, lo que significa que no se 

realizó la solicitud a través de apoderado. 

 

De manera sucinta, el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección A en providencia 

del doce (12) de junio de dos mil veinte (2020) radicación número: 13001-23-31-000-

1999-99410 01(1237-12,) adujo sobre el derecho de postulación en actuaciones como esta 

lo siguiente:  

 
El señor Ehndir Enrique Quinto Carvajal solicitó la «corrección» 
de la sentencia del 9 de abril de 2014, dictada por esta 
Subsección, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento 
del derecho instaurado por él y que fue notificado en edicto 
que permaneció fijado desde el 12 hasta el 16 de septiembre 
de 20141, es decir, quedó ejecutoriada el 21 de septiembre de 
la misma anualidad. Al respecto se advierte lo siguiente: 

 
En primer lugar, que el señor Ehndir Enrique Quinto Carvajal 
compareció en nombre propio y no por intermedio de su 
apoderado, sin acreditar la calidad de abogado, con lo cual se 
hace evidente que no cumplió con las exigencias propias del 
derecho de postulación, conforme las reglas antes señaladas. 
Ello es suficiente para rechazar de plano su solicitud. 

 

Así las cosas, se rechazará de plano la solicitud de aclaración de la sentencia en tanto no se 

cumplió con el derecho de postulación.   

 

Por lo anteriormente expuesto, EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS,  

 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: RECHAZAR DE PLANO la solicitud de aclaración de la sentencia proferida por 

esta corporación el día 20 de febrero de 2020 dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el señor JUAN CARLOS ECHEVERRY 

SÁNCHEZ contra LA E.S.E HOSPITAL SAN JOSÉ DE VITERBO – CALDAS, según lo expuesto 

en la parte motiva.   

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE el presente proveído. 

 

TERCERO: Ejecutoriado este auto, regrese el expediente al juzgado de origen.  

 

                                                           
1 Según se registra en el sistema SAMAI. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
 

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

El suscrito Secretario certifica que la anterior 
providencia se notifica por Estado Electrónico No. 
079 de fecha 10 de mayo de 2021. 
Surtido lo anterior, se envió mensaje de datos al 
correo electrónico. 

Manizales, 
__________________________________________ 
 

 
 

HÉCTOR JAIME CASTRO CASTAÑEDA 
Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

SALA TERCERA DE DECISIÓN 

 

MAGISTRADO PONENTE: DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

 

Manizales, siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021). 

A.I. 078 

RADICADO:              17-001-23-33-000-2015-00138-00 

NATURALEZA:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

DEMANDANTE:      Sandra Jackeline Bernal y Otros 

DEMANDADO:           Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 

 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

La parte actora deprecó el reconocimiento del ascenso póstumo del Soldado Profesional 

Gustavo Alirio Torres Vidal, y en consecuencia el reconocimiento de los mayores valores 

que por concepto de prestaciones sociales y salariales fueron liquidadas en favor de los 

demandantes como cónyuge supérstite e hijos del referido fallecido. 

 

Mediante auto del 13 de febrero de 2017 (fls. 120-121, cdo. 1) se rechazó parcialmente la 

demanda señalándose que la única pretensión frente a la cual se continuaría el trámite 

era la referente al ascenso póstumo, mas no las referentes al reconocimiento y pago de 

prestaciones económicas derivadas de dicho ascenso. Decisión que fue confirmada por 

el H. Consejo de Estado mediante proveído del 15 de agosto de 2019 (fls. 138-140, ibidem). 

 

Así, tras haberse confirmado el rechazo de la demanda respecto de las pretensiones de 

contenido económico, el apoderado de la parte actora informó su renuncia al poder 

otorgado, manifestación que fue acompañada de la correspondiente comunicación 

enviada a los poderdantes en tal sentido (fls. 153-158, cdo. 1). 

 

Por lo anterior, atendiendo a que de conformidad con el derecho de postulación 

establecido por el artículo 160 del CPACA “Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo 

por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley permita su intervención 

directa”, mediante auto del 11 de febrero de 2021 al considerarse necesario para continuar 

con el trámite del medio de control, se requirió a la parte actora para que procediera a 

designar a un nuevo apoderado que continuara con su representación e impulso del 

proceso, para lo cual se otorgó el término de 15 días, sin que a la fecha se haya dado 

cumplimiento a dicha carga procesal. 

 

II. CONSIDERACIONES. 
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El artículo 178 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece el desistimiento tácito en los siguientes términos: 

 

“ARTICULO 178. DESISTIMIENTO TÁCITO. Transcurrido un plazo de treinta (30) 

días sin que se hubiese realizado el acto necesario para continuar el trámite de la demanda, 

del incidente o de cualquier otra actuación que se promueva a instancia de parte, el Juez 

ordenará a la parte interesada mediante auto que lo cumpla dentro de los quince (15) días 

siguientes. 

 

Vencido este último término sin que el demandante o quien promovió el trámite respectivo 

haya cumplido la carga o realizado el acto ordenado, quedará sin efectos la demanda o la 

solicitud, según el caso, y el juez dispondrá la terminación del proceso o de la actuación 

correspondiente, condenará en costas y perjuicios siempre que como consecuencia de la 

aplicación de esta disposición haya lugar al levantamiento de medidas cautelares. (…)” 

(Subraya fuera de texto) 

 

Según este precepto, en aquellos casos en los cuales se requiera un acto necesario para 

continuar con el trámite del proceso a instancia de parte y una vez transcurrido un lapso 

de treinta (30) días sin que se hubiese realizado el acto requerido para ello, el Juzgado 

deberá instar a la parte a quien le corresponda la carga, para que realice la misma dentro 

de los quince (15) días siguientes, término que vencido, sin que se cumpla con la carga 

procesal, dejará sin efectos la demanda o la solicitud, según el caso, y por lo cual se 

dispondrá la terminación del proceso. 

 

En el presente caso, como se advirtió mediante proveído del 11 de febrero de 2021, se 

requirió a la parte demandante para que designara apoderado judicial en representación 

de sus intereses, sin que a la fecha se haya cumplido con dicha carga. 

 

Cabe advertir, que como lo ha señalado el H. Consejo de Estado, el incumplimiento de 

la carga procesal de constituir apoderado por parte de quien no puede comparecer 

directamente al proceso, impide dar trámite al mismo e impone la aplicación del 

desistimiento de la demanda. En efecto la referida corporación ha señalado1: 

 

“De conformidad con el artículo 160 del CPACA quien comparezca a un proceso deberá 

hacerlo por conducto de apoderado inscrito, excepto en los casos en que la ley permita su 

intervención directa. De otra parte, el artículo 84 del Código General del Proceso establece 

que con la demanda deberá acompañarse del poder cuando se actué por intermedio de 

apoderado.  

 

                                                             
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, C.P.: Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, 

30 de agosto de 2016, Radicación número: 25000-23-37-000-2014-00838-01(22378). 
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Por tanto, designar a apoderado y allegar el poder sí es una carga procesal para las partes 

en el proceso ordinario, en consecuencia, el incumplimiento de esta carga procesal 

acarrea el desistimiento tácito de la demanda. 

 

Según se advierte del expediente, ese auto se notificó por estado el 18 de septiembre de 2015. 

Luego, el término de 15 días previsto para que la demandante cumpliera la orden empezó a 

correr el 21 de septiembre de 2015 y venció el 9 de octubre del mismo año. Sin embargo, la 

demandante no acreditó la designación de un nuevo apoderado que los representara.  

 

Esa omisión configura los presupuestos previstos en el numeral cuarto del artículo 178 del 

CPACA y faculta al juez para declarar el desistimiento tácito de la demanda.” 

 

En consecuencia, con sustento en la normativa y jurisprudencia en cita y ante el 

vencimiento del plazo previsto para acreditar el cumplimiento de la carga procesal 

correspondiente a la parte demandante, conforme lo ordena el artículo 178 ya citado, 

queda sin efectos la demanda y por tanto se dispondrá la terminación del proceso, por 

desistimiento tácito. 

 

Por lo expuesto, la Sala Tercera de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas,  

  

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLÁRASE la ocurrencia del fenómeno jurídico de desistimiento tácito de 

la demanda que por el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 

promovieron Sandra Jackeline Bernal y Otros contra la Nación – Ministerio de Defensa 

– Ejército Nacional. 

 

SEGUNDO: Dar por terminado el proceso. 

 

Proyecto discutido y aprobado en Sala Tercera de Decisión realizada en la fecha, según 

Acta No. 20 de 2021. 

NOTIFICAR 

 

 

DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Magistrado Ponente 

 

 



 
                                                                                                                         

17001-33-33-001-2016-00070-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I.  119     

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandada, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

señor JUAN MANUEL CÁRDENAS PATIÑO contra EMPOCALDAS S.A. E.S.P.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación por la parte demandada, contra la 

sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

señor JUAN MANUEL CÁRDENAS PATIÑO contra EMPOCALDAS S.A. E.S.P.   

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-33-004-2016-00086-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 
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Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, siete (07) de MAYO de dos mil veintiuno (2021) 

 

A.I. 122      

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandada, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 4º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de REPARACIÓN DIRECTA promovido por el señor PHANOR ANDRÉS 

MUÑOZ MANRIQUE contra la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA 

NACIONAL.   

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, habrá de admitirse el recurso de segundo grado, y con 

este mismo auto se dará traslado para ALEGACIONES y concepto del Ministerio 

Público conforme al artículo 247 inc. 4º ibídem. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandada, contra la sentencia emanada del Juzgado 

4º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de REPARACIÓN DIRECTA 

 
1 Ley 1437 de 2011. 
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promovido por el señor PHANOR ANDRÉS MUÑOZ MANRIQUE contra la 

NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL.   

 

NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público, y por 

estado electrónico a las partes. 

 

EJECUTORIADA esta providencia, comenzará a correr inmediatamente para 

las partes el término de diez (10) días para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN; vencido este lapso, el Ministerio Público podrá presentar su 

concepto de mérito dentro de los diez (10) días siguientes.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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